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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Salud, señor Álvaro Erazo Latorre, y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman Ramos; la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz Pollmann; el Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei Toledo, y la Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción del Ministerio de Salud, señora Helia Molina Milman. 
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).-  Se da por aprobada el acta de la sesión 6ª, extraordinaria, en 1 de abril del año en curso, que no ha sido observada.




  Las actas de las sesiones 7ª y 8ª, ordinarias, en 7 y 8 de abril del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véase en los Anexos el Acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (boletín N° 4.234-03).



Con los diecisiete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (boletín N° 5.971-17).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (boletín N° 6.072-07).


4.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (boletín N° 6.139-06).



6.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



7.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).


8.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (boletín N° 6.232-07).


9.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



10.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



11.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).


12.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (boletín N° 6.252-09).


13.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (boletín N° 4.999-11).



14.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (boletín N° 5.766-08).


15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (boletín N° 4.901-08).


16.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (boletines N°s. 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



17.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (boletín N° 6.418-07).


Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05).


3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).



4.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 17 y 19 de abril del presente año, ambas fechas inclusive, para participar en la V Cumbre de Las Américas, en la ciudad de Puerto España, República de Trinidad y Tobago.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



--Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha accedido a la solicitud formulada por esta Corporación en orden a archivar el proyecto de reforma constitucional sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar la referida iniciativa de ley.



Con el segundo informa que ha aprobado, con excepción de la que indica, las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (boletín N° 4.234-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”), y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Economía para que integren la referida Comisión Mixta.



Con los dos siguientes comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (boletín N° 5.697-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las fuerzas de orden y seguridad pública (boletín N° 6.434-02) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda, unidas. Y, si se cuenta con el respectivo informe, será incorporado a la tabla de la sesión de mañana.


3.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a Su Santidad Juan Pablo II en los principales pasos fronterizos de Chile (boletín N° 3.835-04) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra de los artículos 147 y 714 del Código Civil y 106 de la Ley General de Bancos.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Orpis, respecto de las personas contratadas a honorarios en las municipalidades del país durante el año 2008.



De la señora Ministra de Educación, por medio del cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a las clases de educación de tránsito.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a problemas sanitarios que afectan a la localidad de Alto Hospicio.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros, a través del cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, sobre las acciones de Fasa.



De la señora Directora del Trabajo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre diversas materias de índole laboral en relación con la Zona Franca de Iquique.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación (boletín N° 6.433-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana.



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (boletín N° 6.418-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Coloma y Novoa, sobre fecha de elecciones presidenciales (boletín Nº 4.592-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas (boletín N° 6.366-09) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Prokurica y Sabag y de los entonces Senadores señores Vega y Viera-Gallo, que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras (boletín Nº 3.880-14) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Orpis y Espina, con la que inician un proyecto de ley que obliga a inscribirse en un registro especial a las personas naturales o jurídicas que transporten precursores químicos (boletín N° 6.463-07) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento para personas y empresas (boletín Nº 6.437-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Queda para tabla.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, resolvieron unánimemente lo siguiente:



1°.- Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos.



2°.- Ampliar a tres horas la duración del Orden del Día a contar de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 15 de abril, y mientras no se apruebe una modificación del Reglamento del Senado en tal sentido, adecuando a una hora el tiempo de Incidentes.



3°.- Otorgar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional, hasta las 4 de la tarde de mañana miércoles, las que se entregarían en la Secretaría de la Comisión. 



4°.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 19 de hoy, al proyecto que crea la Superintendencia de Educación, las que deberán presentarse en la Secretaría de la respectiva Comisión.



5°.- Tratar y despachar en la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que modifica el decreto supremo N° 412, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, siempre que estuviere informado.



6º.- Retirar de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath y Sabag, que establece la certificación de la leña y autoriza sistemas de calefacción y energía a base de leña con combustión de doble cámara en zonas saturadas, y pasarlo a la de Minería y Energía.



7º.- Retirar de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath y Prokurica, que establece el uso obligatorio de un sistema de posicionamiento satelital en naves que indica, y enviarlo a la de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

)----------(

El señor ARANCIBIA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, hoy falleció el doctor Jorge Kaplan Meyer, destacada personalidad de mi Región, y quiero pedir a la Mesa -en particular a Su Señoría- que se fije una fecha para rendir homenaje a tan insigne persona.

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo solicitado por el Senador señor Arancibia, se precisará una fecha para tal efecto.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo saber acerca de lo que se resolvió sobre el proyecto de ley que otorga una bonificación por calidad de satisfacción al usuario y establece normas que indica para los funcionarios del Registro Civil e Identificación.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, dicha iniciativa será incorporada en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana miércoles.

El señor ESCALONA.- Gracias.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, en la última sesión ordinaria se aprobó en general el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, pero no hubo posibilidad en ese momento de fijar plazo para presentar indicaciones.



El Presidente de la Comisión de Constitución solicita que se establezca como plazo el lunes 27 de abril, a la 12.



Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda. 

V. ORDEN DEL DÍA

FRANQUICIA TRIBUTARIA A SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS 

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo resuelto unánimemente por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos, con informes de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6174-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 30 de enero de 2009.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 7ª, en 7 de abril de 2009.


Minería y Energía, sesión 7ª, en 7 de abril de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es el establecimiento de una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria, calentada con energía solar, a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento.



La Comisión de Hacienda, luego de escuchar la presentación efectuada por el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami), en los mismos términos en que fue despachado el proyecto por la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Minería y Energía, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Gómez, Núñez y Prokurica) también resolvió aprobar en general la iniciativa. 



El texto del proyecto se consigna en la parte pertinente de los informes de ambas Comisiones. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en las pantallas de nuestros computadores aparece un proyecto distinto al que estamos analizando.

El señor NOVOA (Presidente).- Se rectificará lo planteado por Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Muchas gracias.



Señor Presidente, el propósito de la iniciativa que nos ocupa es el establecimiento de un crédito tributario a fin de financiar sistemas solares térmicos que sirvan para abastecer de agua potable sanitaria, calentada con energía solar, a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento, abaratando así la instalación de dichos dispositivos en los hogares de familias de menores ingresos y de clase media.



El proyecto busca disminuir la dependencia del país de combustibles fósiles, tales como el petróleo y sus derivados, dado el alto nivel de volatilidad en sus precios y los problemas de suministro que Chile ha experimentado en los últimos años.



Asimismo, tiene por objeto diversificar nuestra matriz energética en aquellas áreas donde tenemos un tremendo potencial, como la energía solar.



Por ejemplo, un español experto en energía solar que asistió a la Comisión de Minería y Energía, calculó que solo en 300 kilómetros cuadrados del desierto de Atacama se podría generar toda la energía que se consume actualmente en el país: más de 10 mil megas.



En seguida, la iniciativa tiende a promover el uso de energías renovables no convencionales, entre las que se destaca la energía solar, respecto de la cual Chile es privilegiado, dados los altos niveles de radiación.



Por otra parte, la franquicia contemplada en el proyecto tendrá un doble efecto positivo, ya que no solo apunta al desarrollo de una fuente energética renovable y de bajo costo, sino también a la reducción del gasto en gas de las familias, disminuyendo la dependencia de este combustible, lo que redundará en una menor inflación y en una promoción del crecimiento económico.



Adicionalmente, la implementación de esta medida incentivará la creación de fuentes de trabajo calificadas en el país, al mismo tiempo que posibilitará que recursos económicos antes destinados a pagar por un bien importado, como son los hidrocarburos, ahora puedan destinarse a inversión en sistemas solares térmicos que pueden manufacturarse, total o parcialmente, en Chile.



Es digno de destacar algunos proyectos, como el que está impulsando CODELCO con los reos en las cárceles, para fabricar equipos termosolares, elementos que se están vendiendo con bastante buenos resultados en nuestro país. 



Por último, mediante esta iniciativa se faculta a la Presidenta de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, los que deberán llevar también la firma de los Ministros de Vivienda y Urbanismo y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, establezca un mecanismo destinado al financiamiento de sistemas solares térmicos y su instalación en conjuntos de viviendas usadas -cosa que echábamos de menos en la discusión- que hayan sido financiadas, en todo o parte, con recursos fiscales. 



Antes de finalizar, señor Presidente, quiero hacer un par de reflexiones. 



La primera, en el sentido de que, si se desea promover el uso de energía solar, por todas las características que hemos destacado, sería bueno estudiar la posibilidad de no radicar el beneficio de que se trata solo en hogares nuevos y de cierto límite económico. Porque, si el país tiene potencial en esta materia, se debería incentivar la utilización de aquella energía en general. 



Mi segunda reflexión se refiere a la fórmula empleada en el proyecto para el otorgamiento del beneficio, en cuanto a que sus titulares son las empresas constructoras, que en alguna medida lo traspasan a quienes reciben el panel solar. La verdad es que, a mi juicio, se debería haber utilizado un procedimiento más parecido al de la ley N° 18.450, de fomento al riego, conforme al cual el subsidio lo recibe directamente el beneficiario, quien de algún modo procura su entrega. 



Por cierto, votaremos a favor de esta iniciativa.



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- El Honorable señor Prokurica acaba de rendir informe como Presidente de la Comisión de Minería y Energía. 



Debo recordar que el proyecto se tratará como si fuera de Fácil Despacho, por lo que corresponde distribuir el uso de la palabra entre un Senador que lo apruebe y otro que lo impugne.



Entiendo que nadie está en contra de la iniciativa. 



Se encuentran inscritos para intervenir los Honorables señores Orpis y Horvath, en este orden.



En consecuencia, propongo que cada uno hable por dos minutos.



Acordado. 



Tiene la palabra el Senador señor Orpis 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el informe del titular de la Comisión de Minería y Energía fue bastante completo. Solo deseo agregar un par de elementos.



El propósito de esta iniciativa es masificar el uso de la energía solar térmica. Para ello se otorga un crédito tributario acotado a un plazo, de 5 años.



La importancia del referido crédito estriba en que se halla destinado a las empresas constructoras. Sin embargo, tiene bastante liquidez -lo recalco- y grados de flexibilidad.



En primer lugar, se imputa a los pagos provisionales mensuales. Pero, si existe un remanente, puede aplicarse a cualquier otro impuesto de retención, incluido el IVA.



Ahora, si se desea realmente la masificación de los sistemas solares térmicos -esta materia formó parte del debate en la Comisión de Minería y Energía-, lo lógico es hacer extensiva la franquicia tributaria pertinente a quienes fabrican paneles solares térmicos, de manera que no solo tengamos empresas que los empleen en lo que construyan, sino también, a nivel nacional, una capacidad instalada que permita generalizar su uso. 



En consecuencia, espero que durante la discusión particular el Ejecutivo acceda a extender aquel incentivo a quienes instalen una fábrica de ese tipo de paneles, lo cual posibilitará abaratar aún más los costos de la tecnología en comento.



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, debo destacar que el proyecto en debate es aplicable a todo Chile, dada su diversidad. 



Se trata de un sistema termosolar que calienta el agua; tiene un costo del orden de 600 mil pesos; ocupa dos metros cuadrados de techo, y necesita un estanque de 120 litros. 



Por consiguiente, no estamos hablando de nada muy complicado. Y, desde luego, el ahorro de energía es notable. 



Un dato que tuvo en cuenta la Comisión, por su repercusión, es el de que en Chile 57 por ciento de la población no tiene acceso a agua caliente, problema que la iniciativa en debate permite resolver en buena medida. 



El planteamiento de extender la cobertura a viviendas usadas se puede concretar ligando el beneficio otorgado por este proyecto con el consignado en el programa de protección del patrimonio familiar, que prevé un subsidio para el mejoramiento y ampliación de las viviendas y su entorno. Por ende, los refuerzos requeridos en los techos fácilmente pueden ser cubiertos por tal programa. 



Solo quería señalar aquello, señor Presidente. 



Votaremos a favor del proyecto, y solicito al Ejecutivo incorporar durante la discusión particular las modificaciones pertinentes, que son de su iniciativa exclusiva. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- En votación la idea de legislar. 

El señor NÚÑEZ.- ¡Yo había pedido la palabra, señor Presidente!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Excúseme, señor Senador. La culpa es mía, porque el señor Presidente me preguntó si usted había pedido la palabra y yo le dije que no. 

El señor NÚÑEZ.- ¡Una vez más…!

El señor COLOMA.- ¡No es la primera…!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Es que Su Señoría no estaba presente.

El señor LETELIER.- Entiendo, señor Presidente, que es posible fundar el voto. 

El señor NOVOA (Presidente).- Por supuesto, señor Senador.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, acerca del proyecto en análisis, solo quiero señalar lo siguiente, que me parece muy esencial.



Nosotros le hicimos presente al Ejecutivo la necesidad de que el reglamento estableciera mecanismos muy claros sobre la calidad de los colectores solares, porque ya tenemos al respecto experiencias no muy positivas.



En nuestro país existen colectores solares térmicos. Según la información disponible, ya hay un parque instalado de 10 mil metros cuadrados, contra un millón 160 mil de Francia, por ejemplo.



En algunas Regiones -como la que represento en el Senado- las experiencias al respecto no han sido positivas, fundamentalmente porque no todas las empresas dedicadas al rubro tienen la “expertiz” -como se dice ahora- o la calidad suficiente para asegurar que dichos colectores van a cumplir el objetivo buscado, sobre todo siendo Chile una nación tan diversificada desde los puntos de vista de la radiación solar y de su geografía.



En consecuencia, lo que exactamente le solicitamos al Ejecutivo en su momento -entiendo que el reglamento así lo considera, según lo que he leído- fue tener presentes todos los aspectos técnicos necesarios para asegurar el cabal cumplimiento de la finalidad perseguida mediante la ley en proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, este es un proyecto positivo, pero me parece del todo insuficiente.



Hace bastante tiempo les planteé -y lo reitero por intermedio de la Mesa- a los señores Ministros Presidente de la Comisión Nacional de Energía y de Hacienda la necesidad de contar con un instrumento de fomento -subsidios o incentivos- más activo para que empresas y personas realicen inversiones en energía renovable. 



Hay empresarios del sector agroindustrial dispuestos a hacer grandes inversiones -150 mil dólares- en paneles solares, por desgracia, en el Valle Central. Y digo “por desgracia” porque, a pesar del factor climático, los costos de energía suben precisamente en los meses clave para ellos (abril, mayo -dramáticos-, junio), lo cual los hace menos competitivos, sobre todo considerando que en nuestro país los precios de la energía son elevados en exceso.



El instrumento que se plantea mediante este proyecto, si bien apunta en una dirección positiva, es insuficiente, pues no permite generar incentivos para empresas y personas que desean efectuar inversiones en forma más proactiva.



La experiencia en Estados Unidos (California), España y otras naciones demuestra que cuando los Estados se atreven a ir más allá gana el país. 



Yo, sin duda, votaré a favor de la iniciativa. Empero, debo hacer presente que es moderada y, en general, no tiene que ver con la realidad planetaria que estamos viviendo ni, en particular, con la de una nación como Chile, tan dependiente de los combustibles fósiles. 



Creo que en algún momento habremos de realizar un debate más a fondo sobre cómo generar incentivos que no impliquen enviar señales tan suavecitas y contribuyan a fomentar una industria pionera en América Latina -o sea, no dejar esta actividad a países como Brasil, que está muy avanzado en la materia-, que implique un aporte no solo para Chile sino para toda la región.



Voto a favor, pero en el entendido de que este es un primer paso, bastante moderado, en la dirección que debemos tomar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor COLOMA.- Yo.



Pido la palabra para fundar mi posición.

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Con las fundamentaciones de voto, el Fácil Despacho puede transformarse en largo despacho…!



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero apuntar en la dirección que señaló el Senador señor Letelier, que a mi entender es correcta. Y deseo reflexionar en el sentido de que esto debería ser parte -así lo entiendo, pero sería bueno explicitarlo- de una política pública general.



Lo que aquí llama la atención es que estemos estableciendo un subsidio de, inicialmente, 600 mil pesos en función de los sistemas solares térmicos. Pero, a fuer de ser franco, debo puntualizar que uno echa de menos la existencia de una política pública más potente en términos de cómo reacciona el Estado, que otorga incentivos legítimos de distinta naturaleza, ante la factibilidad de que accedan a ellos los referidos sistemas y otros no convencionales que pueden aparecer.



Entonces, convengo con el colega Letelier, con quien muchas veces hemos discrepado, en que al respecto debemos actuar con una visión de conjunto mayor.



A mí me habría gustado decir “Aquí hay un incentivo para todas las casas que en algunos de sus componentes esenciales utilicen algún tipo de energía alternativa o no convencional”, más que ir planteando el respectivo beneficio caso a caso.



Deseo, pues, tomar ese concepto, porque la iniciativa me parece valiosa. Pero más valiosa sería si mediara una política pública general, que es lo que echo de menos durante la tramitación de la ley en proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos afirmativos) y se fija el 4 de mayo, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.


Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Ruiz-Esquide.
)----------------(

El señor NOVOA (Presidente).- El Subsecretario de Justicia, don Jorge Frei, solicita autorización para ingresar a la Sala con el objeto de aclarar cualquier duda que surja sobre el proyecto que establece un asiento provisional para el Juzgado de Letras de Chaitén.



--Se autoriza.
ASIENTO PROVISIONAL PARA JUZGADO DE LETRAS DE CHAITÉN

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija un asiento provisional para el Juzgado de Letras de Chaitén, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6072-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 6ª, en 1 de abril de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito de la iniciativa es posibilitar el normal funcionamiento del Juzgado de Letras de Chaitén mediante el traslado de su asiento a la comuna de Futaleufú, para asegurar un real acceso de las personas a la administración de justicia.



La Comisión de Constitución discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe tener presente que, cuando se discuta en particular, esta iniciativa también deberá ser analizada por la Comisión de Hacienda.



Todos los artículos del proyecto tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos conformes.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, me corresponde informar en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Este proyecto tiene por objeto posibilitar el normal funcionamiento del Juzgado de Letras de Chaitén, trasladando su asiento a la comuna de Futaleufú, y establecer normas que otorguen competencias transitorias a otros juzgados para conocer las causas pendientes que aquel, por las razones de todos conocidas, está imposibilitado de seguir conociendo.



Hago presente que el referido tribunal de Chaitén es de competencia mixta.


¿Qué dice el proyecto?



Dispone que el Juzgado con asiento en Chaitén, con jurisdicción sobre dicha comuna y las de Futaleufú y Palena, tendrá provisionalmente su asiento en la comuna de Futaleufú. Y aquí el Gobierno presentará una indicación para los efectos de que no haya un período transitorio emanado de un decreto, sino que se establezca por ley un plazo fijo, probablemente de dos años, y con posterioridad se evalúe si se vuelve al sistema de competencia anterior.



Después consigna una serie de reglas sobre el traspaso de causas en tramitación -se desarrollan en el articulado-, las cuales van a permitir atender adecuadamente a todas las personas que recurrían a ese tribunal, el que, producto de la situación conocida por todos, ha debido trasladarse a distintas zonas.



Por ejemplo, la de que las causas civiles que se encuentren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de la ley en proyecto serán traspasadas al Primer Juzgado Civil de Puerto Montt, el que continuará conociéndolas hasta su total tramitación, salvo que las partes, de común acuerdo, mantengan la competencia de ellas en el juzgado de Chaitén (en adelante, en Futaleufú).



De otro lado, las causas de familia y laborales que se hallen pendientes a la fecha de entrada en vigor de la ley en proyecto serán conocidas por el tribunal correspondiente de la comuna de Puerto Montt, salvo que el demandante o solicitante exprese su deseo en cuanto a que se sigan tramitando en el Juzgado de Chaitén (en adelante, en Futaleufú).


Por otra parte, las causas nuevas y las de garantía nuevas y pendientes serán conocidas por el tribunal que determine la ley, de acuerdo a las reglas generales.



Luego hay una norma atinente a las reglas sobre plazos pendientes en causas en tramitación: los plazos, diligencias y actuaciones que al 2 de mayo del año 2008 hubieren comenzado a correr o se encontraren pendientes se entenderán suspendidos desde la fecha mencionada y hasta veinte días después de la entrada en vigencia de la ley en proyecto.



Y se repite la norma general establecida en el artículo 21 A del Código Orgánico de Tribunales, que faculta a los tribunales de juicio oral en lo penal de Puerto Montt para funcionar en otras localidades dentro del área geográfica de su competencia, por razones de buen servicio.


La Comisión, por unanimidad, recomienda la aprobación de este proyecto de ley, haciendo presente que el Ejecutivo nos anunció que presentará una indicación en lo relativo al plazo de funcionamiento del tribunal.



Es todo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, una gran cantidad de evacuados producto de la erupción del volcán Chaitén, cuya acción cumplirá un año ininterrumpido, ha derivado a la Región de Aisén, por su facilidad de conectividad a través del camino Austral.



Ahora bien, a propósito de este proyecto, uno no puede sino recordar que en nuestro país lo provisional tiende a convertirse en permanente.



La ubicación de Futaleufú es muy marginal respecto a la comunidad de la provincia de Palena y al sector norte de la Undécima Región.



Precisamente, tengo aquí una presentación que hizo un representante de aquella.



Dice: “Prontamente se verá en el Congreso el asunto del traslado del tribunal a Futaleufú, para darle una “NORMALIDAD” de funcionamiento a la Provincia, asunto que es de todo mi entendimiento”.



Pregunta por qué Futaleufú, puntualizando: “a esta localidad le cae diariamente ceniza, en una cantidad que según los estudios es inocua”. Pero pregunta de nuevo: “¿Y la concentración de este material particulado acumulado por casi un año seguirá siendo inocua? Por otro lado, este sector amerita una visita al mes de 2 días, 1 Palena y 1 Futaleufú, ya que no requiere más.”.



Expresa más adelante que “Se dispondrían para este efecto más de 350 millones de pesos”, y concluye planteando que con esa suma sería mejor construir un tribunal en el lugar definitivo donde se pretenden llevar a cabo los mejoramientos y ampliaciones para los evacuados, inmediatamente al norte de Chaitén, en el sector de Santa Bárbara y Fandango Norte.



Por lo tanto, se podría atender de igual forma a los habitantes del litoral, los cuales quedarían mucho más alejados. Es lo que sucedería en el caso de lugares como Ayacara, Buil, Chumildén, Puyó, Casa de Pesca, isla Talcán, caleta Gonzalo y sur de la Región de Aisén.



La pregunta que cabe formularse es si el Ejecutivo, además, piensa en un cambio de fecha. Resulta altamente probable que considere una prórroga, o sea, la transformación de algo provisorio en una situación más permanente.



Debo destacar que para la Región esta área constituye su principal acceso norte: cuenta con caminos, aeropuerto, muelle y rampa, y es preciso que se mantenga como tal.



En consecuencia, el esfuerzo realizado por el Gobierno, después de un año -se han gastado del orden de 30 mil millones de pesos, sin haberse movido ni una sola piedra para restablecer el poblado en un sector seguro dentro de la misma zona, lo cual se halla avalado por estudios técnicos-, es, por decir lo menos, bastante extraño.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más inscritos para usar de la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido, y se fija como plazo para formular indicaciones el lunes 4 de mayo, a las 12.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero y Ruiz-Esquide.



Se abstuvo el señor Horvath.

El señor NOVOA (Presidente).- Ha solicitado la palabra el señor Subsecretario de Justicia.



¿Habría acuerdo en la Sala para concedérsela?



Acordado.



Puede intervenir.

El señor FREI (Subsecretario de Justicia).- Señor Presidente, agradezco al Senado la votación que acaba de registrarse, por cuanto la cuestión de que se trata es transitoria y, por lo mismo, urgente. Llevamos un año con un problema por resolver y, precisamente por ello, se ha buscado una solución -la iniciativa así lo contempla- que permita vincular el funcionamiento del tribunal, de la administración de justicia, con los otros servicios públicos que ya están operando en Futaleufú o Palena.



Hemos tomado conocimiento de las observaciones formuladas por el Senador señor Horvath. Vamos a ser flexibles en la indicación, a fin de considerar lo que ha planteado.



Muchas gracias.

COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE ALIMENTOS Y PUBLICIDAD SOBRE LA MATERIA
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4921-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Girardi y señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide).


En primer trámite, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2007.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Salud (nuevo), sesión 30ª, en 18 de junio de 2008.

Salud (segundo), sesión 6ª, en 1 de abril de 2009.

Discusión:



Sesiones 2ª, en 12 de marzo de 2008 (vuelve a Comisión); 31ª, en 1 de julio de 2008 (se aprueba en general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión deja testimonio de haber acogido una serie de indicaciones que sustituyen el texto aprobado en general por el Senado. Ellas registraron unanimidad, con excepción de la que reemplaza el artículo 2º, la cual contó con los votos favorables de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, y el rechazo del Honorable señor Arancibia. Esta enmienda será puesta en discusión y votación por el señor Presidente.



Cabe recordar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate.



Es preciso hacer constar que el artículo 4º reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere el pronunciamiento favorable de 22 señores Senadores.



El señor Presidente propone a la Sala dar por acogidos todos los artículos que registraron unanimidad en la Comisión, con excepción del 4º.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En consecuencia, corresponde pronunciarse acerca del artículo 2º, el único que fue objeto de una votación dividida.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el artículo 2º propuesto por la Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solo deseo expresar que el proyecto, a la luz de los últimos antecedentes, exhibe una real importancia, razón por la cual hemos llegado a ciertos acuerdos unánimes.



Dada la inmensa cantidad de personas que padecen obesidad en nuestro país, la diferencia surgida a raíz de la disposición en examen se debió, básicamente, a que al Senador señor Arancibia no le pareció adecuada la forma de rotulación de los productos destinados a los consumidores.



Aprovechando la presencia de mi Honorable colega en el Hemiciclo, le pido retirar su observación, para aprobar la norma por unanimidad.

El señor NOVOA (Presidente).- La votación debe realizarse de todas maneras, Su Señoría. Hace un tiempo surgió una dificultad a propósito de una cuestión semejante.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Entonces, pronunciémonos, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra...

El señor PIZARRO.- Perdón, señor Presidente. ¿Ya estamos en votación?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todavía no, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Entonces, conviene abrirla.

El señor NOVOA (Presidente).- No tengo ningún problema en hacerlo, pero hay señores Senadores inscritos para intervenir.

El señor LETELIER.- ¿Está abierta la votación?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.
El señor GARCÍA.- Señor Presidente, entiendo que usted puso en discusión el artículo 2º. 

El señor NOVOA (Presidente).- Efectivamente, señor Senador. Es el único que no se aprobó por unanimidad en la Comisión. 

El señor GARCÍA.- Excúseme, señor Presidente, pero me gustaría que se abriera debate respecto de cada uno de los artículos, porque de la sola lectura de varios de ellos se advierte la existencia de una serie de normas puramente declarativas, que no se sabe cómo se pueden cumplir, porque no mandan o prohíben el hacer algo o el no hacerlo. A mi juicio, ello ameritaría discutirlas y votarlas una a una.



Por lo tanto, de ser posible, le solicito recabar la unanimidad de la Sala para que partamos por el artículo 1º, que es al que quiero referirme ante todo.

El señor NOVOA (Presidente).- No la hay, señor Senador. Se ha opuesto el Honorable señor Ruiz-Esquide. 



En consecuencia, debemos seguir con la tramitación reglamentaria. Están aprobados todos los artículos, menos el 2º y el 4º: el 2º, por haber sido objeto de votación dividida, y el 4º, por requerir quórum especial.



Desgraciadamente, no se solicitó en su momento ninguna votación separada, y ya no es posible hacerlo, porque no existe unanimidad para tal efecto.



Hay varios inscritos para usar de la palabra. Sin perjuicio de que lo hagan, al Senador señor García, por último, le es posible pedirla por segunda vez.



Puede intervenir el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, al tratarse el artículo 2º en la Comisión, voté en contra, porque, luego de todo lo discutido, analizado y visto, y después de escuchar a toda la gente que concurrió a esa instancia legislativa, llegué a la conclusión de que el proyecto, en su redacción inicial -en virtud de ella se llegaba a establecer una suerte de división entre alimentos buenos y malos-, estaba equivocado. Y no he cambiado de opinión.



A mi juicio, los alimentos pueden presentar características particulares, pero no son buenos ni malos en sí. Solo en la medida en que integren una dieta, y dentro de ese contexto, pueden llegar a convertirse en buenos o malos. Por ejemplo, puedo comer en la mañana una barra de chocolate que contenga 500 calorías; pero, si mi dieta no sobrepasa las 2 mil calorías diarias, es probable que mantenga mi peso, así como mis condiciones físicas, de salud. Eso es lo que traté de plantear durante toda la tramitación de la iniciativa.



Deseo recordar a los señores Senadores que pasamos desde un proyecto que contemplaba “semáforos”, es decir, una señal verde, amarilla o roja en el tarro o frasco respectivo, para informar acerca del contenido -en definitiva, podían mediar tantas razones para calificarlo de malo que era muy difícil evitar el rojo-, a una indicación del Ejecutivo bastante más moderada, en el sentido de que hace referencia a “alto en calorías”, “alto en azúcar”, etcétera. Y todo ello, ceñido a las normas del reglamento correspondiente. Creo que eso es importante. Es decir, un texto que para la industria y los productores de alimentos ha sido válido fue el que nos permitió la tranquilidad de acoger el proyecto en los términos en que lo presentó el Ministerio.



No obstante lo anterior, quiero seguir dejando constancia de que, en mi opinión, la gente debiera ser enterada del porcentaje de lo que le conviene consumir durante el día de aquello que selecciona, más que en los términos, un tanto más vagos, de un “semáforo” rojo o del contenido alto o bajo de tal o cual sustancia. Por eso voté en contra de la norma en la Comisión y mantengo mi posición aquí.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que asista a la sesión la doctora Helia Molina Milman, Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción del Ministerio de Salud.



--Se accede. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, me parece que esta es una iniciativa muy importante y que no hace más que homologarnos con las legislaciones internacionales.



Como saben los señores Senadores, las enfermedades crónicas no transmisibles son las peores dolencias que están asolando a los países desarrollados y en vías de desarrollo. En Chile, todos los días mueren, por todas las causas, 300 personas, 200 de ellas por infarto, accidente vascular y cáncer. Pues bien, 100 de estas últimas corresponden a fallecimientos prematuros -es decir, de gente joven- y evitables si se hubiera llevado una vida saludable, de dieta adecuada y ejercicio. Y eso le cuesta al país 10 millones de dólares diarios o más de 3 mil millones de dólares anuales.



La idea de establecer regulaciones en materia de publicidad, etiquetado y prohibición de venta de comida chatarra en los colegios es universal. De hecho, repartimos a cada uno de mis Honorables colegas un acuerdo de las propias empresas -aparecen Kellogg’s, Kraft, Nestlé, PepsiCo, Coca-Cola, Unilever, Bimbo, General Mills-, en el cual se comprometen, frente a la Organización Mundial de la Salud, a regular la publicidad a los niños, por los desastres que ello está generando a nivel planetario.



Ahora bien, estamos ante un proyecto atenuado, respecto de la versión original. El Senador señor Arancibia tiene razón: habíamos presentado una iniciativa mucho más dura. Pero, en pos de lograr una coincidencia -por eso, gran parte del texto registró unanimidad-, retiramos la idea del “semáforo”. La señalización va a ser un asunto reglamentario, que tendrá que discutir el Ministerio de Salud. 



El problema radica en que es preciso ser incluso un especialista en Medicina para entender una etiqueta. Porque puedo asegurar que si se toma un alimento que se piensa que es saludable y se lee que contiene 500 miligramos de sal y 40 por ciento de azúcar, la mayoría de la gente no entiende lo que ello significa. Y eso es comida chatarra. Lo mismo ocurre cuando se consigna 4 por ciento de grasas vegetales parcialmente hidrogenadas o grasas trans. Se trata de productos que no son inocuos, que son perjudiciales. Los que incluyen grasas trans son cancerígenos y aumentan el colesterol, por lo cual ese elemento se está prohibiendo en todos los países. De hecho, los europeos ya lo hicieron. Entonces, no da lo mismo qué alimento se consume.



Las colaciones que los niños llevan al colegio -que incluyen grasa saturada, sal y azúcar- están dañando sus vidas. Chile ostenta el triste récord de registrar la primera prevalencia a nivel mundial en obesidad, la cual el año pasado superó 21 por ciento en el caso de los pequeños de seis años. Y eso significa algo muy concreto: 10 por ciento de ellos ya son hipertensos, 30 por ciento presenta colesterol alto y la mitad es resistente a la insulina. Cuando sean grandes, vamos a vivir una de las más letales epidemias de infartos, accidentes vasculares y cáncer. Porque hoy día decimos que 100 personas mueren a diario de un accidente vascular, infarto o cáncer, pero cuando esa gente que está falleciendo en forma precoz tenía seis años la prevalencia de obesidad era muy baja. En la actualidad tenemos una prevalencia, entre obesidad y sobrepeso, de 50 por ciento en los niños de seis años. Cuando ellos tengan 40 años, el país no va a disponer de recursos financieros para pagar las camas de UTI y los daños que tal situación va a generar.



El Senador que habla, por lo menos, estima que el proyecto quedó bastante más atenuado, más morigerado, y puede servir de transición. Creo que los aportes que se hicieron en la Comisión fueron muy importantes. Y por eso, pido que la Sala lo apruebe.



Porque, finalmente, el Ejecutivo envió una indicación sustitutiva que incorporó muchas de las ideas que formaban parte de lo que deseábamos, pero adecuadas a un contexto más realista, de transición.



Creo que la ley en proyecto será muy importante, pues en la actualidad nuestro país carece de instrumentos eficaces para luchar contra enfermedades crónicas no transmisibles, como la obesidad. Esta es, de lejos, el principal problema de salud pública que enfrentamos. No existe ninguno de tal envergadura. Ni el sida, ni el mal de Chagas, ni la listeriosis, ni los accidentes de tránsito matan a tanta gente como la obesidad. Y ello es evitable.



Por eso el artículo 4°, que requiere quórum de carácter orgánico constitucional, plantea que los niños practiquen actividad física en los colegios al menos durante tres bloques semanales parcelados. Así lo indican todos los estudios científicos a nivel mundial. Hoy día, ellos lo hacen una vez a la semana -está demostrado que tal frecuencia no sirve-, y durante dos horas seguidas, que en realidad se reducen a cerca de 20 minutos, si se descuenta el tiempo que demoran en vestirse. Y no da lo mismo aumentar dicho período a seis horas, porque podrían estar toda la tarde en clases de Educación Física, y ello no les sería útil. Repito que deben practicarla tres veces a la semana fraccionadamente.



Esperamos que el artículo antes mencionado, que -reitero- requiere quórum especial, sea aprobado por el bien del país.



Siento que se despachó un proyecto con la colaboración de todos los Senadores que originalmente eran miembros de la Comisión, en la que participó en forma muy activa el Honorable señor Arancibia, lo cual representa cierto grado de consenso.



En lo personal, espero que algún día dispongamos de un “semáforo” y de una legislación más firme. No es lo que ahora vamos a aprobar, pero de todas formas significa un paso hacia lo que necesitamos a fin de que algún día la gente pueda leer las etiquetas.



La idea de incorporar el “semáforo” apuntaba a que, si un alimento registrara niveles elevados de sal, grasas y azúcar, con parámetros definidos técnicamente, las personas lo supieran a través de las pertinentes señales amarillas, verdes y rojas. ¿Por qué? Porque, por ejemplo, hoy aquellas no entienden qué quiere decir “2 por ciento de grasas trans”, “500 miligramos de sal”, “40 gramos por 100 de azúcar”. No comprenden nada.



Ojalá algún día ello pueda ocurrir.



En todo caso, lo del “semáforo” quedó fuera de la iniciativa que nos ocupa, y esta debería concitar el apoyo de los señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado del debate.



En votación el artículo 2°.



Hay varios señores Senadores inscritos para fundar su voto.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

--(Durante el fundamento de voto).
El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, estoy tremendamente satisfecho de que nos hallemos legislando sobre esta materia en el país. Hace ya varios meses -yo diría años- que la Comisión de Salud se abocó a su estudio.



Agradezco la pasión que han puesto el señor Girardi y otros Senadores en una cuestión objetiva, real, referida a un problema de información respecto del impacto que provocan los componentes de muchos alimentos en la salud de los ciudadanos, en lo cual, por regla general, somos absolutamente ignorantes como consumidores.



Quiero tomar el ejemplo mencionado por él sobre los cereales, que muchos compramos de buena fe para nuestros hijos. En efecto, luego de informarnos acerca de lo que producen en su salud y de cómo los pueden afectar sus componentes, resulta evidente que se necesitan mayores antecedentes a fin de tomar decisiones más adecuadas para cautelar la salud de nuestros hijos.



Planteo lo anterior como algo práctico, cotidiano, que nos ha impactado a muchos, pues, por falta de información, por falta de rotulación, por falta de conocimiento, uno termina alimentando a su familia con productos que ciertamente hacen mal a la salud.



En tanto avanzamos desde un estado de subdesarrollo, como país emergente, hacia niveles más elevados de crecimiento, vemos que lo que caracteriza ese progreso es la cultura. Y un componente básico de ella lo constituye la información sobre nuestra organización social y las actividades que realizamos, entre las cuales se encuentran cómo nos alimentamos y cómo la industria de producción de alimentos nos entrega antecedentes al respecto de mejor manera.



Señor Presidente, el artículo 2° que se propone -fue uno de los puntos de discrepancia- plantea el deber de las industrias de informar. Esta cuestión no siempre es fácil. Yo represento a una Región que es, por esencia, productora de alimentos en parte elaborados, como en el caso de las carnes blancas. Dicho sector el día de ayer quedó en evidencia en forma pública y dramática. En una de las empresas del holding de Agrosuper -que agrupa a las más modernas del país, constituye uno de los principales productores de carnes blancas y es el mayor empleador de la Sexta Región-, ubicada en la comuna de Doñihue, en la localidad de Lo Miranda, se produjo un problema serio, propio de la industria de alimentos.



No tengo la menor duda de que se querrá abordar tal situación, pero ello nos conduce a reflexionar acerca de cómo los productores o distribuidores informan en los envases los ingredientes que incluyen los alimentos que compramos.



¿Cuánta sal y cuánta agua contienen los pollos que adquirimos? ¿Cuánto pagamos por la carne blanca y por el agua?



Lo que hacemos depende de nuestra decisión. Algunos señalan que a los chilenos nos gustan los pollos con más agua y sal. Ello es discutible. Pero estimo importante conocer en detalle el contenido de los alimentos que compramos y que se rotule adecuadamente la cantidad de sus nutrientes, velando porque la información sea comprensible para la población.



En todo caso, entiendo que existen distintos márgenes en esta discusión y considero muy importante que hayamos avanzado. Siento que tampoco es bueno el exceso de información. Algunos Senadores han planteado que ello no la haría comprensible.



Espero que podamos rotular a fin de progresar en el sentido de que el país esté más informado acerca de qué alimentos son buenos y cuáles malos.



Me gustaba la idea del “semáforo”. Porque, a mi juicio, era más útil. Sin embargo, considero que el articulado propuesto constituye un avance, y lo votaré a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, se insiste en darle a esta iniciativa una importancia mucho mayor de la que tiene.



La verdad es aquí se ha puesto mucha pasión, pero en un sentido totalmente equivocado.



Hace 30 años, el principal problema que existía en Chile era la desnutrición. ¿Cómo se abordó? ¿Colocando cuántas calorías aportaba cada alimento? No.



Podríamos haber señalado: “Mire, señora, dé más aceite a sus niños para que engorden”. Pero lo que se hizo fue, primero, llevar a cabo una campaña a nivel nacional, en la que se diseñaron elementos muy bien pensados para detectar el problema rápidamente. Y, con tal fin, se introdujo el Subsidio Único Familiar, que solo se les entregaba a las madres que llevaban a sus hijos al consultorio para efectuarles el control de niño sano. Porque ahí se pesquisaba si estaban en riesgo de desnutrición o si ya presentaban signos de ella.



Una vez detectado un problema de tal índole, se enviaba al menor afectado inmediatamente a los centros que creó el doctor Monckeberg a lo largo de todo Chile, donde se educaba a los padres y se le daba cariño al niño, porque se dieron cuenta de que no bastaba solo con alimentarlo para que aumentara de peso, sino que, además, se le debía estimular.



Y yo quisiera saber dónde se hallan tales elementos en el proyecto.



¿Alguien cree que va a cambiar el comportamiento de los menores que exigen a sus mamás determinado chocolate por su etiquetado? ¿Alguien estima que se modificará tal conducta si no hay publicidad durante el día?



Si se desea abordar de verdad el problema de la obesidad, que constituye efectivamente la peor plaga existente en materia de salud pública no solo en niños, sino también en adultos, hay que hacerlo de otra manera.



El texto que se propone no sirve para nada.



Leí los artículos 1°, 2° y 3°, y no veo qué diferencia hay con lo que ocurre en la actualidad.



Hoy día el Ministerio ordena, mediante el Reglamento Sanitario, los etiquetados que requieren los alimentos. ¿Qué de nuevo aporta la iniciativa? ¡Nada!



Entonces, señor Presidente, este es otro de esos típicos proyectos de ley con los cuales todos estamos contentos porque creemos que contribuirán a reducir la obesidad. Pero, mientras tanto, los consultorios no disponen de programas para detectar ese mal en adultos y en menores. Y ni en esos establecimientos ni en los hospitales existe el número suficiente de nutricionistas. La gente debe esperar meses para una cita con dichos profesionales.



Además, no se contemplan estímulos para quienes se esfuerzan por evitar la obesidad, ni castigo para las personas que ya se encuentran en tal situación. Si hay adultos obesos, ¿cómo vamos a impedir que haya niños en igual condición? 



En el fondo, señor Presidente, no hay conciencia al respecto.



La obesidad es un asunto de salud pública; de diseño de programas; de seguimiento; de estímulo y de castigo, no de etiquetado.



El etiquetado existe desde hace años. Y el Ministerio de Salud ha efectuado un buen trabajo sobre la materia. Tal vez se piense que lo podría hacer mejor. ¡No tengo ningún inconveniente! ¡Que imponga las reglas sobre etiquetado que desee! Mas, si alguien cree que así va a disminuir la obesidad, perdónenme Sus Señorías, pero me parece que demuestra una inocencia increíble.



Señor Presidente, si el problema principal es la obesidad, ¿por qué no se ha implementado una medida para que se practique más deporte en los colegios? ¿Por qué no se ha aumentado la actividad física en dichos establecimientos?



Debo decir, por ejemplo, que en Casablanca se realizó una experiencia destinada a enfrentar la obesidad. ¡Y los resultados fueron espectaculares! 



En efecto, la empresa Córpora Tresmontes llevó a cabo en las escuelas públicas de esa comuna un plan piloto consistente en la dictación de charlas a padres y alumnos, en las cuales se les explicaba la importancia de establecer un sano equilibrio entre los alimentos, y entre su ingesta y la quema de calorías. Ello, por cuanto no solo debemos preocuparnos de cuántas calorías se ingieren, sino también de cuántas se queman.



Por otra parte, hay un programa que tiene por finalidad incentivar el consumo de vegetales, denominado “5 al día”, el cual me parece muy bien. 



Sin embargo, la lucha contra la obesidad debe abordarse a nivel de consultorio, al igual como se hizo con la desnutrición infantil. Y allí se tiene que detectar la obesidad y advertir a los padres, por ejemplo, que se les suspenderá el Subsidio Único Familiar si el niño no adelgaza. O algo parecido. 



No estoy planteando que sea necesario aplicar una medida tan fuerte, pero sí, que es preciso diseñar cuidadosamente una política pública, que incluya amenazas, castigos, estímulos, etcétera.



Mientras aquella no exista, señor Presidente, todo esto será música. Y no servirá de nada. 



No sé para qué se pone tanta pasión en esta iniciativa cuando todo el mundo sabe que, en el fondo, no va a significar ninguna diferencia en las tasas a las que está creciendo la obesidad tanto infantil como de adultos en nuestro país.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, evidentemente, el proyecto que nos ocupa no es la vara mágica que de la noche a la mañana va a resolver los problemas.



Concuerdo con la Senadora Matthei en el sentido de que la cuestión que se aborda reviste extraordinaria importancia. Hoy, las enfermedades no transmisibles, entre las cuales se encuentran la obesidad y el sobrepeso, son las principales causales de muerte en el mundo, y todos los países están abocados a legislar al respecto.



Dichas enfermedades forman parte de las nuevas preocupaciones de la Humanidad. Es cierto que hace 30 años los problemas tenían que ver con la desnutrición y el hambre. Estos, afortunadamente, hoy tienen en Chile una dimensión marginal. Emergen con mucha fuerza, como gran inquietud, la seguridad alimentaria, la alimentación saludable y su calidad. En consecuencia, todo lo relacionado con informar y orientar al consumidor es de máxima relevancia.



Desde ese punto de vista, invito a mis colegas, en especial a la Senadora Matthei, a revisar los contenidos de la iniciativa, entre los cuales hay cuatro o cinco elementos muy importantes. 



Por de pronto, el artículo 2° contempla tres conceptos fundamentales: primero, la obligación de información que se impone a los productores; segundo, la facultad que se entrega al Ministerio de Salud para incluir en el Reglamento Sanitario de los Alimentos todo lo relativo a la materia, y tercero, que el etiquetado que se establece -una innovación respecto de lo existente- sea comprensible por las personas. 



No se saca nada con incorporar una excesiva información técnica, que ni los expertos están en condiciones de descifrar. Se precisa un etiquetado entendible acerca de los contenidos en energía, azúcar, sodio y grasas saturadas.



Creo que la visión entregada por la Senadora Matthei acerca del proyecto no es justa, por lo siguiente.



En primer lugar, se establece un etiquetado comprensible, el que -reitero- constituye un avance respecto de lo que tenemos hoy. Sin perjuicio de las definiciones que se contemplen en el Reglamento, en el artículo 5° se determina la estructura básica que debe tener el etiquetado, la cual es mucho más clara que la actual.





En segundo término, se regula la publicidad, en particular para los menores. Se trata de un aspecto de enorme relevancia, pues todos sabemos que por vía de la publicidad se incita a los niños a consumir un conjunto de productos que terminan siendo atentatorios contra su salud.

En tercer lugar, se prohíbe la venta directa dentro de los colegios de alimentos que presenten una composición nutricional inadecuada. Esta es otra norma importante para proteger a los niños de ese tipo de riesgos.



Además, el artículo 4° (que requiere quórum especial para su aprobación) dispone, entre otras medidas, que los establecimientos educacionales deberán incluir en sus programas de estudios al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, y, también, contenidos que enseñen a los niños y a sus padres los peligros de una alimentación no saludable.



En ese sentido, señor Presidente, reitero que la iniciativa, sin ser la vara mágica que va a solucionar los graves problemas de las enfermedades no transmisibles, en especial la obesidad y el sobrepeso, constituye realmente un avance, por las razones indicadas.



El artículo 2° merece ser aprobado porque es parte del corazón del proyecto, y las aprensiones que podía suscitar han sido resueltas, en buena medida, a través de los compromisos que contrajo el Gobierno en orden a incorporar en el Reglamento Sanitario de los Alimentos la regulación de estas materias y por la estructura básica que se da en el artículo 5° a la señalización de los riesgos en la composición nutricional alimentaria.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con respecto al derecho a información, se avanza al consignar diversas exigencias sobre el rotulado, orientadas a que no se engañe a los consumidores y a que, en definitiva, la gente pueda saber qué come y qué efectos le produce el alimento que ingiere.



Cabe hacer presente que se han dictado múltiples disposiciones, que se burlan después en el etiquetado. Aquí se ha señalado la necesidad de entregar información al consumidor, y la ley en proyecto propicia que ella sea más amplia, visible, de fácil comprensión para la población, con detalle de los ingredientes y una serie de otros datos.



A mi juicio, lo expuesto ya se contempla en la legislación vigente. Sin embargo, o se usa la letra chica o no se transcriben al español, por ejemplo, las etiquetas de alimentos o productos que vienen en idiomas diferentes. Y así se venden, pese a que la ley dispone que ningún producto puede ser comercializado a nivel nacional si no cuenta con una exacta traducción de su composición nutricional tanto en la guía y en el formulario de utilización como, particularmente, en el etiquetado.



Por lo tanto, señor Presidente, considero que las sanciones establecidas en el artículo 7° por infracciones a la futura ley son extraordinariamente débiles. Y durante la discusión en particular de la iniciativa espero propiciar mayores exigencias.



Del mismo modo, en el artículo 4°…

El señor NOVOA (Presidente).- Excúseme, Su Señoría. Ya estamos en la discusión particular, y nos encontramos despachando el proyecto.

El señor NAVARRO.- ¿Definitivamente?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí. Estamos votando el artículo 2° del informe de la Comisión, en su segundo trámite reglamentario.

El señor NAVARRO.- El boletín dice “en primer trámite constitucional”, señor Presidente.

El señor VÁSQUEZ.- Claro, pero en segundo informe.

El señor NAVARRO.- Correcto. Tiene razón el Senador Vásquez. Fue un error mío.



Señor Presidente, el artículo 4°, respecto de la obligatoriedad…

La señora MATTHEI.- ¡Estamos votando el artículo 2°!

El señor NAVARRO.-…en los establecimientos educacionales del país…

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, una vez que termine la actual votación procederemos a tratar el artículo 4°.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en lo que respecta a establecer exigencias de traducción -no sé si a los señores Senadores que estuvieron presentes en el debate de la Comisión, les parecen  iguales a las existentes -, el artículo 2º solo señala que deberá informarse sobre las características de los alimentos, velando, por que la información sea visible y de fácil comprensión.



Entiendo que para que haya “fácil comprensión” debe hacerse la traducción. Pero hoy día eso no ocurre, a pesar de que la ley así lo dispone.



Entonces, no sé si efectivamente va a ser exigible la traducción, porque un número importante de estos alimentos, del más diverso tipo, vienen con rotulación en idiomas no legibles para la inmensa mayoría de los ciudadanos. 



En consecuencia, espero que en el inciso segundo del artículo 2º, donde se señala “de fácil comprensión”, se consigne la obligatoriedad de la traducción.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 2º del proyecto (22 votos contra 1 y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votó por la negativa el señor Arancibia.



No votaron por estar pareados los señores García y Novoa.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde votar el artículo 4º, el cual fue aprobado en forma unánime por la Comisión. Requiere quórum de ley orgánica constitucional, pues modifica la Ley General de Educación al establecer la obligatoriedad de que se practique más deporte en las escuelas.



En votación.



Tiene la palabra el Senador señor García. 



--(Durante la votación).
El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en verdad, nadie podría estar en contra de este artículo 4º, el cual dispone: “Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable,…”, etcétera.



En mi opinión, tal norma requeriría financiamiento. 



¿En cuál asignatura se va a incluir la formación de los alumnos para que distingan los hábitos de alimentación saludables respecto de aquellos que no lo son? ¿Qué profesores van a dictar los cursos correspondientes?



A mi juicio, esta es una muy buena idea, muy parecida a aquella en que los papás tenían derecho a elegir la clase de religión que querían para sus hijos. Pero ocurrió que las municipalidades no disponían de recursos para contratar profesores de religión evangélica. Por lo tanto, la ley, hasta el día de hoy, resulta letra muerta en muchos establecimientos educacionales y los padres no pueden escoger. 



Temo que sobre el particular va a pasar exactamente lo mismo: se dictará una disposición programática, que podemos compartir todos, pero que nadie sabe cómo se va a cumplir en la práctica. 



Si tuviéramos un informe financiero conforme al cual las municipalidades, los sostenedores de la educación subvencionada, van a contar con una cantidad de recursos para contratar más horas de clases, a fin de tener los profesores idóneos que impartan esta asignatura con estos contenidos, obviamente aprobaría sin reservas lo propuesto. Pero, de quedar como está, podemos tener la seguridad de que la ley no se va a cumplir. Si hoy día los municipios presentan déficits en el ámbito de la administración que les compete, mucho menos van a estar en condiciones de contratar a los profesionales o profesores idóneos para dictar clases de religión.



Diversos establecimientos particulares subvencionados también tienen problemas de financiamiento y deben generar dinero. Y con cursos de 45 alumnos -todos estamos de acuerdo en que esto constituye una práctica absolutamente antipedagógica-, tampoco lo van a poder financiar. 



Por eso, señor Presidente -y comparto mucho de lo manifestado por la Senadora señora Matthei-, esta es una iniciativa con buenas intenciones, pero  muy difícil de materializar, sobre todo el artículo 4º.



Por esa razón, porque no está contenido el financiamiento para la contratación de los profesores que puedan materializar estos cursos, me voy a abstener de votar.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero hacer un alegato general de lo señalado respecto de los artículos 2º y 4º. 



No es bueno abrir la discusión sobre la base de que nada de lo que se pueda hacer va a servir. Ya lo han expresado algunos Senadores aquí, en el sentido de que pareciera que todo es inútil  y que nada va a tener resultado positivo, pues no va a haber arreglo alguno. Yo lo entiendo, desde la perspectiva de una oposición al Gobierno. Pero creo que no es adecuado en relación con el fondo del problema y con el modo de debatir las cosas. 



Eso es lo primero.



De otro lado, en cuanto al artículo 4º, el Senador señor García dijo estar de acuerdo con lo que establece.



Entonces, el problema es el financiamiento y saber cuál profesor o en qué clase se verán estas materias. 



Hay varias opciones. Dentro de la Ley General de Educación y en la iniciativa que hemos venido discutiendo, relativa a la creación de la Superintendencia de Educación y al aseguramiento de la calidad de ella, hay tres posibilidades que se pueden lograr perfectamente, según lo que señalamos allí.



En primer lugar, resulta factible que cualquiera de los profesores de biología, física y química -en forma fundamental los de esta última-, puedan entregar la información de que se trata. No es tan complicado el asunto.



En  cuanto a quién haría las clases, recuerdo que, hace unos días, aprobamos -con votos de la Concertación y de la Alianza- que se pudiera contratar para educar a algunas personas útiles al sistema, más allá de considerar si cuentan o no con un título en pedagogía. Es perfectamente posible, entonces, que esto calce con lo que ya aceptamos y que va a formar parte de las leyes educacionales. 



Hubo personas que votaron en contra, pero no fuimos nosotros y, por lo tanto, se puede lograr.



Sobre la necesidad de tener más deporte en las escuelas, no es necesario insistir en el punto. Además, para eso están todos los currículos de que disponen los respectivos establecimientos. Seguramente, deberá haber un financiamiento mayor, pero nadie puede precisar a cuánto asciende el gasto. A lo mejor, tampoco es necesario conocerlo si se corrigen y se hacen bien las cosas.



Por eso, señor Presidente, independiente de caer en un debate demasiado apasionado, creo que no es bueno -vuelvo a insistir- rechazar toda opción. Nada se puede resolver considerando un solo factor. En la solución de los problemas mayores -como este u otros-, siempre es imprescindible coaligar tres, cuatro, cinco posibilidades.



En definitiva, ¿qué hace el proyecto? Llamar la atención, poner condiciones para lo que se puede evitar y hacer fuerza en algunas cuestiones específicas, como son las que trata el artículo 4º; es decir, explicitar la obligatoriedad de otorgar chances para que las personas practiquen ejercicio -hoy no se hace-, lo que requiere cierta costumbre desde que se es pequeño.



Por lo expuesto, voto a favor del artículo 4º.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, lo relativo a los costos se basa en una propuesta del propio Gobierno. Por lo tanto, pienso que la parte financiera que pudiere involucrar esta exigencia debe de estar de alguna manera satisfecha.



Creo que existen mil formas de hacerlo. El Honorable señor Ruiz-Esquide acaba de dar algunas ideas. Yo planteo, por ejemplo, que las clases de educación física -con videos magníficamente elaborados por el Gobierno- se podrían iniciar con una ilustración relativa a la nutrición, a fin de motivar a los niños de distintos niveles, para que la clase no sea estándar. Y no me parece que ello implique un gasto mayor. Con una inversión básica, se podría enfrentar con facilidad.



En la Comisión discutimos el aspecto económico, pero no nos preocupó mayormente, porque visualizábamos soluciones de esa naturaleza.



Sí resulta importante el inciso segundo, donde se establecen a lo menos tres bloques semanales de educación física, para gastar la energía proveniente  de la actual alimentación de los jóvenes.



Sobre el particular, también sostuvimos un largo debate respecto de sus aristas económicas. Se preguntaba dónde se haría. Porque no todos los colegios -y en particular los de menos recursos- poseen las instalaciones adecuadas para realizar actividad física conforme a lo que se bosqueja en el proyecto. Y llegamos a la conclusión de que con dos horas de trote alrededor del patio del establecimiento se lograba el gasto de calorías necesario.



O sea, si realmente existe convencimiento de que esto es bueno para la salud de nuestros muchachos, estoy seguro de que el ingenio humano logrará sortear la forma de implementarlo. El Gobierno estará dispuesto a aportar los recursos, porque de esa manera lo presentó en el proyecto.



En consecuencia, no dejaré de aprobar una materia que considero de absoluta conveniencia, en particular lo relativo al gasto de energía, que es complementario al etiquetado y a las demás normas.



Por lo tanto, voto a favor.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estamos ante uno de los aspectos fundamentales del proyecto, pues una cosa es la educación y otra la regulación de la publicidad. 


Todos los estudios internacionales sostienen que el factor que más incide sobre los hábitos alimentarios de los niños es la venta de comida chatarra dentro de los colegios. Pero, sin actividad física, será muy difícil que los niños gasten la energía que consumen.



Concuerdo con el Senador señor Arancibia en que esto se puede hacer con muy pocos recursos. Basta que haya voluntad para sacar a correr a los niños tres veces a la semana, incluso con lluvia o frío, como sucede en los países desarrollados. Al hacer eso, los niños no corren riesgo de contraer gripes. Todo lo contrario, adquieren mayor inmunidad, defensa y resistencia.



Por lo tanto, se trata de un elemento muy importante, así como la norma conforme a la cual los niños tendrán que ser educados respecto de los riesgos que implica el consumo de grasas, de sal, de azúcar y de otros nutrientes peligrosos, a fin de que ellos lo internalicen.



Pero no puedo dejar de señalar que me parece injusto que se diga que el proyecto no sirve de nada, en circunstancias de que ha tenido una larga tramitación. Además, contó con la asesoría y coautoría del experto más importante a nivel latinoamericano y uno de los más relevantes a nivel mundial: el Presidente del Comité Científico de la Organización Mundial de la Salud, doctor Ricardo Uauy.



La iniciativa fue discutida intensamente por la Sociedad Chilena de Pediatría. Es más, el año pasado celebramos un encuentro mundial, al que asistieron los expertos en nutrición más destacados a nivel planetario. Así, estuvieron presentes Derek Yach, encargado de la OMS en materia de nutrición; Pekka Pushka, ex Ministro de Finlandia, la persona más exitosa en la disminución de la obesidad y de las enfermedades cardiovasculares y actualmente Presidente de la Sociedad Mundial de Obesidad; Phillip James, Presidente de la Sociedad Mundial de Cardiología. Ellos evaluaron el proyecto. Es más, emitieron un informe y lo destacaron como uno de los más avanzados y completos del orbe.



Entonces, quiero quedarme con la opinión de gente que ha recorrido todo el planeta.



Esta misma iniciativa se está discutiendo en Brasil, pues Cristovan Buarque, Senador de ese país y ex Ministro de Educación, lo presentó allá. Y lo mismo sucede en Perú. Por lo tanto, nosotros hemos hecho aportes a un debate que trasciende el proyecto en análisis. Este año realizaremos una nueva cumbre, a la que asistirán Pekka Pushka, Derek Yach, Phillip James, los Presidentes de las Sociedades Mundiales de Obesidad y de Cardiología, para dar seguimiento a lo que Chile ha hecho, que es un gran avance.



Valoro la participación de la mayoría de los Senadores, y en particular el aporte del Ministerio de Salud, si bien no ha acogido todos los puntos que planteamos, validados por la Sociedad Mundial de Obesidad, por la Sociedad Mundial de Cardiología y por el propio doctor Ricardo Uauy.



Creo que por lo menos hemos avanzado con este proyecto que regula la publicidad; restringe la venta dentro de los colegios; educa a los niños; fomenta la actividad física, y exige además un etiquetado comprensible, que no permita blindar a las empresas, para que tengan que decir la verdad a la gente, la cual debe tener opciones.



La iniciativa no va a resolver la totalidad del problema, pero permitirá contar con instrumentos para luchar contra el principal flagelo que aqueja al país: las enfermedades crónicas no trasmisibles, las cuales serán las que más van a matar y las que más dolor producirán en la sociedad chilena.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, respaldo con entusiasmo el artículo en análisis, porque, en mi opinión, significa un paso muy importante en una materia que lamentablemente en nuestro país hasta hoy no se ha abordado con la preocupación y seriedad necesarias.



Y también me quiero hacer cargo de las aprensiones del Senador señor García, quien en parte tiene razón. Creo que muchos de los profesores de Educación Física en Chile son verdaderos héroes en cuanto a la forma como realizan sus clases, sobre todo en los colegios más modestos. Por distintas razones, he tenido la oportunidad de conocer cómo lo hacen en establecimientos humildes, donde no hay implementación deportiva, los gimnasios prácticamente no existen y ni siquiera hay balones. Y en realidad los profesores realizan un esfuerzo gigantesco para que los niños puedan practicar deporte.



El artículo tiene dos conceptos que pueden constituir un verdadero y enorme aporte a la salud física y mental de los jóvenes en nuestro país. Y felicito a los autores de la norma.



La fórmula de alimentación promedio existente en Chile es pésima. La obesidad en nuestro país no es fruto de una buena, sino de una muy mala alimentación. Los niños no solo consumen comida chatarra, sino que, lo que es peor, los padres creen que la felicidad de ellos -para dejarlos un rato tranquilos- consiste en dársela. Ingieren alimentos a deshora} , de manera que incluso les inhiben las potencialidades para desarrollar deporte. Entonces, mientras más gordito sea el niño, mayor cantidad de calorías consuma y coma más manzanitas confitadas y papas fritas, creen que estará mejor alimentado. Y el resultado es un grave daño a su salud y un costo enorme para el país. Niños frágiles, que, producto de su propia gordura, además terminan siendo muchas veces inhibidos en su propio desarrollo, personalidad e inteligencia emocional.



No se debe menospreciar a los profesores de Educación Física. Uno titulado en una universidad de nuestro país, que ha estudiado cinco años, que ha hecho una tesis durante un año, está en condiciones de enseñar nutrición sin ningún inconveniente, porque no ha efectuado uno sino varios cursos sobre la materia.



Por lo tanto, es perfectamente posible que tanto los profesores de Educación Física como los de otras disciplinas puedan ir creando hábitos en los niños sobre cómo alimentarse. De manera que no solo no le veo ninguna dificultad, sino que, sinceramente, puede ser un gran paso para cambiar la actual cultura alimenticia de nuestros niños, que los hace físicamente débiles, proclives a enfermedades y, deportivamente hablando -digámoslo con claridad-, sedentarios.



Respecto al segundo punto, creo que es un desafío. El Senador señor Frei me podrá corregir, pero la Ley del Deporte -no recuerdo si al final terminó promulgándose durante su Gobierno o en el del Presidente Ricardo Lagos- originalmente contenía una indicación que establecía que se debían efectuar seis horas de educación física por semana.



Chile es el país que posee el más bajo nivel de horas de educación física en el continente. Europa tiene ocho a diez horas a la semana. Nosotros tenemos dos...

La señora MATTHEI.- Que no se cumplen.

El señor ESPINA.- Que no se cumplen, como bien acota la Honorable señora Matthei. 



Y en esa época se adquirió el compromiso de hacer cuatro horas que nunca se realizaron.



En consecuencia, me parece que el número de horas que el texto plantea, señor Presidente -si me da un minuto para terminar, porque se me acaba el tiempo-, es paupérrimo comparado con las siete horas que exhibe Argentina. ¡En España y el resto de Europa se llega a ocho, diez horas! ¡Y nosotros tenemos dos, en condiciones deplorables!



El proyecto establece que los establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales de actividad física. La verdad es que desconozco lo que técnicamente significa “bloques semanales” -de seguro, debe haber alguna definición sobre el particular; me declaro lego en la materia; yo solo sé lo que son “horas de clase”-, de modo que me gustaría que alguno de los autores de la iniciativa o algún representante del Gobierno me explicara qué involucran en la práctica, aunque tengo claro que constituyen un incentivo para practicar más deporte.



Quiero decir que un país donde los niños practican más deporte posee el principal antídoto contra la delincuencia y contra el consumo de drogas y alcohol -no de manera excluyente, claro, porque por desgracia algunos igual caen en estos males -, por lo que creo que la iniciativa apunta en la dirección correcta.



Por ese motivo, aun con la aprensión manifestada por el Senador señor García, que considero justa y responsable, en el sentido de no saber si realmente se contará con los recursos necesarios, pienso que una norma de esta naturaleza merece ser aprobada.

)------------------(

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Antes de dar la palabra a los dos últimos Senadores inscritos, quiero recabar el asentimiento de la Sala para tratar y aprobar en general, ojalá sin discusión, antes del término del Orden del Día de esta sesión, el proyecto que sanciona el femicidio, en atención a que mañana deberemos analizar varios proyectos que vienen con urgencia.



Si no hubiera objeción, así se acordaría.



Acordado.

)------------------(
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, a mí me encanta el artículo 4°. Realmente, lo encuentro muy importante.



Sin embargo, por su intermedio, quiero formular al señor Ministro de Salud las siguientes preguntas acerca del precepto.



¿Es conocido por el Ministerio de Hacienda? ¿Es conocido y fue aprobado por la Ministra de Educación? ¿Es conocido por la Asociación de Municipalidades y esta dio su opinión sobre él?



Hago estas preguntas porque desde hace mucho tiempo que tengo la impresión de que el tema de la obesidad no es un problema de leyes. De hecho, en materia de etiquetado el Ministerio de Salud tiene todas las facultades posibles para hacer lo que quiera, desde hace varios años, partiendo por cambiar las etiquetas mediante simple decreto. 



Por lo tanto, no veo qué novedad aporta este proyecto.



La detección y el tratamiento de la obesidad, el fomento de la educación física en los colegios, no son un problema de ley: son una cuestión de voluntad, de que se destinen los recursos suficientes y de que haya una gerencia para eso.



Existen gimnasios techados en muchos municipios, pero pasan cerrados -doy fe de ello- prácticamente todo el año; se utilizan, de manera casi exclusiva, para celebrar el día de la comuna. Y cuando los piden los colegios, los niños o los profesores, nunca hay dinero para pagar la luz, el agua, el aseo o las reparaciones que implica el uso constante de esas tremendas instalaciones. Entonces, en vez de ir en beneficio de la comunidad, para que se realice más deporte -como todos pensábamos que iba a ser-, la mayoría son elefantes blancos que no se ocupan nunca, salvo, como digo, para festejar el día de la comuna.



En segundo lugar, señor Presidente, contamos con excelentes profesores de gimnasia. No obstante, no los contrata prácticamente ningún establecimiento. Por eso, quiero saber si se va a entregar dinero para ese y otros propósitos. Porque, claro, es muy bonito sacar a niños de siete años a jugar en el patio. ¡Ningún problema! Y a los de quince, ¿igual? ¿No se van a duchar después? Y en los colegios mixtos, ¿van a estar juntos los niños y las niñas? ¿No habrá camarines, un lugar para cambiarse?



De ahí que yo me pregunto si esta es una ley de verdad, o si solo se trata de principios generales que a todos nos gustaría aplicar, pero que finalmente una y otra vez no se cumplen. 



¡Eso es lo que yo reclamo, señor Presidente!



El problema de la obesidad no requiere ninguna ley. ¡Requiere voluntad! ¡Voluntad política para enfrentarlo! Y eso no ha existido, señor Presidente. 



En definitiva, estamos aprobando una normativa que a todos nos va a dejar supercontentos, pero que en la práctica no va a significar absolutamente ninguna diferencia. ¡Ninguna!



Sé que resulta bastante injusto hacerle todas estas preguntas al señor Ministro de Salud, porque asumió su cargo hace muy poco tiempo, pero lo que quiero enfatizar es que vengo escuchando que la obesidad es el peor problema que tenemos en Chile, tanto en adultos como en niños, desde hace muchos años, cuando la Universidad Católica efectuó una tremenda encuesta sobre la calidad de la salud en el país y supimos que padecíamos hipertabaquismo, gordura, colesterol alto, etcétera. De eso nos enteramos hace largo tiempo. ¿Y qué se ha hecho al respecto? 



¡Ese es el punto!



Entonces, señor Presidente, ya estoy cansada de tantas leyes. Yo quiero saber cuál va a ser la sanción para los colegios que no cumplan con las normas. ¿Los vamos a cerrar; les vamos a quitar la subvención, o sencillamente todos vamos a mirar para el techo cuando veamos que el 95 por ciento de ellos no respeta la legislación?



¡Ese es el tema!



Y por eso yo reclamo contra este proyecto de ley, señor Presidente, porque servirá para que muchos Senadores aparezcan diciendo: “Estamos enfrentando el problema de la obesidad”. ¡Mentira! ¡No estamos enfrentando nada! Mientras no se destinen recursos suficientes, mientras no existan programas adecuados, mientras no se efectúe una detección precoz, mientras no haya nutricionistas que incentiven de una forma importante a niños y padres a perder peso, todo esto será letra muerta.



Yo soy la más entusiasta en enfrentar el problema de la obesidad, porque, de otra manera, señor Presidente, nuestro sistema de salud va a reventar. No habrá cómo solventar los costos derivados de la obesidad.



Por eso, creo que hay que invertir mucho en este ámbito, y la verdad es que no necesariamente lo estamos haciendo por esta vía.



Espero que el señor Ministro conteste mis preguntas.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Como usted sabe, señora Senadora, estamos en votación, de modo que no es posible acceder a su petición en este momento. Sin embargo, el señor Ministro podrá responder sus consultas después, si así lo estima conveniente.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las inquietudes planteadas por diversos señores Senadores se basan en un grado de realidad profundo: qué hacer para que los estudiantes practiquen actividad física.



Si se establecen bloques semanales de educación física, estaremos obligados a efectuar acciones adicionales para cumplir dicho objetivo.



Tengo en mi mano un oficio del Ministerio de Educación, que llegó al Senado la semana pasada -el 6 de abril-, referente a la educación de tránsito en el sistema escolar. 



Yo he venido propiciando, de manera permanente, la obligatoriedad de que se impartan clases de tránsito, pues los accidentes automovilísticos siguen siendo en Chile la principal causa de muerte de jóvenes de entre 18 y 23 años. De hecho, mueren cinco personas al día por este motivo; o sea, una cada cinco horas. Por eso, he insistido en mi petición de que haya profesores especializados en esa área y de que se les paguen las horas que dediquen a ello.



A mi juicio, la respuesta de la señora Ministra -que agradezco-, en su punto número 1 refleja claramente lo que pasará con las clases de Educación Física que se proponen. 



Dice: 



“Respecto a la solicitud de estadísticas regionales del estado de las clases de educación de tránsito, debo manifestar a Ud. que no es posible acceder a su petición, en razón que dichas materias están contempladas en los programas de los establecimientos educacionales del país. Es decir, las comunidades educativas deben tratar la educación de tránsito, en los distintos sectores y subsectores de aprendizaje, con el objetivo de construir una cultura de autocuidado (…).



“Lo anterior, da cuenta que es imposible levantar una evaluación cuantitativa de las clases de tránsito, pues éstas son tratadas pedagógicamente a través de la aplicación de los objetivos transversales.”.



La verdad es que las clases de educación de tránsito han disminuido fuertemente a raíz de la jornada escolar completa. En realidad, ya no se imparten. Y las brigadas escolares prácticamente han desaparecido. 



Sin embargo, a los profesores se les pagó el perfeccionamiento respectivo. Se señala que 1.500 docentes de todo el país hicieron el curso entre los años 2001 y 2002. Cabe preguntarse entonces: ¿cuánto se les cancela a esos educadores perfeccionados por impartir clases de tránsito? Si en el Presupuesto para este año -en la Partida del Ministerio de Educación- no hubo preocupación por incluir el financiamiento pertinente, definitivamente no habrá recursos para llevar adelante las clases de tránsito, que apuntan a resguardar la vida. Los jóvenes están muriendo porque no tienen cultura ni de peatón, ni de conductor, ni de pasajero. 



En consecuencia, si las horas de actividad física que se proponen, con carácter obligatorio y con rango orgánico constitucional, no se concretan, la iniciativa será letra muerta.



Señor Presidente, está claro que debemos financiar dicha actividad. Si no, no se materializará. Hay muchos profesores de Educación Física. El asunto es si las escuelas están en condiciones de contratarlos, para que no se repita lo ocurrido con los docentes de educación de tránsito.



En segundo lugar -lo hizo presente la Senadora señora Matthei-, efectivamente se dijo que las canchas y los gimnasios de los colegios, insertos en el corazón de los sectores poblacionales, estarían abiertos al público los fines de semana. ¡No ha sido así! Por eso los jóvenes saltan la reja o hacen un forado para ingresar ahí a jugar. Y son los mismos que asisten de lunes a viernes al colegio. ¡Todos los espacios deportivos están cerrados los sábados y domingos porque no hay plata para mantención, ni siquiera para pagarle al auxiliar que cuida!



¡Ese es el punto!



Si se establece una política de educación física, esta no solo debe concretarse en las horas de clase. Es perfectamente posible la integración comunitaria a través del uso de la infraestructura allí existente que no se utiliza.



Por último, en la Región Metropolitana, que alberga a 6 millones de habitantes, se ha prohibido constantemente las clases de Educación Física con motivo de los planes de emergencia contra el esmog. Ahí tenemos un problema: los niños de Santiago están condenados a no hacer actividad física, porque se les prohíbe, particularmente en los meses de invierno. Por tanto, la forma como se aborda tal situación debe ser diferente. No es posible sacarlos a trotar, pues cada vez que hay emergencia o preemergencia ambiental se dictan resoluciones que suspenden las clases de Educación Física.



Ello debe ser considerado y tenido a la vista, independiente de que haya disminuido el número de preemergencias, dado que incide fuertemente en la formación de los estudiantes de la Capital. 



Pese a todas las insuficiencias descritas, señor Presidente, voto a favor del artículo que nos ocupa, porque constituye un paso adelante. Sin embargo, sería iluso pensar que esta iniciativa, con solo aprobarla, estará activa y tendrá una adecuada concreción. Se requiere, además, un debate financiero que espero que se dé con fuerza con motivo del Presupuesto del próximo año.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 4º (29 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor García.

El señor NOVOA (Presidente).-
Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, antes que todo, agradezco el trabajo realizado por los señores Senadores, en especial el de los miembros de la Comisión de Salud, quienes dedicaron el tiempo suficiente a la discusión de las indicaciones y, particularmente, las modificaciones que introdujo el Ejecutivo para viabilizar el proyecto.



En primer lugar, hago presente que la educación sobre nutrición y alimentación nos ha acompañado desde siempre en las políticas de salud. En la lucha contra la desnutrición, si no hubiésemos tenido la capacidad de educar a la comunidad, de fomentar la lactancia materna, de evitar el destete precoz, y de adherir a los programas de alimentación complementaria que se han impulsado en nuestro país desde 1952, no habríamos conseguido los resultados y los objetivos que entonces nos propusimos.



Del mismo modo, nuestro país tiene la oportunidad de enfrentar estos problemas sin el enfoque habitual que muchas veces se advierte incluso en el propio sistema de salud, basado únicamente en respuestas medicalizadas. Como han dicho los señores Senadores -entre ellos, la Honorable señora Matthei-, sin enfoques preventivos, de educación y de anticipación al daño, el efecto y el costo en la salud de nuestra población serán mucho más altos.



Necesitamos una población informada, pero de manera razonable. Por eso el proyecto fue objeto de enmiendas. 



Modificamos la lógica del semáforo, que parecía atractiva, por otra que, en definitiva, resultará más simple de entender para la gente. Por ejemplo, advertir que hay que tener un cuidado razonable con el uso de la sal, porque los estudios de carga de enfermedad demuestran que uno de cada siete chilenos muere por su consumo excesivo. Para ello, necesitamos incluir información adecuada en el etiquetado nutricional. 



En ese sentido, los pasos propuestos van en la dirección correcta.



Cabe señalar también que, como Ministerio de Salud, no podremos avanzar en los próximos años en esta materia sin una acción articulada y mancomunada con la Cartera de Educación. 



Sabemos que esa tarea significará un esfuerzo adicional. 



Para responder a la duda planteada respecto de cómo nosotros trabajamos con Educación, hago presente que ambas Secretarías de Estado hemos ido relacionándonos intersectorialmente en forma paulatina, aunque quizá no con toda la fuerza y el empeño que hubiésemos querido. La estrategia global contra la obesidad, los programas que tenemos a nivel comunal, en especial con los municipios, dan cuenta de una mejor interacción entre ambos sectores.



Este asunto fue discutido con la JUNAEB y también con la Subsecretaría de Educación. Y, para concretar estrategias conjuntas, claramente se requerirá un esfuerzo presupuestario adicional. 



Además, las autoridades sanitarias -los seremis- están incorporando en sus programas a profesores de Educación Física. Esto no lo hubiéramos imaginado hace diez, quince años. Pero ya se encuentran incluidos en ellos, precisamente para fomentar el deporte. 



Esta va a ser una tarea larga. 



Sería presuntuoso, de parte nuestra, pensar que la presente estrategia resolverá, por sí sola, los problemas de obesidad y la carga hoy descrita, que producen un porcentaje muy alto de las muertes en nuestro país, a raíz de los malos hábitos alimentarios y nutricionales.



Lo importante es tener una visión positiva en cuanto a que es factible revertir la actual curva de enfermedades. 



Finalmente, les agradezco la posibilidad de haber construido el consenso que alcanzamos. Porque en esta materia el exceso y el abuso de información muchas veces inhiben a la población para adoptar conductas de prevención.



Reitero mis agradecimientos, comprometiéndonos a hacer realidad la ley mediante un trabajo intersectorial.

El señor NOVOA (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Queda despachado el proyecto en este trámite.

SANCIÓN DE FEMICIDIO Y MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE PARRICIDIO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Violencia Intrafamiliar, para sancionar el denominado “femicidio”, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (4937-18 y 5308-18) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 30 de septiembre de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son los siguientes:



-Aumentar el castigo efectivo impuesto a las personas que cometen delitos en contra de mujeres en contextos de violencia intrafamiliar.



-Limitar la responsabilidad criminal de las víctimas de violencia intrafamiliar que cometen delitos contra sus victimarios.



-Introducir nuevas reglas que prevengan la reincidencia en la misma clase de delitos de los condenados por violencia intrafamiliar.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes -Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto-, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



El texto se transcribe en la parte pertinente del primer informe.



El referido órgano técnico consideró de utilidad que la Sala fije un plazo amplio para la presentación de indicaciones, de suerte que los señores Senadores puedan proponer modificaciones y mejoras a la presente iniciativa, en caso de ser aprobada en general.

El señor NOVOA (Presidente).- Según lo acordado minutos atrás, el proyecto se votará en general y sin debate. 

El señor LETELIER.- ¿Se puede fundamentar el voto, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- La Sala acordó -yo no estaba presente en ese momento- votarlo sin debate porque pronto llegará la hora de término del Orden del Día y se debe celebrar una sesión especial.

El señor LARRAÍN.- Sin embargo, se puede fundamentar el voto, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es, Su Señoría.



Pero si todos los señores Senadores deciden hacerlo, podemos tener algún problema.



En todo caso, al Honorable señor Letelier le asiste ese derecho. No hay ningún problema.



En votación



--(Durante el fundamento de voto).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, no creo que este sea un proyecto menor. Durante muchos años se calificaron los hechos ilícitos contemplados en él como delitos pasionales y de diferentes formas. 



En nuestro país ha quedado en evidencia lo que es el asesinato de mujeres por parte de quienes presuntamente tenían una relación afectiva con ellas.



Yo, por lo menos, quiero dejar establecido que esta es una iniciativa muy importante, más allá de los impactos sustantivos que pueda generar el tipo penal que consagra, por cuanto representa una señal y un avance cultural relacionado con un esfuerzo que viene desde la década de los 70 a nivel planetario, período a partir del cual todos los sectores políticos de nuestro país han contribuido a enfrentar las contradicciones y discriminaciones de género, lo que se ha manifestado en reformas constitucionales.



A mi juicio, la decisión de votar a favor este proyecto no es más que un aporte adicional en esa dirección.  Reitero: más allá del impacto jurídico trascendental que pueda redundar en mayores sanciones o no para quienes han cometido ese tipo de crímenes -estos ocurren hace tiempo, porque el femicidio no es un fenómeno nuevo- existe la voluntad del Congreso, y del Senado en particular, de hacer evidente una situación como la descrita. 



Por eso, señor Presidente, votaremos a favor del proyecto.



No me parece bueno que la Cámara Alta avance en una normativa de esta trascendencia sin, por lo menos, fundamentar el voto.



Me pronuncio a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos favorables).


Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.
El señor NOVOA (Presidente).- La Comisión ha pedido que se fije un plazo amplio para presentar indicaciones. Por lo tanto, propongo que sea hasta el lunes 18 de mayo, a las 12.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALBORNOZ (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, solo quiero agradecer la disposición que tuvo la Mesa en el tratamiento de la iniciativa, y particularmente al Senador señor Prokurica, quien fue el que hizo el requerimiento.



Muchas gracias por la aprobación del proyecto.



Espero hacer llegar las indicaciones respectivas para lograr resultados, en conjunto con el trabajo realizado por el Presidente de la Comisión, lo antes posible.

El señor NOVOA (Presidente).- Gracias, señora Ministra.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Se ha pedido autorización para que las Comisiones de Defensa y de Hacienda, unidas, discutan en general y particular el proyecto sobre reajuste de remuneraciones de Carabineros e Investigaciones.



Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se accede.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, solicitándoles BASE DE DATOS DE ENCUESTA NACIONAL URBANA DE SEGURIDAD CIUDADANA CORRESPONDIENTES A LOS AÑOS 2003, 2005, 2006 Y 2007. A la señora Ministra de Agricultura y al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario, pidiéndoles ADOPCIÓN DE DIVERSAS MEDIDAS EN FAVOR DE PEQUEÑOS Y MEDIANOS AGRICULTORES. A la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, requiriéndole con urgencia SALAS CUNAS Y DE NIVEL MEDIO PARA CHACAICO, CHEQUENCO Y BUTACO (comuna de Ercilla, Novena Región).



Del señor GIRARDI:



A la señora Directora del Instituto de Salud Pública de Chile, para que informe sobre ESTADO PROCESAL DE JUICIOS CONTRA FARMACIAS Y LABORATORIOS, Y OTROS ANTECEDENTES VINCULADOS CON PROCESOS INCOADOS.


Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Educación, solicitándole medidas a propósito de IDONEIDAD DE PROFESORES Y ÉXODO DE ALUMNOS DE ESCUELAS RURALES EN REGIÓN DE AISÉN; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que se informe sobre SUBSIDIO HABITACIONAL “FONDO SOLIDARIO” RESPECTO DE REGIÓN DE AISÉN, y al señor Subsecretario de Pesca, para que se gestione INCORPORACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES DE AISÉN A BENEFICIOS DE ACUERDO CON GOBIERNO


Del señor NARANJO:



Al señor Director de Vialidad de la Región del Maule, para que informe acerca de REMISIÓN DE ANTECEDENTES POR PARTE DE MUNICIPIOS DE CAUQUENES Y LINARES SOBRE ESTADO DE CAMINOS RURALES VECINALES.



Del señor OMINAMI:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, requiriéndole antecedentes sobre SITUACIÓN QUE AFECTA A CORREDORES DE RENTAS VITALICIAS.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Salud y al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, a objeto de que informen sobre EVENTUAL CONSTRUCCIÓN DE CENTRO DE SALUD FAMILIAR (CESFAM) EN COMUNA DE LOS ANDES; a los señores Gerente General Ejecutivo y Subgerente Regional de BancoEstado, consultándoles acerca de INSTALACIÓN DE SUCURSAL PARA PAGO DE PENSIONES EN COMUNA DE CATEMU (Quinta Región).
)------------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:27.








Manuel Ocaña Vergara,







   Jefe de la Redacción
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ACTA APROBADA

SESION 6ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 1 DE ABRIL DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Hugo Lavados Montes, y la señora Ministra de Educación, doña Mónica Jiménez de la Jara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de sesiones segunda, ordinaria, de 17 de marzo del año en curso; tercera, especial y cuarta, ordinaria, ambas de 18 de marzo de 2009, que no han sido observadas.
_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, informa que ha rechazado la observación sustitutiva formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que modifica el Código de Minería con el objeto de mantener la existencia de los Boletines Oficiales de Minería (Boletines números 4.728-08 y 4.741-08, refundidos), insistiendo en el texto aprobado por el Congreso Nacional.



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los señores Ministros de Relaciones Exteriores subrogante y de Defensa Nacional, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 20.097, remiten el Informe Anual Conjunto sobre Operaciones de Paz.



De la señora Ministra de Salud subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a un estudio epidemiológico sobre el impacto de las emisiones de la planta de ENAP ubicada en la VIII Región.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, con acuerdo unánime de la Corporación, relativo al envío a tramitación legislativa de un proyecto que contemple medidas para los beneficiarios de pensión básica solidaria.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07) (con urgencia calificada de “suma”).



Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11) (con urgencia calificada de “simple”).



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Allamand, que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional (Boletín N° 5.967-08).



-- Quedan para Tabla.



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.



Informe de la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de acuerdo del Honorable Senador señor Zaldívar, relativo a inversión en obras de infraestructura y fortalecimiento del sistema de concesiones (Boletín N° S 1.148-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Ominami y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley sobre cierre de cuentas corrientes y de tarjetas de crédito (Boletín N° 6.435-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Pérez Varela, mediante la cual inicia un proyecto de ley que otorga al querellante el derecho de solicitar la formalización de la investigación (Boletín N° 6.436-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Comunicaciones



De la Comisión de Obras Públicas, mediante la cual informa que el día 13 de abril del año en curso celebrará una sesión en la sede del Senado en Santiago, con la finalidad de escuchar una exposición de las sociedades concesionarias de obras de infraestructura acerca de los proyectos elaborados y en estudio, sesión a la que se invita a todos los señores Senadores que deseen participar.



De la Comisión de Defensa Nacional, con la que comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Arancibia.



Del Comité Partido Renovación Nacional, con la que informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero.



-- Se toma conocimiento.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que aún no ha llegado a la Corporación el oficio de la Honorable Cámara de Diputados referido a la aprobación del informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, correspondiente al Boletín N° 4.970-04, por lo que el Orden del Día comenzará con el proyecto que figura en el segundo lugar.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de Economía, de 2005, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con segundo informe de la Comisión de Economía e 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia, de conformidad a lo acordado por los Comités, lo que fue ratificado unánimemente por la Sala en la sesión del día de ayer, y de acuerdo a lo que se ha explicado precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de Economía, de 2005, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, correspondiente al Boletín N° 4.234-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Economía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Nº s 4) y 11), que pasa a ser N° 12), del artículo 1°, Nº 3), del artículo 2°, y artículos cuarto y quinto transitorios.  

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 15 bis, 27, 27 bis, 34, 35, 35 bis, 36 bis, 37, 38 bis, 39, 41, 42 a), 42 b), 43, 46 y 47.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 4, 7 bis, 9, 10, 10 bis, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 letra a), 23, 26, 30, 32, 38, 42 c), 42 d) y 45.


IV.- Indicaciones rechazadas: números 6 letra a), 8, 11, 25 y 31.


V.- Indicaciones retiradas: números 3, 5, 6 letra b), 12, 13, 22 letra b), 24, 28, 29, 33, 36, 40, 42 y 44.

VI. Indicación declarada inadmisible: 7.
- - -



Seguidamente, el señor Presidente, de conformidad a la citada disposición reglamentaria, declara aprobadas las disposiciones consignadas en el punto I. precedente, dejándose constancia que lo fueron con el voto conforme de 22 señores Senadores, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Economía propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°

Nº 1)

Letra a)


-- Sustituirla  por la siguiente:


“a) En el inciso primero, intercálase la palabra “preventivas” seguida de una coma, entre las palabras “medidas” y “correctivas”.”..

Letra b)

° ° °


-- Incorporar la siguiente letra b-1, nueva:


“b-1. En su encabezado, intercálase entre la palabra “competencia” y la coma que le sigue, la siguiente frase “ o que tienden a producir dichos efectos”. 
° ° °

Letra b-1

(Pasa a ser b-2)


-- Reemplazarla por la siguiente:


“b-2. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


a) Los acuerdos expresos o tácitos entre competidores, o las prácticas concertadas entre ellos, que les confieran poder de mercado y que consistan en fijar precios de venta, de compra u otras condiciones de comercialización; limitar la producción; asignarse zonas o cuotas de mercado; excluir competidores; o afectar el resultado de procesos licitatorios.”. 
Letra b-2


Pasa ser b-3, sin modificaciones.

Letra b-3.


-- Suprimirla.

Nº 2)

° ° °


-- Incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“No podrá ser elegido como miembro titular o suplente del Tribunal quien haya desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes convocado para el nombramiento respectivo.”.”.

° ° °

Letra b) y c)


Pasan a ser letras c) y d), respectivamente, sin modificaciones.

Letra d)

(Pasa a ser letra e) )


-- Reemplazarla por la siguiente:


 “e) Sustitúyese su inciso séptimo, por los siguientes:


“Es incompatible el cargo de integrante del Tribunal con la condición de:


a) Funcionario público;


b) Administrador, gerente, trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades, como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas; y


c) Asesor o prestador de servicios profesionales, en materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta servicios profesionales si percibe cualquier clase de remuneración, honorario o regalía de personas naturales o jurídicas que asesoran o prestan servicios profesionales en dichas materias.


Los ministros suplentes sólo estarán afectos a la incompatibilidad señalada en la letra c) precedente. 


Las personas que al momento de su nombramiento, o durante el ejercicio del cargo, ostenten cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso séptimo de este artículo, deberán renunciar a ellas.”.”.
Letra e)


--Suprimirla.
Nº 5)


-- Incorporar en el artículo propuesto, el siguiente inciso segundo, nuevo:


 “En el caso de ausencia injustificada, calificada por la mayoría de los demás miembros del Tribunal, al Ministro Titular se le descontará un monto equivalente al 50% de lo que haya recibido el suplente que lo hubiera reemplazado.”. 

Nº 6)

Letra a)


-- Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todo caso, se presume de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al 10%, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de mercado de valores; y 


b) Asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante la investigación por parte de la Fiscalía Nacional Económica que la haya originado.”.”. 
Letra b)


- Sustituirla por la siguiente:

b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos octavo, noveno y décimo del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes titulares o suplentes, haber sido asesor o prestador de servicios de alguna de las partes durante el año que preceda a la notificación de la demanda o la publicación del decreto que ordena la iniciación del procedimiento del artículo 31; la existencia de relaciones laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, o, el desempeño o ejercicio profesional en las mismas dependencias, oficinas o inmuebles con estos últimos, aun cuando ello no revista participación en ingresos o el desarrollo de funciones comunes o coordinadas.


Asimismo, será causal de recusación que el ministro asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del ministro.”. 

Nº 7)

-- Sustituir el artículo 11 bis propuesto,  por el siguiente:


“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas que hayan tenido la calidad de parte en alguna causa que conoció el respectivo ministro, por el  plazo de un año contado desde que dicho ministro cesó en su cargo, salvo que la dictación de la sentencia sobre una causa que hubiera conocido el ministro se encontrare pendiente, en cuyo caso el término de un año se contará desde la notificación de la sentencia.



La infracción de esta prohibición será sancionada con inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años y con una multa a beneficio fiscal equivalente al último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanciones que serán aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de cualquier interesado.

El requerimiento a que alude el inciso precedente señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.


La sentencia que acoja la sanción a que se refiere este artículo, dará derecho a quien se estime afectado a interponer recurso de revisión del fallo en que haya participado el sancionado, cuando considerare que su actuación y decisión fue perjudicial a sus intereses. ”.
° ° °


-- Incorporar el siguiente Nº 8), nuevo:


“8) En el artículo 12:


a) Incorpórase, en su inciso primero, la siguiente letra e) nueva:


“e) Incurrir en cualquiera de los casos contemplados en los incisos octavo y siguientes del artículo 6º de la presente ley.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “letras c y d”, por la siguiente: “ letras c, d y e”. 

° ° °
Nº 8)

(Pasa a ser Nº 9))


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“9) Sustitúyese el número 2) del artículo 18, por el siguiente:


“2) Conocer, a solicitud de quien tenga interés legítimo, o del Fiscal Nacional Económico, los asuntos de carácter no contencioso que puedan infringir las disposiciones de la presente ley, sobre hechos, actos o contratos existentes o por celebrarse, para lo cual, podrá fijar las condiciones que deberán ser cumplidas en dichos hechos, actos o contratos;”.”. 

Nº 9

(Pasa a ser Nº 10))


- Sustituirlo por el siguiente:


“10) En el artículo 20:


a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la primera oración, las siguientes:


“El requerimiento o demanda deberá contener la exposición clara y determinada de los hechos, actos o convenciones que infringirían la presente ley e indicar el o los mercados en que incidiría la presunta infracción. En el evento que la demanda o requerimiento no contenga las indicaciones señaladas previamente o cualquiera otra de las exigidas por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil y demás reglas aplicables, el tribunal dará un plazo de tres días hábiles para que el demandante o requirente subsane dichas omisiones. Vencido el plazo anterior, sin haber sido subsanadas las omisiones, el tribunal mediante resolución fundada, podrá no admitir a tramitación la demanda o el requerimiento.”.


b) En el inciso tercero, sustitúyese la expresión “dos” por “tres”.


c) Intercálase a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, las acciones para perseguir las conductas previstas en la letra a) del artículo 3°, prescribirán en el plazo de cinco años, y el cómputo de la prescripción no se iniciará mientras se mantengan en el mercado los efectos imputables a la conducta objeto de la acción.”.” .
Nº 10)

(Pasa a ser Nº 11))


-- Sustituirlo  por el siguiente:


“11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La resolución que reciba la causa a prueba deberá notificarse por cédula. Transcurridos 30 días hábiles, contados desde la dictación de dicha resolución sin que ésta se hubiere notificado, el Tribunal procederá a notificarla de conformidad con el inciso final del presente artículo.”. 


b) Reemplázase el inciso segundo, que pasa a ser tercero, por los siguientes:


“Las sentencias definitivas deberán notificarse personalmente o por cédula.  


Las demás resoluciones serán notificadas por cualquier medio seguro que las partes de común acuerdo fijen y en subsidio por el estado diario. En el caso de que opten por medios electrónicos, la notificación deberá suscribirse mediante firma electrónica avanzada.” 


c) Suprímese su actual inciso tercero.

Nº 11)

Pasa a ser Nº 12), sin modificaciones.

Nº 12)

(Pasa a ser Nº 13))


-  Sustituir su letra a), por la siguiente:


“a) En la letra c), intercálase a continuación de la palabra “anuales”, lo siguiente: “y, en el caso de sancionar una conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades tributarias anuales”; e intercálase las siguientes oraciones tercera y cuarta, nuevas:


“Las multas aplicadas a personas naturales no podrán pagarse por la persona jurídica en la que ejercieron funciones ni por los accionistas o socios de la misma. Asimismo, tampoco podrán ser pagadas por cualquier otra entidad perteneciente al mismo grupo empresarial en los términos señalados por el artículo 96 de la Ley de Mercado de Valores, ni por los accionistas o socios de éstas.”.


-- Reemplazar su letra b), por la siguiente:


“b) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:


“Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta, la calidad de reincidente del infractor y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.”.
° ° °


-- Incorporar el siguiente número, nuevo:


“14). Suprímese el inciso final del artículo 27.”.

° ° °

Nº 13)

(Pasa a ser Nº 15))


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“15) En el artículo 31:


a) Sustitúyense los numerales 1 y 2, del inciso primero, por los siguientes:


“1) El decreto que ordene la iniciación del procedimiento se publicará en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal y se notificará, por oficio, a la Fiscalía Nacional Económica, a las autoridades que estén directamente concernidas y a los agentes económicos que, a juicio exclusivo del Tribunal, estén relacionados con la materia para que, en un plazo no inferior a quince días hábiles, éstos y quienes tengan interés legítimo puedan aportar antecedentes. 


Tratándose de materias que se relacionen especialmente con zonas determinadas, podrá ordenar que la notificación también se practique mediante la publicación de un aviso en los periódicos locales respectivos.


El Tribunal arbitrará siempre las condiciones necesarias para que todos los intervinientes puedan imponerse del expediente.


2) Vencido el plazo anterior, quienes hayan ejecutado o celebrado, o se propongan ejecutar o celebrar los hechos, actos o contratos consultados, podrán evaluar las recomendaciones que pudiese haber efectuado la Fiscalía Nacional Económica en la etapa de aporte de antecedentes y comunicar por escrito al Tribunal su concordancia  con las mismas.


3) Vencido el plazo señalado en el numeral 1, el Tribunal deberá citar a una audiencia pública, la cual se llevará a efecto dentro de un plazo no inferior a quince días ni superior a treinta días contado desde la notificación, la que se practicará mediante un aviso publicado en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal, para que quienes hubiesen aportado antecedentes puedan manifestar su opinión. 


En caso de efectuarse la comunicación descrita en el numeral 2, el Tribunal tendrá un plazo de quince días para citar a la audiencia pública, contados desde recibida dicha comunicación, la que deberá llevarse a efecto de conformidad con lo señalado en el párrafo precedente.”.


b) En su inciso final, reemplazar la frase “Las resoluciones que fijen condiciones que deben ser cumplidas en actos o contratos podrán también ser objeto de recurso de reclamación”, por la frase “Las resoluciones de término, sea que fijen o no condiciones, sólo podrán ser objeto del recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27. Dicho recurso deberá ser fundado y podrá interponerlo el o los consultantes, el Fiscal Nacional Económico y cualquiera de los terceros que hubieren aportado antecedentes de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1”.”. 

Nº 14)

(Pasa a ser Nº 16))


-- Sustituir, en la tercera oración del primer inciso propuesto, la expresión “Durará tres años” por “Durará cuatro años”.


-- Suprimir la segunda frase de la tercera oración de este primer inciso propuesto, del siguiente tenor: “, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez”.


-- Suprimir la cuarta oración del primer inciso propuesto.

-- Reemplazar su inciso tercero por el siguiente:


“La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) precedentes será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable de la Corte Suprema, a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”. 

Nº 15)

(Pasa a ser Nº 17))

Letra f)


- En su párrafo primero, sustituir la frase “letras n), ñ), o), p), q) y r), pasando la actual n) a ser s), por la siguiente: “letras n) y ñ), pasando la actual n) a ser o).

Letras n) y ñ)


-- Eliminarlas.

Letra o)


-- Suprimir la letra o).

Letra p)

Pasa a ser letra n).


-- Modificar su letra p), que pasa a ser n), en los siguientes términos:


- En su inciso primero, intercálase a continuación de la expresión “mediante petición fundada”, la siguiente frase: “y con la previa aprobación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia”.


- Intercálense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 


“El haber concurrido a la aprobación referida precedentemente, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer del proceso.


Para otorgar la autorización a que se refiere el inciso anterior, el Ministro de Corte de Apelaciones deberá verificar la existencia de antecedentes precisos y graves acerca de la existencia de prácticas colusivas, reunidos por la Fiscalía con anterioridad a la solicitud de autorización para hacer uso de las facultades de esta letra. En la autorización, se deberá especificar con precisión, la singularización de las medidas, el término de tiempo por el cual podrán ejercerse y las personas a las que dichas medidas pueden afectar.”.


- Reemplácese su inciso segundo, que pasa a ser cuarto,  por el siguiente: 


“El ejercicio de las facultades conferidas en el inciso anterior, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205, 207, 208, 209 incisos primero, segundo y tercero pero eliminando de éste último la frase “remitirá los antecedentes al fiscal regional, quien si compartiere esa apreciación”, 210, 212 a 214, 216 a 225, salvo el inciso tercero del artículo 222, del Código Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, la Fiscalía no podrá interceptar las comunicaciones entre el sujeto investigado y aquellas personas que, por su estado, profesión o función legal, como el abogado, medico o confesor, tuvieren el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado.”.


- Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos: 


“Las expresiones “fiscal” y/o “Ministerio Público” a que hacen referencia las disposiciones del Código Procesal Penal se entenderán, para los efectos de la presente ley, como “Fiscal Nacional Económico”. Asimismo, las referencias realizadas a “juez” o “juez de garantía” se entenderán efectuadas al “Ministro de la Corte de Apelaciones señalado en el inciso primero de este artículo”; las referencias a “juicio oral” se entenderán efectuadas al “procedimiento” y finalmente las referencias efectuadas a “imputado” se entenderán realizadas al “afectado”.


En caso que la Fiscalía no cumpliere con alguno de los requisitos o formalidades  indicados en el inciso segundo, los afectados podrán reclamar ante el Ministro de Corte de Apelaciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, el que resolverá de forma inmediata, en una sola audiencia, sin forma de juicio y oyendo a las partes.


Los resultados de las actuaciones establecidas en el inciso primero, no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento ante el Tribunal, cuando el desempeño o ejercicio de ellas hubiere tenido lugar fuera de los supuestos establecidos en la ley o cuando no se hubieren cumplido los requisitos previstos para su procedencia y hubiere sido declarado así, en la forma señalada en el inciso precedente, por el Ministro de Corte de Apelaciones allí referido.


Los antecedentes que se obtengan en virtud del ejercicio de las facultades contenidas en esta letra, no podrán ser utilizados por la Fiscalía en ninguna otra investigación, salvo que medie una nueva autorización judicial.”.

Letra q)


Pasa a ser letra ñ), sin modificaciones.

Letra r)


-- Suprimirla.

Nº 16)

(Pasa a ser Nº 18))


-- En el artículo 39 bis que se agrega, introducir las siguientes modificaciones:


- Suprímese, en su numeral 3, la frase “, salvo que la Fiscalía decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de la investigación”.


- Intercálase, en su inciso final, entre la expresión “misma” y el punto final (.), lo siguiente: “, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita”.

- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Quien alegue la existencia de la conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, fundado a sabiendas en antecedentes falsos o fraudulentos con el propósito de perjudicar a otros agentes económicos acogiéndose a los beneficios de este artículo, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.”.

° ° °


-- Incorpórase el siguiente Nº 19), nuevo:


“19) En el artículo 41, incorpórase, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, el párrafo siguiente:


“Para determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, la Fiscalía podrá solicitar, dentro del plazo de 60 días de recibida la denuncia,  antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que pudiere tener conocimiento del hecho denunciado.  La entrega de antecedentes y la prestación de declaración señaladas previamente serán siempre voluntarias y la Fiscalía Nacional Económica no podrá ejercer el apercibimiento previsto en el inciso primero del artículo 42 mientras no haya iniciado formalmente una investigación.”.”.
° ° °


-- Incorpórase el siguiente Nº 20), nuevo:


“20) Modifícase el artículo 42, en los siguientes términos:



“a.- Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “letras a), g) y h) del artículo 39, por la expresión “letras a), g), h), y n) del artículo 39, y en el artículo 41”.


b.- Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 


“En todo caso, los antecedentes obtenidos por la Fiscalía en virtud de las facultades contenidas en la letra n) del artículo 39, sólo podrán ser utilizados para el cumplimiento de las funciones de la Fiscalía Nacional Económica y el ejercicio de las acciones ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en el proceso en que incide la autorización a que se refiere el inciso primero de dicha letra, no pudiéndose utilizar en otros procedimientos.”. 


c.- Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código  Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.

ARTÍCULO 2°

Nº 1)

--  Suprimir la frase “inciso segundo del”.

Artículo Primero Transitorio



-- Eliminar la frase “y el artículo 39 bis, nuevo,”. 

Artículo Segundo Transitorio


-- Reemplazar en su inciso segundo el número “2012”, por el número “2014”. 

Artículo Tercero Transitorio


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo tercero transitorio.- Las modificaciones introducidas por el numeral 3) del artículo 1° de esta ley, serán aplicables a los integrantes titulares del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a contar del 12 de mayo de 2010.”. ”.
- - -



El señor Secretario General añade que, por su parte, la Comisión de Hacienda, en complemento del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Economía, y para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de las siguientes materias:


I.- Artículo modificado: quinto transitorio.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.


V.- Indicaciones retiradas: no hay.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


El señor Secretario General añade que la Comisión e Hacienda, a su vez, propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Economía con las siguientes enmiendas:
Artículo 1º

Nº 15)
Letra a)


Reemplázase su encabezado por el siguiente: 


“a) Sustitúyense los numerales 1) y 2), del inciso primero, por los siguientes numerales 1), 2) y 3), pasando los actuales numerales 3) y 4) a ser 4) y 5), respectivamente:”. 

Artículo quinto transitorio



Reemplazar el número “2007” por “2009”. 
- - -



A continuación, el señor Secretario General hace presente que, salvo las modificaciones que se indicarán posteriormente, todas estas enmiendas fueron aprobadas por unanimidad, por lo que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 



Finalmente, el señor Secretario General señala que la letra c) del número 2); el número 7) y la letra n) del número 17) del artículo 1º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 108 y 77 de la Carta Fundamental, respectivamente, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Asimismo, añade el señor Secretario General, las letras c) del número 12) y a) del número 17) del artículo 1°, tienen el carácter de normas de quórum calificado, de conformidad a lo establecido en el artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para poder presentar una indicación para discutir el tema de las sanciones penales que correspondería aplicar en caso de colusión, de manera de poder despachar la iniciativa en esta sesión y así evitar una solicitud de segunda discusión respecto de ella.



Sobre el particular, el señor Presidente precisa que en este momento de la discusión no es posible, reglamentariamente, presentar indicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, solicita al señor Presidente de la Comisión de Economía si puede referirse a esta y otras temáticas.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien rinde informe en su calidad de Presidente de la Comisión de Economía.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Romero, quien señala que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 8° del Reglamento del Senado, se inhabilitará de tomar parte en todas las votaciones de esta iniciativa legal, ya que tiene relación directa de parentesco con un ministro del Tribunal de la Libre Competencia.

- - -



Luego, el señor Presidente somete a votación las enmiendas aprobadas unánimemente por ambas Comisiones informantes, las que son aprobadas por 24 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Secretario General  señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en el número 14), que pasa a ser 16), del artículo 1°, que suprime en el inciso segundo del artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de Economía, de 2005, la frase “pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez”, que fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, y uno en contra, del Honorable Senador señor Vásquez.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Vásquez y señora Matthei.



Cerrado el debate y sometida a votación la enmienda, es rechazada por 23 votos contra uno y una abstención.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Vota por su aprobación, el Honorable Senador señor Flores.



Se abstiene, el Honorable Senador señor García.

- - -



Seguidamente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en la letra b) del número 20), nuevo, que se agrega al artículo 1°, que dispone que “En todo caso, los antecedentes obtenidos por la Fiscalía, en virtud de las facultades contenidas en la letra n) del artículo 39, sólo podrán ser utilizadas para el cumplimiento de las funciones de la Fiscalía Nacional Económica y el ejercicio de las acciones ante el Tribunal de la Libre Competencia en el proceso en que incide la autorización a que se refiere el inciso primero de dicha letra, no pudiéndose utilizar en otros procedimientos.”.


Esta enmienda, fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Flores y Vásquez y una abstención, del Honorable Senador señor García.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien señala que retira su abstención.



En relación con este punto, el señor Presidente señala que, por lo tanto, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, correspondería, solamente, votar dicha enmienda.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Vásquez y Navarro.



Luego, el señor Presidente señala que no obstante haberse retirado la abstención por el Honorable Senador señor García, igualmente se continuará con la discusión de este precepto, toda vez que ello no pudo solicitarse al inicio del debate, como lo exige el artículo 133 del Reglamento del Senado, ya que no correspondía a una modificación unánime.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Navarro y Larraín.



Cerrado el debate y sometida a votación la enmienda., es rechazada por 14 votos contra 9 y 3 abstenciones.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Longueira, Novoa, Orpis y Pérez Varela.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Vásquez.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y al Honorable Senador señor Larraín, quien se refiere a las declaraciones vertidas por el Honorable Senador señor Frei en relación con esta iniciativa de ley.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Letelier, quien insiste en la petición que formuló precedentemente, y señor Escalona, quien observa reglamentariamente la oportunidad de la intervención del Honorable Senador señor Larraín.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973:


1) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


a) En el inciso primero, intercálase, entre las palabras “medidas” y “correctivas”, la expresión “preventivas,”.”.

b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:


b-1. En su encabezado, intercálase entre la palabra “competencia” y la coma (,) que le sigue, la siguiente frase “o que tienden a producir dichos efectos”.


b-2. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


“a) Los acuerdos expresos o tácitos entre competidores, o las prácticas concertadas entre ellos, que les confieran poder de mercado y que consistan en fijar precios de venta, de compra u otras condiciones de comercialización; limitar la producción; asignarse zonas o cuotas de mercado; excluir competidores; o afectar el resultado de procesos licitatorios.”.


b-3. Sustitúyese en la letra b) la frase “de una empresa o conjunto de empresas que tengan un controlador común” por los términos  “de un agente económico, o un conjunto de ellos,“.


2) Modifícase el artículo 6° en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“El Tribunal tendrá dos suplentes, un abogado y un licenciado o con post grado en ciencias económicas.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“No podrá ser elegido como miembro titular o suplente del Tribunal quien haya desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes convocado para el nombramiento respectivo.”.

c) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:


“El Presidente de la República designará al abogado suplente y el Consejo del Banco Central al licenciado o post graduado en ciencias económicas, conforme al procedimiento señalado en la letra b) precedente, para lo cual se podrán considerar las mismas nóminas y concursos previstos para el nombramiento de los titulares.”.


d) Suprímese, en su inciso quinto, la oración “Asimismo, por ese medio, se determinará el orden en que los suplentes reemplazarán a los integrantes titulares.”.


e) Sustitúyese su inciso séptimo, por los siguientes:

“Es incompatible el cargo de integrante del Tribunal con la condición de:


a) Funcionario público;


b) Administrador, gerente, trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades, como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas; y


c) Asesor o prestador de servicios profesionales, en materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta servicios profesionales si percibe cualquier clase de remuneración, honorario o regalía de personas naturales o jurídicas que asesoran o prestan servicios profesionales en dichas materias.


Los ministros suplentes sólo estarán afectos a la incompatibilidad señalada en la letra c) precedente. 


Las personas que al momento de su nombramiento, o durante el ejercicio del cargo, ostenten cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso séptimo de este artículo, deberán renunciar a ellas.”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “nuevos períodos sucesivos” por los términos “sólo un período sucesivo”.


4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “dos” por el término “tres”.


5) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La remuneración mensual de los integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Fiscal Nacional Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma de treinta unidades tributarias mensuales y, además, la suma de diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la que no concurra el titular correspondiente, con un máximo de sesenta unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a las que hayan asistido.


En el caso de ausencia injustificada, calificada por la mayoría de los demás miembros del Tribunal, al ministro titular se le descontará un monto equivalente al 50% de lo que haya recibido el suplente que lo hubiera reemplazado.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todo caso, se presume de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al 10%, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y 


b) Asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante la investigación por parte de la Fiscalía Nacional Económica que la haya originado.”.

b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos octavo, noveno y décimo del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes titulares o suplentes, haber sido asesor o prestador de servicios de alguna de las partes durante el año que preceda a la notificación de la demanda o la publicación del decreto que ordena la iniciación del procedimiento del artículo 31; la existencia de relaciones laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, o, el desempeño o ejercicio profesional en las mismas dependencias, oficinas o inmuebles con estos últimos, aun cuando ello no revista participación en ingresos o el desarrollo de funciones comunes o coordinadas.

Asimismo, será causal de recusación que el ministro asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del ministro.”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, la frase “preferentemente por el suplente que corresponda de la misma área profesional” por la oración “por el suplente de su misma área profesional, salvo que esta regla impida al Tribunal sesionar con el quórum mínimo establecido en el artículo 9°”.


7) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:


“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas que hayan tenido la calidad de parte en alguna causa que conoció el respectivo ministro, por el  plazo de un año contado desde que dicho ministro cesó en su cargo, salvo que la dictación de la sentencia sobre una causa que hubiera conocido el ministro se encontrare pendiente, en cuyo caso el término de un año se contará desde la notificación de la sentencia.



La infracción de esta prohibición será sancionada con inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años y con una multa a beneficio fiscal equivalente al último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanciones que serán aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de cualquier interesado.


El requerimiento a que alude el inciso precedente señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.



Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.


La sentencia que acoja la sanción a que se refiere este artículo, dará derecho a quien se estime afectado a interponer recurso de revisión del fallo en que haya participado el sancionado, cuando considerare que su actuación y decisión fue perjudicial a sus intereses. ”.


8) Modifícase el artículo 12, de la siguiente manera:


a) Incorpórase, en su inciso primero, la siguiente letra e) nueva:


“e) Incurrir en cualquiera de los casos contemplados en los incisos octavo y siguientes del artículo 6º.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “letras c y d”, por la siguiente: “letras c, d y e”.


9) Sustitúyese el número 2) del artículo 18, por el siguiente:


“2) Conocer, a solicitud de quien tenga interés legítimo, o del Fiscal Nacional Económico, los asuntos de carácter no contencioso que puedan infringir las disposiciones de la presente ley, sobre hechos, actos o contratos existentes o por celebrarse, para lo cual, podrá fijar las condiciones que deberán ser cumplidas en dichos hechos, actos o contratos;”.

10) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 20:


a) Intercálanse, en su inciso segundo, a continuación de la primera oración, las siguientes: “El requerimiento o demanda deberá contener la exposición clara y determinada de los hechos, actos o convenciones que infringirían la presente ley e indicar el o los mercados en que incidiría la presunta infracción. En el evento que la demanda o requerimiento no contenga las indicaciones señaladas previamente o cualquiera otra de las exigidas por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil y demás reglas aplicables, el tribunal dará un plazo de tres días hábiles para que el demandante o requirente subsane dichas omisiones. Vencido el plazo anterior, sin haber sido subsanadas las omisiones, el tribunal mediante resolución fundada, podrá no admitir a tramitación la demanda o el requerimiento.”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “dos” por “tres”.


c) Intercálase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, las acciones para perseguir las conductas previstas en la letra a) del artículo 3° prescribirán en el plazo de cinco años, y el cómputo de la prescripción no se iniciará mientras se mantengan en el mercado los efectos imputables a la conducta objeto de la acción.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La resolución que reciba la causa a prueba deberá notificarse por cédula. Transcurridos 30 días hábiles, contados desde la dictación de dicha resolución sin que ésta se hubiere notificado, el Tribunal procederá a notificarla de conformidad con el inciso cuarto.”.


b) Reemplázase el inciso segundo, que pasa a ser tercero, por los siguientes:


“Las sentencias definitivas deberán notificarse personalmente o por cédula.

Las demás resoluciones serán notificadas por cualquier medio seguro que las partes de común acuerdo fijen y en subsidio por el estado diario. En el caso de que opten por medios electrónicos, la notificación deberá suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.


c) Suprímese su actual inciso tercero.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente: “En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres testigos por cada parte, salvo que el tribunal, a petición fundada al presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de los testigos lo establecido en los artículos 358, 360, número 2, 373, 374, 376, 377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.


b) Agrégase, en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “caso”, pasando el punto final a ser coma (,), lo siguiente: “el que podrá efectuar las preguntas que estime convenientes, impedir que las declaraciones y las preguntas de las partes se desvíen hacia aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que le fuesen formuladas.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:


“El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad.

La prueba instrumental podrá presentarse hasta diez días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el Tribunal podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al proceso o confidencialidad incluso respecto de las demás partes, de aquellos instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los instrumentos que tengan carácter reservado o confidencial en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener la reserva o confidencialidad de los mismos.


Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte, el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión pública del instrumento para que las otras partes ejerzan su derecho a objetarlo u observarlo. Si la referida versión pública es insuficiente como antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y por resolución fundada, el término de la reserva o confidencialidad del instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26:


a) Intercálanse, en la letra c), a continuación de la palabra “anuales”, las frases “y, en el caso de sancionar una conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades tributarias anuales”, y las siguientes oraciones tercera y cuarta, nuevas:“Las multas aplicadas a personas naturales no podrán pagarse por la persona jurídica en la que ejercieron funciones ni por los accionistas o socios de la misma. Asimismo, tampoco podrán ser pagadas por cualquier otra entidad perteneciente al mismo grupo empresarial en los términos señalados por el artículo 96 de la Ley de Mercado de Valores, ni por los accionistas o socios de éstas.”.


b) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:


“Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta, la calidad de reincidente del infractor y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.

14) Suprímese el inciso final del artículo 27.


15) Modificase el artículo 31, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense los numerales 1) y 2) del inciso primero, por los siguientes numerales 1), 2) y 3), pasando los actuales numerales 3) y 4) a ser 4) y 5), respectivamente:


“1) El decreto que ordene la iniciación del procedimiento se publicará en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal y se notificará, por oficio, a la Fiscalía Nacional Económica, a las autoridades que estén directamente concernidas y a los agentes económicos que, a juicio exclusivo del Tribunal, estén relacionados con la materia, para que, en un plazo no inferior a quince días hábiles, éstos y quienes tengan interés legítimo puedan aportar antecedentes. 


Tratándose de materias que se relacionen especialmente con zonas determinadas, podrá ordenar que la notificación también se practique mediante la publicación de un aviso en los periódicos locales respectivos.


El Tribunal arbitrará siempre las condiciones necesarias para que todos los intervinientes puedan imponerse del expediente.


2) Vencido el plazo anterior, quienes hayan ejecutado o celebrado, o se propongan ejecutar o celebrar los hechos, actos o contratos consultados, podrán evaluar las recomendaciones que hubiere efectuado la Fiscalía Nacional Económica en la etapa de aporte de antecedentes y comunicar por escrito al Tribunal su concordancia  con las mismas.

3) Vencido el plazo señalado en el numeral 1, el Tribunal deberá citar a una audiencia pública, la cual se llevará a efecto dentro de un plazo no inferior a quince días ni superior a treinta días contado desde la notificación, la que se practicará mediante un aviso publicado en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal, para que quienes hubiesen aportado antecedentes puedan manifestar su opinión. 


En caso de efectuarse la comunicación descrita en el numeral 2, el Tribunal tendrá un plazo de quince días para citar a la audiencia pública, contados desde que haya sido recibida dicha comunicación, la que deberá llevarse a efecto de conformidad con lo señalado en el párrafo precedente.”.


b) En su inciso final, reemplazar la oración “Las resoluciones que fijen condiciones que deben ser cumplidas en actos o contratos podrán también ser objeto de recurso de reclamación.”, por la frase “Las resoluciones de término, sea que fijen o no condiciones, sólo podrán ser objeto del recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27. Dicho recurso deberá ser fundado y podrán interponerlo el o los consultantes, el Fiscal Nacional Económico y cualquiera de los terceros que hubieren aportado antecedentes de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1.”.


16) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 33 por los siguientes:


“La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago. Estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal Nacional Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882. Durará cuatro años en su cargo. 

El Fiscal Nacional Económico cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación;


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República;


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, y


d) Incapacidad.


La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable de la Corte Suprema, a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Al Fiscal Nacional Económico le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del servicio.


Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 39:


a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer  de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas  del expediente sean reservadas o confidenciales, siempre que tengan por objeto proteger la identidad de  quienes hayan efectuado declaraciones o aportado antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.


Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias que pudieren revelar las identidades u objeto de protección aludidos precedentemente.


b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “que se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo.”, sustituyendo la coma que las precede por un punto aparte.


c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “como asimismo, a proporcionar los antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aun cuando dichos antecedentes se encuentren calificados como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.


d) Intercálase en la letra l), a continuación de la expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”, lo siguiente “con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación recíproca. Asimismo, celebrar convenios”.


e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma (,) y la letra “y” que la sigue, por un punto y coma (;).


f) Intercálanse a continuación de la letra m), las siguientes letras n) y ñ), nuevas, pasando la actual n) a ser o):

n) En casos graves y calificados de investigaciones destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°, solicitar, mediante petición fundada y con la aprobación previa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, autorización al Ministro de la Corte de Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la Policía de Investigaciones, bajo la dirección del funcionario de la Fiscalía Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:


n.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere necesario, a allanar y descerrajar;


n.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;


n.3) Autorizar la interceptación de toda clase de comunicaciones, y


n.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios de comunicaciones, que facilite copias y registros de las comunicaciones transmitidas o recibidas por ella.


La circunstancia de haber concurrido a la aprobación referida precedentemente, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer del proceso.


Para otorgar la autorización a que se refiere el párrafo primero, el Ministro de Corte de Apelaciones deberá verificar la existencia de antecedentes precisos y graves acerca de la existencia de prácticas de colusión, reunidos por la Fiscalía con anterioridad a la solicitud de autorización para hacer uso de las facultades de esta letra. En la autorización, se deberá especificar con precisión, la singularización de las medidas, el tiempo por el cual podrán ejercerse y las personas a las que dichas medidas pueden afectar.

El ejercicio de las facultades conferidas en el párrafo primero, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205; 207; 208; 209, incisos primero, segundo y tercero, no siendo aplicable la remisión de los antecedentes al fiscal regional para los efectos previstos en este último inciso; 210; 212 a 214, y 216 a 225, salvo el inciso tercero del artículo 222, del Código Procesal Penal. Sin perjuicio de lo anterior, la Fiscalía no podrá interceptar las comunicaciones entre el sujeto investigado y aquellas personas que, por su estado, profesión o función legal, como el abogado, medico o confesor, tuvieren el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado.

Las expresiones “fiscal” o “Ministerio Público” a que hacen referencia las disposiciones del Código Procesal Penal, se entenderán hechas, para los efectos de la presente ley, al “Fiscal Nacional Económico”. Las referencias a “juez” o “juez de garantía”, se entenderán efectuadas al Ministro de la Corte de Apelaciones señalado en el párrafo primero de este literal; las alusiones a “juicio oral” se entenderán al “procedimiento”, y las efectuadas a “imputado” se entenderán hechas al “afectado”.


En caso que la Fiscalía no cumpliere con alguno de los requisitos o formalidades indicados en el párrafo cuarto, los afectados podrán reclamar ante el Ministro de Corte de Apelaciones a que se refiere el párrafo primero, el que resolverá de forma inmediata, en una sola audiencia, sin forma de juicio y oyendo a las partes.

Los resultados de las actuaciones establecidas en el párrafo primero, no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento ante el Tribunal, cuando el desempeño o ejercicio de ellas hubiere tenido lugar fuera de los supuestos establecidos en la ley o cuando no se hubieren cumplido los requisitos previstos para su procedencia y hubiere sido declarado así, en la forma señalada en el párrafo precedente, por el Ministro de Corte de Apelaciones allí referido.


Los antecedentes que se obtengan en virtud del ejercicio de las facultades contenidas en esta letra, no podrán ser utilizados por la Fiscalía en ninguna otra investigación, salvo que medie una nueva autorización judicial;

ñ) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la libre competencia en los mercados.


El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de las partes comparecientes al acuerdo. El Tribunal deberá aprobar o rechazar el acuerdo en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que comparecieron al acuerdo y en su contra sólo procederá el recurso de reposición, y.

18) Agrégase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


“Artículo 39 bis.- El que ejecute una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° podrá acceder a una reducción o exención de la multa cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.


Para acceder a uno de estos beneficios, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:


1.- Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un requerimiento ante el Tribunal;


2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, y


3.- Poner fin a su participación en la conducta inmediatamente después de presentar su solicitud.


Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.


Para acceder a una reducción de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, el ejecutor de la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quien primero acompañó antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo. En todo caso, la rebaja de la multa que solicite el Fiscal en su requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los beneficios de este artículo.


En su requerimiento el Fiscal individualizará a cada ejecutor de la conducta que cumplió los requisitos para acceder al beneficio de exención o reducción de la multa. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar multa a quien haya sido individualizado como acreedor de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la misma, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita.


Quien alegue la existencia de la conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, fundado a sabiendas en antecedentes falsos o fraudulentos con el propósito de perjudicar a otros agentes económicos acogiéndose a los beneficios de este artículo, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.”.

19) En el artículo 41, incorpórase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, la Fiscalía podrá solicitar, dentro del plazo de 60 días de recibida la denuncia,  antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que pudiere tener conocimiento del hecho denunciado. La entrega de antecedentes y la prestación de declaración señaladas previamente serán siempre voluntarias, y la Fiscalía Nacional Económica no podrá ejercer el apercibimiento previsto en el inciso primero del artículo 42 mientras no haya iniciado formalmente una investigación.”.

20) Modifícase el artículo 42, en los siguientes términos:


a.- En el inciso tercero, reemplázase,  la expresión “letras a), g) y h) del artículo 39” por “letras a), g), h), y n) del artículo 39, y en el artículo 41”.


b.- Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente 

“La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código  Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en la ley Nº 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo:


1) Suprímese el artículo 37.


2) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social, deberá ser informado a la Fiscalía Nacional Económica, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar, previo a su perfeccionamiento, con informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”.


3) Derógase el artículo 43.


Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia transcurridos noventa días desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30, del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley Nº 20.088, las cuales regirán desde la publicación de esta ley.


Artículo segundo transitorio.- Los integrantes suplentes del Tribunal que a la entrada en vigencia de esta ley se encuentren ejerciendo el cargo, se mantendrán en él hasta el día que venza su período de acuerdo al decreto de nombramiento y no se les aplicará el régimen de remuneraciones que incorpora esta ley, hasta que se reduzca el número de suplentes en conformidad al inciso siguiente.


La designación de dos integrantes suplentes en conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley Nº 20.088, con las modificaciones establecidas en el número 2) del artículo 1° de esta ley, sólo se efectuará con ocasión de la renovación que corresponda a los que expiren en sus funciones el año 2014.

Artículo tercero transitorio.- Las modificaciones introducidas por el numeral 3) del artículo 1°, serán aplicables a los integrantes titulares del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a contar del 12 de mayo de 2010.

Artículo cuarto transitorio.- Las nuevas modalidades de nombramiento y remoción del Fiscal Nacional Económico que establece esta ley, se aplicarán a partir de la fecha en que quede vacante el referido empleo.

Artículo quinto transitorio.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año.”.
- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que en este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.
______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece la Ley 

General de Educación.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, correspondiente al Boletín N° 4.970-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.


Añade que la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez, Sabag y Honorables Diputados señoras Cubillos y Saa y señores Becker y Silber, efectúa, como forma y modo de resolver las discrepancias existentes entre ambas Cámaras, la siguiente proposición:
ARTÍCULO 46

Letra g)

Sustituirla por la siguiente:



“g) Tener el personal docente idóneo que sea necesario y el personal asistente de la educación suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de la enseñanza que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan.



Tratándose de la educación parvularia y básica, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título de profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes. En la educación media, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título de profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes, o esté en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres, de una universidad acreditada, en un área afín a la especialidad que imparta, para lo cual estará autorizado a ejercer la docencia por un período máximo de tres años renovables por otros dos, de manera continua o discontinua y a la sola petición del director del establecimiento. Después de los cinco años, para continuar ejerciendo la docencia deberá poseer el título profesional de la educación respectivo, o estar cursando estudios conducentes a dicho grado o acreditar competencias docentes de acuerdo a lo que establezca el reglamento. Este reglamento sólo podrá establecer los instrumentos de evaluación de conocimientos disciplinarios y prácticas pedagógicas como el medio idóneo para acreditar competencias docentes.



Los docentes, habilitados conforme a la ley y el personal asistente de la educación deberán, además, poseer idoneidad moral, entendiéndose por tal no haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII del Libro II del Código Penal, y, o la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y la ley N° 20.066 que sanciona la violencia intrafamiliar.”.

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO



Agregar el siguiente inciso final, nuevo:



“Mientras no se efectúen los nombramientos de todos los integrantes del Consejo Nacional de Educación, continuarán en sus cargos los actuales integrantes del Consejo Superior de Educación.”.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que la referida proposición requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión la proposición, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Allamand. Ruiz-Esquide, Chadwick y Letelier.



Luego, el señor Presidente declara abierta la votación de la proposición de la Comisión Mixta, y precisa que cada señor Senador mantendrá el tiempo de que dispone para hacer uso de la palabra en este tipo de discusiones, esto es, 10 minutos.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 27 votos a favor, 2 en contra y una abstención, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Escalona, Horvath, Longueira y Ruiz-Esquide.



Durante su fundamento de voto, el Honorable Senador señor Horvath efectúa reserva de constitucionalidad, por entender que los artículos 25 y 8°, transitorio de este proyecto de ley vulneran lo dispuesto en los incisos segundo, cuarto y quinto del artículo 1º; incisos segundo  y tercero del artículo 3º; y los numerales 1º, 2º, 4º, 7º, 10º y 16º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Navarro, quien hace reserva de constitucionalidad.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien fundamenta su voto.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

“TITULO PRELIMINAR

NORMAS GENERALES

Párrafo 1º

Principios y Fines de la Educación


Artículo 1º.- La presente ley regula los derechos y deberes de los integrantes de la comunidad educativa; fija los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de educación parvularia, básica y media; regula el deber del Estado de velar por su cumplimiento, y establece los requisitos y el proceso para el reconocimiento oficial de los establecimientos e instituciones educacionales de todo nivel, con el objetivo de tener un sistema educativo caracterizado por la equidad y calidad de su servicio.


Artículo 2º.- La educación es el proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. Se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país.


La educación se manifiesta a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal. 


La enseñanza formal o regular es aquella que está estructurada y se entrega de manera sistemática y secuencial. Está constituida por niveles y modalidades que aseguran la unidad del proceso educativo y facilitan la continuidad del mismo a lo largo de la vida de las personas.


La enseñanza no formal es todo proceso formativo, realizado por medio de un programa sistemático, no necesariamente evaluado y que puede ser reconocido y verificado como un aprendizaje de valor, pudiendo finalmente conducir a una certificación.


La educación informal es todo proceso vinculado con el desarrollo de las personas en la sociedad, facilitado por la interacción de unos con otros y sin la tuición del establecimiento educacional como agencia institucional educativa. Se obtiene en forma no estructurada y sistemática del núcleo familiar, de los medios de comunicación, de la experiencia laboral y, en general, del entorno en el cual está inserta la persona.


Artículo 3º.- El sistema educativo chileno se construye sobre la base de los derechos garantizados en la Constitución, así como en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes y, en especial, del derecho a la educación y la libertad de enseñanza. Se inspira, además, en los siguientes principios:


a) Universalidad y educación permanente. La educación debe estar al alcance de todas las personas a lo largo de toda la vida.


b) Calidad de la educación. La educación debe propender a asegurar que todos los alumnos y alumnas, independientemente de sus condiciones y circunstancias, alcancen los objetivos generales y los estándares de aprendizaje que se definan en la forma que establezca la ley. 


c) Equidad del sistema educativo. El sistema propenderá a asegurar que todos los estudiantes tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad, con especial atención en aquellas personas o grupos que requieran apoyo especial.


d) Autonomía. El sistema se basa en el respeto y fomento de la autonomía de los establecimientos educativos. Consiste en la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, en el marco de las leyes que los rijan.


e) Diversidad. El sistema debe promover y respetar la diversidad de procesos y proyectos educativos institucionales, así como la diversidad cultural, religiosa y social de las poblaciones que son atendidas por él.


f) Responsabilidad. Todos los actores del proceso educativo deben cumplir sus deberes y rendir cuenta pública cuando corresponda.


g) Participación. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a ser informados y a participar en el proceso educativo en conformidad a la normativa vigente.


h) Flexibilidad. El sistema debe permitir la adecuación del proceso a la diversidad de realidades y proyectos educativos institucionales.


i) Transparencia. La información desagregada del conjunto del sistema educativo, incluyendo los ingresos y gastos y los resultados académicos debe estar a disposición de los ciudadanos, a nivel de establecimiento, comuna, provincia, Región y país.


j) Integración. El sistema propiciará la incorporación de alumnos de diversas condiciones sociales, étnicas, religiosas, económicas y culturales.


k) Sustentabilidad. El sistema fomentará el respeto al medio ambiente y el uso racional de los recursos naturales, como expresión concreta de la solidaridad con las futuras generaciones.


l) Interculturalidad. El sistema debe reconocer y valorar al individuo en su especificidad cultural y de origen, considerando su lengua, cosmovisión e historia.

Párrafo 2º

Derechos y Deberes


Artículo 4º.- La educación es un derecho de todas las personas. Corresponde preferentemente a los padres el derecho y el deber de educar a sus hijos; al Estado, el deber de otorgar especial protección al ejercicio de este derecho y, en general, a la comunidad, el deber de contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.


Es deber del Estado promover la educación parvularia, en todos sus niveles, y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal para el primer y segundo nivel de transición, sin que éstos constituyan requisitos para el ingreso a la educación básica.


La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población, así como generar  las condiciones para la permanencia en el mismo de conformidad a la ley.


El sistema de educación será de naturaleza mixta, incluyendo una de propiedad y administración del Estado o sus órganos, y otra particular, sea ésta subvencionada o pagada, asegurándole a los padres y apoderados la libertad de elegir el establecimiento educativo para sus hijos.


Sin perjuicio de sus demás deberes, es deber del Estado que el sistema integrado por los establecimientos educacionales de su propiedad provea una educación gratuita y de calidad, fundada en un proyecto educativo público, laico, esto es, respetuoso de toda expresión religiosa, y pluralista, que permita el acceso a él a toda la población y que promueva la inclusión social y la equidad.


Es deber del Estado promover políticas educacionales que reconozcan y fortalezcan las culturas originarias.


Es deber del Estado resguardar los derechos de los padres y alumnos, cualquiera sea la dependencia del establecimiento que elijan.


Corresponde, asimismo, al Estado propender a asegurar la calidad de la educación, estableciendo las condiciones necesarias para ello y verificando permanentemente su cumplimiento; realizar supervisión, facilitar apoyo pedagógico a los establecimientos y promover el desarrollo profesional docente.


Es deber del Estado mantener y proveer información desagregada sobre la calidad, cobertura y equidad del sistema y las instituciones educativas.


Es deber del Estado velar por la igualdad de oportunidades y la inclusión educativa, promoviendo especialmente que se reduzcan las desigualdades derivadas de circunstancias económicas, sociales, étnicas, de género o territoriales, entre otras.


Artículo 5º.- Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar la probidad, el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades y promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura de la paz y de la no discriminación arbitraria; estimular la investigación científica, tecnológica y la innovación, la creación artística, la práctica del deporte, la protección y conservación del patrimonio cultural y medio ambiental, y la diversidad cultural de la Nación.


Artículo 6º.- Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad y procurar que ésta sea impartida a todos, tanto en el ámbito público como en el privado.


Corresponderá al Ministerio de Educación, al Consejo Nacional de Educación, a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, en el ámbito de sus competencias, la administración del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, de conformidad a las normas establecidas en la ley.


Artículo 7º.- El Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación velarán, de conformidad a la ley, y en el ámbito de sus competencias, por la evaluación continua y periódica del sistema educativo, a fin de contribuir a mejorar la calidad de la educación.


Para ello, la Agencia de Calidad de la Educación evaluará los logros de aprendizaje de los alumnos y el desempeño de los establecimientos educacionales en base a estándares indicativos.


La evaluación de los alumnos deberá incluir indicadores que permitan efectuar una evaluación conforme a criterios objetivos y transparentes. 


La evaluación de los profesionales de la educación se efectuará de conformidad a la ley.


Los resultados de las evaluaciones de aprendizaje serán informados a la comunidad educativa, resguardando la identidad de los alumnos y de los docentes, en su caso. Sin embargo, los resultados deberán ser entregados a los apoderados de los alumnos en aquellos casos en que las pruebas a nivel educacional tengan representatividad individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia u otros similares.


Artículo 8°.- El Estado tiene el deber de resguardar la libertad de enseñanza.


Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos. 


La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.


Artículo 9º.- La comunidad educativa es una agrupación de personas que inspiradas en un propósito común integran una institución educativa. Ese objetivo común es contribuir a la formación y el logro de aprendizajes de todos los alumnos que son miembros de ésta, propendiendo a asegurar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico. El propósito compartido de la comunidad se expresa en la adhesión al proyecto educativo del establecimiento y a sus reglas de convivencia establecidas en el reglamento interno. Este reglamento debe permitir el ejercicio efectivo de los derechos y deberes señalados en esta ley.


La comunidad educativa está integrada por alumnos, alumnas, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación, equipos docentes directivos y sostenedores educacionales.


Artículo 10.- Sin perjuicio de los derechos y deberes que establecen las leyes y reglamentos, los integrantes de la comunidad educativa gozarán de los siguientes derechos y estarán sujetos a los siguientes deberes:


a) Los alumnos y alumnas tienen derecho a recibir una educación que les ofrezca oportunidades para su formación y desarrollo integral; a recibir una atención adecuada y oportuna, en el caso de tener necesidades educativas especiales; a no ser discriminados arbitrariamente; a estudiar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo, a expresar su opinión y a que se respete su integridad física, y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios o degradantes y de maltratos psicológicos. Tienen derecho, además, a que se respeten su libertad personal y de conciencia, sus convicciones religiosas e ideológicas y culturales, conforme al reglamento interno del establecimiento. De igual modo, tienen derecho a ser informados de las pautas evaluativas; a ser evaluados y promovidos de acuerdo a un sistema objetivo y transparente, de acuerdo al reglamento de cada establecimiento; a participar en la vida cultural, deportiva y recreativa del establecimiento, y a asociarse entre ellos.


Son deberes de los alumnos y alumnas brindar un trato digno, respetuoso y no discriminatorio a todos los integrantes de la comunidad educativa; asistir a clases; estudiar y esforzarse por alcanzar el máximo de desarrollo de sus capacidades; colaborar y cooperar en mejorar la convivencia escolar, cuidar la infraestructura educacional y respetar el proyecto educativo y el reglamento interno del establecimiento.


b) Los padres, madres y apoderados tienen derecho a ser informados por los directivos y docentes a cargo de la educación de sus hijos respecto de los rendimientos académicos y del proceso educativo de éstos, así como del funcionamiento del establecimiento, y a ser escuchados y a participar del proceso educativo en los ámbitos que les corresponda, aportando al desarrollo del proyecto educativo en conformidad a la normativa interna del establecimiento. El ejercicio de estos derechos se realizará, entre otras instancias, a través del Centro de Padres y Apoderados. 


Por su parte, son deberes de los padres, madres y apoderados educar a sus hijos e informarse sobre el proyecto educativo y normas de funcionamiento del establecimiento que elijan para éstos; apoyar su proceso educativo; cumplir con los compromisos asumidos con el establecimiento educacional; respetar su normativa interna, y brindar un trato respetuoso a los integrantes de la comunidad educativa.


c) Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo; del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. Además, tienen derecho a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento, en los términos previstos por la normativa interna, procurando, además, disponer de los espacios adecuados para realizar en mejor forma su trabajo.


Por su parte, son deberes de los profesionales de la educación ejercer la función docente en forma idónea y responsable; orientar vocacionalmente a sus alumnos cuando corresponda; actualizar sus conocimientos y evaluarse periódicamente; investigar, exponer y enseñar los contenidos curriculares correspondientes a cada nivel educativo establecidos por las bases curriculares y los planes y programas de estudio; respetar tanto las normas del establecimiento en que se desempeñan como los derechos de los alumnos y alumnas, y tener un trato respetuoso y sin discriminación arbitraria con los estudiantes y demás miembros de la comunidad educativa.


d) Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo y a que se respete su integridad física y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios o degradantes; a recibir un trato respetuoso de parte de los demás integrantes de la comunidad escolar; a participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento, en los términos previstos por la normativa interna.


Son deberes de los asistentes de la educación ejercer su función en forma idónea y responsable; respetar las normas del establecimiento en que se desempeñan, y brindar un trato respetuoso a los demás miembros de la comunidad educativa.


e) Los equipos docentes directivos de los establecimientos educacionales tienen derecho a conducir la realización del proyecto educativo del establecimiento que dirigen. 


Son deberes de los equipos docentes directivos liderar los establecimientos a su cargo, sobre la base de sus responsabilidades, y propender a elevar la calidad de éstos; desarrollarse profesionalmente; promover en los docentes el desarrollo profesional necesario para el cumplimiento de sus metas educativas, y cumplir y respetar todas las normas del establecimiento que conducen.


Para el mejor cumplimiento de estos objetivos los miembros de estos equipos de los establecimientos subvencionados o que reciben aportes del Estado deberán realizar supervisión pedagógica en el aula.


Los derechos y deberes anteriores se ejercerán en el marco de la ley y en virtud de las funciones y responsabilidades delegadas por el sostenedor, según corresponda.


f) Los sostenedores de establecimientos educacionales tendrán derecho a establecer y ejercer un proyecto educativo, con la participación de la comunidad educativa y de acuerdo a la autonomía que le garantice esta ley. También tendrán derecho a establecer planes y programas propios en conformidad a la ley, y a solicitar, cuando corresponda, financiamiento del Estado de conformidad a la legislación vigente.


Son deberes de los sostenedores cumplir con los requisitos para mantener el reconocimiento oficial del establecimiento educacional que representan; garantizar la continuidad del servicio educacional durante el año escolar; rendir cuenta pública de los resultados académicos de sus alumnos y cuando reciban financiamiento estatal, rendir cuenta pública del uso de los recursos y del estado financiero de sus establecimientos a la Superintendencia. Esa información será pública. Además, están obligados a entregar a los padres y apoderados la información que determine la ley y a someter a sus establecimientos a los procesos de aseguramiento de calidad en conformidad a la ley.


Artículo 11.- El embarazo y la maternidad en ningún caso constituirán impedimento para ingresar y permanecer en los establecimientos de educación de cualquier nivel, debiendo estos últimos otorgar las facilidades académicas y administrativas que permitan el cumplimiento de ambos objetivos.


En los establecimientos que reciben aporte estatal, el cambio del estado civil de los padres y apoderados, no será motivo de impedimento para la continuidad del alumno o alumna dentro del establecimiento.


Del mismo modo, durante la vigencia del respectivo año escolar o académico, no se podrá cancelar la matrícula, ni suspender o expulsar alumnos por causales que se deriven del no pago de obligaciones contraídas por los padres o del rendimiento de los alumnos.


El no pago de los compromisos contraídos por el alumno o por el padre o apoderado no podrá servir de fundamento para la aplicación de ningún tipo de sanción a los alumnos durante el año escolar y nunca podrá servir de fundamento para la retención de su documentación académica, sin perjuicio del ejercicio de otros derechos por parte del sostenedor o de la institución educacional, en particular, los referidos al cobro de arancel o matrícula, o ambos, que el padre o apoderado hubiere comprometido.


En los establecimientos subvencionados, el rendimiento escolar del alumno, entre el primer nivel de transición de la educación parvularia y hasta sexto año de educación general básica, no será obstáculo para la renovación de su matrícula.


Asimismo, en los establecimientos subvencionados, los alumnos tendrán derecho a repetir curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en la educación básica y en una oportunidad en la educación media, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.


En el caso que en la misma comuna o localidad no exista otro establecimiento de igual nivel o modalidad, lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar de manera alguna el derecho a la educación.


Ni el Estado, ni los establecimientos educacionales podrán discriminar arbitrariamente en el trato que deben dar a los estudiantes y demás miembros de la comunidad educativa.


Artículo 12.- En los procesos de admisión de los establecimientos subvencionados o que reciban aportes regulares del Estado, que posean oferta educativa entre el primer nivel de transición y sexto año de la educación general básica, en ningún caso se podrá considerar en cada uno de estos cursos el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los procesos de admisión de alumnos deberán ser objetivos y transparentes, asegurando el respeto a la dignidad de los alumnos, alumnas y sus familias, de conformidad con las garantías establecidas en la Constitución y en los tratados suscritos y ratificados por Chile.


Al momento de la convocatoria, el sostenedor del establecimiento deberá informar:


a) Número de vacantes ofrecidas en cada nivel.


b) Criterios generales de admisión.


c) Plazo de postulación y fecha de publicación de los resultados.


d) Requisitos de los postulantes, antecedentes y documentación a presentar.


e) Tipos de pruebas a las que serán sometidos los postulantes.


f) Monto y condiciones de cobro por participar en el proceso.


g) Proyecto educativo del establecimiento.


Artículo 14.- Realizado un proceso de admisión, conforme a los artículos precedentes, el establecimiento publicará en un lugar visible y opcionalmente en un medio electrónico la lista de los admitidos. A quienes no resulten admitidos o a sus apoderados, cuando lo soliciten, deberá entregárseles un informe con los resultados de sus pruebas, firmado por el encargado del proceso de admisión del establecimiento.


Artículo 15.- Los establecimientos educacionales promoverán la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de la formación de centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza del establecimiento.


En cada establecimiento subvencionado o que recibe aportes del Estado deberá existir un Consejo Escolar. Dicha instancia tendrá como objetivo estimular y canalizar la participación de la comunidad educativa en el proyecto educativo y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.


Artículo 16.- Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 14 y 15 de esta ley serán sancionadas con multas de hasta 50 unidades tributarias mensuales, las que podrán duplicarse en caso de reincidencia. 


Las sanciones que se impongan deberán fundarse en el procedimiento establecido en el artículo 50 de esta ley.

TÍTULO I

DE LOS NIVELES Y MODALIDADES EDUCATIVAS


Artículo 17.- La educación formal o regular está organizada en cuatro niveles: parvularia, básica, media y superior, y por modalidades educativas dirigidas a atender a poblaciones específicas. 


Artículo 18.- La Educación Parvularia es el nivel educativo que atiende integralmente a niños desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica, sin constituir antecedente obligatorio para ésta. Su propósito es favorecer de manera sistemática, oportuna y pertinente el desarrollo integral y aprendizajes relevantes y significativos en los párvulos, de acuerdo a las bases curriculares que se determinen en conformidad a esta ley, apoyando a la familia en su rol insustituible de primera educadora.


Artículo 19.- La Educación Básica es el nivel educacional que se orienta hacia la formación integral de los alumnos, en sus dimensiones física, afectiva, cognitiva, social, cultural, moral y espiritual, desarrollando sus capacidades de acuerdo a los conocimientos, habilidades y actitudes definidos en las bases curriculares que se determinen en conformidad a esta ley, y que les permiten continuar el proceso educativo formal.


Artículo 20.- La Educación Media es el nivel educacional que atiende a la población escolar que haya finalizado el nivel de educación básica y tiene por finalidad procurar que cada alumno expanda y profundice su formación general y desarrolle los conocimientos, habilidades y actitudes que le permitan ejercer una ciudadanía activa e integrarse a la sociedad, los cuales son definidos por las bases curriculares que se determinen en conformidad a esta ley. Este nivel educativo ofrece una formación general común y formaciones diferenciadas. Éstas son la humanístico-científica, técnico-profesional y artística, u otras que se podrán determinar a través de las referidas bases curriculares.


La formación diferenciada humanista-científica está orientada a la profundización de áreas de la formación general de interés de los estudiantes. La formación diferenciada técnico profesional está orientada a la formación en especialidades definidas en términos de perfiles de egreso en diferentes sectores económicos de interés de los alumnos. La formación diferenciada artística está orientada a la formación especializada definida en términos de perfiles de egreso en las diferentes áreas artísticas de interés de los alumnos.


Dicha enseñanza habilita, por otra parte, al alumno para continuar su proceso educativo formal a través de la educación superior o incorporarse a la vida del trabajo.


Artículo 21.- La Educación Superior es aquella que tiene por objeto la preparación y formación del estudiante en un nivel avanzado en las ciencias, las artes, las humanidades y las tecnologías, y en el campo profesional y técnico.


El ingreso de estudiantes a la educación superior tiene como requisito mínimo la licencia de educación media.


La enseñanza de educación superior comprende diferentes niveles de programas formativos, a través de los cuales es posible obtener títulos de técnico de nivel superior, títulos profesionales, grados académicos o títulos universitarios o sus equivalentes.


Artículo 22.- Son modalidades educativas aquellas opciones organizativas y curriculares de la educación regular, dentro de uno o más niveles educativos, que procuran dar respuesta a requerimientos específicos de aprendizaje, personales o contextuales, con el propósito de garantizar la igualdad en el derecho a la educación.


Constituyen modalidades la educación especial o diferencial, la educación de adultos y las que se creen conforme a lo dispuesto en el artículo 35 de esta ley.


Tanto las bases curriculares como los criterios u orientaciones para construir adecuaciones curriculares deberán contar con la aprobación del Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 53.


Artículo 23.- La Educación Especial o Diferencial es la modalidad del sistema educativo que desarrolla su acción de manera transversal en los distintos niveles, tanto en los establecimientos de educación regular como especial, proveyendo un conjunto de servicios, recursos humanos, técnicos, conocimientos especializados y ayudas para atender las necesidades educativas especiales que puedan presentar algunos alumnos de manera temporal o permanente a lo largo de su escolaridad, como consecuencia de un déficit o una dificultad específica de aprendizaje.


Se entenderá que un alumno presenta necesidades educativas especiales cuando precisa ayudas y recursos adicionales, ya sean humanos, materiales o pedagógicos, para conducir su proceso de desarrollo y aprendizaje, y contribuir al logro de los fines de la educación.


La modalidad de educación especial y los proyectos de integración escolar contarán con orientaciones para construir adecuaciones curriculares para las escuelas especiales y aquellas que deseen desarrollar proyectos de integración. 


Se efectuarán adecuaciones curriculares para necesidades educacionales específicas, tales como las que se creen en el marco de la interculturalidad, de las escuelas cárceles y de las aulas hospitalarias, entre otras. 


La Educación Intercultural Bilingüe se expresa en el sector curricular dirigido a los niños y niñas, jóvenes y adultos que reconocen la diversidad cultural y de origen y en la cual se enseñan y transmiten la lengua, cosmovisión e historia de su pueblo de origen, estableciendo un diálogo armónico en la sociedad.


Artículo 24.- La Educación de Adultos es la modalidad educativa dirigida a los jóvenes y adultos que deseen iniciar o completar estudios, de acuerdo a las bases curriculares específicas que se determinen en conformidad a esta ley. Esta modalidad tiene por propósito garantizar el cumplimiento de la obligatoriedad escolar prevista por la Constitución y brindar posibilidades de educación a lo largo de toda la vida.


La educación de adultos se estructura en los niveles de educación básica y media, y puede impartirse a través de un proceso presencial o a través de planes flexibles semi-presenciales de mayor o menor duración, regulados conforme lo dispuesto en el artículo 32.

TÍTULO II

Párrafo 1º

Requisitos mínimos de la educación parvularia, básica y media y normas objetivas para velar por su cumplimiento


Artículo 25.-  El nivel de educación básica regular tendrá una duración de seis años y el nivel de educación media regular tendrá una duración de seis años, cuatro de los cuales, en el segundo caso, serán de formación general y los dos finales de formación diferenciada. La educación parvularia no tendrá una duración obligatoria.


Tratándose de las modalidades educativas, el Presidente de la República, por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, podrá autorizar estudios de menor o mayor duración, las que deberán contar con la aprobación del Consejo Nacional de Educación.


Artículo 26.- La educación parvularia no exige requisitos mínimos para acceder a ella, ni constituirá antecedente obligatorio para ingresar a la educación básica.


Para ingresar a la educación media se requiere haber aprobado la educación básica o tener estudios equivalentes.


Artículo 27.- La edad mínima para el ingreso a la educación básica regular será de seis años y la edad máxima para el ingreso a la educación media regular será de dieciséis años. Con todo, tales límites de edad podrán ser distintos tratándose de la educación especial o diferencial, o de adecuaciones de aceleración curricular, las que se especificarán por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.


Artículo 28.- Sin que constituya un antecedente obligatorio para la educación básica, la educación parvularia fomentará el desarrollo integral de los niños y niñas y promoverá los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan:


a) Valerse por sí mismos en el ámbito escolar y familiar, asumiendo conductas de autocuidado y de cuidado de los otros y del entorno.


b) Apreciar sus capacidades y características personales.


c) Desarrollar su capacidad motora y valorar el cuidado del propio cuerpo.


d) Relacionarse con niños y adultos cercanos en forma armoniosa, estableciendo vínculos de confianza, afecto, colaboración y pertenencia.


e) Desarrollar actitudes de respeto y aceptación de la diversidad social, étnica, cultural, religiosa y física.


f) Comunicar vivencias, emociones, sentimientos, necesidades e ideas por medio del lenguaje verbal y corporal.


g) Contar y usar los números para resolver problemas cotidianos simples.


h) Reconocer que el lenguaje escrito ofrece oportunidades para comunicarse, informarse y recrearse.


i) Explorar y conocer el medio natural y social, apreciando su riqueza y manteniendo una actitud de respeto y cuidado del entorno.


j) Desarrollar su curiosidad, creatividad e interés por conocer.


k) Desarrollar actitudes y hábitos que les faciliten seguir aprendiendo en los siguientes niveles educativos.


l) Expresarse libre y creativamente a través de diferentes lenguajes artísticos.


m) En el caso de establecimientos educacionales con alto porcentaje de alumnos indígenas se considerará, además, como objetivo general, que los alumnos y alumnas desarrollen los aprendizajes que les permiten comprender y expresar mensajes simples en lengua indígena reconociendo su historia y conocimientos de origen.


Artículo 29.- La educación básica tendrá como objetivos generales, sin que esto implique que cada objetivo sea necesariamente una asignatura, que los educandos desarrollen los conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan:


1) En el ámbito personal y social:


a) Desarrollarse en los ámbitos moral, espiritual, intelectual, afectivo y físico de acuerdo a su edad.


b) Desarrollar una autoestima positiva y confianza en sí mismos.


c) Actuar de acuerdo con valores y normas de convivencia cívica, pacífica, conocer sus derechos y responsabilidades, y asumir compromisos consigo mismo y con los otros.


d) Reconocer y respetar la diversidad cultural, religiosa y étnica y las diferencias entre las personas, así como la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, y desarrollar capacidades de empatía con los otros.


e) Trabajar individualmente y en equipo, con esfuerzo, perseverancia, responsabilidad y tolerancia a la frustración.


f) Practicar actividad física adecuada a sus intereses y aptitudes.


g) Adquirir hábitos de higiene y cuidado del propio cuerpo y salud.


2) En el ámbito del conocimiento y la cultura:


a) Desarrollar la curiosidad, la iniciativa personal y la creatividad.


b) Pensar en forma reflexiva, evaluando y utilizando información y conocimientos, de manera sistemática y metódica, para la formulación de proyectos y resolución de problemas.


c) Comunicarse con eficacia en lengua castellana, lo que implica comprender diversos tipos de textos orales y escritos adecuados para la edad y expresarse correctamente en forma escrita y oral. 


d) Acceder a información y comunicarse usando las tecnologías de la información y la comunicación en forma reflexiva y eficaz.


e) Comprender y expresar mensajes simples en uno o más idiomas extranjeros.


f) Comprender y utilizar conceptos y procedimientos matemáticos básicos, relativos a números y formas geométricas, en la resolución de problemas cotidianos, y apreciar el aporte de la matemática para entender y actuar en el mundo.


g) Conocer los hitos y procesos principales de la historia de Chile y su diversidad geográfica, humana y socio-cultural, así como su cultura e historia local, valorando la pertenencia a la nación chilena y la participación activa en la vida democrática. 


h) Conocer y valorar el entorno natural y sus recursos como contexto de desarrollo humano, y tener hábitos de cuidado del medio ambiente.


i) Aplicar habilidades básicas y actitudes de investigación científica, para conocer y comprender algunos procesos y fenómenos fundamentales del mundo natural y de aplicaciones tecnológicas de uso corriente.


j) Conocer y apreciar expresiones artísticas de acuerdo a la edad y expresarse a través de la música y las artes visuales.


En el caso de los establecimientos educacionales con alto porcentaje de alumnos indígenas, se considerará, además, como objetivo general, que los alumnos y alumnas desarrollen los aprendizajes que les permitan comprender diversos tipos de textos orales y escritos, y expresarse en forma oral en su lengua indígena.


Artículo 30.- La educación media tendrá como objetivos generales, sin que esto implique que cada objetivo sea necesariamente una asignatura, que los educandos desarrollen los conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan:


1) En el ámbito personal y social:


a) Alcanzar el desarrollo moral, espiritual, intelectual, afectivo y físico que los faculte para conducir su propia vida en forma autónoma, plena, libre y responsable.


b) Desarrollar planes de vida y proyectos personales, con discernimiento sobre los propios derechos, necesidades e intereses, así como sobre las responsabilidades con los demás y, en especial, en el ámbito de la familia.


c) Trabajar en equipo e interactuar en contextos socio-culturalmente heterogéneos, relacionándose positivamente con otros, cooperando y resolviendo adecuadamente los conflictos.


d) Conocer y apreciar los fundamentos de la vida democrática y sus instituciones, los derechos humanos y valorar la participación ciudadana activa, solidaria y responsable, con conciencia de sus deberes y derechos, y respeto por la diversidad de ideas, formas de vida e intereses.


e) Desarrollar capacidades de emprendimiento y hábitos, competencias y cualidades que les permitan aportar con su trabajo, iniciativa y creatividad al desarrollo de la sociedad.


f) Tener hábitos de vida activa y saludable.


2) En el ámbito del conocimiento y la cultura:


a) Conocer diversas formas de responder a las preguntas sobre el sentido de la existencia, la naturaleza de la realidad y del conocimiento humano.


b) Pensar en forma libre y reflexiva, siendo capaces de evaluar críticamente la propia actividad y de conocer y organizar la experiencia. 


c) Analizar procesos y fenómenos complejos, reconociendo su multidimensionalidad y multicausalidad.


d) Expresarse en lengua castellana en forma clara y eficaz, de modo oral y escrito; leer comprensiva y críticamente diversos textos de diferente nivel de complejidad, que representen lo mejor de la cultura, y tomar conciencia del poder del lenguaje para construir significados e interactuar con otros.


e) Utilizar tecnología de la información en forma reflexiva y eficaz, para obtenerla, procesarla y comunicarla.


f) Comprender el lenguaje oral y escrito de uno o más idiomas extranjeros, y expresarse en forma adecuada.


g) Comprender y aplicar conceptos, procedimientos y formas de razonamiento matemático para resolver problemas numéricos, geométricos, algebraicos y estadísticos, y para modelar situaciones y fenómenos reales, formular inferencias y tomar decisiones fundadas.


h) Comprender y aplicar conceptos, teorías y formas de razonamiento científico, y utilizar evidencias empíricas, en el análisis y comprensión de fenómenos relacionados con ciencia y tecnología.


i) Conocer la importancia de la problemática ambiental global y desarrollar actitudes favorables a la conservación del entorno natural.


j) Comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan.


k) Conocer los principales hitos y procesos de la historia de la humanidad y en especial aquellos aspectos de carácter político, culturales y religiosos de relevancia para la sociedad chilena y tener conciencia de ser parte de un mundo globalizado.


l) Tener un sentido estético informado y expresarlo utilizando recursos artísticos de acuerdo a sus intereses y aptitudes.


En el caso de los establecimientos educacionales con alto porcentaje de alumnos indígenas se considerará, además, como objetivo general, que los alumnos y alumnas desarrollen los aprendizajes que les permitan mantener su dominio de la lengua indígena y el conocimiento de la historia y la cultura de su pueblo.


En el caso de los establecimientos educacionales que ofrezcan la formación diferenciada técnico profesional y artística, se consideran, además, como objetivos generales, los aprendizajes requeridos por el perfil de egreso de las respectivas especialidades que impartan.


Artículo 31.- Corresponderá al Presidente de la República, mediante decreto supremo dictado a través del Ministerio de Educación, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecer las bases curriculares para la educación parvularia, básica y media. Éstas definirán, por ciclos o años, respectivamente, los objetivos de aprendizaje que permitan el logro de los objetivos generales para cada uno de los niveles establecidos en esta ley. Las bases curriculares aprobadas deberán publicarse íntegramente en el Diario Oficial.


El Consejo Nacional de Educación aprobará las bases curriculares de acuerdo al procedimiento del artículo 53, velando por que los objetivos de aprendizaje contemplados en éstas sean relevantes, actuales y coherentes con los objetivos generales establecidos en la ley. Asimismo, deberá constatar que los objetivos de aprendizaje que se le presentan sean adecuados a la edad de los estudiantes, estén debidamente secuenciados y sean abordables en el tiempo escolar disponible en cada nivel y modalidad, y se adecuen al tiempo de libre disposición señalado en el inciso final de este artículo.


El Consejo Nacional de Educación tendrá un plazo de 60 días para aprobar, rechazar o hacer observaciones a la propuesta del Ministerio de Educación. En caso de que formule observaciones, el Ministerio de Educación tendrá un plazo de 30 días para dar respuesta a éstas, tras lo cual el Consejo deberá aprobar o rechazar la propuesta en un plazo de 45 días.


El Ministerio de Educación deberá elaborar planes y programas de estudios para los niveles de educación básica y media, los cuales deberán, si cumplen con las bases curriculares, ser aprobados por el Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 53. Dichos planes y programas serán obligatorios para los establecimientos que carezcan de ellos.


Sin embargo, los establecimientos educacionales tendrán libertad para desarrollar los planes y programas propios de estudio que consideren adecuados para el cumplimiento de los objetivos generales definidos en las bases curriculares y de los complementarios que cada uno de ellos fije.


Los establecimientos educacionales harán entrega, a la autoridad regional de educación correspondiente, de los planes y programas propios que libremente elaboren, debiendo dicha autoridad certificar la fecha de entrega.


Los planes y programas se entenderán aceptados por el Ministerio de Educación transcurridos sesenta días contados desde la fecha de su entrega, fecha a partir de la cual se incorporarán al registro de planes y programas que el Ministerio llevará al efecto.


No obstante, dicho Ministerio podrá objetar los respectivos planes y programas que se presenten para su aprobación, dentro del mismo plazo a que se refiere el inciso anterior, si éstos no incluyen los objetivos de aprendizaje explicitados en las bases curriculares que se establezcan de acuerdo a esta ley. Esta objeción deberá notificarse por escrito, siempre de manera fundada, en ese plazo mediante carta certificada dirigida al domicilio del respectivo establecimiento. La notificación contendrá la expresión de los objetivos de aprendizaje que no fueron incluidos en dichos planes y programas.


En todo caso, procederá el reclamo de los afectados por la decisión del Ministerio de Educación, en única instancia, ante el Consejo Nacional de Educación, en el plazo de 15 días contados desde la fecha de la notificación del rechazo, disponiendo dicho Consejo de 45 días para pronunciarse sobre el reclamo.


Para los establecimientos que operen en el régimen de jornada escolar completa, las bases curriculares para la educación parvularia, básica y media deberán asegurar una proporción equivalente al 30% de tiempo de trabajo escolar de libre disposición. En ese mismo régimen, los planes y programas de estudios para los niveles de educación básica y media que elabore el Ministerio de Educación deberán asegurar, a lo menos, una proporción equivalente al 15% de tiempo de trabajo escolar de libre disposición.


Artículo 32.- Corresponderá al Ministerio de Educación, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 53, establecer las bases curriculares específicas para la modalidad de educación de adultos.


Los establecimientos educacionales tendrán libertad para desarrollar los planes y programas de estudios que consideren adecuados para el cumplimiento de los objetivos de aprendizaje definidos en las bases curriculares y de los complementarios que cada uno de ellos fije.


Los establecimientos educacionales harán entrega, a la autoridad regional de educación correspondiente, de los planes y programas que libremente elaboren, debiendo dicha autoridad certificar la fecha de entrega.


Los planes y programas se entenderán aceptados por el Ministerio de Educación transcurridos sesenta días contados desde la fecha de su entrega, fecha a partir de la cual se incorporarán al registro de planes y programas que el Ministerio llevará al efecto.


No obstante, dicho Ministerio podrá objetar, de manera fundada, los respectivos planes y programas que se presenten para su aprobación, dentro del mismo plazo a que se refiere el inciso anterior, si éstos no se ajustan a las bases curriculares de educación de adultos que se establezcan de acuerdo a esta ley. Esta objeción deberá notificarse por escrito en ese plazo mediante carta certificada dirigida al domicilio del respectivo establecimiento.


En todo caso, procederá el reclamo de los afectados por la decisión del Ministerio de Educación, en única instancia, ante el Consejo Nacional de Educación, en el plazo de 15 días contados desde la fecha de la notificación del rechazo, disponiendo dicho Consejo de igual plazo para pronunciarse sobre el reclamo.


El Ministerio de Educación deberá elaborar planes y programas de estudio para la educación de adultos, los cuales deberán ser aprobados previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 53. Dichos planes y programas serán obligatorios para los establecimientos que carezcan de ellos.


Artículo 33.- El Ministerio de Educación creará un banco de planes y programas complementarios, que serán aprobados mediante decreto supremo del mismo, el que deberá contener al menos cinco alternativas para cada nivel educativo.


Estos planes y programas deberán cumplir con los objetivos de aprendizaje definidos en las bases curriculares y haber sido aplicados previamente en establecimientos educacionales que, en conformidad al grado de cumplimiento de los estándares nacionales de aprendizaje, se encuentren ubicados en la categoría de establecimientos de buen desempeño, de conformidad a lo establecido en la ley.


Los planes y programas de que trata este artículo podrán comprender un ciclo completo o un subciclo de la enseñanza escolar y referirse a la totalidad o a una parte de las áreas de estudio comprendidas en las bases curriculares.


Estos planes y programas deberán estar siempre disponibles en la página web del Ministerio de Educación.


Los establecimientos que empleen estos planes y programas deberán comunicarlo al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados, y a los alumnos.


Artículo 34.- En el caso de la educación especial o diferencial, corresponderá al Ministerio de Educación, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación conforme al procedimiento establecido en el artículo 53, definir criterios y orientaciones para diagnosticar a los alumnos que presenten necesidades educativas especiales, así como criterios y orientaciones de adecuación curricular que permitan a los establecimientos educacionales planificar propuestas educativas pertinentes y de calidad para estos alumnos, sea que estudien en escuelas especiales o en establecimientos de la educación regular bajo la modalidad de educación especial en programas de integración.


Artículo 35.- El Ministerio de Educación podrá proponer, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 53, la creación de nuevas modalidades educativas al Consejo Nacional de Educación, que complementen la educación regular o profundicen áreas específicas de ella. En el caso de ser aprobadas, deberá formular las bases curriculares específicas para ellas, las que deberán ser también aprobadas por el Consejo Nacional de Educación conforme al procedimiento antes señalado.


El Ministerio de Educación también podrá proponer al Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento del artículo 53, adecuaciones a las bases curriculares de la educación regular para aquellas personas o poblaciones que por sus características o contextos lo requieran, buscando la mayor equivalencia posible con sus objetivos de aprendizaje, especialmente en lo que respecta a la educación artística e intercultural.


Artículo 36.- Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, deberá reglamentarse la duración mínima del año escolar y las normas en virtud de las cuales los organismos regionales respectivos determinarán, de acuerdo a las condiciones de cada región, las fechas o períodos de suspensión y de interrupción de las actividades escolares.


Artículo 37.- Le corresponderá a la Agencia de Calidad de la Educación diseñar e implementar el sistema nacional de evaluación de logros de aprendizaje. Esta medición verificará el grado de cumplimiento de los objetivos generales a través de la medición de estándares de aprendizaje referidos a las bases curriculares nacionales de educación básica y media. La Agencia deberá contar con instrumentos válidos y confiables para dichas evaluaciones, que se apliquen en forma periódica a lo menos en un curso, tanto en el nivel de educación básica como en el de educación media, e informar los resultados obtenidos. Estas mediciones deberán informar sobre la calidad y equidad en el logro de los aprendizajes a nivel nacional.


Las evaluaciones nacionales e internacionales se desarrollarán de acuerdo a un plan de, a lo menos, cinco años, elaborado por el Ministerio de Educación, aprobado previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, emitido conforme al procedimiento del artículo 53. Este plan deberá contemplar las áreas curriculares que son objeto de evaluación, los grados de educación básica y media que son medidos, la periodicidad de la evaluación y las principales desagregaciones y modos de informar resultados.


Las evaluaciones nacionales periódicas serán obligatorias y a ellas deberán someterse todos los establecimientos educacionales de enseñanza regular del país, sin perjuicio de las excepciones que establezca el reglamento.


La Agencia de Calidad de la Educación deberá informar públicamente los resultados obtenidos a nivel nacional y por cada establecimiento educacional evaluado. En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos cuando las mediciones tengan representatividad individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, en ámbitos tales como selección, repitencia u otros similares.


La Agencia de Calidad de la Educación coordinará la participación de Chile en mediciones internacionales de aprendizaje de los alumnos, debiendo informar públicamente sobre sus resultados.


Artículo 38.- Le corresponderá a la Agencia de Calidad de la Educación diseñar e implementar un sistema de evaluación del desempeño de los establecimientos y sostenedores educacionales. Esta evaluación estará basada en estándares indicativos de desempeño de los establecimientos, elaborados por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación, de conformidad al procedimiento del artículo 53. Éstos deberán ser precisos, objetivos y fáciles de comprender, y deberán tomar en consideración, entre otros, los resultados de aprendizaje de los alumnos, los resultados de las evaluaciones del desempeño de los docentes, cuando corresponda, y otros indicadores de calidad de procesos relevantes de los establecimientos que permitan realizar una evaluación integral según los objetivos generales establecidos en la ley. En ningún caso el incumplimiento de estos estándares indicativos de desempeño ni de las recomendaciones que se desprendan de estas evaluaciones dará origen a sanciones. No obstante, la Agencia de Calidad de la Educación informará de estas evaluaciones a la comunidad educativa.


La evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y de los sostenedores se orientará a fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos y sus planes de mejoramiento, y a asegurar la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.


Este proceso de evaluación se inicia con la revisión de los resultados de la autoevaluación institucional, respetando el proyecto educativo institucional y considerando las condiciones de contexto de la institución.

Párrafo 2º

Calificación, validación y certificación de estudios y licencias de educación básica y media


Artículo 39.- Los establecimientos de los niveles de educación básica y media deberán evaluar periódicamente los logros y aprendizajes de los alumnos de acuerdo a un procedimiento de carácter objetivo y transparente, basado en normas mínimas nacionales sobre calificación y promoción. Dichas normas deberán propender a elevar la calidad de la educación y serán establecidas mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, el que deberá ser aprobado por el Consejo Nacional de Educación de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 53.


Asimismo, por decreto supremo del Ministerio de Educación se establecerán los criterios, orientaciones y el procedimiento para la certificación de aprendizajes, habilidades y aptitudes, y para la promoción de un curso a otro de los alumnos con necesidades educativas especiales que durante su proceso educativo requirieron de adaptaciones curriculares.


Artículo 40.- Los establecimientos reconocidos oficialmente certificarán las calificaciones anuales de cada alumno y, cuando proceda, el término de los estudios de educación básica y media. No obstante, la licencia de educación media será otorgada por el Ministerio de Educación.


En el caso de la educación técnico-profesional, el Ministerio de Educación, una vez cumplidos los requerimientos de titulación fijados en las bases curriculares, entregará títulos de técnico de nivel medio.


En el caso de la educación artística, el Ministerio de Educación otorgará un certificado que acredite la realización de estudios en la mención a la que el alumno optó.


Artículo 41.- Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se reglamentará la forma como se validará el aprendizaje desarrollado al margen del sistema formal, por experiencia personal o el mundo laboral, conducente a niveles o títulos, y la forma como se convalidarán los estudios equivalentes a la educación básica o media realizados en el extranjero.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá otorgar las certificaciones de aprendizajes y competencias adquiridas en procesos no formales y flexibles, de acuerdo a un procedimiento establecido por decreto supremo.


Corresponderá, igualmente, al Ministerio de Educación, fijar por decreto supremo un procedimiento para establecer las equivalencias y homologaciones de aprendizajes o estudios dentro de las distintas formaciones diferenciadas de la educación media regular, y entre la enseñanza regular básica y, o media y las modalidades.


Artículo 42.- La licencia de educación media permitirá optar a la continuación de estudios en la Educación Superior, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por ley y por las instituciones de educación superior.


Artículo 43.- El Ministerio de Educación otorgará el título correspondiente a un oficio a los alumnos de la educación de adultos o de la educación especial que hayan aprobado los programas respectivos, definidos en el marco curricular específico, establecido de acuerdo con esta ley.


Artículo 44.- La educación media que se imparta en los establecimientos de educación de las Instituciones de la Defensa Nacional deberá cumplir los objetivos generales señalados en esta ley para dicho nivel y los requisitos específicos mínimos de egreso que determine la reglamentación institucional correspondiente. Asimismo, sus planes y programas de estudio, en lo referido a la enseñanza media regular, se sujetarán a las normas establecidas en esta ley.


El Estado, por intermedio del Ministerio de Educación, velará por el cumplimiento de los objetivos generales de la enseñanza media regular y, a través del Ministerio de Defensa, por la observancia de los requisitos específicos mínimos de egreso que determine la reglamentación institucional respectiva.

TÍTULO III

Reconocimiento Oficial del Estado a Establecimientos Educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación Parvularia, Básica y Media

Artículo 45.- El reconocimiento oficial del Estado es el acto administrativo en virtud del cual la autoridad confiere a un establecimiento educacional la facultad de certificar válida y autónomamente la aprobación de cada uno de los ciclos y niveles que conforman la educación regular, y de ejercer los demás derechos que le confiere la ley. 


Sin perjuicio de lo establecido en este Título, se podrá impartir cualquiera otra clase de educación no reconocida por el Estado. Excepcionalmente, estos establecimientos educacionales podrán optar al reconocimiento oficial, cuando apliquen métodos pedagógicos o planes y programas de estudio que no contengan evaluaciones equivalentes a las de general aplicación en el sistema, y que hayan funcionado exitosamente por al menos seis años sin que nunca hayan obtenido reconocimiento oficial previamente. Para la presentación de dicha solicitud al Ministerio se requerirá del acuerdo de la respectiva comunidad educativa, no siendo en este caso exigencia para el reconocimiento la presentación del reglamento de evaluación del establecimiento.


La solicitud precedente será sometida al procedimiento administrativo que se establezca en un reglamento que al efecto se dicte. Dicha normativa deberá considerar, además, un informe fundado del Consejo Nacional de Educación sobre la factibilidad de aprobar la excepción solicitada, en virtud de las normas que le rigen.


Una vez reconocidos, estos establecimientos educacionales deberán cumplir los objetivos generales establecidos en esta ley, así como los estándares nacionales de aprendizaje que se exigen al conjunto del sistema escolar. De esta manera, podrán certificar estudios conforme a sus propuestas educativas, debiendo en enseñanza media cumplir al menos las exigencias que permitan a sus alumnos acceder a la licencia de educación media.


Artículo 46.- El Ministerio de Educación reconocerá oficialmente a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, cuando así lo soliciten y cumplan con los siguientes requisitos:


a) Tener un sostenedor. Serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público, tales como Municipalidades y otras entidades creadas por ley, y las personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto social único sea la educación. El sostenedor será responsable del funcionamiento del establecimiento educacional.


Todos los sostenedores que reciban recursos estatales deberán rendir cuenta pública respecto del uso de los recursos y estarán sujetos a la fiscalización y auditoría de los mismos que realizará la Superintendencia de Educación. 


El representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales deberán cumplir con los siguientes requisitos: estar en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste; no haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor por haber cometido alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación; no haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Titulo VII del Libro II del Código Penal, y,o la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, y otros que establezca la ley.


Las sanciones de inhabilidad aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.


La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún titulo. No obstante, podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento.


b) Contar con un proyecto educativo.


c) Ceñirse, en los programas de estudio que apliquen, a las bases curriculares elaboradas por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo señalado en los artículos 31 y, o 32 de esta ley.


d) Tener y aplicar un reglamento que se ajuste a las normas mínimas nacionales sobre evaluación y promoción de los alumnos para cada uno de los niveles a que se refiere el artículo 39 de esta ley.


e) Comprometerse a cumplir los estándares nacionales de aprendizaje, de conformidad a los instrumentos que la ley establezca para tales efectos.


f) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento y los distintos actores de la comunidad escolar, y que garantice el justo procedimiento en el caso en que se contemplen sanciones. Este reglamento no podrá contravenir la normativa vigente.


g) Tener el personal docente idóneo que sea necesario y el personal asistente de la educación suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de la enseñanza que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan.


Tratándose de la educación parvularia y básica, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título de profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes. En la educación media, se entenderá por docente idóneo al que cuente con el título de profesional de la educación del respectivo nivel y especialidad cuando corresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas legales vigentes, o esté en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres, de una universidad acreditada, en un área afín a la especialidad que imparta, para lo cual estará autorizado a ejercer la docencia por un período máximo de tres años renovables por otros dos, de manera continua o discontinua y a la sola petición del director del establecimiento. Después de los cinco años, para continuar ejerciendo la docencia deberá poseer el título profesional de la educación respectivo, o estar cursando estudios conducentes a dicho grado o acreditar competencias docentes de acuerdo a lo que establezca el reglamento. Este reglamento sólo podrá establecer los instrumentos de evaluación de conocimientos disciplinarios y prácticas pedagógicas como el medio idóneo para acreditar competencias docentes.


Los docentes, habilitados conforme a la ley y el personal asistente de la educación deberán, además, poseer idoneidad moral, entendiéndose por tal no haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII del Libro II del Código Penal, y, o la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y la ley N° 20.066 que sanciona la violencia intrafamiliar.”.


h) Acreditar un capital mínimo pagado, en proporción a la matrícula proyectada para el año siguiente, según la tabla que se establece a continuación:

	Matrícula Proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a Acreditar

(unidades de fomento)

	0-100
	100

	101-200
	150

	201-400
	300

	401-600
	500

	601 o más
	700


i) 

Acreditar que el local en el cual funciona el establecimiento cumple con las normas de general aplicación, previamente establecidas.


En el evento de que el sostenedor no sea propietario del local donde funciona el establecimiento educacional, deberá acreditar un contrato, sea en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el inmueble, de duración no inferior a 5 años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta acreditación deberá renovarse seis meses antes de la finalización de los 5 años contemplados.


j) Disponer de mobiliario, equipamiento, elementos de enseñanza y material didáctico mínimo, adecuados al nivel y modalidad de educación que pretendan impartir. En el caso de la educación técnico profesional, el equipamiento y maquinarias de enseñanza que se utilicen deberán estar debidamente adecuadas a los niveles de desarrollo del área productiva o de servicios de que se trate.


Los requisitos contemplados en las letras precedentes serán reglamentados mediante decreto supremo del Ministerio de Educación.


Artículo 47.- El establecimiento educacional que opte al reconocimiento oficial deberá presentar, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.


Si dicha solicitud no se resolviera dentro de los noventa días posteriores a su entrega, se tendrá por aprobada.


Si la solicitud fuere rechazada, de manera fundada, se podrá reclamar ante el Ministro de Educación en un plazo de 15 días contado desde la notificación del rechazo, el que resolverá dentro de los quince días siguientes.


Artículo 48.- El reconocimiento oficial se hará por resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del establecimiento, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el nivel y modalidad de enseñanza que imparta.


Obtenido el reconocimiento oficial, un establecimiento educacional sólo requerirá nueva autorización, de acuerdo con los procedimientos descritos en los artículos 46, 47 y 48, para crear un nivel o una modalidad educativa diferente o una nueva especialidad en el caso de los establecimientos técnico-profesionales.


Artículo 49.- El Ministerio de Educación llevará un Registro Público de Sostenedores y un Registro Público de Establecimientos Educacionales con Reconocimiento Oficial, los que se encontrarán disponibles en la página Web del Ministerio de Educación u otros medios electrónicos.


En el caso del Registro Público de Sostenedores, éste deberá incluir la constancia de su personalidad jurídica; la identificación de su representante legal; su domicilio; historial de infracciones, si las hubiere, y demás antecedentes que señale el reglamento. En el caso de percibir subvención y, o aportes estatales, deberá también informarse sobre la recepción y monto de dichos recursos.


En el caso del Registro Público de Establecimientos Educacionales con Reconocimiento Oficial del Estado, se incluirán los resultados de las evaluaciones de aprendizaje de los alumnos y de los profesionales de la educación, cuando corresponda, y la categoría en la que se encuentre el establecimiento de acuerdo al sistema de aseguramiento de la calidad, en la forma que señale el reglamento.


Los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado deberán, además, exhibir, en un lugar visible, un cartel en que conste dicho reconocimiento. Las menciones que deberá contener este cartel serán reglamentadas por el Ministerio de Educación.


Cuando la Superintendencia de Educación decrete la revocación del reconocimiento oficial de un establecimiento, el Ministerio de Educación procederá a eliminar al establecimiento educacional afectado y, o al sostenedor, si procediere, de los registros correspondientes, practicando la respectiva subinscripción.


Artículo 50.- La Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar la mantención de los requisitos que dieron origen al reconocimiento oficial del Estado.


En caso de pérdida de alguno de los requisitos para ser reconocido oficialmente; de incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 32 y,o 34 y en las normas señaladas en el artículo 16, o en el caso de obtención de resultados educativos reiteradamente deficientes respecto de los estándares nacionales, de conformidad a lo que la ley establezca para tales efectos, y oído previamente el sostenedor o representante legal, el establecimiento educacional podrá ser sancionado de conformidad a lo establecido en el inciso séptimo de este artículo.


La Dirección Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente será el organismo competente para sustanciar el procedimiento respectivo y aplicar las sanciones que procedan. Para ello deberá ponderar las pruebas que se presenten en los descargos.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Dirección Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente, o por denuncia del Ministerio de Educación, o a solicitud de otros organismos públicos relacionados o dependientes de éste.


Tratándose de denuncias derivadas del Ministerio de Educación y de informes negativos de la Agencia de Calidad de la Educación, la Superintendencia de Educación ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del debido proceso.


La resolución que ordene instruir el proceso deberá notificarse personalmente o por carta certificada al sostenedor o a su representante legal, quien tendrá 10 días hábiles para presentar los descargos y medios de prueba que estime pertinentes. 


El Director Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente podrá, mediante resolución fundada, aplicar las siguientes sanciones en atención a la naturaleza, gravedad y reiteración de la infracción: 


a) Amonestación.


b) Multa a beneficio fiscal en conformidad a las normas de la ley que establezca un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media.


La multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención educacional mensual por alumno matriculado en el establecimiento educacional.


c) Suspensión temporal del reconocimiento oficial hasta por el plazo de 6 meses.


d) Pérdida del reconocimiento oficial.


De la resolución que dicte el Director Regional de la Superintendencia de Educación, podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación dentro del plazo de 5 días contados desde la notificación de la resolución que se impugna.


En caso que la Superintendencia de Educación disponga la sanción de revocación o suspensión del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior exclusión del registro correspondiente, según lo establecido en el artículo 49 de esta ley, sin perjuicio de los recursos judiciales que procedan.


Artículo 51.- Los establecimientos de educación de las Instituciones de la Defensa Nacional que impartan educación media se regirán, en cuanto a su reconocimiento oficial, por las normas de este título.

TÍTULO IV

Del Consejo Nacional de Educación


Artículo 52.- Créase el Consejo Nacional de Educación, en adelante “el Consejo”, organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


Artículo 53.- Serán funciones del Consejo, en materia de educación regular parvularia, básica y media, y en las modalidades de educación de adultos y especial o diferencial:


a) Aprobar o formular observaciones fundadas a las bases curriculares para cada uno de los niveles de la educación regular parvularia, básica y media, y para las formaciones diferenciadas que existan o pudieren crearse en educación media, para las modalidades de educación de adultos y especial o diferencial, y para las modalidades que pudieren crearse.


b) Aprobar o formular observaciones a las adecuaciones curriculares para poblaciones específicas, incluidas, entre otras, los pueblos originarios y los talentos. 


c) Aprobar los planes y programas para la educación básica y media, y para la educación de adultos, elaborados por el Ministerio de Educación. Dichos planes y programas serán obligatorios para aquellos establecimientos que no tengan propios.


d) Servir de única instancia en los procesos de reclamación de las decisiones del Ministerio de Educación de objetar los planes y programas que se le presenten para su aprobación.


e) Informar favorablemente o con observaciones el plan de evaluación de los objetivos de aprendizaje determinados en las bases curriculares de educación básica y media.


f) Informar favorablemente o con observaciones los estándares de calidad propuestos por el Ministerio de Educación. 


g) Informar favorablemente o con observaciones las normas sobre calificación y promoción, dictadas por el Ministerio de Educación.


h) Asesorar al Ministro de Educación en las materias que éste le consulte.


i) Las demás que esta ley y leyes especiales establezcan. 


En los casos de las letras a), b), c), e), f) y g), el Consejo deberá pronunciarse en el plazo máximo de 60 días contados desde la recepción de la solicitud respectiva. Si el Consejo no se pronunciare dentro del plazo indicado, se entenderá aprobada dicha solicitud.


Cuando el Consejo formulare observaciones, el Ministerio de Educación deberá reingresar la solicitud, informando acerca de la forma en que fueron subsanadas, teniendo el Consejo un plazo máximo de 45 días, contado desde el reingreso de la solicitud, para aprobarla o rechazarla.


Artículo 54.- Serán funciones del Consejo, en materia de educación superior:


a) Administrar el sistema de licenciamiento de las nuevas instituciones de Educación Superior, en conformidad a las normas establecidas en la ley.


b) Pronunciarse sobre los proyectos institucionales presentados por las nuevas instituciones de Educación Superior para efectos de su reconocimiento oficial.


c) Verificar el desarrollo de los proyectos institucionales de las nuevas instituciones de Educación Superior que hayan sido aprobados.


d) Establecer sistemas de examinación selectiva para las asignaturas o cursos de las carreras impartidas por las instituciones de educación adscritas a procesos de licenciamiento. Esta examinación tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los planes y programas de estudio y el rendimiento de los alumnos.


e) Solicitar al Ministerio de Educación, de manera fundada, la revocación del reconocimiento oficial de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica en proceso de licenciamiento.


f) Administrar el proceso de revocación del reconocimiento oficial de las instituciones adscritas al sistema de licenciamiento, velando especialmente por la continuidad de estudios de los alumnos matriculados. Asimismo, le corresponderá la administración de los procesos de titulación pendientes, el otorgamiento de las certificaciones académicas que correspondan, y el resguardo de los registros curriculares y los planes y programas de las carreras de la institución.


g) Apoyar al Ministerio de Educación en la administración de los procesos de cierre de las instituciones de Educación Superior autónomas, especialmente en lo que dice relación con los procesos de titulación de los estudiantes que se encuentran en esa etapa de sus estudios.


h) Servir de instancia de apelación respecto de las decisiones de la Comisión Nacional de acreditación, de conformidad a la ley Nº 20.129.


i) Informar al Ministerio de Educación sobre el cierre de las instituciones autónomas de Educación Superior, sus sedes o carreras, a pedido de éste, de acuerdo a las disposiciones de la ley Nº 20.129.


j) Las demás que establezca la ley.


Artículo 55.- El Consejo estará compuesto por 10 miembros, todos los cuales deberán ser académicos, docentes o profesionales destacados, que cuenten con una amplia trayectoria en docencia y gestión educacional, y con especialización en educación, ciencia, tecnología, gestión y administración, o en humanidades y ciencias sociales.


Artículo 56.- El Consejo estará integrado por:


a) Un académico o profesional de reconocida trayectoria, designado por el Presidente de la República, que cumplirá las funciones de Presidente del Consejo.


b) Dos profesionales de la educación que ejerzan labores docentes en el ámbito municipal y particular respectivamente, designados por el Presidente de la República, previa consulta, en el caso de al menos uno de ellos, a la organización gremial más representativa de los profesionales de la educación. 


c) Cuatro académicos y, o profesionales de reconocido prestigio propuestos por el Presidente de la República para ser ratificados en el Senado por los dos tercios de los senadores en una sola votación, debiendo dos de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media.


d) Dos académicos, designados, uno por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y, otro, elegido por los rectores de las universidades privadas autónomas acreditadas en reunión citada para ese efecto por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


e) Un académico designado por los Institutos Profesionales y los Centros de Formación Técnica acreditados, en reunión citada para ese efecto por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Los consejeros señalados en la letra b) serán designados de dos ternas que elaborará el Consejo de Alta Dirección Pública, debiendo una de ellas conformarse por docentes que ejerzan labores en la educación municipal y la otra por docentes que ejerzan labores en la educación particular.


Los consejeros propuestos por el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en la letra c), serán elegidos por éste de un total de cuatro ternas que elaborará el Consejo de Alta Dirección Pública.


Los miembros del Consejo durarán seis años en sus cargos y no podrán ser designados nuevamente para un nuevo período. El Consejo se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.


Para sesionar, el Consejo requerirá de la mayoría absoluta de sus integrantes y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros presentes. En caso de empate, dirimirá el voto de su Presidente.


El reglamento a que se refiere el artículo 69, establecerá el mecanismo de subrogación del Presidente del Consejo y los reemplazos de los consejeros, cuando proceda.


Los consejeros tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 60 de dichas unidades por mes calendario. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


Artículo 57.- Habrá un Secretario Ejecutivo del Consejo, designado por este organismo, que será su ministro de fe y deberá cumplir sus acuerdos, pudiendo, para tales efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios.


El Secretario Ejecutivo actuará como tal en las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.


Artículo 58.- El Consejo tendrá una Secretaría Técnica que realizará las tareas que este organismo le encomiende para el cumplimiento de sus atribuciones.


El Secretario Ejecutivo del Consejo dirigirá la Secretaría Técnica.


Artículo 59.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por un Secretario Ejecutivo, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.


El personal se regirá por el derecho laboral común y sus remuneraciones serán equivalentes, respectivamente, a los grados de la Escala Única de Sueldos de la Administración Pública que se indican: al Grado 3° Directivo Profesional, la del Secretario Ejecutivo; al Grado 4° Profesional, las de dos profesionales; al Grado 5° Profesional, las de los otros dos profesionales; al Grado 14° No Profesional, las de los dos administrativos, y al Grado 19° No Profesional, la del auxiliar.


Corresponderá al Secretario Ejecutivo proveer el resto de los cargos de la planta de personal. El Secretario Ejecutivo estará facultado, asimismo, para designar personal adicional a contrata, asimilado a un grado de la planta o a honorarios, cuando las funciones del Consejo lo requieran.


Artículo 60.- Es incompatible con la calidad de miembro del Consejo:


a) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica o media.


b) Desempeñar cargos directivos superiores en una institución de educación superior. Para estos efectos, se considerarán cargos directivos superiores los de Rector y miembro de las juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior. 


c) Ser miembro de la Comisión Nacional de Acreditación.


d) Ejercer el cargo de Senador, Diputado, Consejero Regional, Alcalde o Concejal.


Artículo 61.- Todo miembro del Consejo respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho, cualquiera sea su naturaleza, que le reste imparcialidad en sus decisiones o informes, deberá informarlo de inmediato al Secretario Ejecutivo, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades o hechos que concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes del Consejo, absteniéndose en el acto de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


La inhabilidad específica a que se refiere el inciso anterior se configura respecto del consejero que, en el caso particular sometido a su conocimiento, se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:


a) Desarrollar actividades que impliquen algún vínculo patrimonial o laboral con el o los establecimientos educacionales o instituciones de educación superior correspondientes.


b) Mantener con el o los establecimientos educacionales o instituciones de educación superior correspondientes alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045.


c) Desempeñarse como evaluador, a cualquier título, de la o las instituciones de educación superior correspondientes sujetas al régimen de acreditación contemplado en la ley Nº 20.129.


d) Participar en la agencia acreditadora cuyo informe conozca el Consejo, ya sea en cuanto a su propiedad o intereses patrimoniales, o desarrollar labores remuneradas en ella.


e) Desempeñarse como docente o académico en el o los establecimientos educacionales o instituciones de educación superior correspondientes.


Los miembros del Consejo respecto de los cuales se haya verificado alguna de las circunstancias antes descritas sin que se hubieren inhabilitado en el caso específico sometido a su conocimiento, en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero, serán suspendidos en sus cargos y no podrán cumplir funciones similares en el Consejo por un período de 5 años.


Las inhabilidades de este artículo e incompatibilidades del artículo anterior serán igualmente aplicables al Secretario Ejecutivo y a los miembros de la Secretaría Técnica.


A los consejeros les estará prohibida la prestación personal de servicios, incluidas asesorías y participación en directorios y, en general, la mantención de cualquier vínculo comercial o patrimonial con alguna de las instituciones respecto de las cuales el Consejo haya adoptado alguna decisión en la que el consejero respectivo haya concurrido con su voto dentro de los seis meses anteriores al cese de sus funciones en el Consejo.


La inhabilidad a que se refiere el inciso anterior se extenderá por seis meses contados desde el cese efectivo de funciones.


La infracción a lo establecido en los incisos precedentes, será sancionada con una multa, a beneficio fiscal de 300 Unidades Tributarias Mensuales, para la persona natural infractora, y de 1000 Unidades Tributarias Mensuales para la institución de educación superior que hubiere efectuado la contratación a que hacen referencia los incisos precedentes.


El Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de Educación tendrán la obligación de interponer la respectiva acción contra la persona que incurra en la prohibición establecida en el inciso quinto.


De las infracciones a lo establecido en los incisos quinto y sexto conocerán los juzgados de letras del domicilio del infractor y se tramitarán de acuerdo a las normas del juicio sumario del Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 62.- El patrimonio del Consejo estará formado por:


a) Los fondos que la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales le asignen;


b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley.


c) Los bienes que el Consejo adquiera a cualquier título y las rentas provenientes de éstos.


d) Los ingresos que perciba por la prestación de servicios.


e) Las donaciones o cualquier tipo de ingresos que reciba de personas naturales o jurídicas. Estas donaciones o ingresos estarán exentos de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza y las donaciones quedarán exentas del trámite de insinuación.


Artículo 63.- Anualmente, se fijarán, por acuerdo del Consejo, los montos de los aranceles que éste cobrará por los procesos de licenciamiento y acreditación. Con todo, dichos aranceles no podrán sobrepasar los siguientes montos máximos:

	
	LICENCIAMIENTO
	
	
	

	1
	Proyecto Institucional Nuevo
	100
	UTM
	

	2
	Carrera nueva
	40
	UTM
	

	3
	Verificación Anual
	150 UTM

 Más un cobro adicional de 0,1 UTM por alumno matriculado en la Institución.

	
	
	

	4
	Examinación
	7 UTM por Carrera examinada, con un tope máximo de 42 UTM por Institución. 

Más un cobro adicional de 0,1 UTM por alumno matriculado en las carreras examinadas.

	
	ACREDITACIÓN
	
	

	
	Apelaciones
	
	

	 
	Institucional
	15%
	monto arancel acreditación

	 
	Carreras Pregrado
	15%
	monto arancel acreditación

	 
	Carreras Postgrado
	15%
	monto arancel acreditación

	 
	Agencias 
	15%
	monto arancel acreditación



Los aranceles fijados en este artículo podrán pagarse hasta en diez mensualidades. 


Dichos aranceles constituirán ingresos propios del Consejo Nacional de Educación.


Artículo 64.- El licenciamiento comprende la aprobación del proyecto institucional y el proceso que permite evaluar el avance y creación del proyecto educativo de la nueva entidad, a través de variables significativas de su desarrollo, tales como docentes, didácticas, técnico-pedagógicas, programas de estudios, físicos y de infraestructura, así como los recursos económicos y financieros necesarios para otorgar los grados académicos y los títulos de que se trate.


Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que hayan obtenido su total autonomía podrán voluntariamente entregar al Consejo los antecedentes necesarios para los efectos de proporcionar una adecuada información a los usuarios del sistema.


Artículo 65.- Las nuevas entidades de educación superior deberán presentar al Consejo un proyecto de desarrollo institucional, conforme a lo señalado en el inciso primero del artículo anterior.


El Consejo deberá pronunciarse sobre dicho proyecto en un plazo máximo de 90 días contado desde su recepción, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas. Si no se pronunciare dentro de dicho plazo, se considerará aprobado el proyecto.


Si formulare observaciones, las entidades de educación superior tendrán un plazo de 60 días, contado desde la notificación de éstas, para conformar su proyecto a dichas observaciones. Si así no lo hicieren, el proyecto se tendrá por no presentado. 


El Consejo tendrá un plazo de 60 días, contado desde la fecha de la respuesta a las observaciones, para pronunciarse sobre ellas. Si no lo hiciere, se aplicará lo señalado en el inciso segundo de este artículo.


El Consejo deberá certificar la aprobación o rechazo del proyecto debidamente fundado, enviando copia al Ministerio de Educación.


Artículo 66.- El Consejo verificará el desarrollo del proyecto institucional aprobado. Dicho Consejo comprobará el cumplimiento del proyecto durante un periodo de seis años.


El Consejo, anualmente, deberá emitir un informe sobre el estado de avance del proyecto, haciendo las observaciones fundadas que le merezca su desarrollo y fijando plazos para subsanarlas. Sin perjuicio de lo anterior, hará evaluaciones parciales y requerirá las informaciones pertinentes. 


En caso que las observaciones formuladas no se subsanen oportunamente, el Consejo dispondrá, por el periodo que determine, la suspensión del ingreso de nuevos alumnos a todas o a algunas de las carreras que la institución imparta. Si las observaciones reiteradas se refieren a situaciones que afecten el desempeño de una o más carreras o sedes de la institución, el Consejo podrá solicitar al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de tales sedes o carreras.


Cuando el incumplimiento reiterado de las observaciones formuladas por el Consejo afectare el desempeño general de la institución, el Consejo podrá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de la respectiva universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.


Artículo 67.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que, al cabo de seis años de licenciamiento hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio del Consejo, alcanzarán su plena autonomía y podrán otorgar toda clase de títulos y grados académicos en forma independiente, lo que deberá ser certificado por éste.


En caso contrario, podrá ampliar el período de verificación hasta por cinco años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial.


Artículo 68.- Durante el período de licenciamiento, las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica deberán seguir el mismo procedimiento inicial respecto de otros grados de licenciado, de títulos profesionales o de títulos técnicos de nivel superior que deseen otorgar.


Artículo 69.- El Consejo se regirá por un Reglamento que fijará los tipos y periodicidad de las sesiones, las modalidades de funcionamiento interno, los quórum de sesión y de acuerdo, y las causales de pérdida del cargo.

TÍTULO FINAL


Artículo 70.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo siguiente, derógase el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con excepción de lo dispuesto en el título III, salvo su párrafo 2º, y en el título IV.


Artículo 71.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de un decreto con fuerza de ley, refunda, coordine y sistematice esta ley con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, a que se refiere el artículo anterior, dentro de un plazo de 90 días contado desde su publicación.


Artículo 72.- Derógase el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de esta ley, deberán acreditar ante el Ministerio de Educación, el inicio de trámites para ajustarse a lo prescrito en la letra a) del artículo 46 de esta ley en el plazo de un año contado desde la fecha referida,  debiendo concluir este proceso de adecuación en el plazo máximo de dos años desde la publicación de esta ley. Durante este período, la calidad de sostenedor no podrá transferirse a ningún título ni transmitirse, salvo que la transferencia sea necesaria para la constitución de la persona jurídica sucesora de la persona natural.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, las municipalidades y corporaciones municipales quedarán sujetas a lo prescrito en la Ley Orgánica de Municipalidades.


Artículo 2º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación básica y media, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de esta ley, deberán dar cumplimiento a lo prescrito en la letra e) del artículo 46 de esta ley en el plazo de 6 meses contado desde la fecha de entrada en vigencia de dichos estándares.


Artículo 3º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación básica y media, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de esta ley, deberán dar cumplimiento a lo establecido en las letras b), d), f) y g) del artículo 46 en el plazo de 6 meses contado desde la entrada en vigencia de esta ley. En el mismo plazo, los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en el nivel parvulario, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de esta ley, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra b) del artículo 46 de la presente ley.


Artículo 4º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales, para los efectos de dar cumplimiento a lo prescrito en la letra h) del artículo 46 de esta ley, deberán acreditar la solvencia requerida en ella y,o constituir, cuando sea necesario, las garantías reales o personales exigidas, en el plazo de un año contado desde la fecha de su publicación.


Artículo 5º.- Los establecimientos educacionales de las Instituciones de la Defensa Nacional que a la fecha de publicación de esta ley impartan educación media, deberán ajustarse a lo prescrito en los artículos 44 y 46 en el plazo de cuatro años contado desde la fecha referida.


Artículo 6º.- Los decretos supremos Nº 40, de 1996; Nº 220, de 1998, y Nº 239, de 2004, todos del Ministerio de Educación, que establecen los objetivos fundamentales y contenidos mínimos obligatorios para la educación básica, media y de adultos, respectivamente, y fijan normas generales para su aplicación, continuarán vigentes para dichos niveles de la educación regular y para la modalidad de adultos en tanto no se establezcan las nuevas bases curriculares de conformidad al Título II de esta ley.


Artículo 7º.- Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes del Consejo Nacional de Educación, serán designados por un período de tres años, los consejeros que a continuación se indican:


a) El Presidente de dicho Consejo. 


b) Uno de los profesionales de la educación que se indican en la letra b) del artículo 56.


c) El académico que se señala en la letra e) del artículo 56.


Asimismo, dos de los representantes nombrados por el Presidente de la República, previa ratificación del Senado, a que alude la letra c) del artículo 56, ejercerán por un período de tres años.


En el acto de designación o nombramiento, en su caso, deberá constar la circunstancia de ejercerse el cargo por este período especial de tres años.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 56 de la presente ley, los consejeros que hubieren sido designados por un período de tres años en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, cumplido dicho período podrán, excepcionalmente, ser nuevamente designados por un período de seis años.


El Consejo Nacional de Educación de que trata el título IV, será el sucesor legal del Consejo Superior de Educación establecido en el párrafo 2º del título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y el personal que labora en éste último pasará a desempeñarse, sin solución de continuidad, y en la misma calidad en el primero, salvo las excepciones establecidas en esta ley.


Mientras no se efectúen los nombramientos de todos los integrantes del Consejo Nacional de Educación, continuarán en sus cargos los actuales integrantes del Consejo Superior de Educación.

Artículo 8º.- La estructura curricular establecida en el artículo 25 comenzará a regir a partir del año escolar que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de esta ley.


A contar de dicho año escolar, los cursos de séptimo y octavo año de la enseñanza básica y primero, segundo, tercero y cuarto año de la enseñanza media pasarán a denominarse primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto año de la educación media, respectivamente.


En consecuencia, los alumnos que en el año escolar a que se refiere el inciso primero sean promovidos de sexto, séptimo y octavo año de la enseñanza básica y primero, segundo y tercer año de la enseñanza media lo serán a primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto año de la educación media, respectivamente.


Por su parte, los alumnos que en el año escolar anterior a la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular cursen y sean promovidos de cuarto año de la enseñanza media, egresarán de ésta y recibirán la licencia de educación media.


Artículo 9º.- Tratándose de establecimientos educacionales que impartan exclusivamente enseñanza parvularia, el Ministerio de Educación podrá encomendar a otros organismos públicos relacionados o dependientes del mismo, la certificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 46 de esta ley.


Artículo 10.- En tanto no entren en vigencia las normas que crean la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.
__________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra, correspondiente al Boletín N° 6.406-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.

Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Pizarro.
- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien en nombre del Comité Partido Renovación Nacional, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión para esta iniciativa de ley y para la que figura con el número 4) en el Orden del Día de esta sesión, esto es, el proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, correspondiente al Boletín N° 4.716-07.



En primera discusión en general del proyecto de ley signado con el Boletín N° 6.406-07, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Naranjo y Cantero.



El proyecto queda para segunda discusión.
- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

- - -

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de Economía, de 2005, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, boletín N° 4234-03, con excepción de la recaída en el inciso quinto del artículo 39 bis nuevo, que se introduce por el número 16, que ha pasado a ser 18), que ha desechado:


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Gonzalo Arenas Hödar


- don Francisco Encina Moriamez


- don Pablo Galilea Carrillo


- don José Miguel Ortiz Novoa


- don Eugenio Tuma Zedan

****



Me permito hacer presente a V.E. que la sustitución del numeral 7) y la enmienda recaída en el numeral 15) –que pasa a ser 17)-, letra p) –que pasa a ser n)-, ambos del artículo 1°, fueron aprobados con el voto conforme de 101 señores Diputados, de un total de 118 señores Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 251/SEC/09 de 2 de abril de 2009.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"TITULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE Y DE LA JUVENTUD

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones


Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte y de la Juventud, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas al deporte y la juventud.


Al Ministerio le corresponderá proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.


Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio:


1. Proponer al Presidente de la República las políticas y planes generales que deban efectuarse en relación con el deporte y la juventud, de conformidad a la legislación vigente sobre tales materias.

2. Informar periódicamente sobre el avance y cumplimiento de las políticas y planes generales en materia de deporte y juventud.

3. Formular planes, programas y acciones que promuevan el deporte, la actividad deportiva y el buen uso del tiempo libre como un instrumento para las políticas públicas en materia de juventud.

4. Coordinarse con los demás Ministerios y con los servicios públicos, en sus respectivos ámbitos de competencia, en cuanto a la aplicación de las políticas públicas vinculadas al deporte y a la juventud, promoviendo la integridad de dichas políticas y considerando las distintas perspectivas regionales en la implementación de ellas.

5. Coordinar con el Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles. Asimismo, pronunciarse respecto de las modificaciones o ajustes que se introduzcan en los planes y programas de estudio referidos a los temas mencionados.

6. Establecer mecanismos que favorezcan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.

7. Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva, a la seguridad pública en los eventos deportivos y a la inclusión social de los jóvenes; y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte, y las políticas públicas en materia de juventud.

8. Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.

9. Definir las estrategias para estimular el conocimiento sobre los jóvenes y propiciar la inclusión, participación e integración social de ellos en todos los ámbitos del desarrollo nacional.

10. Elaborar las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.

11. Fomentar la construcción, modernización y desarrollo de recintos e instalaciones tanto para el deporte como para el uso especial de los jóvenes, contribuyendo con la información técnica para estos efectos, así como para la gestión eficiente de la capacidad instalada.

12. Mantener un banco de proyectos nacionales y regionales con evaluación técnica y económica, proporcionando cooperación técnica para la preparación de proyectos de inversión.

13. Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y de juventud, y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.

14. Reconocer para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, mediante resolución fundada, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva, y calificar los fines deportivos de los proyectos a que se refiere el párrafo 5° del Título IV de la ley N° 19.712.

15. Elaborar programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva, incluso competitiva, de mujeres dueñas de casa, adultos mayores, personas en proceso de rehabilitación por drogadicción en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.

16. Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

17. En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende el Presidente de la República o la ley.

Párrafo 2°

De la organización


Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:


1. El Ministro del Deporte y de la Juventud;


2. La Subsecretaría del Deporte, y


3. La Subsecretaría de la Juventud.


Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte y de la Juventud, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.


En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte y de la Juventud contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte y de la Subsecretaría de la Juventud.


La Subsecretaría del Deporte es el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.


La Subsecretaría de la Juventud es el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio referidas a la juventud. El Subsecretario de la Juventud coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de la Juventud.


En todo caso, a ambas Subsecretarías les corresponderá, especialmente, colaborar con el Ministro en el ejercicio de la función establecida en el número 4 del artículo 2° de la presente ley, debiendo al efecto establecer la adecuada coordinación de las instancias regionales de sus respectivos sectores.

La administración interna de cada Subsecretaría corresponderá al respectivo Subsecretario, quién será el Jefe Superior de la misma.

Párrafo 3°

Del personal


Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte y de la Juventud estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:


1. Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 5°, la expresión "Instituto Nacional de Deportes de Chile" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


2. Suprímese el inciso final del artículo 8º.


3. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte y de la Juventud" y agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: "El Instituto estará regido por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.".


4. Suprímese en su artículo 11 la oración "Corresponderá al Instituto proponer la política nacional de deportes.", y reemplázase la expresión "Asimismo," por "El Instituto".


5. En su artículo 12:


a. Reemplázase la letra a) por la siguiente:


"a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;".


b. Reemplázase la letra b) por la siguiente:


"b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;".


c. Suprímense las letras d) y f).


d. Reemplázase la letra g) por la siguiente:


"g) Impulsar el desarrollo de los sistemas de entrenamiento y fomento del alto rendimiento deportivo;".


e. Suprímense las letras h) e i).


f. Reemplázase la letra m) por la siguiente:


"m) Vincularse con organismos nacionales, internacionales y extranjeros y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;".


g. Suprímense las letras p), q) y s).


6. Suprímese el artículo 13.


7. Suprímese el Párrafo 3° del Título II.


8. Suprímese, en el inciso primero del artículo 19, la frase ", quien será designado por el Presidente de la República y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario".


9. En su artículo 20:


a. Reemplázase, en la letra d), la expresión "acuerdo del Consejo Nacional" por "autorización del Subsecretario del Deporte".


b. Suprímese la letra f).


c. Reemplázase la letra g) por la siguiente:


"g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;".


d. Suprímense las letras h) e i).


10. Suprímese, en el artículo 21, la frase "y será nombrado por el Director Nacional, a propuesta en terna del Intendente Regional respectivo.".


11. Reemplázase, en la letra a) del artículo 22, la expresión "políticas y metas" por "acciones a ejecutar".


12. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 44, la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


13. Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase "ministerio respectivo" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


14. Reemplázase, en el inciso final del artículo 53, la frase "Instituto" por "Ministro del Deporte y de la Juventud".


15. Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


16. Reemplázase, en el artículo 69, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


17. En su artículo 70:


a. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte y de la Juventud".


b. Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República" por "representante del Ministro del Deporte y de la Juventud, designado por éste, que la presidirá".


18. Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase "Director Nacional del Instituto" por "Ministro del Deporte y de la Juventud".


19. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase "de Educación" por "del Deporte y de la Juventud, quien la presidirá".

TITULO III

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.042, QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE LA JUVENTUD

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.042:


1. En su artículo 1°:


a. Reemplázase la expresión "de Planificación y Cooperación" por "del Deporte y de la Juventud".


b. Agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


"El Instituto estará regido por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.".


2. En su artículo 2°:


a. Reemplázase, en el inciso primero, la frase "el diseño, la planificación y la coordinación" por "la ejecución".


b. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la frase "Estudiar y proponer al Presidente de la República" por "Ejecutar".


c. Suprímese, en la letra b) del inciso segundo, la frase "y evaluar sus resultados".


d. Reemplázase, en la letra c) del inciso segundo, la frase "Proponer e impulsar" por "Ejecutar".


e. Reemplázase la letra e) del inciso segundo por la siguiente:


"e) Promover y financiar campañas, seminarios y otras iniciativas similares, con el objeto de estimular el conocimiento y la participación de los jóvenes.".


f. Reemplázase la letra g) de su inciso segundo por la siguiente:


“g) Instituir, en favor de jóvenes, de dirigentes o ex dirigentes juveniles nacionales, u organizaciones juveniles, que tengan o hayan tenido destacada participación regional, nacional o internacional, según determine el reglamento respectivo, premios que tendrán por objeto incentivar la actividad por la cual se otorga el reconocimiento, con cargo al presupuesto del Instituto;”


3. Suprímese, en el artículo 4°, la expresión ", designado por el Presidente de la República y de su exclusiva confianza".


4. Suprímese la letra d) del artículo 5°.


5. Suprímese, en el artículo 6°, la expresión ", también designado por el Presidente de la República y de su exclusiva confianza".


6. Suprímese su artículo 7°.


7. Reemplázase, en su artículo 8°, la expresión "Presidente de la República" por "Director Nacional del Instituto".


8. Incorpórase un artículo 10 bis, nuevo, del siguiente tenor:


"Artículo 10 bis.- En cada Región del país existirá un Consejo Consultivo Regional, que tendrá por función evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia de las Direcciones Regionales en las que el respectivo Director Regional les solicite su opinión.


Cada Consejo Consultivo Regional estará integrado por diez miembros que sean representantes de organizaciones juveniles, tales como centros de alumnos y federaciones de estudiantes, o de instituciones públicas y privadas vinculadas a las políticas juveniles en la región correspondiente.


Los referidos miembros serán designados por el Consejo Regional del Gobierno Regional respectivo. Para tales efectos, cada uno de estos consejos regionales abrirá un período de inscripción, con el objeto de que las instituciones habilitadas para participar en los Consejos Consultivos o el respectivo Director Regional del Instituto, según corresponda, presenten postulantes a dichos cargos.


Los consejeros así nombrados durarán dos años en sus cargos, los que ejercerán ad honorem, pudiendo ser designados por nuevos períodos. Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento señalado en el inciso precedente y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia. Cesará en su cargo por el solo ministerio de la ley el consejero que faltare a más del 50% de las sesiones en un año calendario. Dicha vacancia se llenará en la forma anteriormente señalada.


La presidencia de los Consejos Consultivos será ejercida por los respectivos Directores Regionales. Sesionarán a lo menos trimestralmente, como asimismo, en cada oportunidad en que su presidente los convoque.".


9. Reemplázase, en el artículo 17, la expresión "de Planificación y Cooperación" por "del Deporte y de la Juventud".


10. Incorpórase un artículo 20, nuevo, del siguiente tenor:


"Artículo 20.- Créase el Premio Nacional de la Juventud de Chile, galardón que se otorgará anualmente por el Estado de Chile al joven u organización de jóvenes chilenos que, en el año calendario anterior, se haya distinguido por su trayectoria destacada y ejemplar para la juventud del país. Sólo se premiará a un joven o a una organización juvenil.


El premio consistirá en el otorgamiento de la distinción por parte del Estado de Chile, que se entregará al joven o a la organización juvenil galardonada. La autoridad respectiva llevará un registro especial con las identidades de las personas galardonadas. Las personas podrán ser distinguidas sólo una vez con este premio.


El premio será discernido por una comisión integrada por el Ministro del Deporte y de la Juventud, quien la presidirá; un Diputado; un Senador; el Director Nacional del Instituto Nacional de la Juventud, y el Presidente del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. Los parlamentarios serán designados por el Senado y por la Cámara de Diputados, respectivamente, por acuerdo de sus miembros, y durarán en sus cargos por un lapso de dos años.


Para los efectos de discernir el premio, la comisión convocará públicamente a las organizaciones más representativas de la juventud chilena, con noventa días de anticipación a la fecha de entrega del premio, para que presenten las postulaciones de los jóvenes u organizaciones juveniles que consideren meritorios para ser distinguidos. Las organizaciones mencionadas serán determinadas de conformidad a lo dispuesto en el reglamento.".

TÍTULO IV

OTRAS NORMAS


Artículo 8°.- Se entenderán conferidas, por el solo ministerio de la ley, al Ministerio del Deporte y de la Juventud, aquellas atribuciones que confiere la ley al Instituto Nacional de Deportes de Chile y al Instituto Nacional de la Juventud, o a otro Ministerio, en todas aquellas materias que, en virtud de la presente ley, son de competencia propia del Ministerio del Deporte y de la Juventud.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra f) del inciso segundo, del artículo 1º de la ley Nº 19.863:


1. Suprímense la frase "y Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile" y las expresiones "y 120%" y "respectivamente,", y


2. Reemplázase la frase "quienes no tendrán" por "quien no tendrá".


Artículo 10.- Agrégase en el artículo 65, de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, a continuación de la palabra “Mujer” y eliminándose el punto final, la siguiente frase:


“, el director regional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y el respectivo Director Regional del Instituto Nacional de la Juventud.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las normas establecidas en la presente ley entrarán en vigencia en la fecha que determine el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 7 del artículo segundo transitorio, con excepción de lo preceptuado en los artículos 1°, 3°, 4° y 5°; de lo establecido en los números 2), 5) letra d. y 6) del artículo 6°, y de las disposiciones transitorias, que regirán desde la publicación de esta ley.


Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Planificación y el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata al Ministerio del Deporte y de la Juventud, desde los Institutos mencionados en el número anterior, conforme a lo señalado en el número siguiente. 


2. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal encasillado y traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno, cuando se trate de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile, y por intermedio del Ministerio de Planificación, cuando se trate de personal del Instituto Nacional de la Juventud. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


3. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley Nº 19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de la planta que fije.


4. El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que se practique. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte y de la Juventud. 


5. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


6. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades del Ministerio del Deporte y de la Juventud, y de su Consejo Nacional, pudiendo contemplar un período para su implementación.


7. El Presidente de la República podrá disponer normas para el traspaso de toda clase de bienes desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile y desde el Instituto Nacional de la Juventud, al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte y de la Juventud.


8. Determinar, para el Instituto Nacional de Deportes de Chile y el Instituto Nacional de la Juventud, los cargos de sus plantas que pasarán a formar parte del Sistema de Alta Dirección Pública, conforme al Título VI de la ley Nº 19.882, pudiendo cambiar al efecto sus denominaciones. Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública, conforme al referido procedimiento, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha.


9. Fijar, para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, el porcentaje de la asignación de dirección superior a que se refiere la ley Nº 19.863. Este porcentaje regirá a contar de la entrada en vigencia del artículo 9° de esta ley y no podrá exceder del 100% de las remuneraciones brutas de carácter permanente que correspondan a dicha jefatura de conformidad con el régimen vigente a esa fecha.


Artículo tercero.- El Presidente de la República podrá designar al Ministro del Deporte y de la Juventud, y a los respectivos Subsecretarios, a contar de la fecha de publicación de esta ley.


En cuanto no inicie sus actividades el Ministerio del Deporte y de la Juventud, las remuneraciones del Ministro y de los Subsecretarios se financiarán de conformidad al grado B y al grado C, respectivamente, a que se refiere el decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria, con cargo al presupuesto del Instituto Nacional de Deportes de Chile.


De ejercerse la facultad a que se refiere el inciso primero antes de que inicie sus funciones el Ministerio del Deporte y de la Juventud, el Instituto Nacional de Deportes de Chile y el Instituto Nacional de la Juventud pasarán a relacionarse con el Presidente de la República a través del Ministro del Deporte y de la Juventud, a partir de la fecha en que dicha facultad sea ejercida.


Asimismo, de ejercerse la referida facultad antes de dictarse los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo segundo transitorio de esta ley, dichos decretos serán suscritos solamente por el Ministro del Deporte y de la Juventud y por el Ministro de Hacienda y, en el referido evento, los decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" a que se refiere el numeral 3 del mismo artículo, serán dictados por el Ministro del Deporte y de la Juventud, debiendo considerarse expedidos los respectivos actos, para todos los efectos, por el Ministerio del Deporte y de la Juventud.


Artículo cuarto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y de la Juventud, y transferirá a éste los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítemes y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo quinto.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto  año  completo,  no podrá  exceder  la  cantidad de $ 763.000 miles.


El mayor gasto que signifique la aplicación de las normas establecidas en esta ley, durante el primer año en que rijan, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte y de la Juventud, de conformidad a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio y, en lo que faltare, con recursos que se transferirán desde la partida Tesoro Público del Presupuesto de la Nación.


Artículo sexto.- El Instituto Nacional de Deportes de Chile, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, deberá dejar de participar en la integración, administración y,o desarrollo de aquellas corporaciones en las cuales participa en virtud de lo establecido en los actuales artículos 8°, 12 letra g) y 13, de la ley Nº 19.712.


Artículo séptimo.- Los altos directivos públicos del Instituto Nacional de Deportes de Chile que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha calidad, continuarán sometidos a la misma normativa que los rige.”.
******


Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 2°, 4°; 6° N°s 1), 7), 9), 16), 17) y 18), 7° N° 8), y 10 permanentes, fueron aprobados en general con el voto favorable de 91 Diputados, en tanto que en particular lo fueron con el voto afirmativo de 91 Diputados, con excepción del artículo 4°, que lo fue por la mayoría de 92 Diputados, y del artículo 10, que fue sancionado con el voto conforme de 89 Diputados, en todos los casos de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO SUPREMO Nº 412, DE DEFENSA NACIONAL, DE 1992, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL ESTATUTO DEL PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE Y ESTABLECE NORMAS DE AJUSTE REMUNERACIONAL PARA PERSONAL DE LAS FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

(6434-02)

[image: image19.png]La evaluacidon no considerara variables
de caracter externo que puedan incidir
en el usuario a la hora de valorar la
calidad de atencion recibida, pero que
no son imputables al servicio prestado
por los funcionarios.

Las variables que anualmente no
deberan considerarse por este motivo
seran determinadas por Resolucién
exenta del Ministerio de Justicia, visada
por la Direccion de Presupuestos.








Con motivo del Mensaje, Informe, Certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


1) En el artículo 46, agrégase la siguiente letra v):


“v) Asignación especial no imponible: El personal de Carabineros de Chile afecto al sistema de remuneraciones de este Estatuto, tendrá derecho a una asignación especial no imponible ascendente al 38,9% aplicado sobre el sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, la que no se considerará para el cálculo de la asignación de zona.


Con todo, no tendrá derecho a esta asignación el personal afecto al régimen de remuneraciones del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.076, las personas contratadas sobre la base de una renta global única y el personal a contrata nombrado como Profesor Civil, tenga o no el título de profesor y los alumnos de las Escuelas Institucionales. Tampoco será aplicable al personal que estando afecto al sistema de remuneraciones del presente Estatuto, perciba los beneficios establecidos en el artículo 9° de la ley Nº 20.212.


No obstante lo establecido en el párrafo segundo de esta letra y en el artículo 6° del decreto ley N° 1.487, de 1976, el personal de la Subsecretaría de Investigaciones, afecto al sistema de remuneraciones del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones, tendrá derecho a la asignación especial a que se refiere el párrafo primero de esta letra, en un monto equivalente al 6,6% aplicado sobre la misma base de cálculo.


Este beneficio no se considerará remuneración para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2º de la ley Nº 18.263, en la ley N° 18.694 y en el artículo 59 de la ley Nº 18.961.”.


2) Modifícase el artículo 51 en la siguiente forma:


A) Agrégase la siguiente letra d):


“d) Efectiva de Piloto: Los Oficiales de Fila de Orden y Seguridad de los grados de Teniente a Teniente Coronel que se encontraren en posesión del título de Piloto de aeronaves otorgado por organismo competente; tuvieren licencia de piloto vigente de acuerdo a los requerimientos de la Dirección General de Aeronáutica Civil, y desempeñaren en forma efectiva y principal esta especialidad como piloto policial, percibirán una gratificación especial equivalente al 50% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


Esta gratificación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a) y d) número 1, e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


B) Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) De Operaciones Policiales Especiales: El personal de Orden y Seguridad que teniendo el título de Operaciones Policiales Especiales desempeñare en forma efectiva y principal funciones propias de la especialidad en Reparticiones, Unidades y,o Secciones de Operaciones Policiales Especiales, percibirá una gratificación especial equivalente al 30% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las Reparticiones, Unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta gratificación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a), b), y d) número 12, e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


C) Agrégase la siguiente letra f):


“f) De Fuerzas Especiales: El personal de Orden y Seguridad que siendo de dotación de Reparticiones o Unidades de Fuerzas Especiales, desarrolle servicios policiales efectivos, percibirá una gratificación especial equivalente al 20% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las Reparticiones, Unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a), b), y e), e incompatible con todas las gratificaciones de este artículo.”.


Artículo 2º.- La asignación mensual de carácter permanente, establecida en el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 19.467, únicamente, respecto de los profesionales funcionarios regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.076, de Carabineros de Chile, que desempeñen jornadas diurnas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, será de 18,6%.


La asignación del inciso anterior, será de 13,6% para los profesionales funcionarios de Carabineros de Chile que en iguales calidades jurídicas desempeñen cargos de 28 horas semanales bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº15.076, en los hospitales dependientes de dicha Institución, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 del citado decreto con fuerza de ley.


En todo caso, para los efectos de determinar el monto de la asignación que pudiere corresponder a los profesionales funcionarios citados en los incisos anteriores, el total de remuneraciones y beneficios sobre los que se aplicará el 18,6% o el 13,6%, incluirá, además, las horas extraordinarias y el recargo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº15.076, la asignación del artículo 2º de la ley Nº 19.432 y las asignaciones de los artículos 1º y 2º de la ley Nº 19.230, todas cuando corresponda.


Artículo 3º.- Concédese al personal de los escalafones de Oficiales Policiales y de Asistentes Policiales, que integren las unidades de reacción táctica, una gratificación especial denominada de reacción táctica equivalente al 30% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores.


Para tener derecho a la gratificación señalada en el inciso anterior, el citado personal deberá cumplir con las siguientes exigencias:

a) haber aprobado el “Curso Básico en Técnicas y Tácticas Policiales” impartido por el Centro de Capacitación Profesional o tener acreditada la condición de especialista de las materias que trata dicho curso.


b) haber aprobado la evaluación psicológica, médica, de capacidad física y un test de habilidad con armas de fuego que establezca la Policía de Investigaciones de Chile.


c) desempeñar en forma efectiva y principal funciones operativas de reacción táctica en dichas unidades. 


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las Unidades, dotación y número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación de carácter no imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 48, letras a) y e) e incompatible con todas las gratificaciones establecidas en el artículo 51 del decreto supremo N°412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


Artículo 4°.- Concédese al personal de los escalafones de Oficiales Policiales y de Asistentes Policiales de la Policía de Investigaciones, afectos al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que sea de dotación y que ejecute única y exclusivamente servicios policiales de manera permanente en las Brigadas de Investigación Criminal de la Policía de Investigaciones de Chile, una asignación especial operativa no imponible equivalente al 35% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, la que será compatible con el sobresueldo de Oficial Graduado.


El personal que se encuentre percibiendo esta asignación especial al momento de ser destinado a la Academia Superior de Estudios Policiales, para realizar estudios tendientes a obtener el título de Oficial Graduado, continuará percibiendo el beneficio mientras duren los referidos estudios.


Del mismo modo, el personal que se encuentre percibiendo la asignación especial y sea aceptado para realizar un curso de especialidad o de perfeccionamiento en planteles institucionales o extrainstitucionales, tendrá derecho a continuar percibiendo esta asignación.


Con todo, el personal que se encuentre en posesión de alguno de los sobresueldos establecidos en las letras c), d) o e) del artículo 48 del decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, expresamente consultados en el reglamento de sobresueldos y gratificaciones especiales de la Policía de Investigaciones de Chile y opte por la compatibilidad del artículo 49 del mencionado cuerpo legal, no podrá acceder a esta asignación.


Este beneficio no se considerará para el cálculo de la gratificación de zona, y será incompatible con la gratificación especial de reacción táctica establecida en el artículo 3° de la presente ley, con la asignación policial consultada en la letra n) del artículo 46 del decreto supremo N°412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, y con todas las asignaciones, sobresueldos o gratificaciones especiales que, a su vez, sean incompatibles con dicha asignación policial.


El pago de la presente asignación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio respectivo, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, que establecerá las Brigadas de Investigación Criminal de la Policía de Investigaciones de Chile, la dotación de cada una de ellas y el número de oficiales policiales y de asistentes policiales beneficiarios que cumplan los requisitos señalados en el inciso primero de este artículo. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda. 


Artículo 5°.- El personal de la Policía de Investigaciones de Chile tendrá, además, derecho a percibir los sobresueldos establecidos en el artículo 48 letra d) números 2 y 10 del decreto supremo N°412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


Artículo 6º.- Reemplázase únicamente respecto de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, el guarismo “16,5%” establecido en el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 20.327, por “23,1%”.


Artículo 7º.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la Partida Tesoro Público y a partir del año 2010 con cargo a los presupuestos de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, según corresponda.


Artículo 8°.- Declárase interpretado el artículo 101 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, en el siguiente sentido y alcance:

“Corresponderá al personal de la Policía de Investigaciones de Chile las mismas remuneraciones, beneficios y asignaciones actualmente existentes para Carabineros de Chile o que se establezcan en el futuro.


En virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, el régimen de remuneraciones fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Defensa Nacional, para Carabineros de Chile es aplicable también al personal de la Policía de Investigaciones de Chile.”.

Artículo 1° transitorio.- El monto de la asignación especial no imponible establecida en el número 1) del artículo 1° de esta ley, se hará efectivo en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, la asignación especial no imponible ascenderá al 19,5% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores; y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará el monto completo, esto es, el 38,9% del sueldo base más el diferencial por goce de sueldos superiores, en conformidad a la letra v) del artículo 46 del decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


Esta asignación, respecto del personal de la Subsecretaría de Investigaciones, también se aplicará en las mismas dos etapas indicadas en el inciso anterior. Durante la primera etapa el monto a pagar ascenderá al 1,2%, de la base correspondiente, y a contar del 1 de enero de 2010, será de 6,6%.”.


Artículo 2° transitorio.- El nuevo monto de la asignación a que se refiere el artículo 7° se hará efectivo en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, la asignación especial no imponible ascenderá al 17,7% de la base correspondiente, y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará en un 23,1%.


Artículo 3° transitorio.- Las gratificaciones y los porcentajes establecidos en las letras A), B) y C) del número 2) del artículo 1º, así como la gratificación a que se refiere el artículo 3°, la asignación del artículo 4° y los sobresueldos del artículo 5°, todos de esta ley, comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de su publicación.


Artículo 4° transitorio.- Los porcentajes correspondientes a la asignación a que se refiere el artículo 2º de esta ley, se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años que se señalan, aplicados sobre la base correspondiente, comenzando su aplicación a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley:


a) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales:


Año 2009: 11,8%


Año 2010: 18,6%


b) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 28 horas semanales:


Año 2009: 6,8%


Año 2010: 13,6%


Artículo 5° transitorio.- La asignación del costo de vida prevista en el artículo 197 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, será aplicada al personal de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días, en conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 4, de 20 enero de 2005, de la Subsecretaría de Guerra. El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1 de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el periodo que corresponda a la comisión de servicios.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO A SU SANTIDAD JUAN PABLO II EN LOS PRINCIPALES PASOS FRONTERIZOS DE CHILE

(3835-04)
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Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento en la ciudad de Los Andes, en la Región de Valparaíso, en memoria de S.S. Juan Pablo II.


Artículo 2º.- La obra se financiará mediante erogaciones populares,  obtenidas a través de colectas públicas, donaciones  y otros aportes privados.


Las colectas públicas a que alude el inciso anterior se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se creará al efecto, en coordinación con el Ministerio del Interior.


Artículo 3º.- Autorízase la creación de un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.


Artículo 4º.- Créase una comisión especial integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:


a) Dos Senadores y dos Diputados designados por sus respectivas Cámaras;


b) El Ministro de Educación, o quien designe en su representación;


c) Dos representantes designados por el Obispo de la Diócesis respectiva;


d) El Director del Museo Nacional de Bellas Artes, o su representante, y


e) El Alcalde de la comuna de Los Andes.


El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5º.- La comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2º, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;


b) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la respectiva municipalidad y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales;


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo;


d) Administrar el fondo creado en virtud del artículo 3º, y


e) Abrir una cuenta corriente especial para el mencionado fondo.


Artículo 6º.- Si una vez construido el monumento quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.


Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en el plazo de tres años, contado desde la fecha de publicación de esta ley. Vencido dicho plazo sin que se hubiese ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la comisión establezca.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA UNA BONIFICACIÓN POR CALIDAD DE SATISFACCIÓN AL USUARIOY ESTABLECE NORMAS QUE INDICA PARA FUNCIONARIOS DEL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN

(6433-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el señor Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Justicia, el Subsecretario, señor Jorge Frei; el Jefe de Estudios, señor Marco Venegas; y el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Christian Behm; y del Ministerio de Hacienda, el Asesor, señor Julio Valladares, y la Abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Macarena Lobos.
Concurrieron además, de la Asociación de Funcionarios del Registro Civil e Identificación (ANERCICH), el Presidente Nacional, señor Juan Lavín, el Vicepresidente, señor Juan Manuel Muñoz, la Tesorera, señora Nelly Díaz, el Secretario General, señor Sergio Castro y los Directores, señora Ana Muñoz y señor Carlos Herrera.
- - -


Se hace presente que la Sala del Senado, con fecha 7 de abril de 2009, autorizó la discusión en general y en particular a la vez, del presente proyecto. 
- - -
OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY


Otorgar una bonificación que premie anualmente la calidad de servicio entregada a los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación (SRCEI) y establecer otras normas que indica para su personal.
- - -

ANTECEDENTES

El Mensaje de S. E. el señor Vicepresidente de la República sostiene que en la actualidad los ciudadanos que acceden a las reparticiones públicas requieren y exigen servicios de calidad. Por tanto, los organismos públicos deben alinearse y enfocarse al desafío continuo de garantizar una atención de calidad a sus usuarios. Ello conlleva responder con prontitud, disminuir los tiempos de espera, desarrollar plataformas tecnológicas para una atención más expedita, tener una cultura institucional centrada en la calidad del servicio que se provee a la ciudadanía, los cuales son elementos claves que caracterizan a esta nueva etapa de la modernización del Estado.

Continúa indicando que para ello se dispone un sistema donde los incentivos estén alineados con que dichos estándares vayan constante y progresivamente creciendo, permitiendo así una mayor dinámica de la institución y el compromiso explícito de ésta -tanto a nivel directivo como de sus funcionarios- de mejorar la calidad de sus prestaciones, elevando así, el nivel de satisfacción de sus usuarios.
En cuanto al contenido del proyecto, señala que se crea una nueva bonificación para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación. Consiste en una bonificación anual que se concederá en función del incremento que experimente el índice de satisfacción neta de los usuarios. Es decir, la bonificación está directamente ligada a la percepción y opinión que expresen anualmente los usuarios sobre la calidad de servicio que reciben por parte del Registro Civil e Identificación. Agrega que dicha percepción será evaluada anualmente por una entidad externa, contratada mediante licitación pública y que deberá sujetarse en el proceso de evaluación a las reglas y condiciones establecidas en la ley, todo ello a fin de garantizar el carácter aleatorio y representativo de la muestra, y que para todos los efectos legales y reglamentarios el índice de satisfacción neta de los usuarios que se considerará como base será el determinado para el año 2009, de conformidad a las reglas fijadas en el artículo segundo transitorio del proyecto.

Expresa que la bonificación tendrá un valor anual equivalente en unidades de fomento a $ 813.600, valor que incluye el bono compensatorio de imponibilidad. Se pagará en ocho cuotas al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 

Asimismo, se regula el pago de una bonificación por el año 2009, que tendrá un valor anual equivalente en unidades de fomento a $ 657.627, valor que incluye el bono compensatorio de imponibilidad, regulando las reglas especiales para su concesión. Además, se concede, por una sola vez, un bono no imponible al personal de planta y a contrata del Registro Civil e Identificación, de $150.000.- ó $100.000.-, según sea el monto de sus remuneraciones, quedando excluidos aquellos que superen $1.200.000.- de remuneración líquida.
Señala que se otorga una facultad delegada al Presidente de la República para que en virtud de uno o más decretos con fuerza de ley pueda modificar la planta de personal de directivos, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados, así como la modificación de los requisitos para el ingreso y promisión de las plantas de personal del Registro Civil e Identificación, todo ello con el objeto de subsanar ciertas rigideces que impiden la provisión de numerosos cargos.

En cuanto al financiamiento, indica que el mayor gasto fiscal que represente durante el año 2009 la aplicación de la ley se financiará con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio.

Finalmente, se hace presente que generar un estímulo económico por la calidad del servicio que se entrega anualmente a los usuarios del SRCEI, buscando elevar el índice de satisfacción neta de los usuarios y, por ende, ligando incentivos económicos con la calidad de los servicios entregados es una importante innovación en la senda de seguir avanzando en la modernización de las instituciones públicas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subsecretario de Justicia, señor Frei, efectuó una exposición sobre el contenido de la iniciativa legal del siguiente tenor:
I. ANTECEDENTES.

1. Esta iniciativa  materializa un acuerdo con la asociación de funcionarios del Registro Civil e Identificación (ANERCICH), y se enmarca en el proceso de modernización de las entidades públicas, tendiente a mejorar la calidad de servicio otorgada a los ciudadanos que concurren diariamente a las reparticiones públicas en busca de mejores prestaciones y estándares de atención.
II. CONTENIDO DEL PROYECTO.

2. En este contexto, en lo medular, el proyecto de ley crea una Bonificación Anual por calidad de Servicios a los Usuarios,  para el personal de planta y contrata del SRCEI, la cual se concederá en función del incremento que experimente el índice de satisfacción neta de los usuarios. Es decir, la bonificación está directamente ligada a la percepción y opinión que expresen anualmente los usuarios sobre la calidad de servicio que reciben por parte del Registro Civil e Identificación.
3. Dicha percepción será medida anualmente por una entidad evaluadora externa, contratada mediante licitación pública y que deberá sujetarse en el proceso de evaluación a las reglas y condiciones establecidas en el proyecto de ley. La muestra que recoja la opinión ciudadana que gatillará el pago del beneficio deberá garantizar su carácter aleatorio y representativo, debiendo considerar, en todo caso, tanto a los usuarios individuales como institucionales, así como los servicios presenciales y aquellos prestados a través de la plataforma electrónica. 
4. La bonificación tendrá un valor anual equivalente en unidades de fomento a $813.600, valor que incluye el bono compensatorio de imponibilidad. Se pagará en ocho cuotas al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 
5. El proyecto contempla además, las reglas para el pago de una bonificación por el año 2009, año en el cual tendrá un valor anual equivalente en unidades de fomento a $657.627, valor que incluye el bono compensatorio de imponibilidad.
6. En seguida, se concede por una sola vez, un bono no imponible al personal de planta y a contrata del Registro Civil e Identificación, de $150.000.- ó $100.000.-, según sea el monto de sus remuneraciones, quedando excluidos aquellos que superen $1.200.000.- de remuneración líquida.

7. Finalmente, el proyecto contempla una facultad delegada al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, modifique los requisitos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Registro Civil e Identificación, todo ello con el objeto de subsanar ciertas rigideces que impiden la provisión de numerosos cargos.

III. COSTO FISCAL.

8.  La aplicación del proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal, para el año 2009 de $2.636.900 miles, los que se financiarán con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si el grado de crecimiento anual del índice de satisfacción neta de los usuarios, podría complicar la obtención de la bonificación.

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Valladares, señaló que se tomará una muestra representativa, tanto de los usuarios directos como de aquellos de la plataforma tecnológica, e incluyendo a aquellos institucionales como el Ministerio Público, para evaluar el grado de satisfacción de los usuarios, y una vez que el índice de satisfacción neta equivalga al 70%, la bonificación se concederá cuando se mantenga dicho porcentaje sin que sea necesario su posterior aumento.

El Subsecretario, señor Frei, manifestó que los funcionarios están conformes con el contenido de la iniciativa legal porque desean recibir una retribución por la buena atención que dispensan al público.

El Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios del Registro Civil e Identificación (ANERCICH), señor Lavín, expresó el beneplácito de sus asociados respecto del proyecto, y señaló que la finalidad del mismo es demostrar la excelencia del servicio que entregan a los usuarios asociando a ello el pago de una bonificación. Agregó que tienen la convicción de que pueden enfrentar exitosamente el desafío que representa la iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si han revisado en profundidad el sistema de otorgamiento del bono y si consideran verdaderamente factible alcanzar los objetivos requeridos para la obtención del mismo.

El Presidente Nacional de ANERCICH, señor Lavín, indicó que desde el establecimiento de bonificaciones por metas alcanzadas, el SRCEI ha sido de los servicios que mejores resultados ha alcanzado, obteniendo, entre otros, el premio a la excelencia, y piensan que pueden lograr las metas que se imponen por el proyecto.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuál ha sido la reacción de otras asociaciones de funcionarios públicos frente a las innovaciones que introduce la iniciativa en el esquema de entrega de bonificaciones de acuerdo al desempeño de los funcionarios beneficiados.

El Presidente Nacional de ANERCICH, señor Lavín, manifestó creer que las otras asociaciones ven el presente proyecto más como una oportunidad que como una amenaza, oportunidad consistente en la posibilidad de mejorar las remuneraciones al entregar un mejor servicio al público. 

La Honorable Senadora señora Matthei concluyó que le parece correcta la vía planteada por el proyecto, en el sentido de avanzar hacia servicios públicos con mejores remuneraciones asociadas a la entrega de un buen servicio, más aun cuando los gremios involucrados apoyan la iniciativa legal. 

En la siguiente sesión, el Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Valladares, efectuó una presentación en formato power point del siguiente tenor:

BONIFICACIÓN POR CALIDAD DE ATENCIÓN A LOS USUARIOS DEL REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN
¿CÓMO SEGUIR AVANZANDO HACIA UN SERVICIO DE EXCELENCIA?
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BONIFICACIÓN POR  CALIDAD DE ATENCIÓN A LOS USUARIOS

[image: image2]

[image: image3]
[image: image4.png]P § AN
DETERMINACION DEL INDICE DE \\

SATISFACCION NETA DE LOS USUARIOS }\\\

Reprobacion | Aprobacion
100 [

2osbubssyEbyl

Tramo objetivo
aplicacion Ley

2o BNBREABA2GINBRER
F3RBHBEEE8NBaR

8888
8338588

U.UUUUHUHHHHHUH

=]
g
g





GRADO CRECIMIENTO DEL ÍNDICE EXIGIDO
La bonificación se concederá en función del grado de crecimiento que experimente anualmente el índice de Satisfacción Neta, en función de la siguiente tabla:
	Índice Satisfacción Neta
	Exigencia Crecimiento del índice

	Bajo un 40% del nivel Satisfacción Neta de los Usuarios.
	3% anual

	Entre el 40% y menos del 60% del nivel Satisfacción Neta de los Usuarios.
	2% anual

	Entre el 60% y menos del 65% del nivel Satisfacción Neta de los Usuarios.
	1,5% anual

	Entre el 65% y más del nivel de Satisfacción  Neta de los Usuarios.
	0,5% anual
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¿QUÉ OCURRE CUANDO SE ALCANZA EL NIVEL DE SATISFACCIÓN ASINTÓTICO?
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SITUACIÓN AÑO 2009
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EVALUACIÓN DE LA CALIDAD DE ATENCIÓN AL USUARIO
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MONTO DE LA BONIFICACIÓN EN RÉGIMEN
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PORCENTAJE QUE REPRESENTA EL VALOR DE LA BONIFICACIÓN EN RÉGIMEN RESPECTO DE LAS REMUNERACIONES BRUTAS MENSUALIZADAS
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La Honorable Senadora señora Matthei consultó si la evaluación se efectuaba respecto de todo el Servicio o de cada Departamento o funcionario e inquirió cuál es el número de trabajadores contratados en base a honorarios.

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Valladares, señaló que la evaluación se realiza respecto del Servicio y que el número de contratados en base a honorarios era aproximadamente de 50 sobre un total de 3.000, e indicó que del total de funcionarios un 90% son administrativos.

El Honorable Senador señor García consultó cuál es la razón que justifica el envío de la iniciativa legal, dado que representa una variación y una cuestión adicional a las normas sobre metas y modernización relacionadas con bonificaciones que existen en la administración pública.

El Asesor, señor Valladares, expresó que la asignación de modernización es similar para todos los Servicios, y que el proyecto en parte es un premio para aquellos que más han avanzado en calidad de atención y han logrado resultados por sobre las metas institucionales, por lo que pareció óptimo ligar una mejora de remuneraciones a la calidad del servicio entregado, como ocurre en el caso del SRCEI y del Servicio de Impuestos Internos (SII).

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó cuál es el nivel de remuneraciones del Servicio en comparación a otras reparticiones y otras instituciones del ámbito privado.

El Asesor, señor Valladares, sostuvo que el promedio de las remuneraciones brutas de los funcionarios administrativos es de $500.000, que es similar al promedio del resto de la Administración Pública y de instituciones privadas como los bancos, siendo la gran diferencia respecto del sector privado lo internalizado que tienen sus trabajadores la importancia de la calidad del servicio y atención al cliente. Además, destacó que en los dos primeros años del premio a la excelencia institucional dentro de la Administración este recayó en el Servicio de Registro Civil e Identificación.

La Honorable Senadora señora Matthei comentó que cuando se discutió el proyecto que contenía las normas sobre Alta Dirección Pública uno de los objetivos fue que todo Jefe de Servicio pudiera proponer y establecer metas de gestión que dieran un sello especial a la respectiva administración, pero que en definitiva es la Dirección de Presupuestos la que establece dichas metas.

El Asesor, señor Valladares, manifestó que la asignación de modernización tiene dos componentes, uno de los cuales es fijado por el Jefe de Servicio en conjunto con los funcionarios, y en el caso de los Programas de Mejoramiento de la Gestión (PMG), se buscó en una primera etapa avanzar en conseguir un estándar mínimo en varios temas administrativos, para pasar desde el próximo año a un PMG enfocado en la calidad de servicio. 

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si se pierde la bonificación al no alcanzar el índice de satisfacción requerido y cuál es el que se pide al año siguiente.

El Asesor, señor Valladares, señaló que se pierde la bonificación en caso de no alcanzar el índice de satisfacción correspondiente, pero al año siguiente se parte de la base del índice logrado en el período precedente.

El Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Behm, destacó que el instrumento utilizado para otorgar la bonificación es una herramienta de gestión muy moderna y que fue acordada plenamente con los representantes de los funcionarios. 

El Jefe de Estudios del Ministerio de Justicia, señor Venegas, indicó que por tratarse de un índice neto los porcentajes que se están requiriendo son altos y representaran una aprobación muy mayoritaria de la atención entregada.

El Honorable Senador señor García preguntó si el monto del bono, de $813.600, es bruto o neto.

La Abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Lobos, expresó que el monto de la bonificación es bruto e incluye el bono compensatorio por las cotizaciones de salud y pensión establecido en el artículo 3º.

El Honorable Senador señor Ominami consultó si la gran diferencia entre la proporción de lo que representa la bonificación en la remuneración de los auxiliares respecto de los directivos se debe a que el monto es fijo y no varía según el cargo.

El Jefe de Estudios del Ministerio de Justicia, señor Venegas, señaló que efectivamente la diferencia se debe a que el monto del bono es fijo.

La Abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Lobos, expuso que la iniciativa contiene tres aspectos adicionales a los ya explicados, que son un bono a entregarse este año por incorporación al sistema, un bono por término de conflicto de $100.000 ó $150.000 según la remuneración del funcionario con un tope de $1.200.000, sobre la cual no se entregará el referido bono, y la facultad delegada al Presidente de la República para modificar la planta de directivos del SRCEI, permitiendo al Jefe de Servicio efectuar el encasillamiento de los nuevos cargos.

La Honorable Senadora señora Matthei solicitó a los representantes del Ejecutivo la entrega de un estudio o tabla con los distintos niveles de renta y el número de funcionarios del SRCEI que se encuentran en cada uno.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
Artículo 1º

Es del siguiente tenor:

“Artículo 1º.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación una bonificación anual, ligada a la calidad de atención prestada a los usuarios del servicio, que será evaluada por una entidad externa de conformidad al procedimiento establecido en el número 6) del artículo 4°.

Esta bonificación anual corresponderá al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de la calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. A esta bonificación se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 2º

Su texto es el siguiente:
“Artículo 2º.- El monto anual que corresponderá a cada funcionario por concepto de la bonificación será el equivalente en unidades de fomento a $813.600, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo siguiente. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009. La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales. 

La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal, tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional, consignado en el artículo siguiente.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 3º

Es del siguiente tenor:

“Artículo 3°.- El personal a que se refiere el artículo 1° de esta ley tendrá derecho a un bono no imponible destinado a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la bonificación a que se refieren los artículos precedentes, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre la base imponible a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 

20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 

25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 

21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 

Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, el bono a que se refiere el inciso anterior será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida bonificación, le corresponda efectuar al trabajador. 

Este bono compensatorio se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 4º

Su texto es el siguiente:
“Artículo 4°.- La concesión de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:

1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a la tabla del número 3), el índice de satisfacción neta del usuario. Se entenderá por índice de satisfacción neta el porcentaje que resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que efectúen una buena calificación sobre la calidad de atención proporcionada por el Servicio de Registro Civil e Identificación y aquel porcentaje de aquellos que califiquen de manera deficiente dicha calidad de atención.  Mediante un reglamento, expedido por el Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda se determinará la puntuación requerida a través de nota, porcentaje u otro factor análogo de evaluación que se considerará para efectos de calificar como buena o deficiente la calidad de atención prestada a los usuarios por el servicio, así como cualquier otra norma necesaria para la adecuada concesión de la bonificación.

2) Para todos los efectos legales y reglamentarios el índice de satisfacción neta de los usuarios que se considerará como base será el determinado para el año 2009 de conformidad a las reglas fijadas en el artículo segundo transitorio de esta ley.

3) El grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en función del índice alcanzado el año inmediatamente anterior conforme a la siguiente tabla:

	Índice de Satisfacción Neta
	Exigencia de crecimiento del Índice 

	Bajo 40% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	3% anual

	Entre el 40% y  menos de 60% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	2% anual

	Entre 60% y menos del 65% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	1,5% anual

	Entre el 65% y más de nivel de satisfacción neta de los usuarios
	0,5% anual


4) Alcanzado el índice de satisfacción neta de los usuarios equivalente al 70%, la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá en función de la mantención de dicho nivel de satisfacción.

5) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el incremento que haya experimentado el índice de satisfacción neta de los usuarios respecto al fijado para el año inmediatamente anterior:

100% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla el 90% o más del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

85% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 90% e igual o más del 80% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

70% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 80% e igual o más del 70% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

Cualquier cumplimiento inferior al 70% del crecimiento del estándar fijado para el año respectivo no dará derecho a bonificación alguna. 

6) La evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en el mes de septiembre del año respectivo, mediante un instrumento de evaluación a los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que se sujetará a las siguientes reglas:

a) La evaluación se aplicará tanto respecto de los usuarios individuales como institucionales. La ponderación que se asigne a los usuarios individuales e institucionales respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos. Con todo, la opinión de los usuarios individuales siempre deberá tener una ponderación mayor que la de los institucionales.

b) La evaluación se efectuará tanto respecto de los servicios presenciales como los prestados a través de plataforma electrónica por el Registro Civil e Identificación. La ponderación que se asigne a los servicios presenciales y los prestados a través de la plataforma electrónica respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos.

c) La evaluación no considerará variables de carácter externo que pueden incidir en el usuario a la hora de valorar dicha calidad pero que no son imputables al servicio que prestan los funcionarios. La determinación de las variables externas que no deben considerarse en la evaluación se efectuará anualmente mediante resolución exenta del Ministerio de Justicia visada por la Dirección de Presupuestos. Mediante igual procedimiento, se podrá efectuar un ajuste al grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios, en el evento que el Servicio asuma nuevas funciones que incidan de manera relevante en el cumplimiento del incremento del estándar fijado para el año respectivo. 

d) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas o instituciones que hayan tenido contacto con el Servicio de Registro Civil e Identificación a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción neta del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional. 

e) La evaluación será aplicada por una entidad externa. Dicha entidad será seleccionada y contratada por el Ministerio de Justicia a través de licitación pública, debiendo las respectivas bases de licitación ser visadas por la Dirección de Presupuestos.

f) Para efectos de la evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se aplicará el instrumento de evaluación diseñado para el año base de conformidad a lo previsto en el artículo segundo transitorio.

7) Mediante decreto expedido en el mes de diciembre de cada año, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, suscrito por los Ministros de Justicia y Hacienda, se señalará el índice de satisfacción neta de los usuarios, alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto del año anterior. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá para el año siguiente, según el grado de crecimiento experimentado por el índice de satisfacción neta de los usuarios. Para la dictación de este decreto se tomará como antecedente el resultado de la evaluación a que se refiere el número anterior. El referido decreto consignará, además, en función del índice de satisfacción neta de los usuarios alcanzado en el año respectivo el porcentaje de incremento exigido para el año siguiente, de conformidad a la tabla establecida en el número 3) del presente artículo.  

8) El Ministerio de Justicia deberá generar canales que permitan la participación del Servicio y los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través del Subsecretario de Justicia, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiere o del delegado del personal, en su caso.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó, respecto del numeral 8), cuál es la garantía de que no se diseñen permanentemente mecanismos que aseguren el cumplimiento del índice de satisfacción requerido.

La Abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Lobos, expresó que se recoge la opinión de los funcionarios pero no es vinculante para la autoridad encargada de manejar el mecanismo de evaluación.

El Jefe de Estudios del Ministerio de Justicia, señor Venegas, observó que no existe el riesgo de que las metas no sean tales por saberse de fácil cumplimiento, dado que en un año el índice se compone con el del año anterior más un crecimiento determinado.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Disposiciones transitorias

Artículo 1º transitorio

Es del siguiente tenor:
“Artículo 1° transitorio.- Durante el año 2009, el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación, tendrá derecho a una bonificación anual equivalente en unidades de fomento a $ 657.627, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo 3° de esta ley. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009.

La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales.

Esta bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud.

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional consignado en el artículo 3° de esta ley.  

El pago de las cuotas que de conformidad a este artículo se hayan devengado a la fecha de publicación de la presente ley se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley.

De presentarse la condición señalada en el inciso anterior, para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentra afecta la presente bonificación durante dicho período, se distribuirá su monto en proporción a los meses  que éste corresponda y los cuocientes se sumarán a las remuneraciones mensuales que correspondan. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

A este beneficio, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 2º transitorio

Su tenor es el siguiente:
“Artículo 2° transitorio.- La determinación del índice de satisfacción neta de los usuarios del año 2009, que para todos los efectos legales y reglamentarios será el año base, se efectuará mediante evaluación efectuada por una entidad externa contratada, mediante licitación pública, por el Ministerio de Justicia. Para estos efectos, las bases de licitación deberán ser visadas por la Dirección de Presupuestos.

Para los efectos previstos en el inciso anterior, previamente se licitará el diseño del instrumento que deberá aplicar la entidad externa  a fin de evaluar la calidad neta de satisfacción del usuario. Esta licitación pública será efectuada por el Ministerio de Justicia, debiendo la Dirección de Presupuestos visar las bases de licitación respectivas, así como integrar el equipo técnico que actúe como contraparte de la entidad que se adjudique el diseño del instrumento de evaluación. 

En el evento que el índice de satisfacción neta de los usuarios determinado para el año base, de conformidad al procedimiento contemplado en el inciso primero, fuere superior a un 60% de satisfacción por parte de los usuarios en función de la atención prestada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante los años 2010 y 2011 la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá sin necesidad de exigir el crecimiento del índice determinado para el año base. Sin perjuicio de lo anterior, se efectuará las evaluaciones correspondientes a los años respectivos. 

De darse el supuesto previsto en el inciso anterior, el estándar que se considerará para determinar el incremento exigido a partir del año 2012 será el que se haya fijado para el año base.

Si el índice de satisfacción neta del año base fuere inferior al 60%, la evaluación para determinar el grado de crecimiento efectivo del referido índice, para efectos del pago de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de la presente ley durante el año 2010, se efectuará a más tardar en el mes de diciembre del año 2009.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 3º transitorio

Es del siguiente tenor:
“Artículo 3° transitorio.- Concédese, por una sola vez, un bono a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación de un monto $ 150.000 para los funcionarios que en el mes anterior al pago del beneficio hayan obtenido una remuneración líquida igual o inferior a $ 750.000 y de $ 100.000 a los funcionarios que a esa misma fecha tengan remuneraciones líquidas superiores con un tope de $ 1.200.000 líquido. El bono se pagará en el mes siguiente al de publicación de esta ley conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 

Para efectos de este artículo se considerará remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno y se le pagará al personal en servicio a la fecha del pago.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 4º transitorio

Su texto es el siguiente:
“Artículo 4° transitorio.- Facúltase al Presidente de la  República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas  necesarias para regular las siguientes materias:

1) Modificar la planta de personal de directivos del Servicio de Registro Civil e Identificación, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. El Jefe de Servicio mediante resolución, y sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, encasillará en los cargos que se creen en virtud del ejercicio de esta facultad a personal de dicha planta que está nombrado en cargos en calidad de titular aunque no cumpla los nuevos requisitos que se fijen en virtud de lo dispuesto en el número 2) del presente artículo. 

La modificación a la planta a que se refiere el inciso anterior entrará en vigencia una vez practicado el encasillamiento respectivo.

El encasillamiento del referido personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.

c) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

d) No podrá significar un aumento de los cargos que conforman la planta de directivos  del Servicio de Registro Civil e Identificación como tampoco de la dotación máxima de personal fijada a la institución para el año en que se ejerza la facultad.

2) Modificar o establecer, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos de la permanencia en el cargo respecto de quienes se desempeñan en calidad de titulares o a contrata en el  servicio a la fecha de entrada en vigencia de él o los  decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
Artículo 5º transitorio
Dispone que el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 31 de marzo de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:

1. “El proyecto se enmarca en el proceso de modernización del Estado, tendiente a mejorar la calidad de servicios que se da a los usuarios que diariamente concurren a las reparticiones públicas en busca de mejores estándares de atención.
En este contexto, en lo medular, el proyecto crea una Bonificación por calidad de servicio a los usuarios, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que se concederá en función del incremento que experimente el índice de satisfacción neta de los usuarios. Es decir, la bonificación está directamente ligada a la percepción y opinión que expresen anualmente los usuarios sobre la calidad de servicio que reciben por parte del Registro Civil e Identificación.
2. El proyecto contempla, además, las siguientes materias:
· Bono de Acuerdo de Negociación: bono por una vez, no imponible para el personal de planta y a contrata por un monto de $150.000.- ó $100.000.-, según corresponda, para remuneraciones inferiores a $1.200.000.- líquidos.
· Facultad delegada al Presidente de la República para que, en virtud de uno o más decretos con fuerza de ley, pueda modificar la planta de personal de directivos, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados, así como la modificación de los requisitos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Registro Civil e Identificación.
La aplicación del proyecto irroga un mayor gasto fiscal, para el año 2009 de $2.636.900 miles, de acuerdo al siguiente detalle:

Miles $2009

Bonificación por calidad de servicio


  1.940.000

Bono término negociación



                 396.100

Modificación Plantas                                                               240.880

Estudio determinación índice satisfacción      
                   40.000

Encuesta anual índice satisfacción neta

                   20.000

TOTAL






  2.636.900

3. El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
 “Artículo 1º.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación una bonificación anual, ligada a la calidad de atención prestada a los usuarios del servicio, que será evaluada por una entidad externa de conformidad al procedimiento establecido en el número 6) del artículo 4°.

Esta bonificación anual corresponderá al personal que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación de la calidad de atención a los usuarios, y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la respectiva cuota de la bonificación. A esta bonificación se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

Artículo 2º.- El monto anual que corresponderá a cada funcionario por concepto de la bonificación será el equivalente en unidades de fomento a $813.600, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo siguiente. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009. La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales. 

La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal, tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud. 

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional, consignado en el artículo siguiente.  

Artículo 3°.- El personal a que se refiere el artículo 1° de esta ley tendrá derecho a un bono no imponible destinado a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la bonificación a que se refieren los artículos precedentes, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre la base imponible a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 

20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 

25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 

21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 

Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, el bono a que se refiere el inciso anterior será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida bonificación, le corresponda efectuar al trabajador. 

Este bono compensatorio se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.

Artículo 4°.- La concesión de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:

1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a la tabla del número 3), el índice de satisfacción neta del usuario. Se entenderá por índice de satisfacción neta el porcentaje que resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que efectúen una buena calificación sobre la calidad de atención proporcionada por el Servicio de Registro Civil e Identificación y aquel porcentaje de aquellos que califiquen de manera deficiente dicha calidad de atención.  Mediante un reglamento, expedido por el Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda se determinará la puntuación requerida a través de nota, porcentaje u otro factor análogo de evaluación que se considerará para efectos de calificar como buena o deficiente la calidad de atención prestada a los usuarios por el servicio, así como cualquier otra norma necesaria para la adecuada concesión de la bonificación.

2) Para todos los efectos legales y reglamentarios el índice de satisfacción neta de los usuarios que se considerará como base será el determinado para el año 2009 de conformidad a las reglas fijadas en el artículo segundo transitorio de esta ley.

3) El grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en función del índice alcanzado el año inmediatamente anterior conforme a la siguiente tabla:

	Índice de Satisfacción Neta
	Exigencia de crecimiento del Índice 

	Bajo 40% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	3% anual

	Entre el 40% y  menos de 60% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	2% anual

	Entre 60% y menos del 65% de nivel  satisfacción neta de los usuarios
	1,5% anual

	Entre el 65% y más de nivel de satisfacción neta de los usuarios
	0,5% anual


4) Alcanzado el índice de satisfacción neta de los usuarios equivalente al 70%, la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá en función de la mantención de dicho nivel de satisfacción.

5) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el incremento que haya experimentado el índice de satisfacción neta de los usuarios respecto al fijado para el año inmediatamente anterior:

100% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla el 90% o más del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

85% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 90% e igual o más del 80% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

70% de la bonificación en el evento que el Servicio del Registro Civil e Identificación cumpla menos del 80% e igual o más del 70% del crecimiento del índice fijado para el año respectivo.

Cualquier cumplimiento inferior al 70% del crecimiento del estándar fijado para el año respectivo no dará derecho a bonificación alguna. 

6) La evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se efectuará anualmente en el mes de septiembre del año respectivo, mediante un instrumento de evaluación a los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, la que se sujetará a las siguientes reglas:

a) La evaluación se aplicará tanto respecto de los usuarios individuales como institucionales. La ponderación que se asigne a los usuarios individuales e institucionales respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos. Con todo, la opinión de los usuarios individuales siempre deberá tener una ponderación mayor que la de los institucionales.

b) La evaluación se efectuará tanto respecto de los servicios presenciales como los prestados a través de plataforma electrónica por el Registro Civil e Identificación. La ponderación que se asigne a los servicios presenciales y los prestados a través de la plataforma electrónica respecto del total de la muestra será determinada anualmente por resolución exenta del Ministerio de Justicia, visada por la Dirección de Presupuestos.

c) La evaluación no considerará variables de carácter externo que pueden incidir en el usuario a la hora de valorar dicha calidad pero que no son imputables al servicio que prestan los funcionarios. La determinación de las variables externas que no deben considerarse en la evaluación se efectuará anualmente mediante resolución exenta del Ministerio de Justicia visada por la Dirección de Presupuestos. Mediante igual procedimiento, se podrá efectuar un ajuste al grado de crecimiento del índice de satisfacción neta de los usuarios, en el evento que el Servicio asuma nuevas funciones que incidan de manera relevante en el cumplimiento del incremento del estándar fijado para el año respectivo. 

d) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas o instituciones que hayan tenido contacto con el Servicio de Registro Civil e Identificación a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción neta del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional. 

e) La evaluación será aplicada por una entidad externa. Dicha entidad será seleccionada y contratada por el Ministerio de Justicia a través de licitación pública, debiendo las respectivas bases de licitación ser visadas por la Dirección de Presupuestos.

f) Para efectos de la evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios se aplicará el instrumento de evaluación diseñado para el año base de conformidad a lo previsto en el artículo segundo transitorio.

7) Mediante decreto expedido en el mes de diciembre de cada año, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, suscrito por los Ministros de Justicia y Hacienda, se señalará el índice de satisfacción neta de los usuarios, alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto del año anterior. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá para el año siguiente, según el grado de crecimiento experimentado por el índice de satisfacción neta de los usuarios. Para la dictación de este decreto se tomará como antecedente el resultado de la evaluación a que se refiere el número anterior. El referido decreto consignará, además, en función del índice de satisfacción neta de los usuarios alcanzado en el año respectivo el porcentaje de incremento exigido para el año siguiente, de conformidad a la tabla establecida en el número 3) del presente artículo.  

8) El Ministerio de Justicia deberá generar canales que permitan la participación del Servicio y los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del índice de satisfacción neta de los usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través del Subsecretario de Justicia, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiere o del delegado del personal, en su caso. 

Artículo 1° transitorio.- Durante el año 2009, el personal de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación, tendrá derecho a una bonificación anual equivalente en unidades de fomento a $ 657.627, valor que incluye el bono compensatorio a que se refiere el artículo 3° de esta ley. Para estos efectos se considerará la unidad de fomento vigente al 31 de enero de 2009.

La expresión en unidades de fomento se efectuará considerando dos decimales.

Esta bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. Tendrá carácter tributable e imponible para fines de previsión y salud.

El monto anual expresado en unidades de fomento, a que se refiere el inciso primero, se pagará en ocho cuotas mensuales iguales conjuntamente con las remuneraciones correspondientes a los meses de enero, febrero, abril, mayo, julio, agosto, octubre y noviembre. Para determinar el valor mensual se estará al valor de la unidad de fomento del día primero del mes en que corresponda efectuar el pago de la cuota respectiva. Las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La base imponible para pensiones y salud conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente, se determinará rebajando de la cantidad señalada en el inciso anterior la cotización que proceda conforme el sistema previsional consignado en el artículo 3° de esta ley.  

El pago de las cuotas que de conformidad a este artículo se hayan devengado a la fecha de publicación de la presente ley se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley.

De presentarse la condición señalada en el inciso anterior, para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentra afecta la presente bonificación durante dicho período, se distribuirá su monto en proporción a los meses  que éste corresponda y los cuocientes se sumarán a las remuneraciones mensuales que correspondan. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

A este beneficio, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

Artículo 2° transitorio.- La determinación del índice de satisfacción neta de los usuarios del año 2009, que para todos los efectos legales y reglamentarios será el año base, se efectuará mediante evaluación efectuada por una entidad externa contratada, mediante licitación pública, por el Ministerio de Justicia. Para estos efectos, las bases de licitación deberán ser visadas por la Dirección de Presupuestos.

Para los efectos previstos en el inciso anterior, previamente se licitará el diseño del instrumento que deberá aplicar la entidad externa  a fin de evaluar la calidad neta de satisfacción del usuario. Esta licitación pública será efectuada por el Ministerio de Justicia, debiendo la Dirección de Presupuestos visar las bases de licitación respectivas, así como integrar el equipo técnico que actúe como contraparte de la entidad que se adjudique el diseño del instrumento de evaluación. 

En el evento que el índice de satisfacción neta de los usuarios determinado para el año base, de conformidad al procedimiento contemplado en el inciso primero, fuere superior a un 60% de satisfacción por parte de los usuarios en función de la atención prestada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, durante los años 2010 y 2011 la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de esta ley se concederá sin necesidad de exigir el crecimiento del índice determinado para el año base. Sin perjuicio de lo anterior, se efectuará las evaluaciones correspondientes a los años respectivos. 

De darse el supuesto previsto en el inciso anterior, el estándar que se considerará para determinar el incremento exigido a partir del año 2012 será el que se haya fijado para el año base.

Si el índice de satisfacción neta del año base fuere inferior al 60%, la evaluación para determinar el grado de crecimiento efectivo del referido índice, para efectos del pago de la bonificación a que se refieren los artículos 1° y 2° de la presente ley durante el año 2010, se efectuará a más tardar en el mes de diciembre del año 2009.

Artículo 3° transitorio.- Concédese, por una sola vez, un bono a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio de Registro Civil e Identificación de un monto $ 150.000 para los funcionarios que en el mes anterior al pago del beneficio hayan obtenido una remuneración líquida igual o inferior a $ 750.000 y de $ 100.000 a los funcionarios que a esa misma fecha tengan remuneraciones líquidas superiores con un tope de $ 1.200.000 líquido. El bono se pagará en el mes siguiente al de publicación de esta ley conjuntamente con las remuneraciones del mes respectivo. 

Para efectos de este artículo se considerará remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. Este bono no será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno y se le pagará al personal en servicio a la fecha del pago.

Artículo 4° transitorio.- Facúltase al Presidente de la  República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas  necesarias para regular las siguientes materias:

1) Modificar la planta de personal de directivos del Servicio de Registro Civil e Identificación, permitiendo la creación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. El Jefe de Servicio mediante resolución, y sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, encasillará en los cargos que se creen en virtud del ejercicio de esta facultad a personal de dicha planta que está nombrado en cargos en calidad de titular aunque no cumpla los nuevos requisitos que se fijen en virtud de lo dispuesto en el número 2) del presente artículo. 

La modificación a la planta a que se refiere el inciso anterior entrará en vigencia una vez practicado el encasillamiento respectivo.

El encasillamiento del referido personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.

c) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

d) No podrá significar un aumento de los cargos que conforman la planta de directivos  del Servicio de Registro Civil e Identificación como tampoco de la dotación máxima de personal fijada a la institución para el año en que se ejerza la facultad.

2) Modificar o establecer, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de las plantas de personal del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos de la permanencia en el cargo respecto de quienes se desempeñan en calidad de titulares o a contrata en el  servicio a la fecha de entrada en vigencia de él o los  decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo.

Artículo 5° transitorio.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a  los ingresos propios que genere el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.
- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 13 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo. 


Sala de la Comisión, a 14 de abril de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE PERFECCIONAMIENTO A NORMATIVA QUE REGULA LOS GOBIERNOS CORPORATIVOS DE EMPRESAS 

(5301-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

Cabe hacer presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, la Ministra subrogante, señora María Olivia Recart, y los asesores señora Jacquelline Saintard y señores Héctor Lehuedé y Rodrigo González.

En la misma calidad concurrieron, además, el académico de la Universidad de Los Andes, señor Marco Antonio González, y el economista señor Álvaro Clarke.

- - -

NORMA DE QUÓRUM

A juicio de vuestra Comisión, el artículo 241 contenido en el número 43) del artículo 1º del proyecto de ley, debe ser aprobado como norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del número 23º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental. 
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley busca perfeccionar la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Ley Nº 18.045, Ley de Mercado de Valores.

· Ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas.

· Código de Comercio.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la Presidenta de la República señala, en primer lugar, que el Centro de Gobierno para la Empresa ha definido gobierno corporativo como “el conjunto de instancias y prácticas institucionales, en el proceso de toma de decisiones de la empresa, que contribuyen a la creación sostenible de valor en un marco de transparencia y responsabilidad empresarial, alineando incentivos y promoviendo el respeto a los derechos de los accionistas y grupos de interés que participan directa o indirectamente en la empresa”.

Enseguida, da cuenta de la importancia que el  gobierno corporativo reviste, en primer término, porque regula las relaciones entre el cuerpo directivo de una empresa, su administración, sus accionistas y otras partes interesadas, asegurando un tratamiento equitativo entre los mismos y la transparencia en el mercado. En esa consideración, las prácticas de gobierno societario son de gran importancia tanto para la empresa en particular como para el mercado en su conjunto, toda vez que las relaciones referidas generan señales y efectos que contribuyen a perfilar este último, incidiendo favorablemente en el desarrollo de los mercados financieros y el desempeño de la economía.

En segundo lugar,  porque utiliza mecanismos que estructuran de manera óptima los objetivos de las empresas, determinando los medios que pueden utilizarse para alcanzar dichos objetivos y supervisar su cumplimiento. En ese contexto, mejores gobiernos corporativos son indispensables para el surgimiento de empresas más eficientes y que alcanzan sus resultados de manera sustentable, teniendo presente no solamente los intereses de determinados accionistas, sino de todos los actores involucrados, incluidos sus clientes, proveedores y las comunidades con que las empresas se relacionan. 

En concreto, añade, la existencia de un gobierno societario eficaz, que se ajuste a los estándares internacionales de gobierno corporativo y a los niveles de cumplimiento de los países desarrollados, genera beneficios económicos relevantes. A modo ilustrativo, un buen gobierno corporativo mejora sustancialmente tanto la gestión de las propias empresas como la percepción y confianza de los accionistas y del mercado, lo que se refleja en menores costos de capital y mayor dinamismo del mercado de capitales. Ello redunda, en definitiva, en un mayor crecimiento de la economía del país.

Realizando un diagnóstico de la realidad de los gobiernos corporativos en Chile, el Mensaje refiere que si bien recientes estudios nacionales e internacionales indican que nuestro país presenta, en general, un grado de cumplimiento razonable de los estándares de regulación, se evidencia que aún existen áreas que requieren de reforma y perfeccionamiento. Las prácticas de gobierno corporativo, destaca, se encuentran en permanente perfeccionamiento y evolución, adaptándose a las experiencias y lecciones extraídas de acontecimientos y casos críticos, poniendo constantemente a prueba la regulación existente. 

En particular, dos recientes estudios en materia de gobiernos corporativos de empresas chilenas han ofrecido recomendaciones y sugerencias sobre aspectos en que es necesario corregir el funcionamiento de nuestras empresas. El primero de ellos, a modo de ejemplo, ha destacado que los directorios no están cumpliendo el rol estratégico que les correspondería. En efecto, sobre la base de encuestas, concluye que cerca de un cuarenta por ciento de las decisiones de la empresa se adoptan fuera del directorio y, más grave aun, directamente por el accionista controlador. Asimismo, los resultados muestran que sólo un número muy reducido de empresas poseen métodos que evalúen el desempeño de los directores, lo que resulta del todo contradictorio con su importancia dentro de la empresa y con una cultura empresarial en que se busca medir el desempeño de prácticamente todos los demás actores relevantes.
El segundo estudio, a su turno, recomienda que las empresas se comprometan formalmente a aplicar buenas prácticas de gobierno societario y que monitoreen continuamente su funcionamiento, comunicando al mercado los cambios relevantes que se produzcan. Para estos fines, se destaca la necesidad de perfeccionar los mecanismos de divulgación de información al mercado, adoptar las políticas para prevenir el uso de información privilegiada, potenciar el funcionamiento del directorio e incorporar directores independientes, entre otras. 

A continuación, el Mensaje explicita los cuatro principios fundamentales de la iniciativa legal en análisis: 

1. Transparencia.

El proyecto busca aumentar el flujo de información al mercado, permitiendo a los accionistas y al regulador una mejor supervisión y evaluación de la empresa. La experiencia internacional indica que es indispensable que las empresas realicen un esfuerzo tendiente a ordenar, procesar y entregar información relevante a sus accionistas y al mercado, debiendo poner especial cuidado en que el acceso a esta información se pueda lograr en forma oportuna, precisa e igualitaria. 

Por otra parte, el deber de velar porque no se abuse de la información privilegiada no puede quedar solamente entregado a la autoridad, puesto que es en directo interés de los accionistas de la empresa evitar que ello ocurra. En razón de lo anterior, el directorio debe ejercer un rol insustituible en la definición de políticas que promuevan la transparencia y definir, a través de directrices claras y eficientes que atiendan la realidad de la empresa, las normas que regulen las transacciones de los principales ejecutivos y directores de la empresa. En ésta y otras materias similares, el proyecto de ley encomienda a la Superintendencia que, sin perjuicio de sus facultades normativas generales establecidas en conformidad a su ley orgánica, dicte normas de carácter general que contribuyan a la formulación y mejor funcionamiento de las mencionadas políticas.

2. Corregir asimetrías de información, reducir los costos de información y coordinación.

Los accionistas, indica el Mensaje, especialmente si son dueños de un porcentaje menor de la empresa, no tienen incentivos suficientes para recabar la información, ni pueden coordinarse fácilmente para hacer valer sus derechos, situación que genera graves problemas de agencia y riesgos de abuso por parte de quienes tienen ventajas de información y coordinación. En ese escenario, se genera reticencia a invertir por parte de pequeños inversores lo que, en definitiva, deriva en una menor profundidad y desarrollo del mercado. 
En particular, el abuso en perjuicio de los minoritarios puede originarse en transacciones desfavorables con partes relacionadas, apropiación de oportunidades comerciales y uso de información privilegiada, entre otros. 

En consideración a lo anterior es que se proponen mecanismos que persiguen que los accionistas y el público obtengan acceso a información completa y oportuna, disminuyendo los problemas de asimetría de información, agencia y riesgos de abuso. 

3. Fortalecimiento de los derechos de los accionistas minoritarios.

En concordancia con lo previamente señalado, y como forma de resolver los problemas planteados que afectan negativamente a los accionistas minoritarios y al mercado, el proyecto identifica la figura del director independiente como el mecanismo idóneo para la defensa de dichos actores. En efecto, el director independiente, actuando a través del comité de directores, se configura como la herramienta más eficaz y eficiente para proteger a los minoritarios y mejorar el flujo de información al mercado, sin privar a los accionistas controladores de sus legítimos derechos. 

4. Autodeterminación. 

En la medida de lo posible, los accionistas, a través de la junta o del directorio, deben tomar las decisiones claves acerca de cómo proceder en casos individuales, atendiendo a las circunstancias particulares de cada empresa y sus preferencias. 

De acuerdo con los reseñados principios básicos, prosigue el Mensaje, se asegura una adecuada y oportuna divulgación de información, evitando las asimetrías que generan distorsiones y permitiendo, a su vez, que los accionistas puedan adoptar las mejores decisiones para cada caso, en atención a la realidad de la empresa. 

En cuanto al contenido del proyecto de ley, finalmente, el Mensaje resalta las siguientes nueve materias:

1. Incremento de la divulgación de información al mercado, a través de varios mecanismos:

a.
El directorio deberá preparar y actualizar una lista de los ejecutivos principales de la empresa.

b.
Los sujetos obligados a comunicar sus transacciones en acciones de la compañía deberán hacerlo en tiempos más breves y por sistemas más expeditos que los actuales, acorde con la velocidad a la que funcionan los mercados.

c.
Los ejecutivos principales deberán informar públicamente su posición en valores de la sociedad y del grupo, y reservadamente su posición en valores de los principales clientes, proveedores y competidores. 

d.
El directorio deberá definir una política que asegure el flujo de información al mercado en el menor tiempo posible, con un responsable definido, y deberá revelar información a todos los accionistas de manera simultánea, reduciendo las ventajas informativas de quienes tienen mayor cercanía con la administración.

2. Uso de información privilegiada. Al efecto se propone:

a.
Agregar la prohibición de vender los valores cuando se está en posesión de información privilegiada. Este supuesto había sido omitido por la ley actual y ya había sido objeto de una moción en idéntico sentido presentada por los diputados señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carlos Montes Cisternas, Eduardo Saffirio Suárez y Patricio Vallespín López (Boletín Nº 4.834-05), actualmente en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.

b.
Distinguir la presunción de posesión de información (aplicable a los sujetos que se desempeñan dentro de la administración de la empresa) de la presunción de acceso a la información (aplicable a actores que interactúan con la administración, sin ser parte de ella), lo que se traducirá en un estándar más alto para los primeros.

c.
Exigir a los corredores y agentes de valores adoptar y hacer públicas las políticas que regulen las obligaciones y responsabilidades por el mal uso de la información de transacciones de sus clientes o de recomendaciones de sus analistas.

d.
Establecer que es responsabilidad del directorio que las empresas adopten y hagan pública una política interna que determine las obligaciones y responsabilidades de sus ejecutivos principales respecto de la transacción de valores de la compañía, pudiendo optar por alguna de las alternativas contenidas en un repertorio que ofrece la ley (prohibición temporal, restitución a la empresa de las utilidades obtenidas en periodos determinados, prohibición total, etc.) y por una multa prevista en la ley, cuyo monto es a lo menos igual al beneficio ilegítimamente obtenido. 

3. En relación con los directores independientes, las propuestas son el siguiente sentido:

a.
Se pretende exigir que toda sociedad con alta capitalización bursátil, deba integrar al menos un director independiente a su directorio. Se entiende por tal a aquel que no mantiene ninguna vinculación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, de un modo que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio.

b.
Se presume la dependencia, que impide ser director independiente, cuando ha existido, durante los últimos dieciocho meses, una serie de vinculaciones con la sociedad, entre las que destacan las de dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, así como la relación de parentesco y otras.

4. Comité de directores. A este respecto, el proyecto propone lo siguiente:

a.
Deberá estar siempre constituido por una mayoría de independientes.

b.
Deberá tener un presupuesto mínimo que le permita acceder a las herramientas necesarias para realizar una labor eficaz y acorde a sus funciones.

c.
Tendrá mayores funciones y atribuciones, de manera que constituya una herramienta que promueva y facilite el mejor gobierno de la empresa.

d.
Se facilita su acceso a los accionistas, al incluir su informe anual en la memoria de la compañía.

5. En relación con las operaciones con partes relacionadas y conflictos de interés, el proyecto postula:

a.
Crear un nuevo Título en la Ley sobre Sociedades Anónimas, que regula estas operaciones para las sociedades anónimas abiertas.

b.
Establecer un procedimiento reglado para resolver los conflictos, que contiene la obligación de explicitarlos y exige que los directores comprometidos se abstengan de votar, pero no de dar su opinión.

c.
Otorgar mayor protagonismo al comité de directores para velar por los intereses de los minoritarios en estos casos.

d.
Permitir que operaciones con partes relacionadas que son habituales, de bajo monto o que se realizan con filiales, sean realizadas con una simple aprobación del directorio.

6. Funcionamiento de la junta de accionistas. A su respecto se propone:

a.
Potenciar el funcionamiento, estableciendo medidas que buscan que los accionistas dispongan de más y mejor información con la cual poder ejercer su voto.

b.
Establecer la obligación de entregar información, efectuar citaciones y publicar la memoria, entre otros, vía sitio en Internet para las compañías que dispongan de tales medios.

c.
Aumentar las decisiones de la junta que requieren del quórum de 2/3 de las acciones emitidas con derecho a voto, en lo que dice relación con la independencia de los auditores y respecto de la venta de los activos o negocios de sus filiales, cuando sean relevantes.

7. Voto de accionistas. Al efecto: 

a.
Se perfeccionan las normas que regulan el voto de los accionistas, permitiendo que las empresas adopten, con autorización de la Superintendencia, mecanismos de voto a distancia que incentiven una mayor participación de minoritarios.

b.
Se regula el voto de los agentes de valores y corredores de bolsa, quienes no podrán votar por las acciones que mantienen bajo su custodia si no cuentan con instrucciones expresas de sus clientes.

c. 
Se establece que el controlador debe votar primero y públicamente, de manera de dar a conocer claramente su opinión a los accionistas minoritarios.

d.
Se exige que toda materia de decisión en que existan dos o más opciones debe estar fundamentada por escrito, y dichos fundamentos deben ser puestos a disposición de los accionistas con anticipación a la junta.

e.
Los candidatos a director independiente deben ser anunciados con anticipación, y en su elección el voto del controlador no será decisivo.

8. Auditoría externa. En este ámbito se propone:

a.
Elevar los estándares aplicables a los auditores externos, de manera de garantizar una mayor seguridad e idoneidad técnica. Para estos efectos, se introducen normas que buscan asegurar la rigurosidad de los informes de auditoría y la obligación de los auditores de asistir a la junta para responder las preguntas de los accionistas. Asimismo, se imponen ciertas prohibiciones e incompatibilidades para los socios de las empresas de auditoría externa.

b.
Requerir un quórum de 2/3 de las acciones emitidas con derecho a voto para adoptar la decisión de renovar a los auditores o para autorizarlos a prestar a la empresa servicios complementarios a la auditoría, cuando ello pueda generar riesgo de falta de independencia.

9. Perfeccionamientos a las Ofertas Públicas de Adquisición de Acciones (OPAs). A este respecto se propone:

a.
Eliminar la obligación de una segunda OPA cuando el controlador adquiere 2/3 de las acciones en una OPA por el 100% que ha resultado exitosa.

b.
Generar un derecho a retiro a favor de los minoritarios cuando el controlador alcanza un 95% de participación por la vía de una OPA por el 100% que ha resultado exitosa, de manera de no dejarlos sin influencia ni liquidez. Además, se confiere al controlador el derecho para comprar las acciones de aquellos accionistas que no hayan ejercido su derecho a retiro, permitiéndole al primero tomar control total de la compañía pagando el precio justo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Los representantes del Ministerio de Hacienda efectuaron una presentación del siguiente tenor:

Proyecto de ley de gobiernos corporativos

¿Por qué reformar el marco legal de los gobiernos corporativos de las empresas?.
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Where are investors protected—and where not?

Most protected Rank Least protected Rank
New Zealand 1 Guinea 169
Singapore 2 Micronesia 170
Hong Kong, China 3 Palau 7
Malaysia 4 Venezuela 172
Canada 5 Djibouti 173
Israel 6 Suriname 174
United States 7 Swaziland 175
Ireland 8 Lao PDR 176
South Africa 9 Tajikistan 177
United Kingdom 10 Afghanistan 178

Ranking ubica a los paises de acuerdo a la fuerza de su
proteccion a los inversionistas. 4




- Porque debemos cautelar la confianza de 8 millones de afiliados a las AFPs y más de un millón de partícipes en fondos mutuos.

- Porque la evaluación de organismos internacionales (ROSC, Banco Mundial) y muchos otros estudios demuestran que nuestros estándares distan de ser los óptimos. De hecho, en estos días la OCDE está analizando nuestra normativa, en el contexto del ingreso de Chile a esa organización.

- Porque queremos un mercado sólido y dinámico, que financie los proyectos de nuestros emprendedores y el crecimiento de este país con liquidez y buenas prácticas, que atraigan a los institucionales extranjeros que representan buena parte de la inversión mundial.
- Porque existen incentivos cruzados ineludibles en esta materia: Puesto que así como alentamos las aperturas bursátiles mediante incentivos tributarios, debemos ofrecer protección a los inversionistas que compran esas acciones. Sobreproteger puede inhibir aperturas, mientras que los abusos pueden alejar a los inversionistas.  

- Por otro lado, sabemos que sobre-regular aumenta los costos y entraba los negocios, pero la falta de regulación es también dañina. No podemos seguir esperando una autorregulación voluntaria que nunca llega y que, además, no es sustituto perfecto del marco legal de un país, según demuestra la evidencia internacional. 

El equilibrio es la clave. Eso buscamos.
¿Qué reformas incorpora el proyecto?.
Reformas principales del proyecto:
- Distinción entre emisores de valores de oferta pública y sociedades anónimas abiertas.

- Divulgación de información al mercado.

- Uso de información privilegiada.
- Directores Independientes y Comité de Directores.
- Operaciones con partes relacionadas y conflictos de interés.
- Funcionamiento de la Junta de Accionistas y voto de accionistas.
- Regulación de auditoría externa. 
- Perfeccionar aspectos de las OPAs.
Emisores de valores y anónimas abiertas.
Superposición actual. Hoy existe confusión entre los requisitos aplicables a sociedades anónimas abiertas (que debieran estar solamente en la ley de sociedades anónimas) con los aplicables a emisores de valores (que debieran estar solamente en la ley sobre mercado de valores). La propuesta busca separar los requisitos en dos categorías claras, cada una en su respectiva ley, de manera que sociedades anónimas abiertas que no hagan emisión de valores de oferta pública se rijan por un estatuto diferente del que se aplica a los emisores de oferta pública.

Focalización. Esto facilita el trabajo de las Superintendencias y permite una mejor focalización hacia los emisores de instrumentos que son relevantes para el mercado de capitales. Al mismo tiempo, libera de carga burocrática a empresas que no comprometen la fe pública al no hacer oferta pública de sus valores.
Divulgación de información al mercado.
Ejecutivo principal. Se redefine, recurriendo a su “capacidad de planificar, dirigir o controlar la conducción superior de los negocios o la política estratégica de la entidad, ya sea por sí solo o junto con otros”. No importa el título y se le imponen mayores responsabilidades, como informar su posición en valores de la sociedad y del grupo y de los principales clientes, proveedores y competidores de la sociedad.

Transacciones. Los accionistas que controlen 10% o más de las acciones de la sociedad y los ejecutivos principales, deben informar de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, que efectúen de valores de esa sociedad. Reporte en el mismo día y por medio de tecnología. Incluye derivados. 
Divulgación de información al mercado.
Política Interna (autorregulación). Además de la regulación existente, el directorio debe definir una política conforme a la cual la información esencial sea comunicada y difundida inmediatamente. No es excusa para no informar el que no haya sesión de directorio. Directorio responsable. Menor plazo para hechos reservados. 

Igualdad y Simultaneidad. Será responsabilidad del directorio que la información de la sociedad no sea divulgada a uno o más potenciales inversionistas, antes de ser puesta a disposición de todos los accionistas y el público. Se entenderá que se cumple con este requisito cuando simultáneamente a dicha divulgación, se proporcione la misma documentación o presentaciones en el sitio en Internet de la sociedad.

Divulgación de información al mercado.
Accionistas informados. Es responsabilidad del directorio, delegable, la custodia de los registros sociales y que éstos sean llevados con vigencia y regularidad. Asimismo, que la memoria, el informe de los auditores externos y los estados financieros auditados de la sociedad, deban ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet.

Oportunidad efectiva de votar. Las materias sometidas a voto de la junta deberán llevarse individualmente a votación, salvo que, por acuerdo unánime, se proceda por aclamación. Se exige informar a los accionistas la forma de obtener copias de los documentos que fundamentan las opciones sometidas a voto, que deberán además ponerse a disposición en Internet.

Uso de información privilegiada.
Autorregulación: política interna. Más allá de la prohibición legal de transar con información privilegiada, se hace responsable al directorio de velar porque no se abuse de los accionistas, para lo cual deberán adoptar y hacer pública una política interna que determine las reglas conforme a la cuales los ejecutivos principales podrán adquirir o enajenar, directa o indirectamente, valores de la sociedad (incluye derivados). La ley ofrecerá alternativas de restricción de manera de reducir los costos de implementar la política: Una prohibición total y permanente de transar con acciones de la compañía, una prohibición total y transitoria de transar con acciones de la compañía, llamado período de “black-out”, definido por el directorio en atención a los eventos y procesos de la empresa, o una regla que impida o limite la “timba”, estableciendo un tiempo mínimo de tenencia de las acciones que adquieran los ejecutivos.
Presunciones de posesión más focalizadas. Se establecen presunciones diferenciadas según si los sujetos son “insiders” (ejecutivos principales del emisor o del inversionista institucional, así como las entidades controladas, directa o indirectamente, por ellos, los ejecutivos principales del controlador del emisor o del inversionista institucional, etc.) o “outsiders” (los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa, los ejecutivos principales y miembros de los consejos de clasificación de las sociedades clasificadoras de riesgo, las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor o inversionista institucional, etc.), lo que permite ser más exigente con unos y facilitar el descargo de la responsabilidad de los otros. 
“Front running”. Se establece la obligación para corredores y agentes de valores de adoptar y hacer pública una política que regule los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que les serán aplicables en el manejo de la información de las decisiones de adquisición, mantención o venta de sus clientes, así como de sus estudios y recomendaciones.

Difusión de Rumores y Noticias Falsas. En el artículo 61 y siguientes de la Ley de Mercado de Valores se mejora la regulación de las sanciones por difusión de rumores e informaciones mal intencionadas sobre un emisor o sus valores.

Directores Independientes.
Obligación. Toda sociedad con capitalización bursátil sobre UF 1 MM y 12,5% de sus acciones en poder de los minoritarios deberá contar con al menos un director independiente.

Nueva definición. “No mantiene ninguna vinculación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio”.

Presunción de dependencia. económica, profesional, crediticia o comercial; relación de parentesco; principales proveedores, clientes o competidores del giro de la sociedad, entre otras.

Comité de directores.
Integración. Comité debe estar siempre integrado por una mayoría de independientes. Si hay solamente un independiente, se le otorga voto controlador del comité, de manera de asegurar su funcionamiento independiente de la administración.

Presupuesto. Debe tener un presupuesto mínimo para poder ser eficaz y sus miembros deben tener una remuneración acorde a sus mayores funciones.

Aumenta sus obligaciones y su acceso a los accionistas. Sin reemplazar al directorio, se le permite tener mayor oportunidad de revisar la marcha de la empresa, revisar las operaciones con partes relacionadas y la interacción con los auditores, proponiendo al directorio la mejor forma de proceder. 
Partes relacionadas y conflictos de interés.
Nuevo Título. Se recoge la normativa del proyecto anterior, generando un nuevo Título en la Ley sobre Sociedades Anónimas que regula estas operaciones para las sociedades anónimas abiertas. Establece un procedimiento reglado para resolver los conflictos. Obliga a explicitar los conflictos y a que los directores comprometidos se abstengan de votar pero no de dar su opinión. Da mayor protagonismo al comité de directores para velar por los intereses de los minoritarios. Permite que ciertas operaciones con partes relacionadas pero que son habituales, de bajo monto o que se realizan con filiales sean realizadas con una simple aprobación del directorio.

Funcionamiento de la junta y voto.
Más información. Se potencia el funcionamiento de la junta de accionistas al establecer una serie de medidas que buscan que los accionistas dispongan de más y mejor información con la cual poder ejercer su voto. Se establece la obligación de entregar la información, informar de citaciones y publicar la memoria, entre otros, vía sitio web para las compañías que disponen de uno. Se exige que toda materia de decisión en que existan dos o más opciones debe estar fundamentada por escrito y esos fundamentos deben ser puestos a disposición de los accionistas con anticipación.

Más participación. Se perfeccionan las normas que regulan el voto de los accionistas permitiendo que las empresas adopten, con autorización de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), mecanismos de voto a distancia que incentiven una mayor participación de minoritarios. Se regula el voto de los agentes-custodios, quienes no podrán votar si no cuentan con instrucciones expresas. 

Auditoría externa. 
Estándares internacionales. Se elevan los estándares aplicables a los auditores externos de manera de garantizar una mayor seguridad e idoneidad técnica. Se establecen normas que buscan asegurar la rigurosidad de los informes de auditoría y la obligación de los auditores de asistir a la junta para responder las preguntas de los accionistas.

Independencia. Se prohíben algunos y se restringen otros de los servicios que los auditores pueden prestar a la empresa, en paralelo a la auditoría, para evitar la pérdida de independencia. Se establece que los auditores deberán informar a las empresas si han obtenido de ellas, en el año anterior, un porcentaje de sus ingresos que hace peligrar su independencia, entre otras materias.

Perfeccionar aspectos de las OPAs.
Segunda OPA. Se elimina la obligación de una segunda OPA cuando el controlador adquiere 2/3 de las acciones en una OPA por el 100% que ha resultado exitosa. Se regulan aspectos prácticos no resueltos y que generaban incertidumbres.

Derecho a retiro. Siguiendo la experiencia internacional, se genera un derecho a retiro a favor de los minoritarios cuando el controlador alcanza un 95% de participación por la vía de una OPA por el 100% que ha resultado exitosa, de manera de no dejarlos atrapados sin influencia ni liquidez.

Derecho de compra. En ese mismo caso, se genera el derecho del controlador de poder comprar las acciones de los accionistas que no hayan optado por ejercer su derecho a retiro, lo que en el derecho anglosajón se denomina “squeeze out”, que le permite tomar control total de la compañía pagando el precio justo.
A continuación, la Honorable Senadora señora Matthei consultó por cómo se precaven eventuales casos en que un director independiente, representante de accionistas minoritarios que a la vez son dueños de una empresa de la competencia, por ejemplo, tenga como objetivo primordial el entorpecimiento de la administración de la sociedad. 

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé, indicó que una situación como la descrita podría verificarse cuando un minoritario reúna una participación social en torno al 10% o 15%, caso en el que se estaría en presencia de un tremendo conflicto de interés al interior del directorio, por tratarse de un director relacionado con un competidor de la compañía. Este director debiera, desde luego, abstenerse de participar en cualquier discusión concerniente a dicha compañía. A estos efectos, resaltó que previo a su designación, el candidato a director independiente debe suscribir una declaración jurada afirmando tal calidad, siendo responsable de los perjuicios civiles en caso de falsedad. 

En la siguiente sesión, la Comisión conoció las  opiniones, respecto del proyecto en análisis, del economista señor Álvaro Clarke y del académico de la Universidad de Los Andes, señor Marco Antonio González.

El señor Clarke, en primer lugar, hizo ver que una iniciativa de esta naturaleza, necesaria para una optimización en el funcionamiento de los gobiernos corporativos, cobra mayor relevancia en el marco actual de crisis económica mundial, pues el debate girará en torno a cuáles son los mecanismos idóneos, como el rol que desempeñen el Estado y las instancias decisorias al interior de las compañías, para evitar que situaciones como esta puedan en el futuro repetirse. 

Sobre los diversos aspectos abordados por el proyecto, en particular, manifestó lo siguiente:

- Distinción entre emisores de valores y sociedades anónimas abiertas: dado que la ley vigente los confunde, diferenciarlos constituye sin duda un avance, pues la fiscalización que la SVS lleva a cabo, que se orienta sobre la oferta pública de valores, podrá ser adecuadamente focalizada.

- Divulgación de información al mercado: permite disminuir las asimetrías de información en el mercado financiero. La obligación de informar toda adquisición o enajenación de valores que efectúen los accionistas que controlen el 10% o más de las acciones, indicó, resulta del todo conveniente, pues es dable suponer que tanto éstos como los ejecutivos principales de una compañía cuentan con cierta información que el resto de los accionistas ignora.    

La política interna de autorregulación, a su vez, contribuye a evitar que cualquier persona, al interior de una compañía, difunda noticias que no se encuentra en posición de hacer públicas, por lo que se hace responsable al directorio de su implementación. Así se ha experimentado en el derecho norteamericano, por ejemplo, donde se advirtió que desde muchas compañías emanaba información de distintas fuentes, que alteraba el precio de las acciones y hacía obtener ganancias sólo a ciertos ejecutivos. Uniformar estas materias, agregó, posibilitará que la fuente de información sea una sola, resguardando la igualdad y simultaneidad en el conocimiento de los antecedentes, a fin de evitar situaciones como que las compañías convoquen solamente a sus grandes inversionistas, en desmedro de los accionistas minoritarios.

- Uso de información privilegiada: el proyecto acoge la moderna tendencia mundial de hacer responsable al directorio de diversas materias, como es una política interna conforme a la cual los ejecutivos principales podrán enajenar valores de la sociedad. En este ámbito, resaltó, políticas como los períodos de “black-out” (prohibición total y transitoria para los directores y ejecutivos principales de transar con acciones de la compañía), o que la venta de acciones por parte de los ejecutivos pueda hacerse sólo una vez transcurrido un determinado plazo desde que las adquirieron, serían absolutamente concordantes con un adecuado uso de esta clase de información.

Respecto del “Front running” (casos en que un operador de acciones conoce la forma en que se comportará la demanda porque maneja las carteras de grandes inversionistas institucionales, por ejemplo), hizo hincapié en que la transparencia del mercado exige, como consagra el proyecto, la adopción de una política pública que regule sus procedimientos. Similar importancia, añadió, revisten las sanciones por la difusión de rumores y noticias falsas, capaces de provocar daños incluso en compañías sanas.

- Directores independientes: la nueva definición, indicó, se ajusta al concepto imperante en Estados Unidos, en orden a tener independencia ya no sólo respecto del controlador, sino respecto de la sociedad misma.

- Comité de directores: destacó que, para el cumplimiento de sus funciones de monitoreo de la compañía, cuente con un presupuesto especialmente destinado al efecto.

- Partes relacionadas y conflictos de interés: un buen gobierno corporativo debe precaver que las transacciones con partes relacionadas se lleven a cabo a precio de mercado, lo que se logra con el proyecto propuesto.

- Auditoría externa: la iniciativa se ciñe a los estándares internacionales que rigen la materia, determinados por la IFAC (Internacional Federation of Accountants) y la OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico), y que se encuentran uniformados a partir de la crisis que se vivió en los inicios de la presente década en Estados Unidos, donde algunas compañías alteraron sus estados financieros para incidir en los precios en que se transaban sus acciones, causando un enorme detrimento en la confianza en el mercado y pérdidas en el patrimonio de los accionistas. De dichos estándares, además, se espera resulten ser aún más fuertes a partir de la presente crisis mundial, de lo que se sigue que las instituciones que los recomiendan, como Basilea en el caso de los bancos y  la International Organization of Securities Comissions (IOSCO) en el de los mercados de valores, serán aún más estrictas en la exigencia de su cumplimiento, lo que repercutirá sin lugar a dudas en un país como Chile.

Algo similar, expresó, acontece al resguardarse la independencia que los auditores deben guardar respecto de las compañías a las que prestan servicios, al acogerse los estándares internacionales que sobre la materia rigen.

- Perfeccionamiento de las OPAs: lo más novedoso es el derecho de compra para el controlador sobre las acciones de los accionistas que no hayan ejercido el derecho a retiro. Se trata, indicó, de un aspecto de ordinaria ocurrencia en los mercados internacionales, pero que no fue incluido en nuestra legislación durante la tramitación de la ley de OPAs, pues luego de latas discusiones no hubo acuerdo, por estimarse que afectaba el derecho de propiedad de los accionistas minoritarios. 

Posteriormente, hizo uso de la palabra el señor González, quien manifestó que, en términos generales, el proyecto representa adecuadamente el consenso existente en torno a los perfeccionamientos que los gobiernos corporativos requieren, sin perjuicio de lo cual contiene algunas materias susceptibles de ser examinadas y, eventualmente, modificadas, que se pueden agrupar en los siguientes temas:


1) Equilibrio entre accionistas controladores y minoritarios. A nivel mundial, señaló, se está revisando si resulta o no conveniente otorgar cada vez más derechos a los minoritarios. A partir del año 2000, la legislación nacional comenzó a entregar crecientes atribuciones a esta clase de accionistas para que pudieran ejercer mayores controles sobre la sociedad, siguiendo el modelo norteamericano en el que la propiedad de las sociedades se encuentra altamente difundida. Esta realidad, sin embargo, no se verifica en Chile, donde, en promedio aproximado, los controladores tienen el 62% de la sociedad y los minoritarios el 36%, cuestión que ha redundado en que aquéllos, para evitarse conflictos, terminen comprando las participaciones de éstos, a quienes perciben como una carga en el desarrollo societario. De suerte que seguir confiriéndoles más facultades puede resultar contraproducente con una buena administración de la sociedad, pues se requieren controladores fuertes que asuman la responsabilidad de la gestión.


Reseñó, al efecto, tres aspectos de la iniciativa en estudio que resultan atentatorios contra el pretendido equilibrio.


- La ley vigente, que entiende por independiente al director que ha sido elegido sin los votos del controlador, ha posibilitado situaciones como que un director así elegido, con los votos de los minoritarios, pueda con el tiempo volver a ser elegido, pero esta vez por los votos del controlador. Si, como el proyecto establece, se agrega a lo anterior el criterio imperante en los países desarrollados de elegir como directores independientes a personas que no tengan vínculo alguno con el controlador, lo que ocurrirá es que, en un país pequeño como el nuestro, no habrá suficientes personas naturales habilitadas para asumir ese rol. Además, privando a los controladores de la facultad de seleccionar a estos directores se está desconociendo una realidad, cual es que en varias sociedades anónimas abiertas grandes los directores más independientes son precisamente los elegidos por los controladores, que escogen a profesores universitarios o importantes economistas que, dado que tienen un prestigio profesional que resguardar, resultan ser quienes más cuestionan las decisiones de los controladores de la sociedad. 


- La expansión de las facultades del comité de directores, que son excesivamente detalladas, a su juicio, por el proyecto, en circunstancias que debieran quedar entregadas a lo que cada sociedad determine.


En el mismo sentido, hechos como contemplar para los integrantes del comité una remuneración superior a la del resto de los directores titulares, que se destine un presupuesto especial para su funcionamiento y para el financiamiento de sus asesores, o la posibilidad de constituirse en subcomités, indicó, parecen excesivas y no se condicen con la filosofía propia de una sociedad y con cuestiones que debieran ser naturales, como trabajar coordinadamente con los gerentes y el resto de la administración.


Por lo demás, añadió, los mayores costos económicos que medidas como las precedentemente señaladas irrogarían, serían demasiado onerosas para las pequeñas y medianas sociedades anónimas que pretendan abrirse al mercado. Al efecto, sostuvo que una solución sería diferenciar los estándares entre las sociedades enlistadas en las bolsas de Nueva York o Europa, de un lado, y las que sólo lo están en Chile, del otro.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Lehuedé, acotó que, en todo caso, el proyecto no viene proponiendo un esquema de mayoría de directores independientes, como lo hace la legislación norteamericana, sino sólo al menos uno, cuando la empresa tenga una presencia de accionistas minoritarios tal que justifique su presencia en el directorio.


Reseñó, enseguida, un estudio que indica que en las empresas en las cuales invierten las AFP, que cuentan con representantes de los accionistas minoritarios y con comité de directores, sus acciones valen un 14% más que las de aquellas en las que no invierten las AFP.


El señor González prosiguió con su intervención.
2) Autorregulación. Dado que el proyecto considera el sustancial avance de entregar a las empresas la responsabilidad de desarrollar culturas internas de fiscalización, sería bueno, indicó, conocer su compatibilidad con el nuevo sistema de fiscalización de supervisión basada en el riesgo que la SVS ha anunciado.

De todos modos, respecto de ciertas materias, como la difusión de información, hace falta distinguir de modo preciso si han de ser obligatorias o voluntarias, pues si no queda claro su carácter imperativo puede dar lugar al incumplimiento de prácticas que son altamente deseables.  
3) Información privilegiada. En su oportunidad, explicó, nuestro ordenamiento jurídico tomó la opción de no tolerar las transacciones con información privilegiada.  Algunas de las propuestas del proyecto, a su juicio, parecieran no ir en el mismo sentido y tienden más bien a resguardar esta clase de información.


Calificó, enseguida, como un error incluir a todos los miembros o quienes se desempeñen en el controlador entre quienes se presume poseen información privilegiada, pues si bien la cantidad de gente que puede ser perseguida por su uso es mucha, la probabilidad de sancionarla es más bien baja, por lo que resultaría más recomendable enfocarse en quienes tienen efectivamente la obligación de guardar la información, como los ejecutivos o los directores de la sociedad.


Por otra parte, hizo hincapié en que la obligación de resguardar la información privilegiada existe desde que se tiene dicha información, no desde que se tiene acceso a ella. Para quienes tengan acceso directo a ella, el proyecto establece la presunción de posesión de información privilegiada.


Finalmente, criticó que se incluya en la presunción a los convivientes de los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y liquidadores, por la dificultad probatoria que implicaría.

4) Regulaciones del mercado de valores. El proyecto de ley considera facultar, en la LMV, a la SVS para establecer, mediante normas de carácter general, cuáles tipos de oferta de valores constituyen ofertas públicas y cuáles ofertas privadas, cuestión jurídicamente discutible, por cuanto dicho concepto es el que determina la aplicación de la ley y las facultades de la Superintendencia. 
Del mismo modo, hizo ver que sería conveniente que los emisores deban previamente inscribirse como tales y sólo posteriormente proceder a la inscripción de las emisiones de valores, asunto que el proyecto prohíbe.

Respecto del derecho a voto, y a la prohibición propuesta para que los intermediarios de valores que tienen acciones en custodia puedan votar, a menos que cuenten con instrucciones expresas, señaló que se trata de un error, porque no fortalece las posibilidades de voto y porque es completamente razonable que si se entrega a alguien la confianza de tener las acciones a su nombre, se le entregue también la confianza de que pueda votar, a menos que expresamente se le prive de hacerlo.

Hizo referencia, enseguida, a que la ley actual establece la prorrata como criterio obligatorio para repartir las órdenes de OPAs, cuestión que ha sido discutida por la doctrina, que tiende a inclinarse por que exista, para quien formula la oferta, la opción de elegir entre un sistema de prorrata o por el orden de llegada de los interesados en ella. Esto pues lo que ha ocurrido, en la práctica, es una suerte de especulación por parte de accionistas minoritarios e inversionistas, que aceptan inicialmente la OPA, luego se retractan y vuelven finalmente a aceptarla, lo que causa un daño profundo al mercado. Si, en cambio, se respetara el orden de llegada, se cumple el doble objetivo respetar los intereses de los minoritarios y de obligarlos, al mismo tiempo, a manifestar preferencia, de manera de garantizar la seriedad del proceso.   
Finalizando su exposición, manifestó sus alcances puntuales respecto de los siguientes temas propuestos:

- La obligación para los directorios de las sociedades anónimas abiertas de grabar sus sesiones, salvo acuerdo unánime en contrario, puede resultar contraproducente con el ideal de transparencia que se busca, pues si se considera que normalmente las personas hablan con menos confianza cuando están siendo grabadas, podría desencadenarse un desarrollo de reuniones informales fuera del ámbito de las sesiones de directorio para tratar los temas que son propios de éste.

- El establecimiento de un período ininterrumpido que exceda de 10 días de reunión de todas las acciones de la sociedad anónima en una sola mano, para que se verifique su disolución, constituye una suerte de agonía que no logra justificarse. Más recomendable sería, opinó, zanjar definitivamente que se disuelve la sociedad o que se requieren dos socios para que pueda seguir existiendo, pero no dejar un período que da espacio a la incertidumbre.

- El derecho para el controlador, cuando así se haya establecido en los estatutos, de exigir a los accionistas minoritarios que no opten por ejercer su derecho a retiro la venta de sus acciones, siempre que haya alcanzado más del 95% de las acciones de la sociedad fruto de una OPA, no se advierte conveniente, pues viene a entregar una nueva herramienta para que el controlador pueda deshacerse de los minoritarios, obligándolos a salir de la sociedad.

- La entrega de diversas facultades a la SVS para efectuar regulaciones, que puede colisionar con lo señalado en varios fallos del Tribunal Constitucional en orden a que dichas facultades son privativas de la ley, como es en el caso de la regulación de una actividad económica. Un ejemplo es el de la atribución que se contempla para la Superintendencia de autorizar el voto a distancia en las juntas de accionistas. Se trata de una materia que fue motivo de fuerte debate en su oportunidad y sobre la que no hubo acuerdo, por lo que no fue incluida en la ley. Sin embargo, el presente proyecto la somete a la regulación de la SVS, mediante una norma de carácter general.

En el mismo sentido, culminó, el artículo tercero transitorio de la iniciativa ordena a la Superintendencia dictar una norma de carácter general que constituya el Código del Emisor de Valores de Oferta Pública, indicando circunstanciadamente la forma que deberá seguir. Empero, acto seguido dispone que “en lo posible” deberá establecer la mayor cantidad de reglas comunes para distintos tipos de emisiones y de emisores de valores, lo que hace perder toda fuerza y sentido al imperio de la norma.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó su conformidad, en general, con las disposiciones que el proyecto contiene. No obstante, hizo ver que debe analizarse con atención la posibilidad que, por otorgar mayores derechos a los accionistas minoritarios de la sociedad para evitar los abusos de los mayoritarios, se pase a una situación inversa en la que sean aquéllos quienes hagan dificultosa la administración societaria.

Por otro lado, solicitó a los representantes del Ejecutivo información acerca de la realidad de la tenencia accionaria minoritaria en la bolsa chilena durante los últimos diez años.

El Honorable Senador señor Ominami consultó si existe un indicador de cuántas son las empresas a las que sería aplicable un modelo de gobiernos corporativos como el que se viene proponiendo. 

Asimismo, sostuvo que sería conveniente conocer las impresiones de los representantes de la bolsa nacional y de estudiosos de la realidad en los gobiernos corporativos de Estados Unidos y Europa.      

El Honorable Senador señor Escalona solicitó conocer una estimación acerca de los volúmenes de capitales involucrados ante la eventual aplicación del modelo de gobiernos corporativos.

Del mismo modo, puso de relieve ciertas situaciones en que son los ejecutivos de las sociedades quienes, a través de la administración, terminan controlando a los controladores y accediendo, en algunos casos, a recursos financieros que, como ha ocurrido con la presente crisis económica, provienen de planes fiscales de salvataje a las compañías.
En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 28 de agosto de 2007, señala lo siguiente:

El presente proyecto de ley efectúa una serie de modificaciones a la ley de Mercado de Valores (Ley Nº 18.045) y de Sociedades Anónimas (Ley Nº 18.046), con el propósito de introducir importantes perfeccionamientos a las normas regulatorias en materia de gobiernos corporativos de las empresas.

Entre los objetivos principales que persigue esta iniciativa legal, es posible destacar, entre otros, el profundizar el mercado bursátil, al elevar a estándares internacionales la protección a inversionistas en Chile; potenciar el funcionamiento de los directorios; mejorar la transparencia de los mercados, reduciendo de esta forma la volatilidad de los precios; perfeccionar el rol de los auditores externos y garantizar la equidad entre participantes del mercado.

Teniendo presentes los objetivos antes señalados, las principales reformas propuestas en este proyecto de ley dicen relación con las siguientes materias:

· Divulgación de información al mercado

· Uso de información privilegiada

· Directores Independientes

· Comité de Directores

· Operaciones con partes relacionadas y conflictos de interés

· Funcionamiento de la Junta de Accionistas

· Voto de accionistas

· Auditoría externa

· Perfeccionar aspectos de las OPAs.

Finalmente, la aplicación de esta iniciativa legal no representa gasto fiscal.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:

1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso primero, entre la expresión “valores;” y “los emisores” la frase “las sociedades anónimas abiertas;”.

b) Elimínase el inciso segundo.
2) Elimínanse los incisos tercero y cuarto del artículo 3°.

3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

“La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, cuáles tipos de ofertas de valores constituyen ofertas públicas y cuáles constituyen ofertas privadas, teniendo en consideración, entre otras materias, el número y tipo de inversionistas a los cuales se destina la oferta, los medios a través de los cuales se comunica o materializa la oferta, y el monto de los valores ofrecidos.”.

b) Sustitúyese en el inciso tercero la palabra “resoluciones” por “normas”.

4) Agrégase la siguiente letra f), en el artículo 4° bis: 

“f) Inversionistas calificados: a los inversionistas institucionales e intermediarios de valores en operaciones de cuenta propia, como también aquellas personas naturales, personas jurídicas o entidades que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.”.

5) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “inscribirán” por la frase “deberán inscribir”.

b) Sustitúyese en la letra c) del inciso segundo la frase que va desde la expresión “a que se refiere el inciso segundo del artículo 1°, y” por la frase “anónimas y sociedades en comandita que tengan 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, y”.

c) Agrégase en la letra d) del inciso segundo entre la palabra “sociedades” y la palabra “que”, la expresión “anónimas”, y antes del punto final (.) la frase “o que por obligación legal deban registrarlas”. 

d) Agrégase el siguiente inciso final: “La solicitud de inscripción de un emisor en el registro de valores deberá estar necesariamente acompañada de una solicitud de inscripción de los valores que dicho emisor ofrecerá públicamente.”.

6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 6°, la frase “los valores y sociedades” por las palabras “las acciones”; agrégase, entre la expresión “refiere” y la expresión “el”, las expresiones “la letra c)”, y sustitúyese la expresión “el inciso segundo del artículo 1°” por “del artículo 5°”. 
7) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente: 

“Artículo 7°. Las personas o entidades que por disposición legal deban quedar sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia y no sean de aquellas a que se refiere el inciso primero del artículo 1º, quedarán excluidas de esta ley, salvo mención expresa en contrario, y no estarán obligadas a inscribirse en el Registro de Valores. Sin embargo, las personas antes indicadas deberán ejecutar los actos y cumplir con las obligaciones de información que les impongan las leyes que las rigen.

La Superintendencia establecerá, por norma de carácter general, la información que las entidades indicadas en el inciso anterior y las sociedades anónimas especiales regidas por el Título XIII de la ley N° 18.046, que no sean emisoras de valores, deben proporcionar a la Superintendencia y al público en general. Dicha información deberá ser equivalente en calidad, periodicidad, publicidad y forma a la exigida a los emisores de valores, pero considerando la naturaleza o tipo de entidad y el propósito de la ley que la sometió al control de la Superintendencia. Para el debido control, la Superintendencia podrá determinar que las entidades informantes se inscriban en registros especiales fijando, por norma de carácter general, los requisitos para ello.”.

8) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:

a) Reemplázase el actual inciso primero del artículo 10, por el siguiente:

“Artículo 10. Las entidades inscritas en el Registro de Valores quedarán sujetas a esta ley y a sus normas complementarias y deberán proporcionar información a la Superintendencia y al público en general con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine por norma de carácter general.”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Será responsabilidad del directorio de cada entidad adoptar una política interna que contemple los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades que aseguren dicha divulgación. La política respectiva, deberá ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.

c) Modifícase el inciso cuarto, de la siguiente forma:

i) Elimínase la palabra “hábil”. 

ii) Intercálase entre la palabra “adopción” y el punto final (.), la frase “por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia”.

9) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 11, las expresiones “entidades distintas a las sociedades anónimas, pero sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de conformidad a la presente ley” por las expresiones “emisores de valores de oferta pública distintos de las sociedades anónimas”.

10) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma: 

a) Reemplázase el actual inciso primero, por el siguiente: 

“Las personas que directamente, o a través de otras personas naturales o jurídicas controlen o posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad anónima abierta, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, así como los directores, liquidadores, ejecutivos principales, administradores y gerentes de dichas sociedades, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga acciones registradas para su cotización, de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, que efectúen de acciones de esa sociedad o de contratos o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones, dentro del mismo día en que se ha efectuado la transacción o transacciones respectivas, por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia.”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero: 

“La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios a través de los cuales se deberá enviar la información que establece este artículo.”.

11) Reemplázanse en el artículo 13 las expresiones “las sociedades fiscalizadas” por las expresiones “los emisores”.

12) Modifícase el artículo 15, de la siguiente forma: 

a) Reemplázase la letra a), por la siguiente: 

“a) En el caso de acciones cuando el emisor no ha reunido los requisitos establecidos en la letra c) del inciso segundo del artículo 5° de la presente ley durante el curso de los 6 meses precedentes;”.

b) En la letra b), reemplázanse las expresiones “un emisor inscrito voluntariamente lo solicite” por las siguientes “los valores hubiesen sido inscritos voluntariamente y así lo solicite su emisor”.

13) Reemplázase el epígrafe del Título IV, por el siguiente:

“TITULO IV

DE LAS TRANSACCIONES SOBRE VALORES DE OFERTA PÚBLICA”.

14) Agréganse los siguientes artículos 16, 17, 18, 19 y 20: 

“Artículo 16. Los emisores de valores de oferta pública, deberán adoptar una política interna que establezca los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades, conforme a las cuales los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, así como las entidades controladas directa o indirectamente por ellos, podrán adquirir o enajenar, directa o indirectamente, valores de la sociedad o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.

Dicha política podrá imponer, entre otras, las siguientes limitaciones a las personas indicadas en el inciso anterior: 

a) Una prohibición total y permanente de efectuar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.

b) Una prohibición transitoria, por períodos definidos por el directorio en atención a las actividades, eventos o procesos de la entidad, durante el cual deberán abstenerse de realizar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.

c) Una prohibición permanente de adquirir y enajenar, o de enajenar y posteriormente adquirir, los valores indicados en el inciso anterior, si entre tales operaciones no hubiere transcurrido a lo menos un plazo determinado de días hábiles bursátiles. 

En los casos indicados en las letras anteriores, así como en los demás que pueda adoptar la política interna de cada entidad, se podrá establecer que la violación de la prohibición genere para el infractor, además de las responsabilidades funcionarias que correspondan, la obligación de pagar, a la entidad respectiva, una multa equivalente a un porcentaje de la operación o del monto total de la ganancia obtenida, o pérdida evitada, mediante las operaciones realizadas. La aplicación de esta multa no obstará a la aplicación de las sanciones legales que sean procedentes cuando además se haya infringido la ley.  

Será responsabilidad del directorio o administrador de cada entidad adoptar la política indicada en este artículo, la que, debidamente actualizada, deberá ser puesta en conocimiento del público en general, lo que podrá cumplirse mediante su publicación en el sitio en Internet de las entidades que cuenten con tales medios.

Artículo 17. Las personas indicadas en el artículo anterior deberán informar a cada una de las bolsas de valores del país en que el emisor tenga valores registrados para su cotización, su posición en valores del emisor y de las entidades del grupo empresarial de que dicho emisor forme parte, incluyendo aquellos que posean a través de entidades controladas por ellas, sea directa o indirectamente. Esta información deberá proporcionarse cuando las personas asuman su cargo o sean incorporadas al registro público indicado en el artículo 68, cuando abandonen el cargo o sean retiradas de dicho registro, así como cada vez que dicha posición se modifique en forma significativa. 

Artículo 18. Las personas indicadas en el artículo 16 deberán, además, informar mensualmente y en forma reservada, al directorio o administrador del emisor, su posición en valores de los principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad, incluyendo aquellos valores que posean a través de entidades controladas, directa o indirectamente, por ellas. El directorio o administrador del emisor será responsable de elaborar y mantener debidamente actualizado, un listado reservado que identifique a dichos principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad. 

Artículo 19. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer contenidos y criterios mínimos a los cuales deberá ajustarse la política a que se refiere el artículo 16, definirá casos que puedan eximirse de su aplicación y normas que faciliten el cálculo y la aplicación de la multa indicada en el artículo 16.

Asimismo, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los criterios mínimos y las excepciones que se deberán considerar en la preparación y presentación de la información contemplada en los artículos 17 y 18, la que también deberá ser puesta a disposición de la Superintendencia en la oportunidad y forma que ésta establezca.

Artículo 20. Las sociedades anónimas abiertas informarán a la Superintendencia y a las bolsas de valores en que se transen sus acciones, las transacciones de sus acciones que efectúen sus personas relacionadas, en la forma y con la periodicidad que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

15) En la letra a) del artículo 23, intercálase entre la expresión “inscripción” y el punto seguido (.), la frase “, en la medida que se ajusten a las normas dictadas en conformidad con el artículo 44 letra e)” y agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El registro de las acciones en una bolsa de valores deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la fecha de la inscripción de dichas acciones en el Registro de Valores.”.


16) Modifícase el artículo 33, de la siguiente forma: 

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:

“Sin perjuicio de ello, los corredores de bolsa y agentes de valores deberán, además, definir, hacer pública y mantener debidamente actualizada, una política interna que regule los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que les serán aplicables en el manejo de la información que obtuvieren de las decisiones de adquisición, aceptación o rechazo de ofertas específicas o venta de sus clientes, así como de cualquier estudio, análisis u otro antecedente que pueda incidir en la oferta o demanda de valores en cuya transacción participen. Esta política y sus modificaciones deberán ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.

b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma: 

i) Intercálase, entre las palabras “sujeto a” y “los reglamentos”, la expresión “su política interna y a”. 

ii) Intercálase, entre las palabras “respectiva” y “aprobados”, una coma (,).

17) Modifícase el artículo 54, de la siguiente forma: 

a) Intercálase en el inciso primero, entre las expresiones “toda persona” y “que, directa”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”  y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “abierta”.

b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 

i) Intercálase, entre las palabras “nacional” y el punto seguido (.), la frase “y en el sitio en Internet de las entidades que pretendan obtener el control, de disponer de tales medios”.

ii) Reemplázase la palabra “iniciado” por la expresión “formalizado”. 

iii) Intercálase, entre las palabras “documentación” y “de esa”, la expresión “reservada”. 

18) Reemplázanse en el artículo 54 A,  las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “anónima abierta”.

19) Suprímese el párrafo segundo de la letra f) del artículo 59.

20) Suprímese el inciso final del artículo 60.

21) Sustitúyese el artículo 61 por los dos siguientes:

Artículo 61. El que con el objeto de inducir a error en el mercado de valores difunda información falsa o tendenciosa, aún cuando no persiga con ello obtener ventajas o beneficios para si o terceros, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.
La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado, cuando la conducta descrita la realice el que en razón de su cargo, posición, actividad o relación, en una entidad fiscalizada por la Superintendencia, posea o tenga acceso a información privilegiada.

Artículo 61 bis. En los delitos contemplados en los artículos 59, 60 y 61, además de las penas allí previstas, se podrá imponer la pena accesoria de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, si el autor ha actuado prevaleciéndose de su condición profesional; o la de inhabilitación especial de cinco a diez años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva.

22) Modifícase el artículo 68, de la siguiente forma:

a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 

i) Intercálase, entre la expresión “efecto,” y “dichas”, la frase “será responsabilidad del directorio de”.

ii) Reemplázase la expresión “dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos” por la frase “entregar a la Superintendencia el listado de personas que integrarán el registro público y dar aviso de cualquier modificación que le afecte dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho”. 

b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 

i) Intercálase, entre la expresión “persona” y la expresión “que”, la expresión “natural”.

ii) Reemplázase, la frase “facultades relevantes de representación o decisión en la sociedad en materias propias del giro, independientemente de la denominación que se les otorgue” por la oración “la capacidad de planificar, dirigir o controlar la conducción superior de los negocios o la política estratégica de la entidad, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad, ni al título o denominación de su cargo o trabajo”.

23) Modifícase la letra a), del artículo 96 de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese la conjunción “y” por una coma (,). 

b) Intercálase, entre la palabra “controlador” y el punto y coma (;), la expresión “y los miembros del grupo controlador”. 

24) Modifícase la letra c), del artículo 100 de la siguiente forma: 

a) Intercálase, entre las palabras “administradores” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 

b) Intercálase, entre la expresión “afinidad,” y la conjunción “y”, la frase “así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos,”.

25) Modifícase el artículo 101, de la siguiente forma: 

a) Suprímese el inciso segundo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso segundo. 

b) Reemplázanse en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, las expresiones “los incisos precedentes” por las expresiones “el inciso precedente”.

26) Modifícase el inciso segundo del artículo 164, de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese la palabra “operaciones”, por la expresión “decisiones”. 

b) Intercálase, entre las palabras “adquisición” y “o enajenación” las expresiones “, aceptación o rechazo de ofertas específicas”.

c) Intercálase, entre las palabras “institucional” y “en el” la frase “o controlador de una sociedad”. 

27) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese el inciso primero del artículo 165 por el siguiente:

“Cualquiera persona que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 166, o que en razón de su cargo, posición, actividad o relación con el respectivo emisor de valores o con las personas señaladas en el artículo siguiente, posea o tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir o enajenar, para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada.”.

b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 

i) Reemplázase la expresión “tengan” por la palabra “posean”. 

ii) Reemplázase la expresión “corredor”, por la frase “intermediario, y la operación se ajuste a su política interna, establecida de conformidad al artículo 33”.

28) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:

“Artículo 166. Se presume que poseen información privilegiada las siguientes personas:

a) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso, así como las entidades controladas, directa o indirectamente, por ellos;

b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en el controlador del emisor o del inversionista institucional, en su caso;

c) Las personas controladoras o sus representantes, que realicen operaciones o negociaciones tendientes a la enajenación del control, y 

d) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, ejecutivos principales, asesores financieros u operadores de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo del artículo 164 y de aquella relativa a la colocación de valores que les hubiere sido encomendada.

También se presume que tienen información privilegiada, en la medida que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información, las siguientes personas: 

a) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso;

b) Los socios, gerentes administradores y ejecutivos principales y miembros de los consejos de clasificación de las sociedades clasificadoras de riesgo, que clasifiquen valores del emisor o a este último;

c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales  o liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;

d) Las personas que presten servicios de asesorías permanente o temporal al emisor o inversionista institucional, en su caso, en la medida que la naturaleza de sus servicios les pueda permitir acceso a dicha información;

e) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley, y 

f) Los cónyuges o convivientes de las personas señaladas en la letra a) del inciso primero, así como cualquier persona que habite en su mismo domicilio.”.

29) Sustitúyese el artículo 167 por el siguiente:

“Artículo 167. Las personas que en razón de su cargo o posición, posean, hayan tenido o tengan acceso a información privilegiada, obtenida directamente del emisor o inversionista institucional, en su caso, o a través de las personas indicadas en el artículo anterior, estarán obligadas a dar cumplimiento a las normas de este Título aunque hayan cesado en la relación o posición respectiva.”. 

30) Intercálase en el inciso primero del artículo 168, entre las palabras “gerentes” y “u operadores”, así como entre las expresiones “gerentes” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 

31) Intercálase en el último inciso del artículo 169, entre las palabras “apoderados,” y “asesores”, la expresión “ejecutivos principales,”.

32) Intercálase en el inciso primero del artículo 170, entre las palabras “Título” y “, como también”, la expresión “y de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 33”.

33) Intercálase en el inciso primero del artículo 171, entre las palabras “valores” y “que”, las expresiones “de oferta pública” y elimínanse las expresiones “y los valores de las instituciones y entidades a que se refieren los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 3° de esta ley”.

34) Intercálanse en el artículo 179, los siguientes  incisos tercero y cuarto, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos quinto y sexto: 

“Las personas antes indicadas podrán ejercer el derecho a voto de los valores bajo su custodia, pero solamente cuando hayan recibido instrucciones expresas en que se identifique claramente la forma en que el dueño desea que sean votados y tal voto se realice de viva voz, dejando constancia de ello en el acta. Para ello, podrán dividir su voto incluso en situaciones distintas de las elecciones de directores y deberán indicar expresamente al votar cada una de las materias sometidas a consideración de los inversionistas, el número total de acciones propias por las que votan y el número total de acciones por cuenta de terceros que votan a favor, en contra o respecto de las que no recibieron instrucciones. Las instrucciones de los dueños deberán constar en un registro reservado, que contendrá la información y deberá conservarse por el tiempo que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.

Los valores que no puedan ser votados conforme a lo dispuesto en el inciso anterior se considerarán, no obstante, en el cálculo del quórum de asistencia en el caso de entidades que no hayan adoptado mecanismos de votación a distancia autorizados por la Superintendencia.”.

35) Modifícase el artículo 198, de la siguiente forma:

a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.

b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.

36) Modifícase el artículo 199, de la siguiente forma: 

a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que haga oferta pública de las mismas” por la expresión “anónima abierta”.

b) En la letra a), intercálase entre las palabras “persona” y “tomar”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”.

c) En la letra b), reemplázase la expresión “69 ter de la ley N°18.046” por las palabras “199 bis”. 

d) En la letra c), intercálase entre las palabras “persona” y “pretende”, la expresión “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta” y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “sociedad anónima abierta”.

37) Agrégase el siguiente artículo 199 bis:

“Artículo 199 bis. Si como consecuencia de cualquier adquisición, una persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta alcanza o supera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto de una sociedad anónima abierta, deberá realizar una oferta pública de adquisición por las acciones restantes, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de aquella adquisición. 

Dicha oferta deberá hacerse a un precio no inferior al que correspondería en caso de existir derecho a retiro.

De no efectuarse la oferta en el plazo señalado y sin perjuicio de las sanciones aplicables al incumplimiento, nacerá para el resto de los accionistas el derecho a retiro en los términos del artículo 69 de la ley Nº 18.046. En este caso, se tomará como fecha de referencia para calcular el valor a pagar, el día siguiente al vencimiento del plazo indicado en el inciso primero.

No regirá la obligación establecida en el inciso primero, cuando se alcance el porcentaje ahí referido como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal, o a causa de una oferta pública de adquisición de acciones válidamente efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad. Tampoco será aplicable en los casos en que el referido porcentaje se alcance a consecuencia de las operaciones indicadas en el inciso segundo del artículo 199.”. 

38) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 201, la frase “las hubieren vendido” por la frase “le hubieren vendido antes o en la oferta”. 

39) Intercálase, en el inciso primero del artículo 203, entre la palabra “sociedades” y la expresión “que” las expresiones “anónimas abiertas” y suprímense las expresiones “y que hagan oferta pública de sus acciones”.

40) Intercálase en el inciso primero del artículo 205, entre las palabras “30 días” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 206. Tanto el primero como el último día del plazo comenzarán y terminarán, respectivamente, a la apertura y cierre del mercado bursátil en que se encuentren registrados los valores de la oferta”.

41) Intercálase en el inciso segundo del artículo 206, entre las palabras “inicial” y el punto seguido (.) la frase “y tengan, al momento de ser publicadas, la misma fecha de vencimiento de la oferta con que compiten”. 

42) Sustitúyese, en el artículo 217, la frase “Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores estarán autorizadas” por la frase “Los emisores de valores de oferta pública estarán autorizados”.

43) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, a continuación del artículo 238:

“TÍTULO XXVIII

DE LAS EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA

Artículo 239. Para los efectos de esta ley, las empresas de auditoría externa son sociedades que, dirigidas por sus socios, prestan principalmente los siguientes servicios a sociedades anónimas abiertas y otras entidades regidas por esta ley:

a) Examinan, a base de pruebas, las evidencias que respaldan los importes y las informaciones contenidas en la contabilidad y los estados financieros de las entidades; 

b) Evalúan los principios de contabilidad utilizados y la consistencia de su aplicación con los estándares relevantes, así como las estimaciones significativas hechas por la administración, y

c) Informan sus conclusiones respecto de la presentación general de la contabilidad y los estados financieros, indicando con un razonable grado de seguridad, si ellos están exentos de errores significativos y cumplen con los estándares relevantes en forma cabal, consistente y confiable. 

Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título, en adelante el “Registro”.

Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios a los emisores de valores y a las sociedades anónimas abiertas y especiales, siempre que ella, los socios que suscriban los informes de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada y cumplan con las disposiciones de este título.

Artículo 240. Las empresas de auditoría externa quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia en lo referido a los servicios de auditoría externa, los que sólo podrán prestar cuando se encuentren inscritas en el Registro.

La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.

Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las siguientes materias relativas a la actividad de la empresa: (i) las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría; (ii) las políticas de confidencialidad, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, y (iii) las políticas de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá normar los contenidos esenciales de dichas políticas, los estándares mínimos de idoneidad técnica y sus formas de acreditación.

La inscripción a que se refieren los incisos anteriores podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo de un año, cuando la Superintendencia así lo resuelva, mediante resolución fundada y previa audiencia de la empresa de auditoría externa afectada, por haber incurrido ésta en algunas de las siguientes causales:

a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar el incumplimiento, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;

b) Incurrir en infracciones graves o reiteradas a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;

c) Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;

d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;

e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos, y

f) Encontrarse un socio en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 241 y mantenerse en ella por más de noventa días.

Artículo 241. No podrán ser socios de una empresa de auditoría:

a) Quienes sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones, así como quienes se encuentren afectos a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley Nº 18.046, exceptuando las labores docentes o académicas que puedan quedar incluidas en el N° 4 del citado artículo 35;

b) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de conformidad al decreto ley Nº 3.538, de 1980, o al decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, del Ministerio de Hacienda; o condenado de conformidad a los artículos 59 a 61 de esta ley o al artículo 134 de la ley Nº 18.046; 

c) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Pensiones;

d) Quien, al tiempo de ejecutarse los hechos, fuera controlador o administrador de una persona jurídica sancionada de conformidad a las normas citadas en las letras b) y c) precedentes, y 

e) Los administradores de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.

Artículo 242. Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. 

Con todo, las empresas de auditoría externa no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:

a) Auditoría interna;

b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;

c) Teneduría de libros;

d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;

e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;

f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos, y
g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de gestión administrativa o procedimiento judicial y arbitral, excepto en juicios tributarios o aduaneros, cuando la primera instancia jurisdiccional se tramite ante el Servicio de Impuestos Internos o el Servicio de Aduanas, y siempre que la cuantía del conjunto de dichos procedimientos no exceda del 5 por ciento del patrimonio contable de la entidad auditada. Las personas que presten tales servicios no podrán intervenir en la auditoría externa de la entidad auditada. Con todo, lo dispuesto en este literal no impedirá que la empresa de auditoría externa pueda declarar en juicio y proveer explicaciones relativas a materias de hecho, correspondientes a los servicios prestados a la entidad, los criterios utilizados o a la manera en que llegó a sus conclusiones.

En las sociedades anónimas abiertas, solamente cuando así lo acuerde el directorio, previo informe del comité de directores, de haberlo, se permitirá la contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que, no estando incluidos en el listado anterior, no formen parte de la auditoría externa.

Artículo 243. Se presume que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales que participen de la auditoría externa:

a) Las relacionadas con la entidad auditada en los términos establecidos en el artículo 100;

b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;

c) Las que posean valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía;

d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; 

e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley, y

f) Los socios de la empresa de auditoría externa, cuando conduzcan la auditoría de la entidad por un período que exceda de 5 años consecutivos.

Artículo 244. Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:

a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia, activa o pasiva, con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa propiamente tal o de las demás actividades permitidas de conformidad al artículo 242;

b) Si, en forma directa o a través de otras entidades, posee valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial, o

c) Si 25% o más de sus ingresos operacionales anuales, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la entidad auditada. Esta causal de falta de independencia será aplicable solamente respecto de una entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239 y a contar del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro.

Artículo 245. En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:

a) En los casos del artículo 243, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, o

b) En caso que sobrevenga alguna de las causales relativas a falta de independencia del artículo 244, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios contratados para el ejercicio en curso.

Artículo 246. A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Adicionalmente a lo señalado en el artículo 239, las empresas de auditoría externa deberán:

a) Señalar a la administración de la entidad auditada y al comité de directores, en su caso, las deficiencias que se detecten dentro del desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistemas administrativos y de auditoría interna, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad, así como, en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de la sociedad y la de sus filiales incluidas en la respectiva auditoría;

b) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes, cualquier deficiencia grave a que se refiere el literal anterior y que, a juicio de la empresa auditora, no haya sido solucionada oportunamente por la administración de la entidad auditada, en cuanto pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada, y

c) Informar a la entidad auditada, dentro de los dos primeros meses de cada año, si los ingresos obtenidos de ella, por si sola o junto a las demás entidades del grupo al que ella pertenece, cualquiera sea el concepto por el cual se hayan recibido tales ingresos, e incluyendo en dicho cálculo aquellos obtenidos a través de sus filiales y matriz, superan el 10% del total de ingresos operacionales de la empresa de auditoría externa correspondientes al año anterior.

Artículo 247. Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. 

En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.

Artículo 248. Toda opinión, certificación, informe o dictamen de la empresa de auditoría externa deberá fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad, proporcionen elementos de juicio suficientes, y su contenido sea veraz, completo y objetivo. 

La empresa de auditoría externa deberá mantener, por a lo menos seis años contados desde la fecha de la emisión de tales opiniones, certificaciones, informes o dictámenes, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su elaboración. La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, podrá establecer medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con alguna controversia o litigio pendiente.

El informe de auditoría externa de las entidades domiciliadas en Chile deberá ser suscrito a lo menos por el socio con domicilio y residencia en Chile que condujo la auditoría. Cuando sean citados, cualquiera que haya firmado los informes de auditoría deberá concurrir a las juntas de accionistas para responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá autorizar mecanismos que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones.  

Artículo 249. Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.

ARTÍCULO 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

1) Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:

“Artículo 2°. Las sociedades anónimas pueden ser de tres clases: abiertas, especiales o cerradas.

Son sociedades anónimas abiertas aquéllas que inscriban voluntariamente o por obligación legal sus acciones en el Registro de Valores. 

Son sociedades anónimas especiales las indicadas en el Título XIII de esta ley.

Son sociedades anónimas cerradas las que no califican como abiertas o especiales.

Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas especiales, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, o de otra Superintendencia que determine la ley.

Las sociedades anónimas que dejen de cumplir las condiciones para estar obligadas a inscribir sus acciones en el Registro de Valores, continuarán afectas a las normas que las rigen, mientras la junta extraordinaria de accionistas no acordare lo contrario por los dos tercios de las acciones con derecho a voto. En este caso, el accionista ausente o disidente tendrá derecho a retiro.

Cada vez que las leyes establezcan como requisito que una sociedad se someta a las normas de las sociedades anónimas abiertas o que dichas normas le sean aplicables, o se haga referencia a las sociedades sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia, o se empleen otras expresiones análogas, se entenderá, salvo mención expresa en contrario, que la remisión es a las entidades informantes referidas en el artículo 7° de la Ley de Mercado de Valores y a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas relativas exclusivamente a las obligaciones de información y publicidad para con los accionistas, la Superintendencia y el público en general. En todo lo demás, se regirán por las disposiciones de las sociedades anónimas cerradas o especiales, según corresponda. Salvo que fueren emisores de valores de oferta pública, las entidades informantes antes referidas no tendrán la obligación de inscribirse en el Registro de Valores.
Las disposiciones de la presente ley primarán sobre las de los estatutos de las sociedades que dejen de ser cerradas, por haber cumplido con algunos de los requisitos establecidos en el inciso segundo del presente artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación de estas sociedades de adecuar sus estatutos a las normas de la presente ley, conjuntamente con la primera modificación que en ellos se introduzca.”.

2) Elimínase en el inciso segundo, del artículo 3°, la expresión “generales”.

3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:

a) Elimínase en el número 1), la expresión “, profesión”.

b) Reemplázase en el número 5), la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.

c) Intercálase, en el número 7), entre la expresión “accionistas” y el punto y coma (;), las siguientes expresiones: “. Si nada se dijere, se entenderá que el ejercicio se cierra al 31 de diciembre y que la junta ordinaria de accionistas debe celebrarse en el primer cuatrimestre de cada año”.

4) Elimínase en el número 1), del artículo 5°, la expresión “, profesión” y en el número 3) del mismo artículo, reemplázase la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.

5) Elimínase en el inciso segundo del artículo 5° A, la expresión “general”.

6) Modifícase el artículo 7°, de la siguiente forma:

a) Intercálase en el primer inciso, entre las palabras “sucursales” y “a disposición”, la expresión “, así como en su sitio en Internet, en el caso de las sociedades anónimas que dispongan de tales medios,”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“Es de responsabilidad del directorio la custodia de los libros y registros sociales, así como que éstos sean llevados con la vigencia y regularidad exigida por la ley y sus normas complementarias. El directorio podrá delegar esta función, de lo que deberá dejarse constancia en actas.”.

c) Reemplázase, en el que ha pasado a ser inciso tercero, la expresión “el inciso precedente” por la expresión “el inciso primero”. 
7) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:

a) Intercálase en el tercer inciso, entre las palabras “sociedades” y “abiertas”, la expresión “anónimas”.

b) Sustitúyese en el inciso final, las expresiones “sometidas a su control” por las expresiones “anónimas abiertas”.

8) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Solamente en las sociedades anónimas cerradas, los estatutos podrán estipular disposiciones que limiten la libre disposición de las acciones.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, las expresiones “se tendrán por no escritos” por las expresiones “serán inoponibles a la sociedad y a terceros”.

9) Modifícase el artículo 16, de la siguiente forma: 

a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 

“Los pagos parciales del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas, se abonarán a las respectivas acciones impagas de acuerdo a su antigüedad de emisión, de una en una, hasta completar el pago de la totalidad de ellas.”.

b) Intercálase, en el actual inciso tercero que ha pasado a ser inciso cuarto, entre las palabras “pagado” y “gozarán”, la expresión “no tendrán derecho a voto, pero”.

10) Modifícase el artículo 20, de la siguiente forma: 

a) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la palabra “abiertas”.

b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “o privilegios”.

11) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese la oración final del inciso primero, por la siguiente: “Vencido el plazo establecido por la junta de accionistas sin que se haya enterado el aumento de capital, el directorio podrá optar porque éste quede reducido a la cantidad efectivamente pagada o continuar con los procedimientos de cobro del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas.”.

b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 

i) Elimínase la palabra “abierta”. 

ii) Agrégase, al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Las acciones destinadas a los planes de compensación mencionados sólo podrán ser ofrecidas a los trabajadores a prorrata de la cantidad de acciones del respectivo aumento de capital, en la parte no reservada para tales fines,  que sean efectivamente suscritas y pagadas.”. 

iii) Suprímese el actual inciso cuarto.

12) Modifícase el inciso segundo del artículo 26, de la siguiente forma:

a) Reemplázase la expresión “nominal si lo tuvieren,” por la oración “que resulte de dividir el capital a enterar por el número de acciones a emitir,”.

b) Reemplázase la expresión “pérdida en los resultados sociales” por las expresiones “una disminución del capital a enterar. Vencido el plazo para el entero del aumento de capital, el mayor valor aumentará de pleno derecho el capital de la sociedad”.

13) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 27 A, la expresión “tres” por la palabra “cinco”.

14) Modifícase el artículo 27 C, de la siguiente forma: 

a) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:

i) Reemplázase la frase “se trate de cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad, o respecto de la venta de una cantidad de acciones que” por la oración “la cantidad total de acciones a ser vendidas”.

ii) Elimínase la frase “en ambos casos se”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“El plazo previsto en el inciso primero será de 5 años cuando las acciones se hayan adquirido para cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad aprobado por la junta de accionistas, caso en el cual tampoco será obligatoria la oferta preferente a los accionistas.”.

15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente forma: 

a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “treinta” por el guarismo “15”. 

b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “nacional” y “, en el que”, la frase “y en el sitio en Internet de las sociedades anónimas abiertas que dispongan de tales medios”.

16) Reemplázase en el artículo 29, la expresión “73” por “76”.

17) Intercálase en el último inciso del artículo 31, entre las palabras “debiere” y “constituir”, la expresión “designar los directores independientes y”.

18) Agrégase en el inciso final del artículo 32, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“En el caso que la referida vacancia corresponda a uno de los directores independientes a que se refiere el artículo 50 bis y su suplente, en su caso, el directorio deberá citar a junta de accionistas para proceder a la renovación total del directorio dentro del plazo máximo de sesenta días contados desde la vacancia.”.

19) Modifícase el artículo 36, de la siguiente forma:

a) En el número 1), reemplázase la expresión “y diputados”, por la expresión “, diputados y alcaldes”.

b) En el número 2), reemplázase las expresiones “y subsecretarios de Estado”, por las expresiones “de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores”.

c) Reemplázanse los números 3) y 4), por los siguientes:

“3) Los funcionarios de las Superintendencias que supervisen a la sociedad respectiva o sobre una o más de las sociedades a que el grupo pertenece, y

4) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. Esta restricción no se aplicará en las bolsas de valores.”.

20) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente: 

“El director que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar dicho cargo o que incurriere en incapacidad legal sobreviniente, cesará automáticamente en él. De igual forma cesará en su cargo aquel director que notifique su renuncia indeclinable, mediante ministro de fe, al presidente del directorio.”.

21) Agrégase al artículo 39, el siguiente inciso final, nuevo: 

“No obstante lo dispuesto en el inciso primero, en las sociedades anónimas cerradas el directorio podrá también actuar válidamente a través de acuerdos adoptados fuera de sesiones, los que deberán constar en escrituras públicas firmadas por todos sus miembros titulares. Para ser oponibles respecto de terceros, deberá dejarse constancia de estas escrituras en el libro de actas del directorio, bajo la responsabilidad del presidente, o de quien haga sus veces, y del secretario del directorio, quienes deberán velar por el respeto de lo establecido en el artículo 92.”.

22) Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma: 

a) Elimínase en el inciso primero, la palabra “general”. 

b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “en los” y “gerentes”, la expresión “ejecutivos principales,”.

23) En el artículo 41 inciso tercero, elimínase la palabra “general” la primera vez que aparece. 

24) Modifícase el artículo 42, de la siguiente forma: 

a) Elimínase en el número 1), la expresión “, sino sus propios intereses o los de terceros relacionados”;

b) Modifícase el número 2), de la siguiente forma:

i) Intercálase, entre las palabras “de los” y “ejecutivos”, la expresión “gerentes, administradores o”.

ii) Intercálase, entre las palabras “ejecutivos” y “en la”, la expresión “principales”.

c) Modifícase el número 3) de la siguiente forma: 

i) Reemplázase la expresión “ejecutivos y dependientes” por la frase “administradores, ejecutivos principales y dependientes,”. 

ii) Intercálase, entre las palabras “auditores” y “, a rendir”, la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo”.

25) Agrégase en el inciso final del artículo 43, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 

“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley Nº 18.045.”.

26) Reemplázase el artículo 44, por el siguiente: 

“Artículo 44. A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.

El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. En el acta de la sesión de directorio correspondiente, deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones  de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.
Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir en cualquiera de las siguientes situaciones: (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.

Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un período de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto.

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad que justifican su realización.
Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas con el quórum de 2/3 de la junta.

En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.

27) Intercálase en el artículo 46, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En las sociedades anónimas abiertas, será responsabilidad del directorio que la información referida en el inciso anterior no sea divulgada a una o más personas distintas de aquellas que por su cargo, posición o actividad en la sociedad deban conocer dicha información, antes de ser puesta a disposición de los accionistas y el público. Se entenderá que se cumple con este requisito cuando simultáneamente a dicha divulgación se proporcione la misma documentación o presentaciones al público conforme a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia. La obligación de informar prescrita en este inciso, es sin perjuicio de lo establecido en los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. 

28) Suprímese en el inciso primero del artículo 47, la palabra “titulares”.

29) Modifícase el artículo 48, de la siguiente forma: 

a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado por todos ellos que contenga el acuerdo suscrito.”.

b) Agrégase en el inciso quinto, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“Salvo acuerdo unánime, las sesiones de directorio de las sociedades anónimas abiertas deberán ser grabadas, por quien haga las veces de secretario, en medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones. Dichas grabaciones deberán ser guardadas en reserva por la sociedad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, y puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación. En caso que un director estime que existen discrepancias fundamentales y substanciales entre el contenido de las actas y el de las grabaciones, podrá solicitar que a ellas se incorporen, palabra por palabra, el contenido de las grabaciones en los pasajes respectivos. El presidente podrá someter dicha solicitud a la resolución de una reunión de directorio extraordinaria, si estima que las discrepancias no son fundamentales y substanciales.”.

c) Agrégase en el inciso final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las sociedades bajo su control adopten para tales fines los mecanismos que permitan el uso de firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.”.

30) Suprímese el actual inciso final del artículo 50.

31) Reemplázase el actual artículo 50 bis, por el siguiente: 

“Artículo 50 bis. Las sociedades anónimas abiertas deberán designar los directores independientes y el comité de directores a que se refiere este artículo, cuando tengan un patrimonio bursátil igual o superior al equivalente a 1.000.000 de unidades de fomento y a lo menos un 12,5% de sus acciones emitidas con derecho a voto, se encuentren en poder de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones.

Si durante el año se alcanzare el patrimonio y el porcentaje accionario a que se refiere el inciso anterior, la sociedad estará obligada a designar los directores y el comité a contar del año siguiente; si se produjere una disminución del patrimonio bursátil a un monto inferior al indicado o se redujere el porcentaje accionario antes referido, la sociedad no estará obligada a mantener los directores ni el comité a contar del año siguiente.

El directorio deberá estar integrado por a lo menos un director independiente. 

Se considerará independiente para estos efectos a quien no mantiene alguna relación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio. 

Asimismo, se presumirá que no son independientes aquellas personas que en cualquier momento dentro de los últimos dieciocho meses estuvieren en alguna de las siguientes circunstancias: 
1) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevante, con las personas indicadas en el inciso anterior; 

2)  Mantuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, con las personas indicadas en el inciso anterior; 

3) Hubiesen sido directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales de organizaciones sin fines de lucro que hayan recibido aportes, contribuciones o donaciones relevantes de las personas indicadas en el inciso anterior; 

4) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de entidades que han prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el inciso anterior, o 

5)  Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de los principales competidores, proveedores o clientes de la sociedad. 

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que complementen la calificación de independencia o falta de ella, de conformidad a los numerales del inciso anterior. 

Para poder ser elegidos como directores independientes, los candidatos deberán ser propuestos por accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con a lo menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente, en su caso, deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen que aceptan ser candidato a director independiente, que cumplen con los requisitos de independencia antes indicados y que asumen el compromiso de mantenerse independientes por todo el tiempo en que ejerzan el cargo de director, bajo responsabilidad de responder de los perjuicios que su incumplimiento pueda causar a los accionistas. En caso que una persona no cumpla con alguno de los criterios de independencia indicados en el inciso quinto, podrá igualmente ser candidato si identifica explícitamente y con claridad en su declaración la o las relaciones concretas que configuran tal circunstancia.  

El directorio de la sociedad deberá proponer a la junta de accionistas el rechazo de determinados candidatos, fundadamente e indicando las causales específicas, cuando tenga conocimiento de situaciones que comprometan su independencia que no hayan sido incluidas en la declaración jurada del candidato. Los directores responderán personalmente de los perjuicios que causen a la sociedad o sus accionistas si, conociendo tales situaciones, omitan darlas a conocer en el directorio que deba pronunciarse acerca de los candidatos. 

Serán elegidos como directores independientes aquellos candidatos que, cumpliendo los requisitos anteriores, obtengan una votación tal que, al sustraer de ella los votos provenientes del controlador y de sus personas relacionadas, hubiesen resultado igualmente electos.

El director independiente que adquiera una inhabilidad sobreviniente para desempeñar dicho cargo cesará automáticamente en él, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. No se considerará inhabilidad sobreviviente aquella circunstancia descrita en el inciso quinto que haya sido dada a conocer por el director en su declaración jurada en conformidad al inciso séptimo. Tampoco se considerará inhabilidad sobreviniente la designación del director independiente como director en una o más filiales de la sociedad, en cuanto los directores de dichas entidades no sean remunerados.

El comité tendrá las siguientes facultades y deberes:

1) Examinar los informes de los auditores externos, el balance y demás estados financieros presentados por los administradores o liquidadores de la sociedad a los accionistas y pronunciarse respecto de éstos en forma previa a su presentación a los accionistas para su aprobación. Asimismo, deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio relevante en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente, respecto de las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha sociedad desarrolla su actividad, así como, respecto a las observaciones sobre los mecanismos de control interno y ajustes contables formuladas por la empresa de auditoría externa.

2) Proponer al directorio, los auditores externos y los clasificadores privados de riesgo, en su caso, que serán sugeridos a la junta de accionistas respectiva, así como los principales objetivos, criterios y alcances de su encargo. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.

3) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones a que se refiere el Título XVI y evacuar un informe respecto a esas operaciones.

Una copia del informe será enviada al presidente del directorio, quien deberá dar lectura a éste en la sesión citada para la aprobación o rechazo de la operación respectiva.

4) Examinar los sistemas de remuneraciones y planes de compensación de los directores, gerentes y ejecutivos principales. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.

5) Proponer al directorio una política que contemple criterios y procesos de evaluación del desempeño del directorio.

6) Proponer al directorio que determinadas materias sean incluidas en la tabla de las sesiones del directorio, así como una política que defina criterios de forma y anticipación mínima para la entrega de la información relevante a los directores en forma previa a las sesiones.

7) Preparar un informe anual de su gestión, en que se incluyan sus principales recomendaciones a los accionistas para mejorar el gobierno de la sociedad, que será presentado a los accionistas en la memoria de la sociedad.

8) Proponer al directorio la renovación o reemplazo de la empresa de auditoría externa que haya dado a la sociedad el aviso que señala el artículo 246 letra c) de la ley N° 18.045, así como respecto de la conveniencia de contratar o no a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que no formen parte de la auditoría externa, cuando ellos no se encuentren prohibidos de conformidad a lo establecido en el artículo 242 de la mencionada ley, en atención a si la naturaleza de tales servicios pueda generar un riesgo de pérdida de independencia.

9) Las demás materias que señale el estatuto social, o que le encomiende una junta de accionistas o el directorio, en su caso.

El comité estará integrado por 3 miembros, la mayoría de los cuales deberán ser independientes al controlador. En caso que hubiere más directores con derecho a integrar el comité, según corresponda, en la primera reunión del directorio después de la junta de accionistas en que se haya efectuado su elección, los mismos directores resolverán, por unanimidad, quiénes lo habrán de integrar. En caso de desacuerdo, se dará preferencia a la integración del comité por aquellos directores que hubiesen sido electos con un mayor porcentaje de votación, sin considerar los votos del controlador y de sus personas relacionadas.

En caso de haber solamente un director independiente en la sociedad, sólo él podrá integrar el comité con derecho a voto. Con todo, los directores que integren el comité deberán siempre dejar constancia en actas de su opinión, respecto de las materias sometidas a votación. 

Si las labores del comité son delegadas en subcomités, la integración de dichos comités se regirá por lo dispuesto en los incisos anteriores. El presidente del directorio no podrá integrar el comité ni sus subcomités, salvo que sea director independiente. 

Las deliberaciones, acuerdos y organización del comité se regirán, en todo lo que les fuere aplicable, por las normas relativas a las sesiones de directorio de la sociedad. El comité comunicará al directorio la forma en que solicitará información, así como también sus acuerdos.

Los directores integrantes del comité serán remunerados. El monto de la remuneración será fijado anualmente en la junta ordinaria de accionistas, acorde a las funciones que les corresponde desarrollar, pero no podrá ser inferior a la remuneración prevista para los directores titulares, más la mitad de la diferencia entre esa suma y la remuneración del presidente del directorio. 

La junta ordinaria de accionistas determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento del comité y sus asesores, el que no podrá ser inferior a la suma de las remuneraciones anuales de los miembros del comité, y éste podrá requerir la contratación de la asesoría de profesionales para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.

Las actividades que desarrolle el comité, su informe de gestión anual y los gastos en que incurra, incluidos los de sus asesores, serán presentados en la memoria anual e informados en la junta ordinaria de accionistas. Las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.

Los directores que integren el comité en el ejercicio de las funciones que señala este artículo, además de la responsabilidad inherente al cargo de director, responderán solidariamente de los perjuicios que causen a los accionistas y a la sociedad.

Las sociedades anónimas abiertas que no tengan el patrimonio mínimo y porcentaje accionario señalados en el inciso primero, podrán acogerse voluntariamente a las normas precedentes; en ese caso, deberán cumplir estrictamente con las disposiciones de este artículo.”.

32) Modifícase el artículo 51, de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese la palabra “deberán” por “podrán”. 

b) Intercálase, entre la palabra “independientes” y “con el”, una coma (,).

33) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 52, la expresión “auditores externos independientes” por la frase “una empresa de auditoría externa regida por el Título XXVIII de la ley N° 18.045”.

34) Reemplázase el actual artículo 53, por el siguiente:  

“Art. 53. El Reglamento determinará los requisitos, derechos, obligaciones, funciones y demás atribuciones relativas a los auditores externos e inspectores de cuentas. 

El informe de los auditores externos e inspectores de cuentas será incorporado en la memoria junto con los estados financieros y éstos podrán concurrir a las juntas generales de accionistas con derecho a voz pero sin derecho a voto.

Los auditores externos e inspectores de cuenta responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.

35) Agrégase al artículo 54, el siguiente inciso final, nuevo: 

“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, la memoria, el informe de los auditores externos y los estados financieros auditados de la sociedad, deberán ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios.”.

36) Suprímese en el número 4) del artículo 57, la expresión “, o el 50% o más del pasivo”.

37)  En el artículo 58, sustitúyese el número 4), por el siguiente: 

“4) A junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la Superintendencia, con respecto a las sociedades anónimas abiertas o especiales, sin perjuicio de su facultad para convocarlas directamente. En el caso de las sociedades anónimas cerradas, la Superintendencia podrá efectuar la citación a junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando el directorio no convoque a junta debiendo hacerlo, en los términos indicados en los incisos anteriores, y así se lo requieran accionistas que representen, a lo menos, el 10% de las acciones emitidas con derecho a voto, expresando en la solicitud los asuntos a tratar en la junta.”.

38) Agrégase en el inciso segundo del artículo 59, a continuación de la expresión “tratadas en ella”, la frase “e indicación de la forma de obtener copias íntegras de los documentos que fundamentan las diversas opciones sometidas a su voto, los que deberán además ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios”.

39) Intercálase en el artículo 60, entre las palabras “podrán” y “celebrarse”, la expresión “auto convocarse y”.

40) Modifícase el artículo 62, de la siguiente forma:

a) Intercálase, en el inciso primero, entre la expresión “días” y la expresión “de”, la expresión “hábiles”.

b) Agrégase, en el inciso primero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“Con todo, podrán participar en reemplazo de los accionistas inscritos a tal fecha, los accionistas que producto de una adquisición debidamente registrada con posterioridad al cierre del registro, hubiesen adquirido el control de una sociedad anónima cerrada.”.

c) Suprímese en el inciso segundo, la expresión “generales”.

d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Las materias sometidas a decisión de la junta deberán llevarse individualmente a votación, salvo que, por acuerdo unánime de los accionistas presentes con derecho a voto, se permita omitir la votación de una o más materias y se proceda por aclamación. En todas las votaciones que se efectúen en las juntas, el controlador deberá ser siempre el primer accionista en votar y su voto deberá manifestarse de viva voz, debiendo dejar constancia de ello en el acta de la respectiva junta.”.

41) Agrégase al artículo 64, el siguiente inciso final, nuevo: 

“La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá autorizar a las sociedades anónimas abiertas, para establecer sistemas que permitan el voto a distancia, siempre que dichos sistemas resguarden debidamente los derechos de los accionistas.”.

42) Modifícase el artículo 67, de la siguiente forma: 

a) Intercálase en el número 9), entre las palabras “activo,” y “sea que”, la expresión “o el de una filial, siempre que ésta represente al menos un 20% del activo de la sociedad, en su caso,”. 

b) Reemplázase en el número 11) el punto final por un punto y coma (;).

c) Reemplázase en el número 13), la expresión “, y” por un punto y coma (;).

d) Agréganse los siguientes numerales 15) y 16):

“15) En las sociedades anónimas abiertas, establecer el derecho de compra a que hace referencia el inciso segundo del artículo 71 bis, y 

16) Aprobar o ratificar la celebración de actos o contratos con partes relacionadas, de conformidad a lo establecido en los artículos 44 y 147.”.

e) Intercálase en el inciso final, entre las palabras “modificación” y “o supresión”, la expresión “, prórroga”.

43) Modifícase el artículo 69, de la siguiente forma: 

a) Reemplázase el número 3), por el siguiente: 

“3)  Las enajenaciones a que se refiere el Nº 9) del artículo 67;”.

b) Intercálase en el número 5), entre las palabras “aumento” y “o la reducción”, la expresión “, prórroga”.

44) Elimínase el artículo 69 ter.

45) Intercálase el siguiente artículo 71 bis, nuevo: 

“Artículo 71 bis. También dará derecho a retiro en favor de los accionistas minoritarios, el que un controlador adquiera más del noventa y cinco por ciento de las acciones de una sociedad anónima abierta. Este derecho a retiro deberá ser ejercido dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el accionista controlador alcance la participación indicada, lo que se comunicará dentro de los dos días hábiles siguientes a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 

Asimismo, cuando así se haya establecido en los estatutos de la sociedad, dicho controlador podrá exigir que todos los accionistas minoritarios que no opten por ejercer su derecho a retiro le vendan sus acciones, siempre que haya alcanzado el porcentaje indicado en el inciso anterior a consecuencia de una oferta pública de adquisición de acciones, efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad anónima abierta, o de la serie de acciones respectiva, en la que haya adquirido, de accionistas no relacionados, a lo menos un quince por ciento de tales acciones. El precio de la compraventa respectiva será el establecido en dicha oferta, debidamente reajustado y más intereses corrientes.

El controlador deberá notificar que ejercerá su derecho de compra dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo previsto para el ejercicio del derecho a retiro indicado en el inciso primero, mediante carta certificada enviada al domicilio registrado en la sociedad por los accionistas respectivos, así como a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 

La compraventa se entenderá perfeccionada quince días después de notificado el ejercicio del derecho de compra sin necesidad que las partes firmen el respectivo traspaso, debiendo proceder la sociedad a registrar las acciones a nombre del controlador y poner inmediatamente a disposición de los accionistas el producto de la venta, de la misma forma prevista para el reparto de los dividendos sociales. En el caso de acciones prendadas, la sociedad registrará las acciones a nombre del controlador sin alzar la prenda respectiva, pero retendrá el producto de la venta hasta que ello ocurra. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 18 en todo aquello que resulte aplicable.

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos y regulaciones que faciliten el legítimo ejercicio de estos derechos.”.

46) Agrégase al artículo 72, el siguiente inciso final: 

“En las sociedades anónimas abiertas, el acta de la más reciente junta de accionistas deberá quedar a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios.”.

47) Modifícase el artículo 74, de la siguiente forma: 

a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 

i) Intercálase entre las expresiones “formulen” y “accionistas que”, la frase “el comité de directores, en su caso, y”. 

ii) Reemplázase, a continuación de la palabra “sociales”, la conjunción “y” por una coma (,).

iii) Intercálase entre las palabras “dichos” y “accionistas así”, la expresión “comité o”.

b) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “formulado” y “los accionistas mencionados”, la expresión “el comité y”.

48) Intercálase en el inciso segundo del artículo 76, entre la palabra “determine” y el punto final (.), la frase “, y publicarse en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios”.

49) Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma: 

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma: 

i) Reemplázase la expresión “Las” por las expresiones “En el caso de las sociedades anónimas cerradas, las”. 

ii) Reemplázase la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial,” por las expresiones “y aquellas realizadas”.

b) Reemplázase el actual inciso segundo, por el siguiente: 

“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.

50) Modifícase el artículo 103, de la siguiente forma:

a) Intercálase en el número 2), entre las palabras “reunirse” y “todas”, la frase “, por un período ininterrumpido que exceda de 10 días,”.

b) Elimínase en el número 3), la expresión “general”.

c) En el número 5), sustitúyese las expresiones “no sometida a la fiscalización de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por las expresiones “anónimas cerradas”.

51) Modifícase el artículo 107 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero, sustitúyese las expresiones “sometida al control de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por la expresión “abierta o especial”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “determine” por la expresión “pueda determinar”.

52) En el inciso primero del artículo 119, sustitúyanse las expresiones “sujetas a su fiscalización” por las expresiones “anónimas abiertas o especiales”.

53) Elimínase en el encabezado del Título XI, la expresión “ANÓNIMAS”.

54) Elimínase en el inciso primero del artículo 121, la palabra “anónima”.

55) Agrégase en el inciso final del artículo 125, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“Este derecho no podrá ser ejercido por los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la sociedad. Tampoco por aquellos accionistas que individualmente posean, directa o indirectamente, acciones cuyo valor libro o bursátil supere las 5.000 unidades de fomento, de acuerdo al valor de dicha unidad a la fecha de presentación de la demanda.”.

56) En el artículo 129, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), agrégase el siguiente párrafo: ”Salvo que las sociedades anónimas especiales sean emisores de valores, no deberán inscribirse en el Registro de Valores de la Superintendencia, pero deberán cumplir con las obligaciones de información y publicidad que les impongan las leyes o la superintendencia que las rige, y les será aplicable los dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.045.”.

57) Agréganse en el inciso primero del artículo 133 bis, entre las palabras “sociales” y “o” las siguientes expresiones “, las políticas internas definidas por el directorio en conformidad a la ley”.

58) Incorpórase el siguiente Título XVI, nuevo, a continuación del artículo 145, pasando el actual Título XVI a ser Título XVII:

“TITULO XVI

DE LAS OPERACIONES CON PARTES 
RELACIONADAS 
EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS Y SUS 
FILIALES

Artículo 146. Son operaciones con partes relacionadas de una sociedad anónima abierta toda negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la sociedad y, además, alguna de las siguientes personas:

1) Una o más personas relacionadas a la sociedad, conforme al artículo 100 de la ley N° 18.045;

2) Un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, por sí o en representación de personas distintas de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;

3) Las sociedades o empresas en las que las personas indicadas en el número anterior sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales, y

4) Aquellas que establezcan los estatutos de la sociedad o fundadamente identifique el comité de directores, en su caso, aun cuando se trate de aquellas indicadas en el inciso final del artículo 147.

Artículo 147. Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar operaciones con partes relacionadas cuando ellas contribuyan al mejor interés social, se ajusten en precio, términos y condiciones a aquellas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación, y cumplan con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

1) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores que tengan interés o participen en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de la sociedad anónima, deberán informar inmediatamente de ello al directorio o a quien éste designe. Quienes incumplan esta obligación serán solidariamente responsables de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad y sus accionistas.
2) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, quienes no obstante deberán hacer público su parecer respecto de la operación si son requeridos por el directorio, debiendo dejarse constancia en el acta de su opinión. Asimismo, deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron a tales directores.

3) Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas.

4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

5) Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para informar a los accionistas respecto de las condiciones de la operación, sus efectos y su potencial impacto para la sociedad. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un evaluador independiente adicional, en caso que no estuvieren de acuerdo con la selección efectuada por el directorio.

Los informes de los evaluadores independientes serán puestos por el directorio a disposición de los accionistas al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de la sociedad, de contar la sociedad con tales medios, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial. 

Los directores deberán pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los 5 días hábiles siguientes desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores.

6) Cuando los directores de la sociedad deban pronunciarse respecto de operaciones de este Título, deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación o el interés que en ella tengan. Deberán también hacerse cargo de la conveniencia de la operación para el interés social, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores o peritos. Estas opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales así como en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. 

7) Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación, pero otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de demandar, de la persona relacionada infractora,  el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.

No obstante lo dispuesto en los números anteriores, las siguientes operaciones con partes relacionadas podrán ejecutarse sin los requisitos y procedimientos establecidos en los números anteriores, previa autorización del directorio:

a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto;

b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad, determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración al giro social. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y puesto a disposición de los accionistas en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 

c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad de la contraparte.

Artículo 148. Ningún director, gerente, administrador, ejecutivo principal, liquidador, controlador, ni sus personas relacionadas, podrá aprovechar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad de que hubiese tenido conocimiento en su calidad de tal. Se entenderá por oportunidad comercial todo plan, proyecto, oportunidad u oferta exclusiva dirigida a la sociedad, para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de su giro o uno complementario a él.

Los accionistas podrán utilizar para sí tales oportunidades comerciales cuando el directorio de la sociedad las haya previamente desechado, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial, sin que se hubiese iniciado su desarrollo. 

Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso, a favor de la sociedad, de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.

Artículo 149. Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.

ARTÍCULO 3°.- Sustitúyese en el artículo 430 del Código de Comercio, las expresiones que van desde “La sociedad” hasta “abierta”, por las siguientes: “La sociedad por acciones que durante más de 90 días seguidos tenga 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, por el solo ministerio de la ley se transformará en una sociedad anónima”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Las modificaciones que introduce esta ley regirán a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo transitorio.- La inscripción de las entidades inscritas en el Registro de Valores que no sean emisores de valores de oferta pública a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley será cancelada, pero pasarán a formar parte y quedarán inscritas, por el solo ministerio de la ley, en el registro especial de otras entidades informantes referido en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, sin que ello genere derecho a retiro en favor de los accionistas de la sociedad. Para todos los efectos legales que correspondan, se considerará como día de inscripción en el referido registro especial de las entidades antes indicadas, el registro al sexagésimo día de la dictación de la norma de carácter general que deberá dictar la Superintendencia de Valores y Seguros para regular la obligación y requisitos de inscripción de las entidades informantes y sus correspondientes obligaciones de información y publicidad.

Artículo tercero transitorio.- Dentro de los 180 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar una norma de carácter general que constituya el Código del Emisor de Valores de Oferta Pública. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en el Registro de Valores de emisores de valores y de emisiones de valores y toda información periódica y continua que deban entregar los emisores de valores de oferta pública. Dicho Código deberá, en lo posible, establecer la mayor cantidad de reglas comunes para distintos tipos de emisores y de emisiones de valores, sin perjuicio que deberá también establecer reglas especiales para emisiones de valores considerando las diferentes clases de valores existentes. Cualquier formulario o información específica complementaria de la norma de carácter general, deberá regularse mediante circulares que hagan expresa referencia al artículo correspondiente del Código.

Artículo cuarto transitorio.- Dentro de los 30 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar la norma de carácter general referida en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, y que constituya el Código de Otras Entidades Informantes. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en registros especiales de la Superintendencia de Valores y Seguros y toda información periódica y continua que deban entregar dichas entidades.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 1 y 7 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual (Jaime Gazmuri Mujica) y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 13 de abril de 2009.

(Fdo.):  Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA LA INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, EL SUFRAGIO VOLUNTARIO Y EL VOTO DE LOS CHILENOS EN EL EXTRANJERO

(6418-07)

,

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley en referencia, que se encuentra en primer trámite constitucional en el Senado.

A la sesión en que la Comisión dedicó a este asunto concurrió el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, y los abogados de esa Secretaría de Estado, señora Karina Henríquez y señor Marco Opazo.

Asistieron también, especialmente invitados, el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García; la señora Ena von Baer, especialista del Instituto Libertad y Desarrollo; el señor Rodigo Yáñez, asesor del Instituto Libertad.


Participaron, asimismo, los abogados de la Biblioteca del Congreso nacional, señora Alejandra Voight y señor Juan Pablo Cavada.


Debe ponerse de manifiesto que esta iniciativa es propia de ley orgánica constitucional, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Fundamental, por lo que para su aprobación, de acuerdo al artículo 66 de la Constitución Política, requiere del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio.


Asimismo, cabe señalar que, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Constitución Política de la República, mediante Oficio Nº 186/SEC/09, de fecha 18 de marzo recién pasado, el Senado puso esta iniciativa en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, recabando su parecer, en atención a que el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


Es dable mencionar que, en su oportunidad, el proyecto deberá ser conocido por la Comisión de Hacienda, por contener normas que inciden en el gasto público.


Finalmente, cabe señalar que en sesión de fecha 18 de marzo de 2009, el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con carácter de “simple”. 

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- Antecedentes jurídicos
Constitución Política de la República





Sus artículos 13 a 18 de regulan lo relativo a la ciudadanía, el derecho a voto e inscripción electoral.





El artículo 13 se refiere a la ciudadanía y a los derechos que otorga. Sus incisos primero y segundo prescriben que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido 18 años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva, confiriendo la calidad de ciudadano los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.




El inciso tercero de este precepto permite que tanto los chilenos como los extranjeros residentes en Chile puedan ejercer el derecho a sufragio, estableciendo los respectivos requisitos. En efecto, pueden votar los chilenos nacidos en Chile y nacionalizados, que sean mayores de 18 años y  que no hayan sido condenados a pena aflictiva.





También pueden sufragar los chilenos nacidos en el extranjero, de padre o madre chilena, y los nacionalizados por gracia, que sean mayores de 18 años, que no hayan sido condenados a pena aflictiva y que tengan un año de avecindamiento en Chile.





El artículo 14 autoriza a los extranjeros a sufragar en los casos y formas que señale la ley.  Para ello tienen que ser mayores de 18 años, no haber sido condenados a pena aflictiva y tener cinco años de avecindamiento en nuestro país.


En virtud de la reforma constitucional de 4 de abril en curso, sus artículos 15 y 18 disponen lo que sigue:


“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.


Sólo podrá convocarse a votación popular para las elecciones y plebiscitos expresamente previstos en esta Constitución.

Artículo 18. Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y, garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral




Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.

El resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios corresponderá a las Fuerzas Armadas y Carabineros del modo que indique la ley.”.
Ley Nº 18.556, de 1986, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales

Esta ley crea el Servicio Electoral y regula, además, las Juntas Electorales e Inscriptoras, el proceso de inscripción electoral, el resguardo del orden público y las sanciones pertinentes. Además, contiene una serie de otras disposiciones de orden general.

Ley Nº 18.700, de 1988, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios


Este cuerpo legal regula los procedimientos para la preparación, realización, escrutinio y calificación de las elecciones de Presidente de la República y de Parlamentarios y también de los plebiscitos. Además, fija los distritos electorales y las circunscripciones senatoriales para las elecciones parlamentarias.

B.- Antecedentes de hecho
El Mensaje





En él, la Primera Mandataria expresa que el Gobierno siempre ha sido partidario de la inscripción automática, del sufragio voluntario y del voto de los chilenos en el extranjero, pues considera que  todas estas medidas constituyen un gran avance en el desarrollo democrático del país y fueron planteados en su Programa de Gobierno.





Sostiene que, por ello, en lo relativo a la inscripción automática y sufragio voluntario, el 6 de julio de 2004 envió al H. Congreso Nacional, el Mensaje N° 101-351, cuyo N° de Boletín era el 3.586-06, que planteaba ambos anhelos a través de una reforma legal, sin necesidad de modificar nuestra Carta Fundamental. Sin embargo, el 12 de agosto de 2008, pese a la aprobación en general, este proyecto fue rechazado en particular por la Cámara, por lo cual su tramitación está terminada.





Explica que, debido a lo anterior, el Gobierno decidió patrocinar el proyecto de reforma constitucional de inscripción automática y voto voluntario, que tuvo su origen en una moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero, y del ex Senador señor Viera-Gallo. Dicha moción (Boletín N° 3.544-07), como es sabido, finalmente dio lugar a la ley de reforma constitucional N° 20.337, de 4 de abril de 2009.




Indica que, por otra parte y en relación al voto de los chilenos en el extranjero, existió una moción de la Diputada Allende que el Gobierno patrocinó en su oportunidad. Desafortunadamente, agrega, al ser votada dicha iniciativa en la Sala de la Cámara de Diputados, durante el mes de mayo del año 2007,  se rechazó la idea de legislar. El Ejecutivo, con el propósito de reflotar esta iniciativa, aprovechó la existencia de una Moción sobre el mismo tema del ex Diputado señor Dupré, presentando una indicación sustitutiva a la referida moción que reproduce, casi de forma integral, el proyecto de la Diputada Allende con algunos agregados propuestos por la Alianza por Chile. 





Luego señala que, en este contexto, y considerando el estado de avance del Boletín N° 268-07, el Gobierno ha decidido enviar al Honorable Congreso un proyecto de ley que regula tanto la inscripción automática y el sufragio voluntario, como el voto de nuestros compatriotas que están residiendo en el extranjero.




A continuación, el Mensaje expone los fundamentos  del proyecto.




Primeramente, lo hace en relación con la inscripción automática y el voto voluntario.





Sobre esta materia recuerda que históricamente  en nuestro país ha regido el voto obligatorio. Sin embargo, agrega, éste ha producido o puede producir ciertos impactos negativos.




Afirma que el sufragio es, por naturaleza, un derecho ciudadano, al igual que la opción a cargos públicos de elección popular, cuestión por lo demás reconocida en el inciso segundo del artículo 13 de nuestra Carta Fundamental.




En segundo lugar, sostiene que la obligatoriedad del voto, en la práctica, era muchas veces burlada. En los hechos, la obligatoriedad del sufragio para todos los ciudadanos era más aparente que real, pues sólo se sancionaba legalmente a quienes estando inscritos en los Registros Electorales, no concurrían a votar sin causa justificada. Sin embargo, bien sabemos que existe un universo importante de ciudadanos, especialmente jóvenes, que concientemente no se inscriben en los aludidos Registros, burlando con ello la obligatoriedad del voto y su consecuente sanción.




Resalta que la obligatoriedad del sufragio, unida a la inscripción voluntaria, ha impactado negativamente en los índices de participación electoral y en el padrón electoral de nuestro país.





Hace notar que en la actualidad, es posible advertir que alrededor de 3 millones de personas con derecho a voto no están inscritas en los registros electorales y, por lo tanto, se han automarginado de los procesos electorales.




Estima especialmente preocupante la participación de los jóvenes en el padrón electoral. En el año 1988 un 36% de las personas que conformaban dicho padrón eran jóvenes.  Para las últimas elecciones parlamentarias, en cambio, el porcentaje fue considerablemente menor. Por lo tanto, quienes menos se están inscribiendo son claramente los integrantes de dicho grupo etáreo.





Afirma que, de hecho, un porcentaje importante de los que no se han inscrito para poder votar, esgrimen como razón para ello, que no quieren estar obligados a votar.





En tercer lugar, sostiene que la necesidad de tener que inscribirse en los Registros Electorales eleva los costos del acto de votar.




En efecto, señala, el sistema que opera en la actualidad, y que obliga al que desee sufragar a tener que concurrir a una Junta Inscriptora para inscribirse en los Registros Electorales en determinados lugares y horarios, eleva para el ciudadano el costo personal del acto eleccionario, contribuyendo a desmotivar la participación electoral. 




Indica, en este contexto, mecanismos de inscripción electoral como el nuestro van en contra del espíritu de la Constitución, que en su artículo 1° señala que el Estado debe asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y, además, entraban el ejercicio de la ciudadanía.





Finalmente, anota que el sistema de inscripción voluntaria vigente en nuestro país fracasó. De acuerdo a cifras del Servicio Electoral, desde 1989 se ha inscrito en los Registros Electorales solamente el 10% de la población que ha cumplido 18 años de edad. En contraste, entre los años 1925 y 1973, la inscripción electoral era un requisito de ciudadanía.





En seguida, se refiere al voto de los chilenos en el exterior.




A título de antecedente, pone de relieve que se estima que actualmente 857.781 chilenos e hijos de éstos residen en el extranjero. De ellos, el 56,8% nació en Chile y el 43,2% en el exterior. Aclara que la estimación del número de chilenos que reside en el exterior ha sido posible gracias a los datos recavados en el Registro y a la información proveniente de los censos de población realizados en la mayoría de los países con chilenos residentes.





Señala que, de acuerdo a lo estimado, el 50,1% reside en Argentina, el 13,3% en Estados Unidos y el 4,9% lo hace en Suecia.





Luego aborda el cambio de régimen que se propone, en este campo, mediante esta iniciativa.





Asegura que la reforma constitucional de fecha 4 de abril en curso, que establece la inscripción automática y el voto voluntario, determina un verdadero cambio de régimen en estas materias.





Explica que la reforma de inscripción automática se aplicará a todos los chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales.




Añade que, de acuerdo a la última reforma constitucional, los chilenos que cumplan con los requisitos de los artículos 13 y siguientes de la Constitución Política, se incorporarán al Registro Electoral, por el solo ministerio de la ley. De este modo, si los chilenos nacieron en Chile, son ciudadanos, no tienen el derecho a voto suspendido, quedarán automáticamente inscritos en el Registro Electoral, vivan en el país o en el extranjero. En cambio, agrega, si nacieron en el extranjero u obtuvieron la nacionalidad por ley, son ciudadanos y no tienen el derecho a voto suspendido, también quedarán automáticamente inscritos, pero deberán avecindarse en Chile por más de un año para ejercer su derecho a voto.




Concluye que, por lo tanto, la reforma de la inscripción automática no restringe ni prohíbe el voto de los chilenos en el extranjero. Por el contrario, tienen derecho a voto todos aquellos chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales, ninguno de los cuales establece la obligación de domicilio en el país. Y con la reforma, además del derecho a voto, quedarán automáticamente inscritos en el Registro Electoral.





A continuación, el Mensaje se refiere a los argumentos a favor de la votación de los chilenos que viven en el extranjero.




Considera que diversas razones avalan la votación de los chilenos que viven en el exterior.





La primera consiste en que si los chilenos en el extranjero no tienen derecho a voto, se producirá una inconstitucionalidad 




Este aserto lo sostiene afirmando que el no reconocimiento del derecho de dichos chilenos a participar en la toma de decisiones políticas en nuestro país, puede constituir una inconstitucionalidad, porque viola, en especial, el inciso 2° de su artículo 13. 





En efecto, agrega, la Constitución reconoce a todos los chilenos que cumplan con los requisitos de los artículos 13, 16 y 17, el derecho a voto. La Constitución no prohíbe el sufragio de los chilenos en el exterior. La Constitución los hace ciudadanos, por lo cual, la ley no los puede excluir. Además, en virtud de la reforma, tales personas quedarán automáticamente inscritas, por lo cual, la ley tampoco podía excluirlas ni prohibirlas el ejercicio de su derecho a voto.





Por otra parte, señala, conforme a nuestra Carta Fundamental, Chile es un Estado de Derecho, desde el punto de vista jurídico-político, lo que tiene como consecuencia que la soberanía radica en la Nación, y es ejercida por el pueblo. Una forma de ejercer la soberanía es, precisamente, votando en las elecciones y plebiscitos y, para ello, podrán votar todos los chilenos que cumplan con los requisitos constitucionales, independiente que tengan su domicilio en Chile o en el extranjero.





Finalmente, es necesario indicar que, resultaría absurdo, que los chilenos en el extranjero estuvieran automáticamente inscritos en el Registro Electoral pero que no pudieran votar, pues la inscripción tiene por objeto ejercer el derecho a voto.





Otra razón, dice, por la cual se producirá una inconstitucionalidad si los chilenos en el extranjero no tienen derecho a voto, consiste en que la reforma constitucional establece la inscripción automática de todos los chilenos y extranjeros que cumplan con los requisitos constitucionales, y en que el derecho a voto que se ha convertido en voluntario, por lo que si sólo los chilenos domiciliados en Chile pueden votar, no así los chilenos residentes en el extranjero, se está contraviniendo uno de los derechos fundamentales de las personas, cual es, la igualdad ante la ley. El Estado estaría consagrando discriminaciones arbitrarias.




El segundo argumento que desarrolla el Mensaje a favor de la votación de los chilenos que viven en el extranjero señala que si la inscripción automática se aplica a todos los chilenos, y el derecho a voto sólo a algunos, los extranjeros tendrán más derechos que los chilenos.





A este respecto, sostiene que resulta paradojal que se contemple el derecho a voto de extranjeros que residen en Chile (bajo determinados supuestos) y que no se contemple el derecho a voto de chilenos que residen en el extranjero. Estos chilenos sólo quedarían automáticamente inscritos en el Registro Electoral, pero el Estado les impediría el ejercicio del derecho a voto que es el objeto de la inscripción en tal registro. No tiene sentido que exista la inscripción automática, si no existe el derecho a votar de los chilenos que cumplan los requisitos constitucionales.




El tercer argumento sostiene que el voto de los chilenos en el extranjero manifiesta el respeto de los derechos fundamentales y el deber de inclusión social de la comunidad chilena en el exterior.





En esta línea de argumentación, afirma que es necesario considerar al Derecho Internacional propio de las migraciones. Es un deber del Estado dar apoyo a aquellos nacionales que dejan su territorio, radicándose de forma más o menos permanente en el de otro Estado. El lugar de residencia no puede condicionar la forma en que un nacional se relaciones con el Estado al que pertenece. Esto se ve reafirmado por diversos instrumentos internacionales.




En este contexto, destaca que la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, aprobado por el Congreso Nacional en 2004 y ratificada por tanto por Chile en el 2005,  reconoce en su artículo 41 el derecho de los nacionales de un país participar e incluso a alcanzar grados de representación, en las decisiones y votaciones de su país de origen.




Finalmente, en cuanto a la inclusión social de la comunidad exterior, señala que hay que considerar que el Estado debe velar por la participación de la comunidad residente en el extranjero en el quehacer nacional, garantizando los medios que permitan hacerla efectiva.

En seguida, el Mensaje efectúa una descripción del proyecto.





Al efecto, indica que las principales materias reguladas por la presente iniciativa de ley, son: la inscripción automática en el Registro Electoral; la voluntariedad del sufragio; el voto de los chilenos en el extranjero; y un bono permanente para los vocales de mesa.





En cuanto a la inscripción automática en el Registro Electoral, describe, primeramente las características y conformación del Registro.





Señala que, de acuerdo al proyecto, el Registro Electoral se caracteriza porque la inscripción en él será automática y no se permitirá la desafiliación. Define al Registro Electoral como una nómina en la que se incorporarán todos los chilenos nacidos en Chile, mayores de 17 años, los extranjeros nacionalizados chilenos, los demás chilenos con derecho a sufragio, y los extranjeros con derecho a sufragio.




Explica que habrá un sólo Registro Electoral, de carácter nacional, y no varios libros de registro electoral, como ocurre actualmente, precisando que los inscritos se mantendrán en el Registro Electoral aún cuando tengan su derecho a sufragio suspendido o hayan perdido la ciudadanía, no obstante que se deberá indicar tales circunstancias.




Como una forma de asegurar la transparencia del Registro Electoral, anuncia que se encargarán auditorías externas que elaborarán informes trimestrales sobre la determinación del Registro Electoral y los Padrones, y sobre el abastecimiento de información de parte del Registro Civil.




Específicamente, respecto de la forma en que operará la inscripción automática, resalta que los chilenos nacidos en Chile mayores de 17 años y los nacionalizados de conformidad a la ley, se inscribirán automáticamente. Para ello, el Servicio de Registro Civil e Identificación,  enviará mensualmente la nómina de los chilenos que hayan cumplido 17 años y de los nacionalizados. Los demás chilenos, esto es, los nacidos en el extranjero de padre o madre chileno y los nacionalizados por gracia,  se inscribirán automáticamente apenas acrediten cumplir con el año de avecindamiento exigido en la Constitución. Asimismo, los extranjeros, apenas acrediten cumplir con los cinco años de avecindamiento exigido en la Constitución, también se inscribirán automáticamente en el registro.





Informa que, para lo anterior, las personas deberán presentar una solicitud, acompañando los respectivos antecedentes ante cualquier Junta de Actualización, la que será remitida al Ministerio del Interior, quien, si corresponde, emitirá certificado al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción.




Luego señala que las actuales Juntas Inscriptoras pasan a ser Juntas de Actualización, con nuevas funciones, pues les corresponderá recibir las solicitudes de cambio de domicilio y recibir las solicitudes de certificación de avecindamiento.




A continuación se refiere al tema de dónde votar o la determinación del domicilio electoral. Sobre el particular, afirma que la regla consiste en que los electores votarán en la circunscripción que corresponda a su domicilio electoral. Detalla que para los antiguos inscritos, se respetará el domicilio que aparece en los actuales registros. En tanto, para los nuevos inscritos, se estará al domicilio declarado al momento de obtener cédula de identidad, al domicilio declarado al momento de inscribir el nacimiento, o al domicilio declarado al acreditar avecindamiento. Asegura que, en cualquier caso, todos podrán solicitar cambio de domicilio electoral.





Asegura que los electores sabrán la circunscripción en donde votan, pues serán notificados del hecho de la inscripción en el Registro Electoral por el Servicio Electoral o porque podrán consultar en el sitio Web de dicho Servicio Electoral.




En este mismo orden de cosas, manifiesta que cualquier persona podrá solicitar el cambio de domicilio ante cualquier Junta de Actualización, sea en Chile o en el extranjero. En este caso, las Juntas Electorales cumplirán las funciones de las Juntas de Actualización y tendrán su sede en los Consulados de nuestro país. Precisa que el nuevo domicilio del elector podrá ser en Chile o en el extranjero, y que la única limitación es que no se aceptarán solicitudes dentro de los 120 días anteriores a una elección, y hasta el primer día del mes siguiente a ella.




Por otra parte, señala que el Servicio Electoral, al momento de determinar el Padrón Electoral Nacional, asignará una mesa tanto a los actuales como a los nuevos inscritos. Para estos efectos, se vinculará, por orden alfabético, a cada elector con una Mesa Receptora de Sufragio, y un lugar en ella, según su circunscripción electoral. Reitera que 

tanto las Mesas receptoras como los lugares de votación, serán mixtos.




Continuando con esta descripción, se refiere en seguida al padrón electoral.





Expresa que con 120 días de antelación a cada elección, el Servicio Electoral publicará el Padrón Electoral Nacional, al que caracteriza como una nómina de todos los chilenos y extranjeros inscritos en el Registro Electoral que a la fecha de la respectiva elección reúnan los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.





Hace presente que se podrá tener acceso a él a través del sitio Web del Servicio Electoral.  Además, en cada Junta de Actualización, habrá impreso un Padrón de los registrados para votar en la respectiva circunscripción. Además, existirán los denominados Padrones de Mesa. Los libros de registro electoral, en la práctica, serán reemplazados por estos Padrones. Los Padrones de Mesa se determinarán con 120 días de antelación a cada elección. Habrá un Padrón de Mesa por cada Mesa Receptora de Sufragios y cada Padrón de Mesa incluirá a las personas habilitadas para votar en la respectiva Mesa Receptora de Sufragio.





En cuanto a las reclamaciones, informa que la competencia para conocer de reclamaciones en materia de inscripciones pasa desde los Jueces de Garantía hacia los Tribunales Ordinarios, pues no todos los errores que pueden ocurrir en materia de inscripción e inclusión en los Padrones, son constitutivos de delitos. En caso que lo sean, los tribunales estarán obligados a remitir los antecedentes a sede penal.




Asimismo, connota que no se alteran las normas relativas a la mantención del Orden Público y sanciones efectuándose, sin embargo, las adecuaciones necesarias para que exista concordancia con las nuevas disposiciones del actual proyecto de ley.




A continuación, abordando el segundo aspecto esencial del proyecto, referido al sufragio voluntario, señala, simplemente, que para alcanzar este objetivo se derogan las normas que sancionan a los inscritos que no votan en las elecciones.




En materia de voto de chilenos en el extranjero, pone de relieve que, para este efecto, se establece que el domicilio electoral de los chilenos que se encuentran fuera de Chile podrá estar en el extranjero, en cuyo caso se indicará ante el Consulado respectivo. Agrega que la persona inscrita con domicilio electoral en el extranjero, estará habilitada para votar sólo en las elecciones presidenciales y plebiscitos, en el Consulado que corresponda. Acota que sólo los chilenos podrán tener registrado un domicilio electoral en el extranjero.




Indica, asimismo, que, por otra parte, se crean, en cada Consulado, Juntas Electorales en el Extranjero, las que, junto con cumplir las funciones que le son propias, harán las veces de Juntas de Actualización.





Las Juntas Electorales en el Extranjero estarán constituidas por el Cónsul, quien la presidirá y otro funcionario del Servicio Exterior, quien tendrá la función de secretario. En caso de no haber otro funcionario, la integrará un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, o en su defecto, un empleado chileno del consulado o misión diplomática designado por el Presidente de la Junta.





Finalmente, señala un sistema de inscripción automática y voto voluntario, como el que propone el Mensaje, puede generar dificultades a la hora de seleccionar a los vocales de mesa, toda vez que aumenta el universo de personas afectas a esta carga, pero no necesariamente el número de interesados en el proceso eleccionario.




Para mitigar este problema, propone establecer incentivos para ejercer como vocal de mesa. Por ello, se crea un bono permanente de una fracción de unidad de fomento, de aproximadamente ocho mil quinientos pesos, para quien se desempeñe como vocal de mesa en cada elección.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar la discusión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, ofreció hacer uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, para que hiciera una presentación general del proyecto.




El mencionado Secretario de Estado puso de relieve, en primer lugar, que el proyecto en discusión es el texto que se acompañó a esta Comisión cuando se discutió la reciente reforma constitucional sobre inscripción automática y voto voluntario, pero corregido a partir las objeciones que se le formularon, especialmente por los técnicos electorales de los partidos, las cuales se han incorporado para dar satisfacción a las legítimas inquietudes tendientes a asegurar que el padrón electoral no presente dificultades. Lo importante, resaltó, es que el Servicio Electoral tendrá la tuición completa sobre el Registro, nutriéndose de la información que periódicamente le va a enviar el Servicio de Registro Civil e Identificación.





Para este efecto, afirmó, el Servicio Electoral podrá hacer auditorías a las informaciones que reciba del Registro Civil, Además, el Servicio Electoral podrá tener acceso a otros bancos de datos del Sector Público para comparar dichas informaciones. En este sentido, podrán examinarse los datos de la gente que está en Fonasa, en el Instituto Nacional Previsional, o en el Programa Chile Crece Contigo, que cuenta con un sistema de referencia de más de nueve millones de personas que están en Mideplan, en Impuestos Internos, etc. En resumen, dijo, el Servicio Electoral contará con todas las facultades para tener ese control, con toda la información que le resulte necesaria.




En tercer lugar, explicó, como se planteó por la Oposición, se agrega la posibilidad de licitar a empresas privadas auditorías del padrón electoral. Así, el Servicio Electoral llamará a licitaciones, adjudicará éstas a privados, estos harán las auditorías y esos resultados van a ser también considerados como un elemento a tomar en cuenta para la elaboración definitiva del padrón.





Informó que de la información que comunique el Registro Civil, el Servicio Electoral distinguirá a quienes pueden votar inmediatamente de aquellas que han nacido en el extranjero, los cuales sólo van a poder votar un año después de haberse avecindado en nuestro país. En consecuencia, añadió, estos últimos deberán demostrar este avecindamiento. Lo mismo ocurrirá, acotó, respecto de los extranjeros que viven en Chile y pretendan sufragar.




Manifestó que de igual manera se procederá respecto de quienes han sido sentenciados por delitos que merecen pena aflictiva, en cuyo caso esas personas quedan privadas del derecho a votar.




Hizo notar que, en estas circunstancias, nunca va a ser completamente exacto lo que informe el Registro Civil, lo que justifica que la tuición última del sistema recaiga sobre el Servicio Electoral.




Advirtió que la vinculación tecnológica entre esos dos sistemas informáticos es algo que no le compete a la ley regular, pero que actualmente se hace con bastante facilidad. La principal responsabilidad en este punto, agregó, es controlar y verificar que no surjan elementos que cuestionen la confiabilidad del registro.





Hecho lo anterior, señaló, el proyecto establece que el Servicio Electoral publicará el padrón de votantes que participarán en la próxima elección con cuatro meses de antelación, lo que comunicará a toda la ciudadanía, a los partidos políticos, a los candidatos, etc. De esta manera se asegura un último control del padrón electoral de carácter ciudadano. Este consiste en que cualquier persona podrá denunciar una irregularidad, advirtiendo ausencias, muertes, inhabilitaciones, o lo que corresponda. Frente a estos reclamos, se contempla un determinado procedimiento y los respectivos plazos, hasta que, en definitiva, el Servicio Electoral confirma el padrón definitivo.




En síntesis, señaló que existirán diversos filtros y que estos irán sucediéndose uno a otro, hasta alcanzarse el padrón definitivo. Esto es, a su juicio, lo esencial de este Proyecto.




Continuó explicando que otro problema importante que aborda la iniciativa es el del domicilio de los nuevos inscritos.





Indicó que el domicilio que va a comunicar el Registro Civil es el último que aparezca en sus registros, el cual, normalmente, será el comunicado por cada persona al obtener carnet de identidad. A estas personas se les va a comunicar, a estos domicilios, que han sido incorporados al padrón electoral, sin perjuicio de avisar, también, al último domicilio que la persona tenga registrado en cualquier otro registro público, como puede ser, por ejemplo, el del consultorio que le permite tener acceso a la salud.





A partir de esa comunicación, cada ciudadano contará con un cierto plazo para que, si le conviene, pueda cambiar el domicilio que le ha sido informado. Sobre este particular, opinó que, a su juicio, debiera darse la posibilidad de que ese cambio se haga por Internet, porque, en su opinión, existirían en Chile las condiciones tecnológicas de seguridad para ello. Sin embargo, aclaró que, de acuerdo al proyecto, la persona tiene que ir al Registro Electoral y efectuar su cambio de domicilio.





Por otra parte, aclaró que como este nuevo sistema no va a poder operar para la próxima elección, el proyecto opta por establecer un solo registro y, por lo tanto, terminar con las mesas receptoras y recintos receptores de hombres y de mujeres; se crea un sistema mixto, de manera que la gente vote igual como convive en la sociedad. Estimó que esta era una solución lógica y que, además, facilitaba la confección del registro.





Adelantó que, para la primera vez que este nuevo sistema funcione, el Servicio Electoral va a tener que reforzarse, porque hay que revisar casi cuatro millones de inscripciones. Añadió que, sin embargo, para las sucesivas elecciones esto se encontrará normalizado. Indicó que el primer impacto no se dará en la próxima elección, si no que ello ocurrirá en la siguiente elección municipal. Así, entonces, dijo, habrá tiempo suficiente para efectuar el trabajo en forma seria y podrán adoptarse las medidas para asegurarnos que el Servicio Electoral pueda cumplir sus funciones sin problemas.





A continuación, resaltó que se incluye en el proyecto lo relativo al voto de los chilenos en el extranjero. Esta decisión, dijo, se adoptó en consideración a que esta Comisión de Constitución del Senado ya votó favorablemente la idea de legislar en esta materia.





En este aspecto, informó, se regula la inscripción de los chilenos que viven en el extranjero en los respectivos Consulados y el procedimiento para que esas personas puedan votar en el extranjero, mediante un sistema que, nuevamente, está a cargo del Servicio Electoral.





En relación con el voto de los chilenos que viven en el extranjero recordó el cumplimiento del requisito de avecindarse en Chile por un año a lo menos que afecta a un grupo de ellos, y puso de relieve la dificultad de que la mayor parte de estas personas viven en lugares donde no hay Consulados, o estos están lejos de los lugares en que efectivamente residen los chilenos, como, por ejemplo, Australia o Canadá. Estos, añadió, son aspectos que deberán debatirse durante el proceso legislativo.





Señaló que siendo la inscripción automática se resuelve el problema que planteaba la inscripción en el extranjero, y sólo queda por resolver sobre la forma en que ejercerán su derecho a voto.





Señaló que la inscripción operará al realizar cualquier trámite en el consulado, como por ejemplo al obtener cédula de identidad o pasaporte. 





En todo caso, valoró que haya un periodo razonable que permita al Servicio Electoral revisar bien los registros de los chilenos que están inscritos en los Consulados, para ponerlos al día con la Dirección Consular.  Este, acotó, es un trabajo adicional en el esfuerzo de implementar la inscripción automática.




Hizo notar que el proyecto no recoge las sugerencias de reformar la institucionalidad del Servicio Electoral y el Registro Civil. Sin embargo, indicó que el Gobierno está dispuesto a considerar las que pudieran surgir, como la existencia de una suerte de “Consejo del Servicio Electoral” formado por uno o dos representantes por cada partido legal, que tuviera la posibilidad de acceder a todo el proceso de operación del Servicio, para evitar toda duda sobre su funcionamiento.





Concluyó afirmando que el Servicio de Registro Civil, a pesar de haber sido últimamente objeto de problemas de corrupción, nunca ha sido cuestionado en su función registral. Se trata, sostuvo, de un Servicio serio, que tiene una tradición centenaria.


El Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, adhirió a esta iniciativa e hizo presente que ella desarrolla las recientes reformas constitucionales sobre la materia, las cuales, a su vez, tienen origen en una Moción de su autoría.


Asimismo, expresó su interés por avanzar en la tramitación de la misma toda vez que contribuirá a hacer frente a algunos de los más graves problemas que afectan a nuestro sistema político, como es el de la participación de la ciudadanía en él.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que, en general, compartía el sistema de registro automático y voto voluntario propuesto por el Mensaje, que resulta concordante con la reforma constitucional que, sobre la materia, impulsara esta Comisión.


Sostuvo que en las sucesivas etapas de su discusión se deberán efectuar los mejoramientos necesarios, y resaltó la necesidad de asegurar la elaboración de un nuevo padrón electoral que no despierte duda alguna en cuanto a su confiabilidad y transparencia.


El Honorable Senador señor Gómez concordó con los planteamientos realizados, y expresó su acuerdo con las proposiciones contenidas en esta iniciativa, sin perjuicio de hacer presente que en las posteriores etapas será necesario efectuar las modificaciones que resulten de su análisis en particular.


Concordando con lo expresado por los miembros de la Comisión, en el sentido de avanzar en la tramitación de la iniciativa, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, declaró cerrado el debate y puso en votación en general el proyecto.


Sometido a votación, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Gómez.
- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os propone aprobar en general el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral: 





1)
Reemplázase su Título Preliminar y los siguientes Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar




Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.




Artículo 2°.- Los organismos encargados del proceso de inscripción electoral son las Juntas Electorales, las Juntas de Actualización y el Servicio Electoral.

Título I

DEL REGISTRO ELECTORAL

1.
Disposiciones Generales




Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.




Asimismo, el Registro Electoral contendrá la nómina de los demás chilenos y extranjeros, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.





Artículo 4°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno, el número de cédula nacional de identidad, la fecha de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, el domicilio, la circunscripción electoral, con identificación de la Región, provincia y comuna a que pertenezca, o del Consulado en el que se encuentre registrado, en su caso.





Además, la nómina deberá incluir la foto, huella dactilar y la profesión de la persona inscrita si estos datos estuvieren a disposición del Servicio Electoral.





El Registro también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o si ha perdido la ciudadanía o la residencia, en su caso. 

2.
De la inscripción





Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral, a partir de la fecha en que cumplan los 17 años.





Asimismo, serán inscritos automáticamente, los extranjeros comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.





Artículo 6°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir al Servicio Electoral una lista de los chilenos comprendidos en el Artículo 10 N° 1 y N° 3 de la Constitución Política de la República que hayan cumplido 17 años en el mes inmediatamente anterior o hayan obtenido carta de nacionalización, según corresponda.





La referida lista deberá contener los nombres y los apellidos de dichas personas, el número de su rol único nacional, su fecha de nacimiento, y sexo.





Además, respecto de las personas que hayan obtenido cédula de identidad, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá añadir a la lista la fotografía, la huella dactilar, el domicilio declarado, con indicación de la comuna, y la profesión registrada si la hubiere.





En caso que la persona no hubiere obtenido cédula de identidad al momento de confeccionar la lista, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá comunicar el domicilio registrado al momento de solicitar la inscripción de nacimiento. En caso de ser más de dos domicilios los registrados, se estará al domicilio de la madre.





El domicilio informado conforme a los incisos anteriores, será considerado como domicilio electoral para los efectos de la inscripción en el Registro Electoral.





Si con posterioridad al envío de los antecedentes de una persona, ésta obtuviera cédula de identidad, o renovara la misma, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar la fotografía y la copia de la huella dactilar correspondiente.





Artículo 7°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros comprendidos en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, que acrediten cumplir con el requisito de avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda, serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral. 





Para estos efectos, el interesado deberá presentar la solicitud pertinente ante cualquier Junta de Actualización, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral. Esta solicitud será remitida al Ministerio del Interior, quien, si correspondiere, emitirá un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirá al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción.





Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, que se encuentren en el extranjero, podrán realizar este trámite ante los Consulados de Chile. 





Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.





En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de acreditación de avecindamiento entre el centésimo vigésimo día anterior a una elección y el primer día del mes siguiente a ésta.





Artículo 8°.- Mensualmente, el Servicio Electoral deberá comunicar a las personas el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, indicando la circunscripción electoral en donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.





Esta comunicación deberá indicar si, al momento de la inscripción, la persona se encuentra con su derecho a sufragio suspendido o ha perdido la ciudadanía, inhabilitándolo para votar, con indicación de causa.





Además, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio Web y de una línea telefónica, un sistema de consulta en donde cada elector podrá verificar en qué circunscripción se encuentra inscrito y si está habilitado para votar.
3.
De la actualización del registro electoral




Artículo 9°.- El Director del Servicio Electoral actualizará en forma permanente el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:





a) Nuevas personas que cumplan con los requisitos para ser inscritas.





b) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del registro.





c) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.





d) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita en conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República; y el cese de esta suspensión. 





e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros.





f) Solicitud de cambio de domicilio que signifique una nueva circunscripción electoral.





g) Reclamaciones acogidas en conformidad a la ley. 





El Director conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.





Artículo 10.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dentro de los 5 primeros días de cada mes, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá enviar al Servicio Electoral un listado de aquellas personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior, como asimismo, la de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva, y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.





El Servicio de Registro Civil e identificación comunicará, además, todas las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y cualquier cambio en los datos señalados en el artículo 6°, con excepción del domicilio.





El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.





Artículo 11.-  El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro del los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.





Artículo 12.- El Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral sobre las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, tan pronto como queden ejecutoriados los actos administrativos que las dispongan, y siempre que ellas impongan al extranjero la obligación de hacer abandono del país.





Artículo 13.- Dentro de los 5 primeros días de cada mes, los Jueces de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas respecto de las cuales el Ministerio Público o un querellante particular hubiere presentado acusación por delitos que merezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.





En la misma oportunidad, los Jueces de Garantía y los Tribunales Orales en lo penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos. 





Artículo 14.- Los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia, dentro del plazo de cinco días desde la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.





Asimismo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.





Artículo 15.- Las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros tendrán validez en Chile para efectos de las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 16, y en los número 2 y 3 del artículo 17, ambos de la Constitución Política de la República. 





Artículo 16.- El Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.





Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal conforme a lo dispuesto en el artículo 93 del Código Penal.





Artículo 18.- Cualquier persona inscrita podrá solicitar al Servicio Electoral se modifique el domicilio anotado en el Registro Electoral, lo que se hará ante cualquier Junta de Actualización, mediante una comunicación escrita firmada por el peticionario al Director del Servicio Electoral, en formularios especialmente diseñados por este organismo, declarando bajo juramento su nuevo domicilio. Tratándose de ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, la solicitud podrá realizarse ante la Junta Electoral del respectivo Consulado.





Los extranjeros sólo podrán solicitar cambios de domicilio entre circunscripciones electorales en Chile.





Las Juntas de Actualización deberán remitir sin más trámite al Servicio Electoral las solicitudes que reciban, en la forma y oportunidad que, por resolución, determine el Director del Servicio.





En cualquier caso, no se admitirán solicitudes de modificación de domicilio entre el centésimo vigésimo día anterior a la elección, y el primer día del mes siguiente a ésta. Asimismo, no se aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a circunscripciones electorales que correspondan a la comuna o agrupación de comunas en la que se realizará un plebiscito, a partir del quinto día de publicado el decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria. 





El Servicio Electoral deberá notificar al elector, mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, el resultado de la solicitud indicando la nueva circunscripción en donde le corresponderá votar.





El Servicio Electoral podrá disponer otras formas para solicitar cambio de domicilio electoral a distancia a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del usuario y la seguridad de los datos del elector. 

Título II

DE LOS PADRONES ELECTORALES




Artículo 19.- El Servicio Electoral determinará el Padrón Electoral Nacional con ciento veinte días de antelación a la fecha en que deba verificarse una elección. Tratándose de plebiscitos, dicho padrón se determinará dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.





Dicho Padrón Electoral Nacional contendrá una nómina donde sólo figurarán los chilenos y extranjeros inscritos en el Registro Electoral que, a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente, reúnan los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.





El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio Web el Padrón Electoral Nacional, en la oportunidad señalada en el inciso primero. Sin perjuicio de lo anterior, en cada Junta de Actualización habrá impreso un Padrón de los registrados para votar en la respectiva circunscripción, el que será proporcionado por el Servicio Electoral.





Artículo 20.- El Padrón Electoral Nacional se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, y su, número de rol único nacional, sexo, comuna, provincia y región, y circunscripción electoral indicando el número de mesa en que le corresponde votar y el lugar que ocupa en ella.





Cada elector sólo podrá figurar una vez en el Padrón Electoral Nacional.





Artículo 21.- El Servicio Electoral, al momento de determinar el Padrón Electoral Nacional, asignará por orden alfabético a cada elector una Mesa Receptora de Sufragio, y un lugar en ella, según su circunscripción electoral.





Las Mesa Receptora de Sufragios tendrán un total de 350 electores. Cuando se cumpla con este total, se abrirá una nueva mesa y así sucesivamente, hasta que todos los electores tengan asignada una Mesa Receptora de Sufragio. Las mesas se ordenarán numérica y correlativamente dentro de cada circunscripción electoral.





Cada elector sólo podrá tener asignada una mesa y un lugar en ella.





Artículo 22.-  El Servicio Electoral confeccionará, con a lo menos treinta días de anticipación al acto eleccionario o plebiscitario correspondiente, el Padrón con la nómina definitiva de electores, tomando en consideración las reclamaciones acogidas de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente, quedando sujeto a las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 19.





Los nuevos inscritos producto de las reclamaciones, se incluirán alfabéticamente al final del Padrón Electoral Nacional y se les asignará una Mesa Receptora de Sufragio, en ese orden.





Artículo 23.-  El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral Nacional, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.





A cada mesa receptora de sufragios le corresponderá un padrón de mesa.





Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.





Los Padrones de Mesa contendrán el nombre y apellidos de cada elector, su número de rol único nacional, su huella dactilar y su fotografía.





Cada elector podrá figurar sólo en un Padrón de Mesa y una vez en él.

Título III

DE LAS RECLAMACIONES


Artículo 24.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del padrón electoral, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de éste por el Servicio Electoral, ante el juez de letras de su domicilio. 





Tratándose de ciudadanos domiciliados en el extranjero, el tribunal competente para conocer de esta reclamación y de la señalada en el artículo siguiente, será el Juez de Letras de turno de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago. 





El juez resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Director del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro de segundo día. El juez deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de sexto día, contado desde la fecha de la presentación del reclamo. 





El juez ordenará la incorporación del reclamante en el padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.





La sentencia que se pronuncie en virtud de este artículo será apelable dentro del término de cinco días contado desde que sea notificada por cédula al afectado y al Director del Servicio Electoral, en sus respectivos domicilios. Conocerá del recurso la Corte de Apelaciones competente.





Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará al Servicio Electoral, y éste procederá a cumplirla sin más trámite.





Artículo 25.- Cualquier persona podrá pedir al juez de letras competente la exclusión de quien haya sido incluido en el Padrón Electoral en contravención a la ley.





Esta presentación, para ser admitida, deberá ir acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales, de un centésimo de unidad tributaria mensual por cada inscripción impugnada. Esta suma se aplicará a beneficio fiscal si se desecha la reclamación.





El juez citará para dentro de quinto día al reclamante, y a la persona o personas cuya exclusión se pide, a fin de que concurran con sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiere cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.





En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el juez ordenar que la citación se haga por medio de un aviso, que se publicará a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda, y señalar diversas audiencias para oírlos, siempre que se celebren dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.





La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el juez resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.





No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.





La cédula de identidad emitida por el Servicio de Registro Civil e Identificación, llevada personalmente, será estimada como prueba suficiente en cuanto a los datos que ella contiene.





La resolución judicial se expedirá dentro de los tres días siguientes al señalado para la audiencia y se notificará a las partes por cédula. Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, se transcribirá al Director del Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.





Artículo 26.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en cuenta de las apelaciones, o de la consulta, en su caso, sobre inclusiones o exclusiones del Padrón, sin esperar la comparecencia de los interesados, y deberán fallarlas en el término de ocho días, contado desde el ingreso de los autos en Secretaría. Contra estos fallos no procederá recurso alguno.”.





2) Intercálese, a continuación del nuevo Título III, los siguientes Título IV y V nuevos, pasando los siguientes Títulos y artículos a tener la numeración correlativa que corresponda:

“Título IV

DE LAS JUNTAS ELECTORALES

Y DE LAS JUNTAS DE ACTUALIZACIÓN

1.
De las Juntas Electorales




Artículo 27.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las siguientes funciones:





a) Proponer al Director del Servicio Electoral, en los términos señalados en el artículo 37, la nómina de postulantes para ser designados miembros de las Juntas de Actualización, y 





b) 
Designar, a proposición de los alcaldes, los locales en que se constituirán y funcionarán las Juntas de Actualización.





Artículo 28.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.





La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Esta resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva, y si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.





Artículo 29.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario, el último.



En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.





Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría.





Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.





Artículo 30.- Las Juntas Electorales que cree el Director del Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 28, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.





Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador sólo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.





En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Director del Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Director. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.





Artículo 31.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Director del Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios de la administración de justicia, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.





Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Director. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.





Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.





Artículo 32.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Director dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 28, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.





Artículo 33.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.





Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, lo que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.





Artículo 34.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.





El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales.





El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.

2.
De las Juntas de Actualización





Artículo 35.- En cada comuna habrá una Junta de Actualización que tendrá las siguientes funciones:





a)
Recibir solicitudes de cambio de domicilio de los ciudadanos y extranjeros que figuren en el Registro Electoral;





b)
Recibir solicitudes y antecedentes para la acreditación del avecindamiento, y





c)
Entregar comprobante de trámite realizado.





Las Juntas de Actualización podrán recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se presenten, no obstante que ellas correspondan a comunas distintas de aquellas en que funcionen.





Artículo 36.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear otras Juntas de Actualización temporales o permanentes, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.





Artículo 37.- Las Juntas de Actualización estarán integradas por tres miembros designados por el Director del Servicio Electoral, de los cuales dos lo serán a proposición en cuaterna de la Junta Electoral. Además, el Director podrá designar un miembro en calidad de suplente en cada Junta de Actualización para que, en caso de ausencia, pueda reemplazar a cualquiera de los otros miembros.





Tanto las personas propuestas como las designadas para integrar las Juntas de Actualización deberán cumplir los siguientes requisitos:





a) Ser ciudadanos mayores de veintiún años de edad;





b) Haber aprobado la enseñanza básica o su equivalente;





c) Ser videntes, y





d) Tener domicilio en la circunscripción electoral de la respectiva Junta de Actualización.





Las personas que se propongan para integrar las Juntas de Actualización, podrán ser, especialmente, ex funcionarios judiciales, públicos o municipales. Los organismos correspondientes podrán proporcionar nóminas, a solicitud de la Junta Electoral, de personas que consideren idóneas para ocupar dichos cargos. Los miembros de las Juntas de Actualización, en tanto conserven ese carácter, deberán abstenerse de desarrollar cualquier actividad político-partidista. La infracción a esta norma dará origen a su remoción inmediata, en conformidad al artículo 40.





No podrán ser miembros las personas que desempeñen cargos de representación popular o sean candidatos a ocuparlos, ni los que ejerzan cargos de la confianza exclusiva del Presidente de la República o sean dirigentes de partidos políticos.





Artículo 38.- Las Juntas de Actualización podrán constituirse y funcionar con dos miembros. En la primera sesión que celebren, elegirán un Presidente de entre sus miembros, nombramiento que no podrá recaer en la persona de libre designación del Director del Servicio Electoral. Esta última se desempeñará como Secretario de la Junta y actuará como ministro de fe para todos los efectos previstos en esta ley.





Los miembros de las Juntas de Actualización asumirán sus funciones el quinto día siguiente a la notificación de la resolución de nombramiento al último de ellos. Para estos efectos, el Secretario de la Junta Electoral remitirá una citación en la que se indicará el lugar, día y hora en que ella se constituirá.





Las resoluciones de nombramiento de los miembros de las Juntas de Actualización serán notificadas a éstos por el Secretario de la Junta Electoral respectiva. La notificación se hará personalmente o por carta certificada, que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.





Artículo 39.- El cargo de miembro de una Junta de Actualización es obligatorio y nadie podrá excusarse de su desempeño sino por causa debidamente justificada. Las exclusiones serán solicitadas a la Junta Electoral respectiva, la que propondrá al Director su aceptación o rechazo. Si se aceptare la exclusión y el miembro hubiere sido designado a proposición de la Junta Electoral, ésta propondrá dos nombres para cada reemplazo que deba efectuarse. Si se tratare de la exclusión del miembro de libre designación del director, éste designará al reemplazante.





Artículo 40.- Los miembros de las Juntas de Actualización cesarán en sus funciones por suspensión de su derecho de sufragio, por no cumplir con los requisitos señalados en el artículo 37 o por remoción dispuesta por el Director del Servicio Electoral, quien, si se tratare de un miembro propuesto por la Junta Electoral, deberá oírla previamente. La Junta deberá informar en el término de tres días.





Los reemplazos se sujetarán a las normas del artículo precedente.





Artículo 41.- No podrán integrar simultáneamente una misma Junta los cónyuges o parientes legítimos consanguíneos o afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, ni tampoco los padres e hijos de filiación no matrimonial, ni los adoptantes y adoptados. Si se presentare el caso, se procederá al reemplazo del miembro menos antiguo. Si la antigüedad fuere la misma, se reemplazará al de menor edad. Para estos efectos, se procederá en conformidad al artículo 39.





Artículo 42.- La concurrencia a las sesiones de la Junta será obligatoria para todos sus miembros. Las inasistencias que no fueren debidamente justificadas ante la Junta Electoral, serán sancionadas en la forma que dispone el artículo 67.





Artículo 43.- De todas las actuaciones de las Juntas se levantarán actas que firmarán todos los miembros presentes.





Además, las Juntas, al entrar en funciones por primera vez, levantarán acta de su instalación, en la que deberá dejarse constancia del carácter en que actúa cada uno de sus miembros y del documento que acredite su designación. 





Todas las actas se insertarán en el Libro de Actas que se dispondrá para estos efectos, y una copia del acta de instalación, firmada por sus miembros, se enviará el mismo día levantada al Director del Servicio Electoral.





Artículo 44.- Cada uno de los miembros de las Juntas tendrá derecho a un honorario de un décimo de unidad tributaria mensual por cada sesión a que asista, más un tercio de un milésimo de unidad tributaria mensual por cada solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento recibida. Estos honorarios estarán exentos de todo impuesto.





Para los efectos del pago de tales honorarios los Presidentes remitirán mensualmente al Servicio Electoral un informe en que se detallarán las sesiones a que asistió cada uno de los miembros y el número de solicitudes de cambio de domicilio y de acreditación de avecindamiento recibidas en cada una de esas sesiones.





Para los efectos de las actas pertinentes y del pago de los honorarios respectivos, se considerará la doble jornada del artículo 45 como dos sesiones independientes.





El Servicio Electoral procederá al pago de los honorarios dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de dicho informe, considerándose el valor de la unidad tributaria mensual que rija en la fecha en que se extienda el documento de pago.





Artículo 45.- Las Juntas de Actualización funcionarán todos los días hábiles, de lunes a viernes, en doble jornada, de 9 a 13 horas y de 15 a 19 horas, y los sábados, de 10 a 14 horas. 





No obstante, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que todas o algunas Juntas funcionen en días feriados en sustitución de días hábiles. Con todo, el Director, mediante resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial y en un periódico de la Región respectiva, podrá suspender el funcionamiento de una o más Juntas de Actualización cuando la baja cantidad de población o las condiciones climáticas lo hagan aconsejable. En todo caso, dichas Juntas deberán tener períodos de funcionamiento de no menos de cuatro meses en cada año y por cuatro horas cada jornada. Estas modificaciones se establecerán mediante resolución fundada, que se publicará en extracto en el Diario Oficial, dentro de tercero día, y regirá desde el décimo día siguiente a la publicación referida.





Artículo 46.- Las Juntas de Actualización obrarán con entera independencia de cualquiera autoridad en el ejercicio de sus funciones. En todo caso, estarán sujetas a la fiscalización del Servicio Electoral.





Artículo 47.- Para el funcionamiento de las Juntas de Actualización corresponderá a las Municipalidades proporcionar los locales, mobiliario y servicios que se requieran y velar por su seguridad, aseo y mantención.





En los casos en donde las Juntas de Actualización no funcionen en el propio edificio de la municipalidad, éste deberá proporcionar locales permanentes o temporales emplazados en centros de fácil acceso público y de desplazamiento significativo de personas de la comuna respectiva.
3.
De las Juntas Electorales en el Exterior




Artículo 48.- En cada Consulado, habrá una Junta Electoral presidida por el Cónsul e integrada, además, por otro funcionario del Servicio Exterior o, en caso de no haberlo, por un funcionario de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores o, en su defecto, por un empleado chileno del consulado o misión diplomática, designado por el Presidente de la Junta, en el que recaerá la función de secretario.




En los casos de imposibilidad de integración de alguno de los miembros de la Junta, éste será sustituido por la persona chilena a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones, o por aquella que, para estos efectos, designe el Servicio Electoral.





En cada ocasión que haya un cambio de alguno de los miembros de la Junta, se dejará constancia en un acta firmada por todos ellos.





Las Juntas Electorales en el exterior celebrarán sus sesiones en la sede de los respectivos consulados y sus miembros estarán obligados a asistir de conformidad con lo previsto en el artículo 42.





Para los efectos del cumplimiento de sus funciones como miembros de las Juntas Electorales, los funcionarios de los consulados estarán sujetos a las instrucciones impartidas por el Director del Servicio Electoral.





Artículo 49.- Las Juntas Electorales en el exterior ejercerán sus funciones en el territorio del Estado extranjero en que tenga su sede el respectivo Consulado.





Sin perjuicio de lo anterior, mediante resolución fundada del Director del Servicio Electoral, publicada en la forma establecida en el artículo 28 de esta ley, se podrá disponer que una Junta Electoral extienda sus funciones a uno o más Estados contiguos o cercanos a aquel en que tenga su sede el respectivo Consulado, cuando en ellos no existiere representación consular chilena, en los términos previstos en el inciso cuarto del artículo 7°.





En aquellos países donde existiera más de un consulado, todos ellos estarán habilitados para recibir solicitudes de cambio de domicilio de los chilenos residentes en el Estado respectivo. Corresponderá al Servicio Electoral y al Ministerio de Relaciones Exteriores, adoptar las providencias necesarias para la oportuna tramitación de las solicitudes.





Artículo 50.- Corresponderá a las Juntas Electorales en el exterior ejercer las funciones propias de las Juntas de Actualización. No obstante, no podrán recibir solicitudes de acreditación de avecindamiento o de cambio de domicilio de extranjeros.





No se aplicará a los integrantes de estas Juntas Electorales, lo establecido en el Artículo 44 de esta ley.





Artículo 51.- Las Juntas Electorales en el exterior quedarán sujetas a las obligaciones a que se refiere el artículo 43.





Artículo 52.- Para el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el artículo 35, las Juntas Electorales en el exterior funcionarán todos los días hábiles de atención del respectivo Consulado, de lunes a viernes, de 10 a 14 horas. 





Para los efectos del funcionamiento de las Juntas Electorales en el exterior, no serán considerados hábiles los feriados legales del Estado en que aquellas tengan su asiento.





Artículo 53.- Toda comunicación oficial y todo envío de materiales, cualquiera sea su naturaleza, entre el Servicio Electoral u otro órgano del Estado y las Juntas Electorales en el exterior, se hará a través de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores.

4. 
De las circunscripciones electorales




Artículo 54.- Las circunscripciones electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesa Receptoras de Sufragios.





El Director del Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.





La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones, y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en la forma prescrita en el inciso segundo del artículo 28.





El Servicio Electoral dispondrá la ubicación de carteles, avisos u otros medios de publicidad en los lugares de la circunscripción más frecuentados por el público, para su adecuada difusión.

TÍTULO V

DEL ORDEN PÚBLICO Y SANCIONES

1. 
Del mantenimiento del orden





Artículo 55.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán conservar el orden y garantizar la libertad de acceso de las personas que concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento. Esta atribución podrán ejercerla en el recinto en que funcione la respectiva Junta de Actualización y en un radio de veinte metros.





Artículo 56.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización deberán impedir la formación de grupos de personas que entorpezcan el acceso de quienes concurran a solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación de su avecindamiento.





Ante la reclamación de cualquier interesado, los Presidentes instarán a dichos grupos a disolverse. Si no fueren obedecidos, los harán disolver por Carabineros y, en caso necesario, suspenderán las funciones de la respectiva Junta.





Artículo 57.- Si los desórdenes o formación de grupos ocurrieren dentro del recinto en que se practique la solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, el respectivo Presidente de la Junta pondrá, directamente o por intermedio de Carabineros, a disposición del juez competente a los perturbadores.





Artículo 58.- Los Presidentes de las Juntas, en caso necesario, podrán solicitar el auxilio de Carabineros hasta la terminación de su cometido.





La fuerza pública deberá cumplir sin más trámite las órdenes del Presidente y proceder a los arrestos a que diere lugar el requerimiento de aquél.





Artículo 59.- Si la Junta hubiere tenido la necesidad de suspender sus funciones, dejará constancia en acta de los hechos que hubieren dado lugar a la suspensión. Igual constancia dejará si hubiere requerido el auxilio de Carabineros, dando cuenta en ambos casos al Director del Servicio Electoral.





Artículo 60.- Ninguna tropa o partida de fuerza armada puede situarse en el recinto que señala el inciso primero del artículo 55, sin acuerdo expreso de la Junta.





Si la tropa o partida de fuerza armada llegare a situarse en dicho recinto, deberá retirarse a la primera intimación que le formulare el Presidente de la Junta. Si esta orden no fuere obedecida inmediatamente, el Presidente suspenderá las funciones de la Junta.





Artículo 61.- Carabineros cuidará de que se mantenga el libre tránsito en las calles o caminos que den acceso a los locales en que funcionen las Juntas e impedirá toda aglomeración de personas que dificulte a los interesados llegar a ellas o que los presionen de obra o de palabra.

2. De los procedimientos judiciales por faltas y delitos
contemplados en esta ley




Artículo 62.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Libro Primero del Código Penal.




Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.





Artículo 63.- Las investigaciones criminales y procesos a que dé lugar esta ley se sujetarán a las reglas del Código Procesal Penal.





Artículo 64.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

3.
De las sanciones




Artículo 65.- Sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo los miembros de las Juntas de Actualización que incurrieren en alguna de las siguientes conductas:





a) Recibir solicitudes de cambio de domicilios en un recinto distinto del que les corresponda;





b) Recibir solicitudes y antecedentes de acreditación de avecindamiento en un recinto distinto del que les corresponda;





c) Recibir solicitudes en días y horas distintos de la jornada de funcionamiento que señala la ley;





d) Negarse a recibir una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, fuera de los casos contemplados por la ley;





e) Funcionar en número inferior al señalado por la ley;





f) Remitir una solicitud de cambio de domicilio que no hubiera sido requerida por la persona inscrita.



g)
Impedir la presencia de otro miembro durante la tramitación de una solicitud de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento.





Artículo 66.- Los Presidentes de las Juntas de Actualización que en el plazo legal no remitieren a su destino las solicitudes de cambio de domicilio o de acreditación de avecindamiento, salvo que acreditaren causa legítima o insuperable, sufrirán la pena de treinta días de prisión.





Artículo 67.- Los miembros de las Juntas de Actualización que injustificadamente no concurrieren al desempeño de sus funciones, sufrirán una pena de multa equivalente a un décimo de unidad tributaria mensual por la primera inasistencia, y del doble si incurrieren en la misma falta dentro de los treinta días siguientes. Si nuevamente incurrieren en ella dentro del mismo período, sufrirán la pena de dos días de prisión y cesarán inmediatamente en sus funciones.





El miembro que hubiere sido sancionado por cinco inasistencias durante un semestre sufrirá la pena de dos días de prisión y cesará de inmediato en sus funciones.





Artículo 68.- El que impidiere ejercer sus funciones a la Junta de Actualización o a alguno de sus miembros, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo. Igual pena sufrirá quien perturbare el orden en el recinto de la Junta o en sus alrededores, impidiéndole el desempeño de su cometido.





Artículo 69.- La persona que al momento de solicitar cambio de domicilio o la acreditación del avecindamiento suplantare a otra, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales





Igual pena sufrirá quien proporcionare a la Junta datos falsos al solicitar la acreditación del avecindamiento.





Artículo 70.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, o un Libro de Actas, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.





Igual pena sufrirá quien ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan. 





Artículo 71.- El que cometiere falsedad en un Libro de Actas contrahaciendo o fingiendo firmas, alterando fechas o datos consignados en él, o haciendo cualquier alteración en lo obrado por la Junta, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.





Artículo 72.- El que maliciosamente alterare la información contenida en el Registro Electoral, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.





Artículo 73.- Si los delitos señalados en los dos artículos precedentes son cometidos por funcionarios del Servicio Electoral o por algún miembro de la Junta de Actualización, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos aumentadas en un grado.





Artículo 74.- Los funcionarios del orden administrativo o judicial que injustificadamente dejaren de cumplir con las obligaciones que les impone esta ley, sufrirán la pena de suspensión del cargo en su grado mínimo. En caso de reincidencia se aumentará la pena en un grado, y si nuevamente reincidieren, serán destituidos de los cargos que desempeñen con el solo mérito de la sentencia ejecutoriada que imponga la pena, quedando además absoluta y perpetuamente inhabilitados para el desempeño de cargos y oficios públicos, sin perjuicio de la responsabilidad civil o administrativa que pudiere corresponderles.





Artículo 75.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio, solicitudes de acreditación de avecindamiento, o libros de actas,  que se le hubieren confiado, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo. Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo e inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos.





Artículo 76.- Las multas que se impongan en virtud de esta ley serán a beneficio fiscal.”.





3) Introdúcense las siguientes modificaciones al actual artículo 90:





a) Sustitúyase su letra b) por el siguiente texto:





“b) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;”.





b) Reemplázase, en su letra e), la expresión “el proceso de inscripción” por “los procesos de cambio de domicilio u otros”.





c) Reemplázase, en su letra f), la expresión “las inscripciones” por “los procesos de cambio de domicilio y otros,”.





d) Sustitúyese, en su letra h), la expresión “Archivo Electoral General” por “Registro Electoral”.





4) Reemplázase, en la letra h) del actual artículo 93, la frase “organismos relacionados con el proceso de inscripciones electorales” por “organismos electorales”.





5) Derógase el actual artículo 99.





6) Incorpórase, a continuación del actual artículo 101, el siguiente artículo final nuevo: 





“Artículo …...- El Ministerio de Justicia deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre todos aquellos antecedentes que de acuerdo los artículos 5° y 10 deba proporcionar el Servicio de Registro Civil e Identificación al Servicio Electoral.





Asimismo, el Servicio Electoral deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes trimestrales, sobre la determinación del Registro Electoral y los Padrones.”.





Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:





1) Reemplázase el inciso 1º del artículo 11 por el siguiente:





“Artículo 11.- El patrocinio de candidaturas independientes deberá inscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.”.





2) Sustitúyese, en el artículo 13, la frase “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.





3) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:





“Artículo 37.- Habrán tantas Mesas Receptoras de Sufragio de cuanto resulte dividir a las personas registradas en el Padrón Electoral Nacional en mesas de 350 electores cada una, según su circunscripción electoral. La última Mesa Receptora de Sufragio de cada circunscripción podrá tener asignada un número menor de 350 electores.”.





4) Sustitúyese el artículo 38 por el siguiente:





“Artículo 38.- El Director del Servicio Electoral determinará el número de Mesas Receptoras de Sufragios en cada circunscripción y el Padrón de Mesa que corresponderá a cada una de ellas, con ciento veinte días de antelación a cada elección. Tratándose de plebiscitos, las Mesas y sus respectivos Padrones deberán determinarse dentro de los cinco días siguientes a la publicación del decreto supremo que establece el día en que se realizará la votación plebiscitaria.





Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.





El Padrón de Mesa determinado en esta oportunidad sólo podrá ser modificado por acogerse solicitudes o reclamos interpuestos conforme al Título III de la ley sobre Sistema de Inscripción Electoral y Servicio Electoral.”.





5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 40, la frase “ciudadanos inscritos en los Registros correspondientes a Mesas contiguas” por “ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a Mesas contiguas”.





6) Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:





a) Reemplázase, en su inciso primero, antes del punto seguido, la expresión “Registro o Registros agrupados” por “Padrón de Mesa”.





b) Añádase, en el inciso primero, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “En cualquier caso, los escogidos por cada miembro no podrán ser todos del mismo sexo.”.





c) Añádase, en el inciso cuarto, luego del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Con todo, en el sorteo de las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, se deberá velar por que ésta no quede integrada sólo por personas de un mismo sexo.”.





7) Suprímese, en el artículo 42, la expresión “comenzando por las de varones,”.





8) Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:





“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el sólo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.





9)
Intercálase el siguiente artículo 47 bis:





“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono de 0,4 UF, por cada acto electoral en el que participen.





El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.





Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto. 





Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.





A quienes perciban maliciosamente el bono que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente. 





10) Modifícase el artículo 55 del siguiente modo:





a) Reemplázase, en el numeral 1), la expresión “El o los Registros Electorales” por “El o los Padrones de Mesa”.





b) Reemplázase, en el numeral 2), la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.





c) eemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Registro” por “Mesa”.





11)
Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma:





a) eemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:





“Recibido el paquete de útiles electorales y el o los Padrones de Mesa, los vocales abrirán el paquete y levantarán acta de instalación en la hoja dispuesta al efecto en el Padrón.”.





b) Reemplázase el inciso cuarto la expresión “Registro” por “Padrón de Mesa”.





12) Modifícase el artículo 60 del siguiente modo:





a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “con inscripción vigente en los Registros Electorales” por “en los Padrones de Mesa”.





b) Derógase el inciso segundo.





13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 63, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.





14) Sustitúyese, en la frase final del artículo 67, la expresión “de sus inscripciones” por “en el Padrón de Mesa”.





15) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 73, las expresiones “Registro” por “Padrón de Mesa”.





16) Reemplázase, en el artículo 75, la expresión “Registros” por “Padrones de Mesa”.





17) Suprímase, en el inciso primero del artículo 77, la expresión “con excepción de los Registros Electorales”.





18) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 88, el vocablo “Registro” por la expresión “Padrón de Mesa”.





19) Reemplázase el inciso segundo del artículo 91 por el siguiente:





“Dentro de las veinticuatro horas siguientes al término del funcionamiento del Colegio, el Secretario devolverá al Secretario de la Junta Electoral el Libro de Actas y las copias de actas de escrutinio que le hubieren sido proporcionadas.  En el mismo plazo, enviará las actas de escrutinio de las Mesas Receptoras de Sufragio al respectivo Director Regional del Servicio Electoral.”.





20) Intercálase, a continuación del artículo 91, el siguiente artículo:





“Artículo 91 bis.- Dentro de las veinticuatro horas de terminado el proceso de calificación de la elección o plebiscito, los Secretarios de Juntas Electorales remitirán a los respectivos Directores Regionales del Servicio Electoral, los Padrones de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en sus territorios jurisdiccionales.”.





21) Sustitúyese, en el número 4) del artículo 103, el vocablo “Registro” por “Padrón de Mesa”.





22) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 120, la frase “ni a los inscritos en el Registro Electoral respectivo” por “ni a los electores que figuren en el Padrón de Mesa”.





23) Reemplázase, en el artículo 127 la expresión “tener inscripción vigente” por “estar habilitado para votar”.





24) Reemplázase el numeral 3) del artículo 132 por el siguiente:





“3) Admitir el sufragio de personas que no figuren en el Padrón de la Mesa, o que no exhiban el documento que los habilita para votar.”.





25) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 134, el vocablo “registros” por la expresión “Padrones de Mesa”.





26) Reemplázase, en el número 4) del artículo 136, la expresión “Registro Electoral” por las palabras “Padrón de Mesa”.





27) Derógase el artículo 139.





28) Suprímase, en el artículo 140, la expresión “, para no sufragar”.





29) Elimínase, en el artículo 144, el guarismo “139”.





30) Sustitúyese el artículo 153 por el siguiente:





“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de policía local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.





31) Reemplázase, en el artículo 160, la expresión “tener inscripción electoral vigente” por “con derecho a sufragio”.





32) Intercálese el siguiente Título XI, pasando los artículos del Título Final a tener la numeración correlativa que corresponda:

“TITULO XI

DE LAS VOTACIONES EN EL EXTRANJERO

Párrafo 1º

Del ámbito de aplicación





Artículo 178.- Las disposiciones del presente Título regulan los procedimientos para la realización de actos eleccionarios en el extranjero.





Artículo 179.- Procederá realizar votaciones en el extranjero cuando corresponda elegir Presidente de la República y en los casos de los plebiscitos regulados en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República.





Artículo 180.- Las funciones y atribuciones que esta ley confiere a las Juntas Electorales a que se refiere la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, en el caso de votaciones en el extranjero, corresponderán a las Juntas Electorales establecidas en el artículo 48 de dicha ley.





Artículo 181.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.





Artículo 182.- Todas las necesidades de difusión e información en el extranjero establecidas por esta ley, se entenderán cumplidas a través de los medios más idóneos que determine el Cónsul por resolución fundada, considerando las características y circunstancias del país respectivo, tales como:





a) Afiches impresos,





b) Folletos informativos,





c) Páginas Web oficiales del Estado de Chile.





Los afiches se colocarán en lugares destacados y de acceso al público del Consulado y los folletos informativos se pondrán a disposición del público en la mayor cantidad de lugares con afluencia de chilenos.

Párrafo 2º

De los actos preparatorios




Artículo 183.- Serán aplicables a los actos preparatorios de las elecciones en que procedan votaciones en el extranjero, las normas del Título I de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.





Artículo 184.- Las Juntas Electorales en el extranjero velarán por la difusión de las cédulas electorales con las cuales se sufragará y sus características, conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 29. Esta difusión se llevará a cabo en la forma establecida en el artículo 182.





Con todo, será obligatoria la fijación en cada Consulado, de los carteles a que alude el inciso segundo del artículo 29.





Artículo 185.- La obligación de fijar tableros o murales señalada en el inciso primero del artículo 34, corresponderá a los Consulados.





Artículo 186.- Se prohíbe, en el extranjero, toda otra propaganda electoral que no sea aquella a que se refiere el señalado artículo 34, o que consista en cualquier material que los candidatos envíen a los electores.





La infracción de lo dispuesto por el inciso anterior podrá ser denunciada por cualquier elector ante el Consulado respectivo, el que deberá remitirla al tribunal competente, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la denuncia, acompañando los medios de prueba en que se funde.





Artículo 187.- Las mesas receptoras de sufragios en el exterior se compondrán de tres vocales elegidos de entre los ciudadanos registrados en los Padrones de Mesa respectivos y su nombramiento se hará siguiendo el orden numérico de tales Padrones.





Para la designación de los vocales se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 41 y siguientes, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a una elección presidencial o plebiscito. Para estos efectos, se formará una lista con nueve nombres, cinco de los cuales serán escogidos por el Presidente y cuatro por el otro integrante de la Junta.





Artículo 188.- Los vocales sorteados para integrar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero en las elecciones de Presidente de la República, deberán desempeñar esa función en las segundas votaciones que tengan lugar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución Política de la República.





Artículo 189.- Para los efectos de la constitución de las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, los vocales deberán reunirse el día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda actuar, en el lugar y la hora que determine la Junta respectiva, lo que deberá difundirse de acuerdo a lo establecido en el artículo 182.





Artículo 190.- Para los efectos de determinar los locales en que deban funcionar las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, las Juntas Electorales preferirán aquellos que correspondan al lugar de funcionamiento del Consulado. En caso que ello no fuere posible, las Juntas dejarán constancia en el mismo acto de las razones que determinan dicha imposibilidad.





Artículo 191.- Será responsabilidad del Cónsul la instalación de las mesas receptoras en los locales designados, debiendo proveer las mesas, sillas, urnas y cámaras secretas necesarias.





Artículo 192.- En cada Consulado funcionará, desde el tercer día anterior a la elección o plebiscito, una Oficina Electoral dependiente de la Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Con todo, el día de la votación, la Oficina Electoral funcionará en el local de votación.





El Delegado designado por el Presidente de la Junta Electoral deberá ser un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, o un empleado de nacionalidad chilena, de la respectiva Misión Diplomática o Consulado de Chile. Sólo a falta de los anteriores, el Delegado podrá ser cualquier ciudadano chileno, registrado en los Padrones de las Mesas respectivas.





El Delegado tendrá las facultades y funciones señaladas en los números 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 54, y no tendrá derecho a dieta.





Corresponderá, asimismo, al Delegado, recibir al término de cada escrutinio de mesa, los formularios de minuta a que se refiere el número 7) del artículo 71 y remitirlos directamente, por el medio más expedito de que disponga, uno al Ministerio del Interior y otro al Servicio Electoral, sin perjuicio de remitir los originales por intermedio de la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración.





Artículo 193.- Para la provisión de los útiles electorales a las mesas receptoras de sufragios en el extranjero, el Servicio Electoral los remitirá sellados al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, correspondiendo a éstos su resguardo, traslado y distribución.

Párrafo 3º

Del acto electoral




Artículo 194.- Serán aplicables a las votaciones que tengan lugar en el extranjero las normas sobre Acto Electoral del Título II de esta ley, con las salvedades que se establecen en los artículos siguientes.





Artículo 195.- En todos los casos que la ley dispone la intervención de la fuerza pública durante el acto electoral, el Presidente de la mesa receptora de sufragios en el extranjero se limitará a dejar constancia en el Acta de los hechos acaecidos, sin perjuicio de efectuar las comunicaciones que fueren procedentes para la  realización de las denuncias que correspondieren.





Artículo 196.- Para los efectos del artículo 62, los electores que sufraguen en el extranjero podrán presentar su cédula nacional de identidad vigente otorgada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, o pasaporte para chilenos válido.





Artículo 197.- En los casos de disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del sufragante en el extranjero, corresponderá a la mesa determinar si sufraga o no, dejando constancia en el Acta.





Artículo 198.- En las votaciones que se efectúen en el extranjero, los sobres a que se refiere el inciso cuarto del artículo 73 se dirigirán al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Cónsul.





Artículo 199.- Concluido el escrutinio por Mesas, el Secretario y el Presidente de la mesa receptora de sufragios  remitirá ambos sobres, que contienen el ejemplar del acta, al Cónsul. Este los hará llegar en forma separada al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral, en el plazo más breve posible, desde el cierre del acta o de la última de ellas si hubiese más de una.





Los Cónsules deberán confeccionar dos valijas diplomáticas especiales. Una contendrá las actas dirigidas al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y la otra, las actas dirigidas al Servicio Electoral, debiendo adoptar los resguardos necesarios para que su despacho se efectúe por vías separadas. Las valijas serán remitidas a la Dirección General de Asuntos Consulares e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores dentro de las 48 horas siguientes a la última recepción. Dicha Dirección, a su vez, las remitirá de inmediato al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral.





Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el Jefe de la Misión diplomática, el mismo día de la elección, debe informar al Director del Servicio Electoral, al Subsecretario del Ministerio del Interior y al Tribunal Calificador de Elecciones, mediante comunicación telefónica y fax o correo electrónico, los resultados del escrutinio de cada una de las mesas receptoras de sufragios.





Artículo 200.- Firmadas las actas, los Delegados de Juntas Electorales remitirán en paquete al Cónsul, los Padrones de Mesa que hubiere tenido a su cargo, los sobres a que se refiere el artículo 72, y los demás útiles usados en la votación. Cada paquete será sellado, se anotará la hora y será firmado por los vocales de la Mesa.





Artículo 201.- Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección o plebiscito, el Cónsul enviará por valija diplomática especial a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores todos los sobres y útiles recibidos, la que a su vez, los remitirá al Servicio Electoral. El envío se hará en paquetes separados por cada Mesa Receptora, que indicarán en su cubierta el Consulado a que correspondan y el número de Mesa respectivo.





Artículo 202.- Se prohíbe la divulgación de los resultados electorales que se produzcan en el exterior antes de las 17 horas, hora de Chile continental, del día de la respectiva elección.

Párrafo 4º

De las normas sobre Escrutinio de los sufragios emitidos en el exterior y de los Colegio Escrutadores de votos en el extranjero





Artículo 203.- Para efectos de proceder al escrutinio general de los sufragios emitidos en el extranjero, existirá uno o más colegios escrutadores especiales, constituidos cada uno de ellos por los miembros de una de las Juntas Electorales de la Región Metropolitana y un secretario.





Para efectos de lo anterior, el Director del Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada que deberá publicarse en el Diario Oficial, con a lo menos veinte días de anticipación a aquel en que se deba celebrar una elección, el número de colegios escrutadores que existirán, individualizando la Junta Electoral que lo constituirá y asignando a cada una de ellas un número determinado de mesas. La asignación de mesas se iniciará por la Junta Electoral Primera de Santiago y se continuará según el orden correlativo.





Artículo 204.- Los colegios escrutadores de votos en el extranjero se constituirán a las 09:00 horas del día lunes subsiguiente al de la elección.





Artículo 205.- Se prohíbe a las misiones diplomáticas y oficinas consulares chilenas, a los integrantes de las Juntas Electorales en el exterior, a los vocales de mesas, a los candidatos y sus apoderados, dar a conocer resultados parciales o totales de la elección verificada en el exterior, antes del plazo establecido en el artículo 202.

Párrafo 5º

De las Reclamaciones Electorales en el exterior





Artículo 206.- Las normas relativas a las reclamaciones electorales señaladas en el Título IV de esta ley, serán aplicables a los hechos y actos ocurridos en los procesos electorales que se efectúen en el extranjero que pudieren haber viciado las elecciones y plebiscitos.





Artículo 207.- No procederán reclamaciones de nulidad relativas a los procedimientos de votación efectuados en el extranjero, que se refieran a la elección, funcionamiento o escrutinio de los Colegios Escrutadores.





Artículo 208.- Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad que formulen electores en el extranjero se interpondrán ante el Cónsul respectivo, dentro de segundo día de terminado el acto eleccionario. Este deberá remitir copias fidedignas, directamente y sin más trámite, al Tribunal Calificador de Elecciones, por el medio más expedito de que disponga. Ello, sin perjuicio de remitir los originales en valija especial dentro de las 48 horas siguientes a su recepción, a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta a su vez, las remita a la mayor brevedad a dicho órgano calificador.

Párrafo 6º

Del mantenimiento del orden público en el exterior





Artículo 209.- Corresponderá a los Cónsules, conforme a sus facultades, adoptar las providencias necesarias para permitir y resguardar el libre acceso a los locales en que funcionen las mesas receptoras de sufragios en el extranjero y evitar aglomeraciones.





Artículo 210.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y mesas receptoras de sufragios deberán conservar el orden y la libertad de las votaciones que se efectúen en el extranjero y dispondrán las medidas conducentes a ese objetivo, en el lugar en que funcionen.





Asimismo, el Delegado de la Junta Electoral velará por la conservación del orden y el normal funcionamiento dentro de la Oficina Electoral a su cargo.





Artículo 211.- Los Presidentes de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragios deberán velar por el libre acceso al recinto en que funcionen e impedir que se formen aglomeraciones en las puertas o alrededores que entorpezcan el acceso a los electores.





Ante la reclamación de cualquier elector, los Presidentes ordenarán disolver esas aglomeraciones. Si no fueren obedecidos, podrán suspender las funciones de la Junta o Mesa Receptora respectiva.





Artículo 212.- En caso de aglomeraciones, manifestaciones o incidentes graves que impidieren el desarrollo del acto electoral, el Presidente de la Junta Electoral solicitará al Jefe de Representación Consular o Cónsul, que recurra al auxilio de la fuerza pública del país respectivo, ajustándose en todo caso, al ordenamiento legal correspondiente y a las normas del derecho internacional.





Artículo 213.- Si la Junta o la mesa se hubieren visto en la necesidad de suspender sus funciones, las reiniciarán dejando constancia en las actas de los hechos que dieron lugar a la suspensión.





En el caso de una mesa receptora de sufragio, su Presidente suspenderá la votación hasta que se restablezcan las condiciones de orden y libertad necesarias para continuar la emisión y recepción de sufragios.  La votación suspendida se continuará en el mismo día hasta los límites horarios que señala el artículo 68.





El Presidente dará, en todo caso, aviso de su determinación al delegado de la Junta Electoral respectiva.

Párrafo 7º

De las sanciones y procedimientos judiciales





Artículo 214.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el Título VII de esta ley, se aplicarán a las faltas y delitos establecidos en esta ley cometidos en el exterior, las reglas especiales que prescriben los artículos siguientes.





Artículo 215.- Tratándose de infracciones a las disposiciones de esta ley cometidas en el exterior, para las que se establezca la sanción de multa a beneficio municipal, se aplicará multa de igual entidad a beneficio fiscal.





Artículo 216.- En caso que un funcionario del Servicio Exterior o de las Plantas de Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, de una Embajada o Consulado chilenos, incurriere en las faltas del artículo 130, sin perjuicio de las sanciones allí contempladas, el Subsecretario de Relaciones Exteriores deberá ordenar la instrucción del sumario administrativo correspondiente. En casos de reincidencia, se aplicará la medida disciplinaria de destitución.





Artículo 217.- Los miembros de las Juntas Electorales y de las mesas receptoras de sufragio en el exterior que tomen conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de faltas o delitos previstos en esta ley, ocurridos en los procesos electorales que tengan lugar en el extranjero, dejarán constancia de los mismos en las actas que correspondan.





Los Presidentes de las Juntas y de las mesas deberán comunicar los hechos referidos al Servicio Electoral, para que éste los ponga en conocimiento del Tribunal competente.





Artículo 218.- Será competente para conocer de las infracciones señaladas en los artículos 144 y 186, cometidas en el extranjero, cualquier Juez de Policía Local con competencia en la provincia de Santiago.





Respecto de los delitos previstos en esta ley que se cometan en el extranjero, se aplicarán las normas de competencia del Código Orgánico de Tribunales.





Artículo 219.- Los Presidentes de mesas receptoras de sufragio en el exterior cumplirán la obligación señalada en el artículo 152, comunicando los hechos y responsables al Cónsul respectivo, quien los transmitirá a la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, para que ésta efectúe las denuncias que procedan.

Párrafo 8º

Disposiciones varias





Artículo 220.- En materia de independencia e inviolabilidad, será aplicable en el extranjero, el artículo 154.





El artículo 156 sólo será aplicable en caso que el empleador sea el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, las Misiones Diplomáticas y los Consulados Chilenos.





Artículo 221.- En caso que los partidos políticos o los candidatos, según corresponda, establezcan sedes y nombren apoderados para las votaciones que deban efectuarse en el exterior, deberán ajustarse a las normas del Párrafo 2º del Título VIII de esta ley.





Artículo 222.- Tratándose de los locales de votación que funcionen en el extranjero, la obligación establecida en el artículo 165 corresponderá a los respectivos Presidentes de Juntas Electorales.





Artículo 223.- Para los efectos del artículo 175 bis, corresponderá al Jefe de la Sección Consular o Cónsul, según el caso, designar a un funcionario de su dependencia, de nacionalidad chilena, encargado de recibir la información a que se refiere ese artículo y transmitirla al Ministerio del Interior, debiendo también proveerlo del recinto con la infraestructura adecuada para el cumplimiento de sus funciones.





Artículo 224.- El Servicio Electoral deberá habilitar en su respectivo sitio Web, una página en la que se mantenga permanentemente actualizada toda la información legal y práctica en relación con el ejercicio del voto de los chilenos en el extranjero, así como un sistema de consultas para resolver las inquietudes previas a un acto eleccionario.”.





Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior: 





1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.





2) Sustitúyese, en el artículo 100, la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “habilitados para votar en la comuna”.





3) Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:





a) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.





b) Sustitúyese, su inciso cuarto, por el siguiente:





“Las Juntas de Actualización no aceptarán solicitudes de cambio de domicilio a las comunas donde se efectuará un plebiscito, desde el día siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial el decreto alcaldicio que convoque a plebiscito, hasta el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunique al Director del Servicio Electoral el termino del proceso de calificación del plebiscito.”.





4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en la”.





Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N°19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N°1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.





Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos: 





1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2º, la expresión “inscriptoras” por “de actualización”.





2) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





3) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:





a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en la”.





4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio que conste en el Registro Electoral esté ubicado en la Región”.





Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:





1) En su artículo 2º, agrégase en el inciso primero, reemplazando el punto final (.), por una coma (,), la frase “sea que dicho desembolso se verifique en Chile o en el extranjero.”.





2) Modificase el artículo 4° de la siguiente manera:





a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.





b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “personas con derecho a sufragio”.





c) Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “personas con derecho a sufragio en el”.





3) Intercálese, en el artículo 20, el siguiente inciso tercero, nuevo:





”Serán públicos todos los aportes de ciudadanos habilitados para votar en el extranjero.”.





4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.





Artículo 7º.- Agrégase al artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, el siguiente Nº 11, nuevo:





”11.- Los establecidos en la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y los sancionados por el Título XI de la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, cometidos por chilenos o por extranjeros al servicio de la República.”.





Artículo 8º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Servicio Electoral, según corresponda.





Artículo 9º.- La presente ley comenzará a regir desde el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS





Artículo Primero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. A contar desde esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.




Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.




El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.





Artículo Segundo.-
Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556 serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral.





Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el artículo 7º.





Artículo Tercero.- La primera lista que comunique el Servicio de Registro Civil e Identificación  al Servicio Electoral conforme a lo dispuesto en el artículo 5° deberá incluir a todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política que hayan cumplido 17 años.”.

- - - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de abril de 2009, con asistencia de sus integrantes, Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, y José Antonio Gómez Urrutia.


Sala de la Comisión, a 13 de abril de 2009.

JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ
Secretario
RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE, QUE REGULA LA INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, EL SUFRAGIO VOLUNTARIO Y EL VOTO DE LOS CHILENOS EN EL EXTRANJERO

(Boletín Nº 6.418-07)

I.-
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO: regular un sistema electoral que opera sobre la base de un mecanismo automático de inscripción electoral, de la voluntariedad del sufragio, y que permite la participación en las elecciones populares de los chilenos que viven en el extranjero.
II.-
ACUERDOS: aprobado en general por 3 votos a favor.

III.-
ESTRUCTURA DEL PROYECTO: consta de nueve artículos permanentes y tres disposiciones transitorias.

IV.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: en conformidad a lo dispuesto por el artículo 18 de la Carta Fundamental, su aprobación requiere del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio.

V.-
URGENCIA: “simple”, a contar del 18 de marzo de 2009.

---------------------------------------------------------------------------------------------------

VI.-
ORIGEN DE LA INICIATIVA: Mensaje.

VII.-
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII.-
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.

IX.-
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:
-Constitución Política de la República, Capítulo II Nacionalidad y Ciudadanía;

-Ley Nº 18.556, de 1986, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales, y

-Ley Nº 18.700, de 1988, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.
---------------------------------------------------------------------------------------------------

                                                                    Valparaíso, 13 de abril de 2009.

JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES COLOMA Y NOVOA, SOBRE FECHA DE ELECCIONES PRESIDENCIALES

(4592-07)

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, sobre fecha de las elecciones presidenciales.

BOLETÍN Nº 4.592-07

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de reforma constitucional de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa y Jovino Novoa Vásquez.





Se dio cuenta de esta iniciativa, ante la Sala del Honorable Senado, en sesión 59ª, ordinaria, de 10 de octubre de 2006, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - - 




Os hacemos presente que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República, la aprobación del proyecto en informe requiere del voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -





Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, así como lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y en particular a la vez.

- - -





Se deja constancia que a la fecha de redacción de este informe no hay urgencia pendiente para la tramitación y despacho de la iniciativa.

- - -





A las sesiones en que se estudió la iniciativa asistieron, por el Ministerio del Interior, el Ministro subrogante, señor Patricio Rosende Lynch; por el Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y los asesores, señora Karina Enríquez y señor Marco Opazo. Concurrieron, por el Servicio Electoral, su Director, señor Juan Ignacio García, y el Jefe del Departamento de Operaciones, señor Juan Pablo Uribe. Por el Instituto Libertad concurrió el analista señor Rodrigo Yánez, y por el Instituto Libertad y Desarrollo asistió la analista señora Ena Von Baer.


Asistió, además, el Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez, en su calidad de coautor de la moción en informe.

- - -
OBJETIVO FUNDAMENTAL





Modificar la época en que, eventualmente, se debe realizar una segunda votación en la elección presidencial, estableciendo que la elección presidencial, que se efectúa conjuntamente con la de parlamentarios, tendrá lugar el segundo domingo del mes de noviembre del año anterior al que termina el período del Presidente en ejercicio, y que la segunda votación, cuando proceda, se realizará el quinto domingo después de efectuada la primera votación.
- - - 

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales:





a) Artículo 26.-





En cuanto a la fecha de la elección presidencial, determina que ésta se efectuará noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el Presidente que esté en funciones y, que si corresponde realizar una nueva votación, ella se verificará 30 días después de efectuada la primera, si corresponde a día domingo, o el domingo inmediatamente siguiente al trigésimo día.





b) Artículo 27.-





En lo pertinente, establece que el Congreso Pleno reunido noventa días después de la primera o única votación toma conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Presidente electo.





2.- Moción de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa.- Al fundar la iniciativa, expresan que las últimas elecciones se han definido en segunda votación, la que, en virtud de las actuales disposiciones constitucionales, se han verificado en el mes de enero.




Agregan que la realización de elecciones en el mes de enero se encuadra dentro de un período que no favorece la reflexión ni resulta adecuado para actos de carácter político.





Además, indican, como tal época coincide con las vacaciones de verano resultan afectados el descanso familiar y la actividad turística, generando también un aumento significativo de la abstención electoral.





Para evitar tales efectos, sus autores proponen modificar la fecha de la elección presidencial y la elección parlamentaria que se realiza conjuntamente con la primera vuelta de aquella, de forma tal que la segunda vuelta de la elección presidencial se haga siempre en los primeros veinte días de diciembre. También proponen que todas estas elecciones se efectúen siempre en día domingo.





Señalan que la moción no busca alterar el período presidencial actual ni los posteriores, y que su objetivo se alcanza adelantando la primera vuelta de la elección presidencial.





Por otra parte, para realizar la elección presidencial y parlamentaria siempre en día domingo, proponen establecer en la propia Constitución que la primera o única votación se realizará el segundo domingo del mes de noviembre y que, si procediere, la segunda votación presidencial tendrá lugar el quinto domingo después de la primera.





Finalmente, hacen presente que, promulgada esta reforma, propondrán las modificaciones necesarias para adecuar los demás cuerpos normativos al texto constitucional y, además, acortar el período de campaña electoral de 90 a 60 días, para evitar que resulte afectada la labor presidencial y la de los parlamentarios.


3.- Descripción del proyecto.




El proyecto consta de un artículo único, que mediante dos numerales propone modificar los artículos 26 y 27 de la Carta Fundamental, respectivamente. 





La primera modificación propuesta, consiste en establecer, en el inciso primero del artículo 26, que la elección presidencial se realizará el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el Presidente que esté en funciones.





La segunda, recaída en el inciso segundo de la misma disposición, es determinar que, cuando proceda, la segunda votación en la elección presidencial se realzará el quinto domingo después de efectuada la primera. 





Mediante el segundo numeral propuesto, se sustituye el inciso segundo del artículo 27, a fin de fijar el día, 11 de marzo, como aquél en que se reúne el Congreso Pleno para tomar conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Presidente electo. Cabe tener presente que, de acuerdo al inciso tercero del referido artículo 27, en ese mismo acto asume sus funciones el Presidente electo.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





Ofrecida la palabra hace uso de ella el Honorable Senador señor Novoa, quien destacó que el proyecto se presentó a tramitación el 10 de octubre de 2006, con ocasión de la última elección presidencial. En esa oportunidad, indicó, la campaña electoral de la segunda vuelta de la elección presidencial debió realizarse en un período que comprende Navidad y Año Nuevo, y la elección se efectuó en época de vacaciones.




Su Señoría agregó que también debe tenerse a la vista que, de acuerdo a la Constitución Política de la República, la primera elección presidencial debe realizarse noventa días antes del cese de funciones del Presidente en ejercicio, resultando indiferente el día de la semana en que deba celebrarse.




Las situaciones descritas, manifestó, generan diversos problemas prácticos que, en definitiva, disminuyen la participación ciudadana en el proceso electoral.





Para solucionar ambas situaciones, señaló Su Señoría, el proyecto plantea que la primera elección presidencial se lleve a cabo el segundo domingo del mes de noviembre del año anterior a que cese el Presidente en ejercicio, lo que permite, por una parte, que la elección se efectúe siempre en día domingo y, por otra, que tal proceso no coincida con el feriado del día primero de noviembre, y que la segunda votación de la elección presidencial se efectúe cinco domingos después de la primera.





La fórmula propuesta, expresó finalmente, considera la existencia de suficiente tiempo para realizar la campaña electoral; evita que la fecha coincida con el feriado del 8 de diciembre y permite terminar el proceso electoral a más tardar el 15 ó 16 de diciembre.




El Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García, observó que cuando se adelantan los procesos electorales se produce un efecto dominó en las situaciones previas a la elección, que afectan los derechos de las personas, señalando, a vía ejemplar, que si se adelanta en algo más de un mes la primera elección presidencial se adelanta también el plazo para que se presenten las candidaturas independientes
, lo que, a su vez, resta casi un mes del plazo para que esos candidatos independientes junten las firmas necesarias que los patrocinen
, y complica la situación de los funcionarios públicos que, para ser candidatos, deben renunciar a sus cargos con a lo menos uno o dos años de antelación a la elección
.




Señaló que adelantar la elección no sólo complica la situación electoral de los candidatos, sino que también la de los electores, porque supone que los registros electorales se cierren treinta y cuatro días antes de lo previsto, lo que a su vez implica, en la práctica, que el padrón electoral debe quedar listo el 8 de agosto, lo cual podría hacer imposible el llegar a aplicar un sistema de inscripción electoral automática, cuya regulación legal se encuentra en actual tramitación ante el Congreso Nacional.




Concluyó expresando que, desde un punto de vista general, el ideal técnico es que las reglas del juego en una elección no varíen cuando ella está próxima en el tiempo, porque el cambio produce confusión entre los electores, y pérdida de interés por parte de actores políticos, elementos que pueden resultar importantes.




El Ministro Secretario General de Gobierno, señor José Antonio Viera-Gallo, indicó que el Gobierno no es partidario de cambiar la fecha de una elección cuyo proceso está próximo a iniciarse, porque ello implicaría cambiar una gran cantidad de fechas de trámites electorales previos, algunas próximas a cumplirse. 




Agregó que el Gobierno está dispuesto a discutir un cambio de este tipo para elecciones futuras, pero no para la que se efectuará en diciembre de este año.




El Honorable Senador señor Chadwick consultó al Director del Servicio Electoral si, con independencia del problema de la posible futura inscripción automática, estableciendo que las fechas que afectan derechos de las personas se computarán de acuerdo a las normas vigentes y no desde la nueva fecha que este proyecto propone, es o no posible, en la práctica, realizar la elección presidencial, que se celebra conjuntamente con la elección parlamentaria, el segundo domingo del mes de noviembre de este año.




Sobre el particular, el señor Director del Servicio Electoral sostuvo que si la Constitución Política de la República manda adelantar la próxima elección su Servicio cumplirá la nueva fecha y se realizarán las elecciones de acuerdo a lo que disponga la Carta Fundamental. 




Sin perjuicio de lo anterior, agregó, es necesario tener presente que una elección no implica sólo el acto de sufragar sino que también la ejecución de una serie de actos anteriores como, por ejemplo, el cumplir su Servicio con la obligación de publicar en el Diario Oficial una resolución que indique la cantidad específica mínima de patrocinantes de las candidaturas independientes que, con la anticipación de la fecha propuesta en este proyecto, debería efectuarse el día primero de abril, o sea, el día siguiente de la sesión en que este tema se discute.




El Honorable Senador señor Espina observó que la ley electoral considera una serie de plazos para diligencias previas a la elección, los que se encuentran establecidos en términos muy holgados, porque cuando se dictó la referida ley electoral no se consideró la utilización de los medios tecnológicos actuales que permiten que este tipo de procesos se realicen de forma mucho más rápida y expedita. 




Por ejemplo, señaló, el artículo 8º de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones y Escrutinios, establece que la resolución que determina la cantidad específica mínima de patrocinantes a las candidaturas independientes debe dictarse con siete meses de anticipación a la elección, sin que existan razones para que, con los medios tecnológicos actualmente disponibles en los distintos servicios del Estado, ese plazo no pueda acortarse en un mes. 




Por otra parte, Su Señoría resaltó que para la aplicación de otras reformas, como las resultantes de la aprobación de la ley de transparencia, el Gobierno realizó un importante despliegue de recursos públicos en un plazo muy breve, lo que permitió que fuera llevada a la práctica en un plazo mínimo, ya que existía una voluntad política clara para así hacerlo.




Finalmente, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto consideró que las modificaciones propuestas por el proyecto pueden ser adecuadas para la realización de la elección presidencial del año 2013, pero no para la próxima elección.





Al fundar su voto, expresó que el cronograma electoral para la elección de fin de año ya está en curso y surtiendo efectos, y que el adelantamiento de la fecha ya establecida de las elecciones afectaría los derechos de las personas que quieran postular como candidatos independientes, y los de los partidos políticos que se encuentran en actual proceso de formación.

- - -





- Sometido a votación en general y en particular a la vez, se produjo un empate.




Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y por su rechazo los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Pizarro. 




En virtud del empate anterior se repite de inmediato la votación y, con igual pronunciamiento, se mantiene el resultado, quedando su resolución pendiente para la próxima sesión de la Comisión.





En la sesión siguiente se somete nuevamente a votación el proyecto, siendo aprobada la iniciativa en general y en particular por dos votos a favor y uno en contra.




Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. Votó por su rechazo el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.

- - -




En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de proponeros que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular a la vez, el proyecto de reforma constitucional en informe, en los siguientes términos:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL





“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:





1.- En el artículo 26:





a) En el inciso primero, reemplázase la frase “noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones” por “el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones”, y 





b) En el inciso segundo, sustituyénse las dos últimas oraciones por la siguiente: “Esta nueva votación se verificará en la forma que determine la ley, el quinto domingo después de efectuada la primera.”.





2.- En el artículo 27, reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“El Congreso Pleno se reunirá el 11 de Marzo del año siguiente a aquél en que se efectuó la elección presidencial, con los miembros que asistan, para tomar conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Presidente electo.”.”.
- - -




Acordado en sesiones celebradas el día 31 de marzo y 1 de abril de 2009, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Pedro Muñoz Aburto y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 6 de abril de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE CREA LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS

(6366-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Obras Públicas, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República. 
- - - - - -


Dejamos constancia que este proyecto de ley se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Los artículos 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 y 47 son orgánicos constitucionales, por cuanto constituyen una excepción a la normativa de la Ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado, de acuerdo con el artículo 38, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política del Estado.
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA



Hacemos presente que deberán ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 40, 48, 51 y artículos transitorios primero, segundo y cuarto, y aquellos artículos que digan relación con materias de su competencia, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - -


A algunas de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la asistencia y participación del señor Ministro de Obras Públicas, don Sergio Bitar; del señor Subsecretario de Obras Públicas, don Juan Eduardo Saldivia; del Asesor del señor Ministro de Obras Públicas, don José Antonio Ramírez y de los Asesores del señor Subsecretario de Obras Públicas, don Enrique Canales y don Flavio Tapia.


Además, fueron especialmente invitadas, las siguientes entidades: 

- Cámara Chilena de la Construcción, concurrieron su Primer Vicepresidente, señor Gastón Escala y la Abogada, señora Carolina Arrau.


- Colegio de Ingenieros de Chile, concurrió su Vicepresidente, señor Sergio Contreras.

- Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, concurrió el Profesor Investigador, señor Ronald Fischer.


- Instituto Libertad y Desarrollo, concurrieron la Investigadora de Proyectos Económicos, señora María de la Luz Domper y el Investigador de Proyectos Legislativos, señor Manuel José Pau.


- Instituto Libertad, concurrió el Abogado señor Rodrigo Yañez.


Se excusó el Ex Coordinador General de Concesiones, señor Camilo Rojas.
- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


- Asegurar que los niveles de servicio que presten a los usuarios las obras públicas, concesionadas o no, durante su fase de explotación, sean los comprometidos en los contratos o en los instrumentos respectivos.


- Promover y cautelar el respeto a los derechos tanto de los usuarios de las obras públicas como de quienes se vean afectados por ellas.


- Velar porque la información relevante sea de fácil acceso y esté disponible de forma oportuna y actualizada.


- Emitir informes técnicos para las autoridades, entre otros, sobre las bases de licitación y los Convenios Complementarios.

FUNDAMENTOS DE ESTA INICIATIVA LEGAL

Perfeccionar la política publica en materia de infraestructura, que generará un aumento de la productividad del capital invertido en el sector, lo que permitirá velar por el interés fiscal y asegurar el desarrollo en el largo plazo de la infraestructura pública.
I. ANTECEDENTES JURÍDICOS.

La iniciativa de ley en estudio se relaciona con las siguientes normas legales:


- Decreto N° 900, de 18 de diciembre de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del MOP, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas.

- Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

- Ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


- Ley Nº 19.880, establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.


- Decreto con fuerza de ley Nº 29, de 16 de marzo de 2005, fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.


- Decreto con fuerza de ley Nº 3.551, de 2 de enero de 1981, que fija normas de remuneraciones y sobre personal para el sector público.


- El artículo 210 del Código Penal, que sanciona con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales al que ante la autoridad o sus agentes perjurare o diere falso testimonio en materia que no sea contenciosa.


- El artículo 246 del Código Penal, que sanciona la violación de secretos por parte del empleado público que revelare los secretos de que tenga conocimiento por razón de su oficio o entregare indebidamente papeles o copias de papeles que tenga a su cargo y no deban ser publicados, con las penas de suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio o multa de seis a veinte unidades tributarias, o bien en ambas conjuntamente.


Su inciso segundo señala que si de la relevación o entrega resultare grave daño para la causa pública, las penas serán reclusión mayor en cualquiera de sus grados y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales.


Su inciso tercero agrega que las penas señaladas en los incisos anteriores se aplicarán, según corresponda, al empleado público que indebidamente anticipare en cualquier forma el conocimiento de documentos, actos o papeles que tenga a su cargo y que deban ser publicados 


- El artículo 247 del Código Penal, que prescribe que el empleado público que, sabiendo por razón de su cargo los secretos de un particular, los descubriere con perjuicio de éste, incurrirá en las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


Su inciso segundo establece que las mismas penas se aplicarán a los que ejerciendo alguna de las profesiones que requiere título, revelen los secretos que por razón de ella se les hubieren confiado.


- El artículo 260 del Código Penal, que determina que se reputa empleado todo el que desempeñe un cargo o función pública, sea en la Administración Central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales, autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él, aunque no sean del nombramiento del Jefe de la República ni reciban sueldos del Estado. No obstará a esta calificación el que el cargo sea de elección popular.


- El artículo 1.401 del Código Civil, que señala que la donación entre vivos que no se insinuare, sólo tendrá efecto hasta el valor de dos centavos, y será nula en el exceso.


Su inciso segundo agrega que se entiende por insinuación la autorización de juez competente, solicitada por el donante o donatario.


Su inciso tercero establece que el juez autorizará las donaciones en que no se contravenga a ninguna disposición legal.


- El artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, que indica a las autoridades que podrán declarar en el domicilio que fijen dentro del territorio jurisdiccional del tribunal.


- El artículo 93 del Código Tributario, que señala que podrá decretarse por la justicia ordinaria el arresto del infractor hasta por quince días, como medida de apremio a fin de obtener el cumplimiento de las obligaciones tributarias respectivas.


Su inciso segundo añade que para la aplicación de esta medida será requisito previo que el infractor haya sido apercibido en forma expresa a fin de que cumpla dentro de un plazo razonable.


Su inciso tercero establece que el juez citará al infractor a una audiencia y con el solo mérito de lo que se exponga en ella o en rebeldía del mismo, resolverá sobre la aplicación del apremio solicitado y podrá suspenderlo si se alegaren motivos plausibles.


Su inciso final prescribe que las resoluciones que decreten el apremio serán inapelables.


- El artículo 94 del Código Tributario, que establece que los apremios podrán renovarse cuando se mantengan las circunstancias que los motivaron.


Su inciso final agrega que no se aplicarán, o cesarán, según el caso, cuando el contribuyente cumpla con las obligaciones tributarias respectivas.
II. ANTECEDENTES DE HECHO.


El Mensaje que dio origen a esta iniciativa legal señala que el aumento significativo de la infraestructura pública y las nuevas demandas por mejorar tanto la calidad de vida como el fomento al desarrollo productivo, imponen al Estado la obligación de introducir innovaciones y mejoras sustantivas en los procesos, instrumentos y sistemas de gestión de la obra pública.


La continuación de los esfuerzos del Estado por satisfacer las demandas de infraestructura que requiere el país -condición indispensable para nuestro desarrollo económico y social-, hace necesario comprometer niveles de servicio que, a la vez, sean eficiente y efectivamente fiscalizados. 


Progresivamente, tanto los usuarios de las obras públicas como la ciudadanía en general, exigen una adecuada calidad del servicio que reciben, razón por la cual es indispensable contar con una institucionalidad que facilite o canalice dicha demanda y les asegure su exigibilidad, y por consiguiente, la calidad del servicio de la obra pública.


La presente iniciativa legal se hace cargo de aquellos requerimientos. 


Tradicionalmente, la calidad del servicio prestado al usuario por la obra pública durante su explotación, se entendía asegurada al garantizar la calidad de su construcción.


No obstante, la experiencia acumulada en Chile y en el extranjero evidencia que si bien los estándares técnicos de la obra constituyen un factor crucial respecto de su calidad, éstos no son suficientes para garantizarla.


Por tanto, simultáneamente con asegurar la calidad de la construcción, es necesario profundizar en las exigencias sobre niveles de servicio, pues ambos elementos determinan finalmente la calidad de servicio que prestan las obras públicas.


Junto con ello, la existencia de niveles de servicio explícitos de las obras públicas, durante su etapa de explotación, permitirá a sus usuarios exigir la prestación de un servicio de calidad.


Para que los usuarios puedan ejercer ese derecho, es indispensable que conozcan en detalle lo que pueden y deben exigir. El proyecto de ley contiene mecanismos de difusión para el conocimiento de los derechos que les competen y la forma en que pueden ser ejercidos.


Como contrapartida al reconocimiento de derechos de los usuarios a exigir los niveles explícitos de calidad de servicio de una obra pública, destaca el Mensaje que la protección del patrimonio es una obligación de todos. Los usuarios y la ciudadanía tienen también la obligación de usar las obras de acuerdo con las normas establecidas y evitar comportamientos que puedan dañarlas.


Teniendo en cuenta lo anterior, esto es, que la obra pública debe prestar un nivel de servicio adecuado, y considerando los altos costos de transacción que su control impone a los usuarios, es que el proyecto de ley crea una Superintendencia de Obras Públicas.


Este nuevo organismo se encargará de asegurar el cumplimiento de los niveles de servicio que la obra pública debe mantener durante su etapa de explotación. Para lograr este objetivo, dicha Superintendencia tendrá como principal función fiscalizar, tanto a los concesionarios como al Ministerio de Obras Públicas, en el cumplimiento de aquellos niveles expresamente comprometidos.


La creación de la Superintendencia de Obras Públicas, permitirá separar el rol de control de la construcción y explotación de la obra pública -que quedará radicado en el Ministerio de Obras Públicas- del rol de fiscalización de los niveles de servicio explícitos de la misma, en la fase de explotación, radicado en dicha Superintendencia.


En este sentido, la fiscalización de los niveles de servicio constituye un cambio paradigmático de primordial importancia.


La fiscalización de los niveles de servicio sólo podrá efectuarse si éstos se hacen explícitos. A partir de esta fiscalización, se generarán resultados que permitirán elaborar estudios mediante los cuales la comunidad podrá evaluar el grado de cumplimiento de aquellos compromisos.


En consecuencia, esta modificación legal asegura al usuario de la obra pública que ésta cumplirá sus fines en el nivel de servicio comprometido. Asimismo implica un perfeccionamiento de la política pública en materia de infraestructura, que generará un aumento de la productividad del capital invertido en el sector, lo que permitirá velar por el interés fiscal y asegurar el desarrollo en el largo plazo de la infraestructura pública.

La Superintendencia que se propone representará un sistema autónomo de fiscalización y constituirá un paso importante en la modernización del sector.

El modelo de fiscalización propuesto separa la fiscalización de la explotación. De esta forma se busca contraponer los intereses de las unidades ejecutoras, de los concesionarios y de los contratistas, con los de un ente autónomo que vela por el cumplimiento de los niveles de servicio, generando de esta forma un sistema de frenos y contrapesos.

En relación con los usuarios, corresponderá a la Superintendencia de Obras Públicas velar por el respeto de sus derechos. De esta forma, se confiere a la Superintendencia la facultad de resolver las denuncias que le formulen los usuarios, en caso que las solicitudes de atención, reclamos o consultas presentadas por éstos al prestador, en relación a la prestación de servicios, no sean respondidos oportuna o satisfactoriamente.

Se establece, además, la posibilidad de una reparación expedita de daños menores causados a los usuarios. Esto permitirá dar pronta solución a dichos problemas sin tener que esperar largo tiempo.

Destaca el Mensaje que el proyecto de ley contiene un catálogo de derechos de los usuarios que constituirán una base que será objeto de fiscalización por la Superintendencia. Como contrapartida, se enumeran también las obligaciones de los usuarios respecto de las obras públicas.

Por otra parte, el proyecto de ley establece la obligación de los sujetos fiscalizados de entregar la información que les sea requerida y por los medios que determine la Superintendencia, para el desarrollo de sus funciones.

Estas disposiciones son producto de la convicción que el flujo de información hacia los usuarios, la ciudadanía y los mercados, es el mejor aliado de la fiscalización. Por ello, junto a las obligaciones dirigidas hacia los prestadores, también se establecen funciones específicas de la propia Superintendencia, destinadas a producir información general y analítica, así como para su publicidad y difusión.

Por su parte, y respecto de la información a requerir a los prestadores, la Superintendencia, podrá fijar normas de carácter general sobre la forma y oportunidad de presentación de la información. 

En el proyecto se ha previsto que la totalidad de los informes emitidos por la Superintendencia, sean publicados en su página Web, contribuyendo así a la transparencia del sector.

El presente proyecto de ley asigna a la Superintendencia de Obras Públicas un rol en la regulación económica de las obras concesionadas, como una forma de perfeccionar los procedimientos de modificación de contratos cuando no es posible aplicar el mecanismo competitivo de la licitación.

Se espera así perfeccionar los procedimientos de modificación de los contratos de concesión, incorporando una perspectiva técnica, especializada e independiente para de ese modo contribuir a fortalecer el mecanismo de concesión de obras públicas.

En ese sentido, el proyecto de ley propone que las funciones reguladoras de la Superintendencia de Obras Públicas sean las siguientes.

En primer lugar, informar a las autoridades respecto del impacto de la modificación de contratos –tratándose de obras concesionadas- en (i) los niveles de servicio originalmente comprometidos, (ii) la valoración de las inversiones a realizar, y (iii) el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas acordadas y de las estructuras y los niveles tarifarios previstos.

Asimismo, la Superintendencia deberá informar al Ministerio sobre los ajustes tarifarios o de cualquier naturaleza que corresponda efectuar a las condiciones establecidas en los contratos, especialmente acerca de si se corresponden con los mecanismos, procedimientos y factores originalmente pactados.

Todo lo anterior configura un marco que asegura la intangibilidad de la oferta del concesionario.

En segundo lugar, recogiendo la experiencia internacional, la Superintendencia desarrollará estudios comparativos (benchmarking), en especial sobre costos. 

La posibilidad de hacer comparaciones y que éstas se hagan públicas, contribuye a proveer información indispensable para la toma de decisiones, haciendo más transparente el mercado.

En tercer lugar, le corresponderá informar acerca de las bases de licitación y el reglamento de servicio de la obra.

El proyecto de ley establece un régimen de sanciones que podrá aplicar la Superintendencia de Obras Públicas en el cumplimiento de sus funciones.

Para este efecto, podrá aplicar sanciones a las personas sujetas a su fiscalización, por el incumplimiento o infracción de lo establecido en la ley, en su reglamento, en sus órdenes e instrucciones y en los demás instrumentos cuya fiscalización les corresponda.

Se sancionará también la falta de respuesta oportuna a los requerimientos de información de la Superintendencia, así como la negativa de entregar información o antecedentes solicitados por ésta.

El régimen de sanciones distingue entre incumplimientos provenientes del Ministerio de Obras Públicas y los del concesionario. En el primer caso, la Superintendencia podrá requerir a la autoridad competente la instrucción de los procedimientos administrativos que correspondan. Asimismo, informará al Ministerio y representará el incumplimiento al servicio respectivo. En el segundo caso, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones previstas en el contrato de concesión, en caso del incumplimiento de los niveles de servicio establecidos en aquel contrato y exigibles durante su etapa de explotación.

Tratándose de infracciones o incumplimientos graves, la Superintendencia podrá recomendar al Ministerio para que éste ocurra para ante la comisión conciliadora, a que se refiere el artículo 36 de la Ley de Concesiones, para que ésta así lo declare.

La fiscalización adecuada y eficiente de las obras públicas debe contar con niveles suficientes de autonomía; por ende, la Superintendencia de Obras Públicas se crea como un servicio funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de  Obras Públicas. 

En este contexto, y con el objetivo de reforzar el carácter técnico de la Superintendencia de Obras Públicas, se crea un Consejo, compuesto por el Superintendente, tres miembros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a través de concursos públicos y uno designado por el Ministro de  Obras Públicas.

Su rol será asesorar a la Superintendente en la aplicación de las sanciones y formulación de informes.

Los consejeros serán designados en forma escalonada por un período de 8 años, de manera de fortalecer la independencia del organismo frente a la Administración  respectiva.

Respecto del personal de la Superintendencia se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije la planta y las remuneraciones que les serán aplicables, estableciéndose expresamente el costo máximo de la planta para el primer año de funcionamiento, monto que hacia el futuro podrá ajustarse a las necesidades y evolución del nuevo organismo.

Sin perjuicio de la aplicación inmediata de la futura ley, para los concesionarios actuales, se contempla la posibilidad de acogerse al nuevo régimen si, mediante la respectiva modificación de contrato, incorporaren niveles de servicios explícitos asociados a la explotación de la respectiva obra pública. En todo caso, dichos concesionarios estarán sometidos a la revisión por la Superintendencia de sus estándares técnicos comprometidos en sus contratos de concesión. Si la Superintendencia detectare incumplimiento, ésta deberá informar al Ministerio de Obras Públicas para los efectos que éste determine pertinentes.

El Ministerio de Obras Públicas deberá dictar los instrumentos que definen los niveles de servicio de las obras que explota directamente. Dichos niveles serán fiscalizables y exigibles sólo una vez que los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda así lo determinen mediante el acto administrativo respectivo.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Se encuentra estructurado en 54 artículos permanentes y 7 artículos transitorios, distribuidos en seis Títulos.


El Título I “Naturaleza y Objetivo, comprende los artículos 1º, 2º y 3º, que señalan la naturaleza de la Superintendencia, sus objetivos y sus reglamentos, respectivamente.


El Título II, “Definiciones”, contiene el artículo 4º, que define varios conceptos para la aplicación de esta ley, tales como concesionario,  contrato de concesión, estándares técnicos, fase de explotación, ley, Ley de Concesiones, Ministerio, niveles de servicio, obra pública, prestadores, reglamento, Superintendencia y usuario.

El Título III, “Facultades y Obligaciones”, se encuentra estructurado en 5 Capítulos y éstos, a su vez, en Secciones.


El Capítulo I, “Fiscalización”, (artículo 5º). comprende los artículos 5º a 15, y trata del ejercicio de la función de fiscalización de los niveles de servicio (artículo 6º); de la fiscalización de los derechos del usuario (artículo 7º); de la fiscalización de otras obligaciones (artículo 8º); de la facultad de requerir información de personas fiscalizadas (artículo 9º); de la facultad de fijar normas de carácter general para la prestación de información (artículo 10); de la información secreta o reservada (artículo 11); de la presunción de veracidad (artículo 12); de la facultad de acceso (artículo 13); de la facultad para citar a declarar (artículo 14) y de la facultad de atender reclamos de los usuarios (artículo 15).


El Capítulo II, “Obligación de informar”, abarca los artículos 16 a 20 que señalan la función de informar (artículo 16); la obligación de informar sobre bases de licitación (artículo 17); la obligación de informar sobre el reglamento de servicio de la obra (artículo 18), la obligación de informar sobre modificaciones de contratos de concesiones (artículo 19) y sobre la difusión de los informes (artículo 20).


El Capítulo 3, “Transparencia, estudios y difusión”, se divide en dos Secciones: la Sección 1 “Realización de estudios” y la Sección 2 “Difusión”. El Capítulo abarca los artículos 21 a 24, que tratan de la verificación de Estándares Técnicos (artículo 21); de la función de estudios (artículo 22); de la elaboración de estudios (artículo 23) y de la difusión (artículo 24).


El Capítulo 4, “Sanciones”, comprende los artículos 25 a 30 que regulan la facultad para aplicar sanciones (artículo 25); las infracciones atribuibles a funcionarios públicos (artículo 26); las sanciones aplicables a los concesionarios (artículo 27);  las sanciones asociadas a la negativa de entrega o falsedad de la información (artículo 28); la sanción por entorpecimiento de las labores de fiscalización (artículo 29) y la sanción por incumplimiento de instrucciones (artículo 30).

El Capítulo 5, “Normativa” comprende los artículos 31, 32 y 33, que tratan de la facultad de impartir órdenes e instrucciones; de la facultad de interpretación y de la determinación de los plazos, respectivamente.


El Título IV “Derechos y Deberes de los usuarios”, los establece en los artículos 34. 35 y 36.


El Título V “Organización de la Superintendencia de Obras Públicas”, se encuentra dividido en 5 Capítulos.


El Capítulo 1, “Del Superintendente”, comprende los artículos 37, 38, 39, 40 y 41, que tratan de éste, de sus funciones, de los convenios, de la organización interna y de la comisión de servicio, respectivamente. 


El Capítulo 2, “Del Consejo de la Superintendencia de Obras Públicas”, que abarca los artículos 42, 43, 44 y 45, que tratan de las funciones del Consejo; de su organización; de la asignación a los Consejeros y de sus sesiones, respectivamente.


El Capítulo 3, “Normas de personal”, comprende los artículos 46, 47 y 48,  que señalan las normas que les son aplicables (artículo 46); de la cesación en el cargo (artículo 47) y de la indemnización (artículo 48).


El Capítulo 4, “Normas varias”, comprende el artículo 49 que trata de los fiscalizadores y el artículo 50 que se refiere a la conducción de las relaciones de la Superintendencia con terceros.


El Capítulo 5, “Del patrimonio”,  señala en el artículo 51,  como está formado el patrimonio de la Superintendencia. 


El Título VI “Normas generales”,  contiene los artículos 52 a 54, relativos a notificaciones (artículo 52); responsabilidad del Estado (artículo 53) y obligación de sumario (artículo 54).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


El proyecto contempla, además, siete artículos transitorios que señalan la entrada en vigencia de esta ley (artículo primero); y que facultan al Presidente de la República para dictar uno o más decretos con fuerza de ley para fijar la planta de personal de la Superintendencia de Obras Públicas y las remuneraciones que les serán aplicables (artículo segundo transitorio); para que pueda nombrar un Superintendente de Obras Públicas provisorio (artículo tercero transitorio); para que por Decreto  de Hacienda conforme el primer presupuesto de la Superintendencia de Obras Públicas (artículo cuarto transitorio); la no aplicabilidad de las normas de esta ley a los contratos de concesión terminados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley salvo opción en contrario de las sociedades concesionarias (artículo quinto transitorio); facultad al Ministerio para que por Decreto Supremo fije los niveles de servicio exigibles a las disttintas tipologías de obras públicas explotadas por el Ministerio (artículo sexto transitorio) y  de la designación de los primeros Consejeros de la Superintendencia por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (artículo séptimo transitorio).
DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, reiteró los planteamientos contenidos en el Mensaje que dio origen a este proyecto de ley señalando que para el MOP constituye una especial preocupación el resguardo del interés público y de los derechos de los usuarios.

La creación de una Superintendencia de Obras Públicas busca fortalecer el resguardo del interés fiscal comprometido en la calidad de las obras y de los servicios que ellas brindan a los habitantes del país.


Este proyecto de ley que propone la creación de una Superintendencia de Obras Públicas, contiene las siguientes ideas matrices:


1.- Cambia el foco de la gestión y fiscalización de las obras públicas desde el cumplimiento de estándares técnicos a compromisos explícitos sobre calidad de servicios;


2.- Realiza una separación de la fiscalización de los niveles de servicio en la etapa de explotación, con lo cual se pretende contraponer a las distintas unidades ejecutoras de los concesionarios y de los contratistas con los de un ente autónomo que vele por el cumplimiento de los niveles de servicio;


3.- Promueve el respeto de los derechos, tanto de los usuarios de las obras públicas como de quienes se ven afectados por  ella, en el sentido de que los usuarios y la ciudadanía además de sus derechos tienen la obligación de usar las obras de acuerdo con normas establecidas y evitar comportamientos que puedan dañarlas;


4.- Incorpora mayores niveles de transparencia de la información, fortaleciendo la legitimidad y credibilidad de la política de convergencia público privada incentivando una sana competencia entre los operadores. 


En este ámbito indicó que será necesario revisar la Ley de Transparencia puesto que esta iniciativa legal se elaboró con anterioridad para evitar contradicción entre las normas legales, y


5.- Se establece la obligación de la Superintendencia de Obras Públicas de informar a las autoridades respecto del impacto de la modificación de contratos en aspectos específicos y se deberá informar al MOP sobre los ajustes tarifarios o de cualquier naturaleza que corresponda efectuar a las condiciones establecidas en los contratos.


De esta forma, se crea un organismo externo, autónomo y especializado que se encargará de asegurar el cumplimiento de los niveles de servicio que la obra pública debe mantener durante su etapa de explotación y tendrá como principal función fiscalizar, tanto a los concesionarios como al Ministerio de Obras Públicas.


Respecto a la estructura orgánica informó que la Superintendencia de Obras Públicas se crea como un servicio funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Obras Públicas.


En este materia, el Ministro expresó que en el diseño general de la estructura, tanto por el conocimiento que se tiene de las obras, como la propia capacidad de acción y de reacción de un Ministerio, existen dudas respecto de la conveniencia de que sea otro Ministerio el que supervise al Ministerio de Obras Públicas.


En opinión del Ministro es necesario revisar cómo se estructura un ente autónomo que tenga una vinculación más directa con el órgano al cual está supervisando e interactuando. 


Para reforzar el carácter técnico de la Superintendencia se propone la creación de un Consejo Consultivo compuesto por el Superintendente, designado por el Presidente de la República; 3 consejeros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a través de concursos públicos y 1 consejero designado por el Ministro de Obras Públicas.




- - - - - - -

Exposición del Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia manifestó, complementando la exposición del señor Ministro, que la creación de la Superintendencia de Obras Públicas busca perfeccionar el marco regulatorio del sector de infraestructura pública desde la perspectiva de generar incentivos al Estado para que éste sea capaz de garantizar la adecuada prestación de los servicios que las obras públicas deben entregarle a los ciudadanos.


Desde esta perspectiva la Superintendencia busca ser un ente del Estado que garantice a los usuarios de obras públicas que el sistema de obras públicas mantenga la infraestructura pública y los niveles de servicio que ésta debe entregar.


Esta es una innovación muy significativa porque hoy día, no sólo en Chile, sino que en el mundo, los Ministerios de Obras Públicas desarrollan infraestructura para la prestación de servicios de conectividad, de agua, etc. y no adquieren compromisos de largo plazo en cuanto a la conservación de los niveles de servicio, ni de los estándares de servicio, ni en cuanto a la conservación misma de la infraestructura y esto va dependiendo de la disponibilidad de recursos y también de las prioridades políticas de los gobiernos que estén en ejercicio.


Así se introduce al Estado una lógica de funcionamiento distinta en virtud de la cual el Estado al comprometerse a mantener un nivel de servicio, indudablemente, va a tener que comprometer una línea o forma de financiamiento permanente para la conservación de la infraestructura.


Agregó que es muy importante señalar que el proyecto contempla que este paso no es un paso que se dé de inmediato sino que se establece una gradualidad en virtud de la cuál año a año a través de decretos del Ministerio de Obras Públicas y de Hacienda, conjuntos, se van incorporando las obras que van a ser fiscalizadas o van a tener niveles de servicio.


Este es el principio general, es decir: compromisos explícitos de calidad de servicios; compromisos explícitos de conservación de la infraestructura pública; fiscalización por un ente que tiene niveles de autonomía superiores a los que tienen otras organizaciones de similares características y un proceso de gradualidad en virtud del cual esto se va a incrementar.


Junto con esto, un estatuto de derechos y obligaciones de los usuarios que pueden ser reclamados a través de los procedimientos que la misma ley establece respecto de los cuales la Superintendencia tiene que velar también por su cumplimiento.


Este es el nudo central de la idea de la Superintendencia.


Dicho esto, añadió que se crea la Superintendencia de Obras Públicas como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeta a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Obras Públicas. 


Indicó que sobre esta materia el Ejecutivo ya resolvió la duda que tenía sobre la dependencia de la Superintendencia del Ministerio de Economía o del de Obras Públicas.

Añadió que estará conformada por un  Superintendente, quien será designado por el Presidente de la República por el mecanismo de alta dirección pública.



Manifestó que, la innovación respecto de otras instituciones de esta naturaleza es que además del Superintendente existe un Consejo Consultivo, integrado por el Superintendente quien la presidirá pero estará integrado además por  3 Consejeros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y 1 Consejero designado por el Ministro de Obras Públicas.


La innovación pasa precisamente porque las decisiones del Superintendente son decisiones que deben ser consultadas, sin que sea obligatorio para el Superintendente acoger la opinión del Consejo que no es vinculante, pero sí debe ser consultada. La consulta es pública, la respuesta o la opinión del Consejo también es pública, por las mismas normas de este proyecto de ley pero también por las normas hoy día de la Ley de Transparencia. Desde esa perspectiva las decisiones del Superintendente son decisiones que tienen una  connotación superior a la de otros organismos existentes en el Estado chileno.

El Consejo Consultivo estará encargado de cautelar la autonomía y carácter técnico de la Superintendencia dando opinión técnica, no vinculante, fundada y pública al Superintendente para la toma de decisiones relevantes y la emisión de los informes a los que la ley le obliga y faculta.


La Superintendencia tiene facultades y obligaciones de emitir una serie de informes en diversas materias.

Los objetivos de la Superintendencia, son fundamentalmente velar por el cumplimiento de los niveles de servicio explícitos en la fase de explotación de las obras públicas.


Señaló que aquí hay que ser muy claro en el sentido de que lo que se está proponiendo es que las obras públicas tengan niveles de servicio explícitos. Ya en la Ley de Concesiones esto fue aprobado y lo que se puede exigir del cumplimiento de esos niveles explícitos, si no hay en una determinada materia un estándar o un nivel de servicio comprometido explícitamente no puede un ciudadano o la Superintendencia exigir su cumplimiento. 


Recordó que la típica discusión que se da en los territorios de si un determinado camino tiene tal o cual pasarela, si en el contrato de concesión o en el proyecto del Ministerio de Obras Públicas, si es obra pública propia, está contemplada la pasarela, el ciudadano puede exigirla pero si en el proyecto no lo está el ciudadano, desde la perspectiva de obligación fiscalizable que acarrea responsabilidades administrativas o de otra naturaleza, el ciudadano puede exigir la pasarela como lo hace hoy día pero no habilita a la Superintendencia para actuar como ente fiscalizador.


Además, la Superintendencia tiene como objetivos promover y cautelar el respeto a los derechos de los usuarios de las obras públicas. Hay un estatuto de los derechos de los usuarios.

Asimismo, tiene que emitir informes técnicos para las autoridades, entre otros, sobre las bases de licitación y los Convenios Complementarios. En cuanto a las bases de licitación están proponiendo que la Superintendencia emita un informe en tanto cuenta con sus facultades de fiscalización. Es decir, si las bases de licitación no contemplan niveles de servicio explícitos es imposible que la Superintendencia el día de mañana los fiscalice. En esa materia, la Superintendencia debe opinar sobre aquello que contenga compromisos explícitos, que éstos sean medibles efectivamente, habrá forma de medición o no habrá forma y cuáles son los indicadores y sistemas de medición. No se pronuncia la Superintendencia sobre otras materias técnicas o económicas de unas bases de licitación. Para eso está el Ministerio de Obras Públicas, el Ministerio de Hacienda en los aspectos económicos y en el aspecto legal la Contraloría General de la República.


Respecto de los Convenios Complementarios la Superintendencia única y exclusivamente debe emitir una opinión en cuanto a que éstos no alteren las condiciones económicas iniciales del contrato. Es decir, que el convenio complementario no sea un mecanismo en virtud del cual se modifique la rentabilidad del contrato. Es perfectamente legítimo, está en la Ley de Concesiones, es necesario y es bueno que el Estado tenga un instrumento en virtud del cual pueda modificar un contrato y establecer una nueva obligación para el concesionario de exigirle nuevas obras pero ese convenio no debe alterar las condiciones económicas iniciales del contrato en términos tales que aumente la rentabilidad porque eso afectaría la igualdad de los participantes iniciales.


El Honorable Senador señor Longueira consultó cómo operan los proyectos complementarios que las concesionarias proponen, por ejemplo, en el caso de la Costanera Norte la extensión hacia la ruta de la autopista del Sol.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia manifestó que en este caso particular, la Ley de Concesiones lo contempla como iniciativa privada. Es una nueva concesión porque trasciende de manera notable el contrato inicial. No es un nuevo enlace o un perfeccionamiento de la obra o del servicio que está prestando la concesionaria sino que una nueva concesión. Este caso particular está sometido al sistema de iniciativa privada en virtud del cual después de una tramitación, que sea declarada de interés público debe ser sometida a licitación, participando todos los interesados en ésta. La ley contempla un premio para el que presentó el proyecto de iniciativa privada en el proceso de licitación premio que hasta el momento no ha significado alterar los resultados.


El Honorable Senador señor Longueira consultó porqué no se fomenta este tipo de proyectos complementarios alargando plazos sin alterar la rentabilidad del proyecto original.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia manifestó que hay un trabajo permanente en esta materia y siempre hay una sintonía fina respecto de que es un proyecto complementario que deben negociar directamente con la concesionaria existente y que dice relación con el territorio que ocupa, con la prestación del servicio que ocupa, por ejemplo, con Costanera Norte está prácticamente cerrada una negociación en virtud de la cual ésta va a hacer un nuevo acceso en la Concepción, va a modificar la conectividad con autopista central, ruta 5, va a ampliarse hacia el Oriente hasta Padre Arteaga y va a tener otras modificaciones. Estas son mejoras de la actual concesión y esto se negocia directamente con la concesionaria. Intervienen terceros, también el Ministerio de Hacienda para determinar la bondad del proyecto, determinar los plazos y cómo se financia. Si se financia con un aumento de plazo o con un aumento de tarifa. Esta es una negociación caso a caso.


Cree que este es un buen mecanismo por ello en la Ley de Concesiones establecieron ciertos criterios para regular los Convenios Complementarios señalando que no pueden superar el 25% de la inversión inicial y otras regulaciones.


Manifestó que lo que van a tener que revisar con mayor detalle, son algunas normas que pueden ser redundantes en relación con la Ley de Accesibilidad a la Información pero pudiera ser que no fuera redundante porque está la Ley de Transparencia de por medio.

Por último, señaló que es un tema que se tendrá que analizar con mayor detención.


Continuando con su exposición respecto de las obligaciones de la Superintendencia señaló que le corresponde velar por la accesibilidad y disponibilidad de la información.

Para el cumplimiento de estos objetivos, sus funciones serán: fiscalizar; sancionar; informar; realizar estudios y difusión e impartir órdenes e instrucciones.

Indicó que le corresponderá la Fiscalización del cumplimiento de los niveles de servicio explícitos de las obras públicas concesionadas y no concesionadas en la etapa de explotación; el ejercicio de los derechos de los usuarios; las tarifas; el Reglamento de servicio de la obra y normas sobre información y difusión.


Además, puede verificar el cumplimiento de estándares técnicos asociados a los niveles de servicio comprometidos. Al respecto, señaló que se trata de una materia compleja y no de fácil solución. Indicó que las obras tienen estándares técnicos: cuántos metros cuadrados, cuánto cemento, cuántos faroles, etc. Estos estándares técnicos pueden ser el modo a través del cual se cumple el servicio pero no necesariamente a a través del estándar técnico se cumple el servicio. De ahí que tiene que velar por el cumplimiento de los estándares técnicos cuando estén asociados a niveles de servicio. Es decir, para dar una determinada luminosidad se establece un estándar técnico. Ahí vela el estándar técnico pero si no está asociado al nivel del servicio sino que está asociado a la calidad de construcción o a otras consecuencias, ahí es responsabilidad del Ministerio de Obras Públicas que contrató una determinada obra con determinado plano y diseño y tiene que velar porque se cumpla aquello.


Puede requerir todo tipo de información a los entes públicos y empresas privadas: principios de fiscalización moderna. Al respecto señaló que esto puede ser materia de discusión hasta dónde un ente regulador o fiscalizador como la Superintendencia le puede pedir información a una entidad privada que no es sujeta directa de su fiscalización.


Añadió que como la Superintendencia puede emitir instrucciones de carácter general deberá velar por el cumplimiento de las instrucciones que emita para la mejor aplicación de la ley.

En cuanto a la función de sancionar señaló que es una materia delicada, que hay una propuesta del Ejecutivo contenida en el proyecto de ley que distingue si las obras son concesionadas o si las obras son administradas por el Ministerio de Obras Públicas.

- En el caso de obras concesionadas la Superintendencia tiene la facultad de aplicar directamente las sanciones contempladas en los contratos de concesión y esta es una modificación respecto a lo actualmente vigente ya que es el Ministerio de Obras Públicas quien aplica las sanciones.

- En el caso de obras administradas por el MOP, se propone que la Superintendencia informe al Ministro de Obras Públicas, le represente al jefe administrativo del servicio responsable, solicitando instrucción de los procedimientos administrativos que correspondan (información pública). En esta materia cree que una sanción pecuniaria al Ministerio o a los servicios no es más que pasar dineros de un servicio a otro de la administración pública y es más efectivo que la Superintendencia represente los incumplimientos y solicite informe, pida que se instruyan los procedimientos administrativos correspondientes para hacer cumplir la responsabilidad administrativa del funcionario, del servicio o del conjunto de funcionarios que no realizaron la tarea que tenían que hacer para mantener el estándar de servicio.


La Superintendencia además puede sancionar la negativa o falsedad en la entrega de información. Hoy la regulación depende absolutamente de la información oportuna y de la calidad de la información y la no entrega de información o la entrega de información falsa está tipificada en la ley y sancionada.

Por otra parte, la Superintendencia puede sancionar el entorpecimiento de la fiscalización. Una realidad de los fiscalizadores es que llegan a fiscalizar y no le abren la puerta, no les entregan las cosas. Hay cosas muy prácticas respecto de las cuales la fiscalización no se puede ejercer porque hay entorpecimiento.

También sanciona el no cumplimento de las instrucciones que emita.


En cuanto a la función de informar a la autoridad que corresponda, informa sobre Bases de Licitación respecto a la existencia de indicadores de niveles de servicio que permitan su fiscalización.

Informa sobre Reglamento de Servicio de la obra: derechos de los usuarios, niveles de servicio, normas sobre reclamos.

Informa sobre impacto de Convenios Complementarios en:


- Los niveles de servicio comprometidos


- La valoración de las inversiones


- Respecto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas. Es decir, que no altere las condiciones originales del contrato.

- Informa sobre  ajustes tarifarios, que sean los que corresponda y considera la difusión y publicidad de sus informes.


En cuanto a las funciones de realizar estudios y difusión tiene que difundir información con respecto a los derechos de los usuarios para cada tipo de obra. Esto es importante porque se está estableciendo un estatuto de los usuarios, los que no tienen derecho a cualquier cosa pero si tienen derecho a lo que está establecido en los estatutos y eso tiene que ser conocido por los usuarios. Destacó que hoy día en el sistema de concesiones con todo lo exitoso que es los usuarios no tienen mucha claridad de cuáles son sus derechos más allá de usar las vías pero hay otros derechos conexos a información, a entrega de información, a reclamos, etc. que no son muy conocidos.

Realizar estudios sobre:


- Percepción de los usuarios sobre la calidad del servicio. Si su foco va a estar en calidad de servicio es importante ir detectando cuál es la percepción que el usuario tiene de la calidad de servicio para que a partir de eso la Superintendencia vaya generando políticas que se puedan sugerir al Ministerio para que sean implementadas las obras públicas. En el mundo,  los Ministerios construyen y desarrollan infraestructura con mayor o menor nivel de participación ciudadana pero es normal también que los Ministerios de Obras Públicas del mundo digan que las obras estaban muy bien y los usuarios puedan tener una opinión por razones que hay intereses que no son necesariamente concluyentes. Creen que es importante que la Superintendencia que es un órgano encargado de velar por los niveles de servicio y por la satisfacción de los derechos de los usuarios pueda en el tiempo ir levantando la información de cuáles son los intereses más allá de la buena conectividad o de la buena prestación de algunos servicios básicos por parte de la infraestructura que le son importantes: velocidades de construcción, en fin.

- Un índice representativo de la continuidad de servicio. Cuál es el nivel de continuidad de servicio que tiene la infraestructura pública en Chile. Es importante transparentar la continuidad del servicio. Algunas rutas se cortan de vez en cuando pero funcionan sin problemas 365 días del año. Es necesario ir construyendo indicadores que muestren cuál es la continuidad del servicio de las obras y esa es una tarea que puede realizar la Superintendencia.

La difusión de todo esto y el carácter público de los estudios e informes de la Superintendencia constituyen una garantía de transparencia para los usuarios, la autoridad y para los propios operadores del sistema.

Esta Superintendencia crea un mecanismo de transición, distinguiendo entre obras concesionadas y obras públicas fiscales.


Lo que está proponiendo el proyecto de ley, como regla  general, es que estas normas no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación terminados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley. Es la misma norma que fue aprobada ya en la modificación de la Ley de Concesiones y al igual que en esa ley tiene la excepción para aquellas concesionarias que dentro del plazo de tres meses siguientes a esa fecha opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, las sociedades concesionarias y el Ministerio deberán suscribir un convenio complementario que fije niveles de servicio explícitos y las sanciones correspondientes en caso de incumplimiento.


Respecto de las  concesionarias que no ejercieren la opción señalada, la Superintendencia podrá revisar los estándares técnicos comprometidos, asociados al servicio, y en caso de detectar incumplimientos, deberá informar de ellos al MOP.


En cuanto a la transición para obras públicas fiscales por oposición a las concesionadas la Superintendencia fiscalizará las obras públicas fiscales  sólo una vez que tengan niveles de servicio explícitos definidos. Hoy día no hay niveles explícitos definidos para la ruta 5 o para el embalse Ancoa, lo que se quiere que se preste pero cuál es el nivel de servicio? No está definido explícitamente. 


Por ello el Ministerio de Obras Públicas fijará los niveles de servicio exigibles a cada tipo de obra explotada por el MOP. En la ley hay una propuesta de cómo se hará esto y en qué plazo y el ingreso al sistema de fiscalización de las obras públicas fiscales la definirá el MOP en conjunto con Hacienda porque esto implica compromiso de recursos públicos. 


Manifestó que estas son en general las normas  del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas.



El Honorable Senador señor Sabag manifestó que la Superintendencia que se pretende crear mediante esta iniciativa legal estará destinada a supervigilar las obras concesionadas labor que en la actualidad desarrolla el Ministerio de Obras Públicas, por lo que consultó quién fijará el estándar de cada una de las obras.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia respondió que el Ministerio de Obras Públicas.


Como consecuencia de la respuesta anterior, el señor Senador señaló que cuando un usuario presente un reclamo, por ejemplo, porque un camino no esté ripiado, el MOP exhibirá la documentación que da cuenta que no es necesario que cuente con ripio y la Superintendencia, en ese caso, se someterá a la norma emanada del MOP. De este modo, el reclamo del usuario no será acogido y se estará creando una nueva burocracia con todo el gasto de recursos que ello implica.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, hizo presente que mediante la creación de la Superintendencia de Obras Públicas se está imitando el modelo que se consideró para el establecimiento de la Superintendencia de Salud, que dejó de ser la Superintendencia de Isapres, y en relación al Plan Auge, el Ministerio de Salud le ha fijado estándares al sistema público para que cumpla las prestaciones correspondientes ante las diversas patologías, en los plazos y con los costos comprometidos y la Superintendencia fiscaliza el cumplimiento de esas normas.


No obstante lo anterior, reconoció que se trata de la creación de un sistema en el cual el Estado fija las normas y se pretende velar que el Estado cumpla con sus propias normas. En cambio, en otras industrias el Estado fija las normas y el sector privado debe cumplirlas, como es el caso de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros y AFP.

- - - - - - - - - - - - - 

Exposición de la Cámara Chilena de la Construcción


El Primer Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gastón Escala, inició su presentación señalando que la institución que representa está de acuerdo, en general, con esta iniciativa legal, tendiente a crear una Superintendencia de Obras Públicas que vele por el cumplimiento de los compromisos de servicio y técnico de toda obra pública nacional, no obstante, señaló las siguientes precisiones:


En primer lugar, señaló que para evitar duplicidades de competencias y discrecionalidades en las materias fiscalizadas que burocraticen la relación público privado, es necesario introducir modificaciones legales, que den coherencia entre esta nueva institucionalidad que se crea y la legislación propia del Ministerio de Obras Públicas, la Ley de Concesiones y los propios contratos de concesiones.


Respecto del artículo 1º del proyecto de ley, en estudio, señaló que la Cámara Chilena de la Construcción estima que afecta la imparcialidad de las actuaciones de la Superintendencia que se pretende crear, para fiscalizar al MOP, al estar bajo su supervigilancia.


La misma observación se plantea respecto del Reglamento que deberá dictarse, el cual será expedido a través del Ministerio de Obras Públicas y suscrito además por el Ministro de Hacienda.

En relación al artículo 2º de esta iniciativa legal, expresó que es necesario considerar que en los contratos de concesión y en los contratos de obras públicas, la fiscalización del correcto cumplimiento del contrato la realiza el Inspector Fiscal.


Las obras públicas ejecutadas directamente por el MOP no tienen definidos sus niveles de servicios y si se quieren fiscalizar se debe hacer por sus especificaciones técnicas, planos, pero no por la calidad del servicio.


En seguida, expresó que se presenta una duplicidad de la función de fiscalización en relación a los usuarios que tiene el propio Ministerio de Obras Públicas en los Reglamentos de Servicio de las Concesiones y en el Reglamento para Contratos de Obras Públicas. 


La última modificación de la Ley de Derecho de los Consumidores, dota de atribuciones al Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) en estas materias y es plenamente aplicable en todas las materias no reguladas por la Ley del MOP y la Ley de Concesiones.


En cuanto al artículo 4º manifestó que existe una contradicción en relación a lo preceptuado por el artículo 6º del proyecto de ley. En este sentido, el Mensaje señala que “los estándares técnicos no son suficientes para garantizar la calidad de servicio ” y el artículo 6º, por su parte, señala que “Para efectos de la fiscalización de los niveles de servicio, la Superintendencia podrá verificar el cumplimiento de los estándares técnicos vinculados a dichos niveles.”


En este tema es fundamental que se explicite lo que se debe entender por estándares técnicos y de servicio, de modo de no dar espacio a interpretaciones diferentes. Para ello, deberían definirse los estándares de servicio, luego los estándares técnicos vinculados a los primeros, y sólo recién después de estas definiciones se estaría en condiciones de fiscalizar su cumplimiento, materia las anteriores que deben hacerse por el MOP al diseñar los proyectos. 


Asimismo, debe tenerse presente que los estándares de servicios presentan una gran dinámica.

A continuación, se refirió a los artículos 5º y 6º del proyecto, que contienen las facultades y las obligaciones de la Superintendencia de Obras Públicas, informando que la Cámara Chilena de la Construcción estima que las facultades que se otorgan a la Superintendencia son propias de los Inspectores fiscales del MOP, que es la contraparte contractual de la empresa concesionaria, y de la empresa contratista de Obras Públicas.


Esta situación debe corregirse para evitar duplicidades.

En cuanto al artículo 41 del proyecto de ley, manifestó la preocupación de la Cámara Chilena de la Construcción en el sentido de que mediante esta norma se podría autorizar que funcionarios del Ministerio de Obras Públicas actúen en comisión de servicio para la Superintendencia, con lo que se transformarían en juez y parte, ya que deberán supervisar a sus pares y superiores y, eventualmente, a su propia labor, si se trata de obras derivadas de contratos tradicionales de obras públicas.

En relación a la proposición de crear un Consejo de la Superintendencia, cuya función será la de emitir opinión previa y no vinculante sobre la aplicación de sanciones sobre los informes que deberá emitir la Superintendencia, indicó que este Consejo duplica las atribuciones de las Comisiones Conciliadoras en los Contratos de Concesión, respecto de las sanciones que aplique el MOP, que es el órgano que por ley y por el contrato de concesión debe imponer las sanciones, con la posibilidad y obligación en algunas de ellas de revisión por la Comisión Arbitral, 


Al igual ocurriría en los Contratos de Obras Públicas celebrados directamente por el MOP, en los que esta Superintendencia al sancionar, se arrogaría facultades de la Contraloría General de la República y de los Tribunales de Justicia. 


Finalmente, señaló que la Cámara Chilena de la Construcción considera que es necesario junto a la creación de una Superintendencia, eliminar las facultades de fiscalización del MOP y del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) sobre las mismas materias.

Asimismo, es necesario licitar las obras de acuerdo a niveles de servicio o estándares técnicos definidos en la licitación de los contratos.


Se deben respetar las facultades jurisdiccionales de las Comisiones Arbitrales, de los Tribunales de Justicia y de la Contraloría General de la República, y dotar de independencia del fiscalizador respecto del fiscalizado.

Concluida la exposición anterior, el Honorable Senador señor Kuschel consultó la razón por la cual la Cámara Chilena de la Construcción propone licitar las obras de acuerdo a los niveles de servicio o estándares técnicos.


Se explicó que en la actualidad todas las obras públicas se licitan con niveles técnicos y lo lógico es que los proyectos estén lo más completos posibles, con todos los planos de arquitectura, de cálculo, de especialidades, estudios de mecánica de suelo de manera que el estándar técnico sea muy claro para que si existe una licitación los proponentes liciten lo mismo y con la menor cantidad de incongruencia entre los planos o los estudios de mecánica de suelo y la licitación será muy buena en el sentido de que no requerirá de aumentos de obra, complejidades y será de fácil manejo para las inspecciones fiscales. 


Cuando se licita una obra con niveles técnicos y se fiscaliza con niveles de servicio la situación es distinta puesto que la empresa concesionaria construyó de acuerdo a los requerimientos del Ministerio de Obras Públicas y después se exige un nivel de servicio que se pretende que sea óptimo.


La Cámara Chilena de la Construcción considera que las concesiones son dinámicas y no se oponen a que las licitaciones se efectúen exigiendo niveles de servicio. En estos casos, las empresas concesionarias deberán efectuar diversos estudios, como pueden ser los relativos al crecimiento del parque automotriz y hacer las evaluaciones que se requieran para asegurar un nivel de servicio.




- - - - - - - -
EXPOSICIÓN DEL SEÑOR  RONALD FISCHER, PROFESOR INVESTIGADOR DEL DEPARTAMENTO DE INGENIERÍA INDUSTRIAL DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE.

El Economista de la Universidad de Chile, señor Ronald Fischer, compartió los planteamientos formulados por la Cámara Chilena de la Construcción en relación al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas, principalmente en cuanto al hecho de que la Superintendencia que se pretende crear es muy dependiente del Ministerio de Obras Públicas y el ente fiscalizador no debe depender del fiscalizado.


En la actualidad, sucede que el Ministerio de Obras Públicas cumple diversos roles, tales como fiscalizador, planificador, ejecutor de obras públicas y, en consecuencia, estas acciones se confunden con lo cual ninguna de ellas se cumple de forma adecuada, por lo que la separación entre los fiscalizadores y ejecutores son correctas.


El proyecto de ley, en estudio en su forma actual, da origen a una Superintendencia débil, que de acuerdo al artículo 19 sólo puede emitir una opinión en el caso de las renegociaciones, pese a ser éste uno de su roles más importantes. 

Por su parte, de acuerdo al artículo 26, la Superintendencia sólo puede informar al MOP de los incumplimientos en los niveles de servicio en obras explotadas por el Ministerio, pero no puede hacerlas públicas, aparentemente.

El Superintendente es un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República, no se le exigen otros requisitos y tampoco es independiente, dada la forma de su designación. Sería preferible que fuera seleccionado mediante el procedimiento de la Alta Dirección Pública, para mantener un mayor grado de independencia, y asegurar su mérito.


En cuanto al Consejo que se propone crear manifestó que es la peor deficiencia de la iniciativa legal. El Consejo debería ser una instancia independiente, que emita una opinión pública vinculante sobre las materias que le corresponde pronunciarse, tales como las sanciones descritas en los artículos 26 y 27 y los informes descritos en los artículos 17 a 20 del proyecto.

Este Consejo debería estar compuesto por abogados, ingenieros civiles y economistas de prestigio y experiencia en el sector, sin la intervención de representantes de la Superintendencia y del Ministerio, como aparecen actualmente en el proyecto de ley. Esto le resta independencia, pues sólo tres de sus cinco miembros son externos al sistema.

De acuerdo al artículo 42, el Consejo emite una opinión no vinculante sobre los informes de la Superintendencia que tampoco son vinculantes con lo cual se tiene una total ineficiencia del Consejo. Por su parte, la remuneración establecida para los consejeros en el artículo 44 del proyecto  es insuficiente, dado que seguramente tendrán que separarse de su área de experticia, para no afectar su independencia ni crear incompatibilidades. Además, el hecho que sea falta grave la no asistencia a tres sesiones impide que el consejero pueda viajar en sus vacaciones, por ejemplo. Todo esto configura un cargo muy poco atractivo, que atraerá a personas que no son destacadas en el área, y por lo mismo, probablemente poco independientes, pues no tienen una reputación que defender.

- - - - - - - - - - 

EXPOSICIÓN DEL SEÑOR SERGIO CONTRERAS, VICEPRESIDENTE DEL COLEGIO DE INGENIEROS

El Vicepresidente del Colegio de Ingenieros de Chile A.G., señor Sergio Contreras, señaló que el Colegio de Ingenieros de Chile ha manifestado desde hace un tiempo su gran preocupación por el estado de la ingeniería del Ministerio de Obras Públicas debido al deterioro de ella y a su falta de capacidad para resolver debidamente los proyectos y problemas derivados de ellos.


A pesar del tiempo transcurrido y las transformaciones realizadas durante este tiempo, el Colegio de Ingenieros considera las siguientes conclusiones y recomendaciones en relación a esta materia:


1.- El Ministerio de Obras Públicas debería ser la entidad del Gobierno responsable de definir la política global de las obras públicas fiscales del país, quedando a su cargo las funciones correspondientes a la planificación, normalización y control global de este sector de la economía, el desarrollo de las obras públicas fiscales menores, determinadas por razones de carácter esencialmente social y aquellas otras funciones que hoy tiene el MOP y que no son parte de los procesos de construcción de las obras públicas fiscales. Para cumplir con estas funciones, el MOP debería modificar su actual organización y estructura de personal, pasando a ser una unidad altamente tecnificada, con una gran capacidad de dirección y gestión del servicio. Para cumplir con dichas funciones, el MOP debería maximizar la utilización de los servicios que el sector privado le puede proporcionar en forma eficiente, entre ellos los servicios de ingeniería, construcción y de mantenimiento de sus obras.


2.- Se debería crear una Empresa Nacional de Obras Públicas, con personalidad jurídica y patrimonio propio que se relacionaría con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras Públicas y que tendría por objeto ejecutar los planes de desarrollo de las obras de la infraestructura pública fiscal chilena que se den en concesión y de aquellas que no teniendo dicha condición le encomiende el MOP. El patrimonio de esta Empresa se debería constituir con los bienes fiscales que le transfiera el Estado a través del MOP (terrenos, obras fiscales construidas previamente que se incorporan al proyecto concesionado y subsidios económicos que haga el Estado cuando corresponda, principalmente), las obras construidas en cada concesión y los recursos en dinero y otros activos que deban aportar los concesionarios. El financiamiento de las inversiones y de los gastos operacionales de esta empresa deberían provenir de los cobros que se hagan a los concesionarios, para los proyectos construidos y explotados por ellos, mientras que para los proyectos encargados por el MOP, tanto las inversiones como los gastos operacionales deberán provenir de los recursos financieros que el Estado destine a ellos. Su organización debería tener la flexibilidad necesaria para adecuarse a los diferentes planes de desarrollo que tenga que emprender, siendo clave para ello la utilización de los servicios que el sector privado le pueda ofrecer en las diferentes áreas de la gestión de proyectos de inversión. De esta forma, sería el sector privado el que absorbería las variaciones de la demanda en las obras públicas del Fisco chileno.

Teniendo en cuenta estas conclusiones y recomendaciones, el Colegio de Ingenieros considera que la creación de una Superintendencia de Obras Públicas corresponde a una iniciativa correcta en el contexto propuesto; sin embargo, su gestación debe ser consistente con acciones que tiendan a una reestructuración y modernización efectiva del MOP.


En el proyecto de ley actualmente en estudio es posible encontrar varias inconsistencias con este predicado básico, entre ellas, es fundamental definir el alcance del concepto nivel de servicio, más allá de lo definido en el artículo 4o, acápite 8. Este nivel de servicio, se refiere al moderno concepto de performance behavior, vale decir, comportamiento por desempeño, en el cual es posible exigir una definición global y completa de los niveles de calidad, comportamiento, correcta construcción y, especialmente, satisfacción de los usuarios en los distintos proyectos, lo cual no es función de esta Superintendencia.


El Colegio de Ingenieros piensa que en los proyectos de obras concesionadas es posible definir, con una razonable claridad, la necesidad y niveles de cumplimiento de cada una del las obras y ello está claramente definido en el artículo 2o. Sin embargo, a continuación se agregan las obras públicas fiscales explotadas por el MOP. En este caso el nivel de servicio no está definido y esta entidad puede cautelar los niveles de calidad y una correcta construcción de las obras; pero no es posible, y así lo demuestran innumerables casos en la actualidad, asegurar un adecuado nivel de satisfacción del usuario, dado que ella no asume una debida responsabilidad en este aspecto.

Dado lo anterior, el proyecto de ley, en estudio, en su objeto parece más bien adecuado para fiscalizar a futuro las obras en concesión, ya que es deficitario en la fiscalización de las decisiones emanadas del interior del MOP. En este aspecto coincidimos con la opinión de la CEA-DII de la Universidad de Chile, dado que debiera existir una entidad externa que pudiera fiscalizar el cumplimiento de los niveles de servicio los cuales deben comprar en forma continuada los usuarios. También aquí la Cámara Chilena de la Construcción opina que los niveles de servicio de las obras ejecutadas directamente por el MOP no tienen los niveles de servicio definidos.

Además, cabe hacer notar que los niveles de servicio constituyen solamente una parte de las obligaciones que genera un contrato de concesiones. Este hecho puede acarrear una doble dependencia del Concesionario.


Toda la estructura de esta entidad fiscalizadora está basada en el MOP y supeditado a él, desde la generación del reglamento hasta la constitución de su Consejo, por lo tanto, no se plantea una real independencia que pueda asegurar al usuario final una satisfacción técnicamente correcta de los servicios ofrecidos y gestados por el MOP, los cuales por lo demás, deben estar insertos en una planificación global que también lo define esta entidad a falta de otra instancia centralizada que coordine las diversas iniciativas.


La creación de esta Superintendencia, a juicio del Colegio de Ingenieros de Chile, en las condiciones explicitadas en el proyecto de ley tiene el grave peligro de aumentar innecesariamente la carga burocrática de las obras públicas ya que se duplican funciones existentes las cuales a su vez deberán ser inspeccionadas por el MOP y supervisadas por la Superintendencia.


Señaló que el Colegio de Ingenieros de Chile, coincide también con el hecho de que el Consejo establecido en la administración de la Superintendencia es débil y su composición no asegura una independencia necesaria del MOP. Los requisitos profesionales de sus integrantes no están definidos por la ley y su remuneración es claramente insuficiente para captar a profesionales de alta capacidad. Naturalmente el Colegio de Ingenieros, por la naturaleza del MOP, espera que un Consejo de esta Superintendencia esté compuesto mayoritariamente por Ingenieros Civiles, de vasta trayectoria en el campo de la infraestructura y de las obras públicas, también debiera estar constituido por abogados y economistas.

En lo relativo a las atribuciones del Consejo, ellas debilitan la acción fiscalizadora de la Superintendencia ya que sus opiniones no son vinculantes, de acuerdo a lo establecido en el artículo 42, por lo tanto, le restan capacidad fiscalizadora a la Institución dejándola exclusivamente en manos del Superintendente y su superioridad, lo cual le resta independencia.

El artículo 5o transitorio establece que las normas de esta ley no serán aplicables a los contratos de concesiones actuales y los que están en licitación, con lo cual una gran parte de las obras que ya están concesionadas y en operación, quedarían fuera del control de la Superintendencia.

Finalmente, expresó que el Colegio de Ingenieros considera que este proyecto de ley contiene imperfecciones que son importantes de corregir y mejorar con el debido tiempo de reflexión y estudio, por lo tanto, se debe contar con un plazo razonable para realizar un estudio profundo y emitir una opinión con una base sólida y debidamente respaldada.



- - - - - - - -
EXPOSICIÓN DEL INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO


La investigadora de Proyectos Económicos del Instituto  Libertad y Desarrollo, señora María de la Luz Domper, inició su presentación señalando que en Chile existen nueve superintendencias: Seguridad Social, Valores y Seguros, Pensiones, Electricidad y Combustibles, Servicios Sanitarios, Salud, Bancos e Instituciones Financieras, Casinos y Juegos y Quiebras.


En la actualidad, se discuten en el Congreso Nacional la creación de otras dos, además de la de Obras Públicas, que son la Superintendencia de Educación y la de Medio Ambiente. 


También existen otros organismos, que si bien no tienen el nombre de Superintendencia, tienen funciones bastante similares, como el caso de la Inspección del Trabajo y de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. 

Las Superintendencias son “entes de la Administración a través de las cuales el Estado fiscaliza el correcto funcionamiento de diversas actividades privadas de interés público”.

En la actualidad, la fiscalización de las obras concesionadas corresponde al MOP, rol que el Reglamento le otorga al Inspector Fiscal en la etapa de construcción y explotación de la obra concesionada.


El detalle de sus labores lo contemplan las bases de licitación, pero en general, se puede señalar que en la etapa de construcción el Inspector Fiscal vela por normas técnicas de construcción y en la etapa de explotación, vela por el cumplimiento de los servicios contratados, el cumplimiento de las tarifas y la mantención de la obra.

En cada etapa de la concesión existe un Inspector Fiscal diferente, se nombran dentro de los quince días siguientes a que ha sido adjudicada la concesión o se ha autorizado su puesta en marcha. Este Inspector tiene suplentes y es a través de él que la concesionaria se relaciona con el MOP.


Los Inspectores Fiscales son funcionarios a contrata, se les exige experiencia profesional, pero las rentas que perciben no son competitivas con el sector privado en relación a las exigencias del cargo.

La práctica ha ido convirtiendo al Inspector Fiscal en una verdadera primera instancia ante el MOP, que basado en el asesoramiento que le han dado las inspecciones técnicas de obras y de explotación, tiene bastante poder para influir en lo que se entiende que es el cumplimiento o incumplimiento de las bases de concesión. 


Si existe una desavenencia entre lo solicitado u ordenado por el Inspector Fiscal y la sociedad concesionaria, el encargado de dirimir las diferencias y negociar nuevas condiciones es la Dirección General de Obras Públicas. Si no se llega a acuerdo, el privado puede recurrir a la Comisión Conciliadora o a la Corte de Apelaciones.

De este sistema emanan algunos problemas, como es el caso cuando existe un conflicto de interés el MOP es juez y parte; o cuando al Inspector le corresponde realizar la fiscalización se inhibe de cuestionar aquellas deficiencias que son fruto de su propia negligencia.


En consecuencia, se hace aconsejable separar las funciones de fiscalización de los estándares de servicio, que recaerían en la Superintendencia de Obras Públicas y de la determinación de los mismos en el MOP.

Como resultado de lo anterior, se puede señalar que actualmente en el MOP existe una precariedad absoluta y un desorden institucional. El programa de concesiones de Obras Públicas tiene la mayoría de su personal bajo la modalidad de a contrata.

Hace falta una modernización global de la institucionalidad del MOP. En ese sentido señaló, sería conveniente conocer el estado actual del proceso de modernización del MOP e intentar resolver la situación en que actualmente se encuentra este Ministerio, puesto que de otra forma no se entiende cuál es el sentido de esta iniciativa legal.


El proyecto de ley en informe tiene los siguientes objetivos:


1. Asegurar que se cumplirán los niveles de servicio que debe mantener la obra, ya sea pública o concesionada, durante su etapa de explotación.


Si se reconoce que existe un conflicto de interés, dado que quien encarga la obra es quien después fiscaliza, dicho conflicto está presente en la etapa de construcción y de explotación. Surge la pregunta: ¿por qué sólo para la etapa de explotación? Podría fiscalizar ambas etapas.


Adicionalmente, esta nueva institucionalidad duplica funciones: hoy el Inspector Fiscal del MOP es quien realiza esta labor en ambas etapas.

Si se crea la Superintendencia de Obras Públicas, para velar por la fiscalización sólo en la explotación de la obra, debiera eliminarse la función del Inspector Fiscal en dicha etapa.

Los fiscalizadores de la Superintendencia de Obras Públicas no debieran ser funcionarios del MOP.

Existe un alto riesgo de duplicidad de funciones, puesto que en la actualidad esta fiscalización es de cargo de los Inspectores Fiscales, que no se eliminan.


Por otra parte, se encuentra en trámite legislativo la Reforma Constitucional que crea la figura del Defensor del Ciudadano y dentro del ámbito de sus atribuciones está la protección y defensa de los derechos relacionados con las concesiones de obras públicas.(Boletín 6232-07). 


Asimismo, se debe considerar que el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) es el órgano encargado de la fiscalización de los derechos de los usuarios general y cabe preguntarse cómo se fiscalizarán las obras públicas si ellas no incorporan o definen los niveles de servicio.

Si la Superintendencia de Obras Públicas depende institucionalmente del MOP, cómo fiscalizará sus actos, con lo cual se crea un conflicto de interés.


En este sentido es negativo que el Superintendente sea de exclusiva confianza del Presidente de la República.


Tampoco está claro que el cumplimiento de los niveles de servicio se garantice mediante estándares técnicos, el Mensaje del proyecto dice una cosa y el artículo 6º establece una norma diferente.

2.- Cautelar los derechos de los usuarios de dichas obras y de quienes se vean afectados por ellas.


Existe duplicidad de funciones con el Sernac, quien actualmente debe velar por este objetivo.


Para cumplir con este objetivo la Superintendencia de Obras Públicas va a tener que evaluar el comportamiento de los privados e interpretar el contrato, función que claramente eleva los costos.


Adicionalmente, si el proyecto de ley le entrega esta facultad a la Superintendencia de Obras Públicas debiera eliminársele esta facultad al Sernac en este ámbito.


3. Velar porque exista información relevante de fácil acceso y que esté disponible oportunamente.

Este es un punto que claramente eleva los costos de operar en esta industria. No se le debiera dar la posibilidad de que pueda requerir a los prestadores “todo tipo de información” de acuerdo a lo establecido en el artículo 9º del proyecto de ley, sino sólo aquella que le permita cumplir sus funciones.

En seguida, señaló que la función de la Superintendencia de Obras Públicas debiera ser sólo la de “fiscalizar” y no “regular”, si es que por regular se entiende algo más que interpretar. 


En efecto, la Superintendencia de Obras Públicas no debiera tener facultades para imponer condiciones adicionales a las que se establecen en los contratos (y bases de licitación, etc.) ya que dichas controversias en la actualidad se resuelven en los Tribunales de Justicia y a través de la Comisión Conciliadora. Por su parte, el proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones, contempla también que se pronuncia el Panel Técnico al respecto.

Esta iniciativa legal contempla facultades que son propias de los Tribunales de Justicia y de las Comisiones Conciliadoras, como es el caso de la facultad de libre acceso, contemplada en el artículo 13; la facultad de interpretación de normas legales y reglamentarias, consignada en el artículo 32 y la facultad de citar a las partes y a testigos a declarar, establecida en el artículo 14.

Es necesario considerar que la Superintendencia de Obras Públicas no es un tribunal de última instancia frente a un determinado conflicto.


Asimismo, considera facultades de interpretación amplias respecto de modificaciones al presupuesto de Obras Públicas por obras y servicios complementarios. 


El Consejo de la Superintendencia de Obras Públicas, que se propone crear, deberá de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 del proyecto de ley emitir una opinión no vinculante respecto de las modificaciones al contrato de concesiones.


Igual responsabilidad se le da al Consejo de Concesiones, que crea el proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones (Boletín Nº 5.172-09), que se encuentra actualmente en segundo trámite constitucional ante la Honorable Cámara de Diputados.


Falta un análisis en conjunto de ambos proyectos, o bien, que este proyecto se discuta una vez finalizada la discusión del otro.

Luego, señaló que el proyecto de ley contiene otros aspectos negativos, como es el otorgamiento de la calidad de “ministros de fe” a los fiscalizadores de la nueva Superintendencia, lo cual parece inapropiado por cuanto invierte el peso de la prueba, alterando el principio de que quien alega un hecho debe probarlo.


La Superintendencia de Obras Públicas debería externalizar los servicios de fiscalización y exigir a los fiscalizadores experiencia profesional.


Los funcionarios en Comisión de Servicio, que establece el artículo 41, no deben provenir del MOP, ya que se crea un conflicto de interés porque serían juez y parte de otros funcionarios del MOP respecto de las obras públicas de infraestructura.

Para las concesiones de tercera generación, como se denominan las de cárceles, hospitales, etc., se crea un cuarto jugador: MOP, concesionario, servicio público especializado (Gendarmería, DGAC, Salud, etc) y ahora la Superintendencia de Obras Públicas. Estas relaciones no están debidamente contempladas en el proyecto. Tanto es así que la definición de “prestadores” que se incluye en el proyecto, no se adecua a las situaciones donde el MOP actúa por Convenio-mandato de otro servicio público.


Un aspecto positivo es que la Superintendencia de Obras Publicas también fiscalice las obras públicas fiscales. Sin embargo, ello sólo lo podrá realizar una vez que defina los niveles de servicio que deben cumplir dichas obras. 


En conclusión, señaló que antes de analizar este proyecto el Ejecutivo debiera dar a conocer a esta Comisión el proyecto de modernización completo del Ministerio de Obras Públicas.


Por otro lado,  expresó que este proyecto de ley incluye elementos que se duplican en otras instancias legislativas, como es el caso del Consejo de Concesiones y el Consejo de la Superintendencia de Obras Públicas, que se considera en el proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones y otras normas contenidas en el proyecto de ley que establece la Defensoría Pública. Falta una mayor coordinación al respecto.

Resulta beneficioso crear una agencia u oficina de fiscalización, que puede ser una Superintendencia de Obras Públicas sin facultades regulatorias y que vele por los niveles de calidad de servicio de las obras durante la etapa de construcción y explotación.


Sin embargo, su labor debiera circunscribirse sólo a fiscalizar y no a regular. Tampoco debe tener facultades jurisdiccionales.


Tanto sus funcionarios como el propio Superintendente debieran ser independientes del Ejecutivo, si no, no se logra el objetivo: eliminar el problema de conflicto de interés de ser juez y parte.
- - - - - - - 

Exposición del Instituto Libertad


El Abogado del Instituto Libertad, señor Rodrigo Yañez, efectuó una exposición en la que se refirió a los siguientes temas:


1.- Niveles de Servicio. Resaltó que la iniciativa legal en estudio contiene en su artículo 6º la definición de niveles de servicio que se relaciona o vincula con el cumplimiento de los estándares técnicos. 

2.- Concesiones y regulación. El esquema actual considera la fiscalización del Ministerio de Obras Públicas a través de la figura del Inspector Fiscal, sin embargo, la iniciativa legal en estudio considera un esquema que no está coordinado entre sí y que contempla la existencia de la Superintendencia de Obras Públicas; del Inspector Fiscal, del Panel Técnico; del Defensor de las Personas ante empresas que presten servicios de utilidad pública o concesiones y de un Consejo de Concesiones. 


La existencia de esta Superintendencia permitirá separar las funciones de planificación, adjudicación, celebración y modificación de los contratos de concesión, respecto de las funciones de control y fiscalización. No obstante, presenta el inconveniente de aumentar el número de órganos administrativos con competencia en la materia y riesgos inherentes a la multiplicidad de interlocutores en el desarrollo de la relación contractual entre el Ministerio de Obras Públicas y los concesionarios. A esta Superintendencia se le otorgan las mismas facultades y atribuciones que detentan otros organismos del Estado.


3.- Duplicidad con las funciones del Inspector Fiscal. En principio se ha señalado que la Superintendencia de Obras Públicas fiscalizará el nivel de servicio, sin embargo, se trata de un concepto difuso que contiene un conjunto de funcionalidades y prestaciones. De acuerdo al artículo 29 de la Ley de Concesiones, la fiscalización de los estándares técnicos es de competencia de los Inspectores Fiscales en la etapa de explotación de la obra. Por su parte, el proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones propone que corresponderá al Ministerio de Obras Públicas, la inspección y vigilancia del cumplimiento por parte del concesionario de sus obligaciones tanto en la fase de construcción como en la de explotación de la obra.


4.- Derechos de los consumidores. La Superintendencia de Obras Públicas que se pretende crear estará encargada de verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los contratos de concesión; en los instrumentos aplicables a las obras públicas explotadas por el Ministerio, y en las instrucciones que al respecto ella emita.


Cabe hacer presente que estas funciones también las desempeña el Inspector Fiscal a cargo de la obra y el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) cuando corresponde.


5.- Obligación de Pronunciarse sobre las Bases de Licitación. El proyecto de ley en estudio establece la obligación de la Superintendencia de Obras Públicas de pronunciarse respecto de las Bases de Licitación, en forma previa a su aprobación, a fin de informar sobre la existencia de indicadores de niveles de servicio que permitan su fiscalización en la fase de explotación de la obra. Para la aprobación de las Bases de Licitación de una obra pública, se requerirá del pronunciamiento de múltiples entes públicos, a saber: el Ministerio de Obras Públicas; Ministerio de Hacienda; Contraloría General de la República; Ministerio bajo cuya tuición se encuentra la obra, en caso que fuere distinto al MOP; Comisión Nacional de Medio Ambiente; Superintendencia de Obras Públicas y Consejo de Concesiones lo cual puede entorpecer los plazos para el desarrollo de las obras


Finalmente, concluyó que esta iniciativa legal puede generar el riesgo de desincentivo para la toma de decisiones; aumenta los órganos administrativos con competencias separadas, pero también superpuestas; la nueva Superintendencia exhibe una falta de independencia en relación al Ministerio de Obras Públicas; el peso del Estado resulta notoriamente expansivo y de manera desordenada en un contrato de concesión, también produce una multiplicidad de interlocutores. 






- - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL.


Luego de escuchar las exposiciones anteriores sobre este proyecto de ley y de efectuarse distintos planteamientos y observaciones, los Honorables señores Senadores procedieron a votarlo.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión procedió a aprobarlo en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Longueira, Romero y Ruiz-Esquide.




- - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

NATURALEZA Y OBJETO


Artículo 1º.- Naturaleza. La Superintendencia de Obras Públicas es un servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Obras Públicas.


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del D.L. Nº 3.551, de 1981, y está regida por el Sistema de Alta Dirección Pública de la ley Nº 19.882.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.


Artículo 2º.- Objeto. La Superintendencia fiscalizará que los niveles de servicio de las obras públicas, durante su fase de explotación, sea al menos igual a los comprometidos en los contratos de concesión de obras públicas o en los instrumentos aplicables a las obras públicas fiscales explotadas por el Ministerio de Obras Públicas.


Del mismo modo, la Superintendencia promoverá y cautelará el respeto a los derechos de los usuarios de las obras públicas establecidos en los contratos de concesión e instrumentos aplicables a las obras públicas fiscales.


Adicionalmente, la Superintendencia emitirá los informes que se le requieran, referidos a las funciones que la ley le asigna y, en general, velará por que exista acceso expedito a información veraz, oportuna y actualizada con relación a las obras públicas, en su fase de explotación.


Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta ley, se dictará uno o más Reglamentos expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscrito además por  el Ministro de Hacienda.

TÍTULO II

DEFINICIONES


Artículo 4º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta ley, se entiende por:


1. “Concesionario”: La Sociedad Concesionaria definida y regulada en el Decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL MOP Nº 164 de 1991, Ley de Concesiones, y su Reglamento. 


2. “Contrato de concesión”: aquel celebrado conforme a la Ley de Concesiones.


3. “Estándares técnicos”: características que deben reunir las obras públicas para asegurar el cumplimiento de un nivel de servicio.


4. “Fase de explotación”: aquella etapa que se inicia con la puesta en servicio, provisoria o definitiva, de una obra pública, si ella está entregada en concesión, o con la recepción de la obra, si su explotación corresponde directamente al Ministerio.


5. “Ley”: la presente ley.


6. “Ley de Concesiones”: corresponde al Decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL MOP Nº 164 de 1991.


7. “Ministerio”: el Ministerio de Obras Públicas.


8. “Niveles de servicio”: conjunto de funcionalidades y prestaciones que una obra pública debe proveer durante su fase de explotación, de conformidad a lo establecido en el Contrato de Concesión o en los instrumentos aplicables a las Obras Públicas explotadas directamente por el Ministerio.


9. “Obra pública”: cualquier bien inmueble, nacional de uso público o fiscal, que sea construido, ampliado, reparado o conservado  por el Ministerio de Obras Públicas, sea que éste lo explote directamente o a través de una concesión.


10. “Prestadores”: el concesionario, cuando se trate de una obra pública explotada bajo el régimen de concesiones y el Ministerio cuando sea éste el encargado de la explotación de la obra.


11. “Reglamento”: aquel establecido en el artículo 3 de esta Ley.


12. “Superintendencia”: la Superintendencia de Obras Públicas.


13. “Usuario”: persona natural o jurídica que se beneficia directamente y en común con otras personas, de una obra pública y de sus servicios anexos y complementarios de acuerdo a su objeto y fin.

TÍTULO III

FACULTADES Y OBLIGACIONES

CAPÍTULO I

FISCALIZACIÓN


Artículo 5º.- Fiscalización.  La Superintendencia fiscalizará el cumplimiento de los niveles de servicio comprometidos para las obras públicas, así como el ejercicio de los derechos de los usuarios, y el cumplimiento de las instrucciones que emita con esa finalidad.


Artículo 6º.- Ejercicio de la función de fiscalización de los niveles de servicio. Para efectos de la fiscalización de los Niveles de Servicio, la Superintendencia podrá verificar el cumplimiento de los estándares técnicos vinculados a dichos niveles. 


En caso de incumplimiento de los niveles de servicio establecidos en un contrato de concesión, la Superintendencia aplicará al concesionario las sanciones que correspondan de conformidad con el artículo 27 de esta ley.


Tratándose de obras públicas explotadas por el MOP, se estará a lo dispuesto en el artículo 26.


Artículo 7°.- Fiscalización de los derechos del usuario. Para resguardar los derechos del usuario, le corresponderá verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas al respecto en la presente ley y en sus Reglamentos; en los contratos de concesión; en los instrumentos aplicables a las obras públicas explotadas por el Ministerio, y en las instrucciones que al respecto ella emita.


Artículo 8°.- Fiscalización de otras obligaciones. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, la Superintendencia de Obras Públicas fiscalizará el cumplimiento de:


a) Las estructuras y niveles tarifarios previstos en los Contrato de Concesión, y lo establecido en materia de cobro de tarifas o peajes;


b) El reglamento de servicio de la obra, así como su adecuada publicidad y difusión;


c) Las normas sobre información y difusión contenidas en la presente ley;


d) Las demás obligaciones y normas cuya fiscalización sea de su competencia.


Artículo 9°.- Facultad de requerir información de personas fiscalizadas. En el ejercicio de las facultades que le son propias, la Superintendencia podrá requerir a los prestadores sometidos a su fiscalización, todo tipo de información, sea que ésta conste de documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, y que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Asimismo, los prestadores deberán informar a la Superintendencia de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información podrá ser proporcionada el siguiente día hábil.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente los niveles de servicio de las obras públicas.


Artículo 10°.- Facultad de fijar normas de carácter general para la presentación de información. La Superintendencia, en el ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, podrá fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban proporcionarle de conformidad a las leyes y Reglamentos vigentes.


No obstante lo establecido en el párrafo anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia, la que en todo caso deberá ser adecuada a las nuevas normas de presentación a requerimiento expreso de la Superintendencia.


Artículo 11°.- Información secreta o reservada. Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, la violación de la obligación de reserva o secreto cometida por el personal de la Superintendencia será sancionada conforme a los artículos 246 y 247 del Código Penal.


Artículo 12°.- Presunción de veracidad. Los documentos u otros mecanismos de información, exhibidos o presentados a la Superintendencia por las sociedades concesionarias o por el Ministerio, tienen el carácter de declaración jurada. La falta de veracidad será sancionada de acuerdo a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.


Artículo 13°.- Facultad de acceso. Los funcionarios de la Superintendencia tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los prestadores, destinadas a la explotación de la obra que fiscaliza, a objeto de realizar las funciones que les son propias, procurando no interferir el normal desenvolvimiento de la actividad correspondiente.


La Superintendencia puede exigir la colaboración de los órganos, entidades y personas naturales o jurídicas sujetos a su fiscalización, quienes deberán proporcionarle los datos, documentos, antecedentes o informes que solicite relacionados con el ejercicio de su función fiscalizadora.


Artículo 14°.- Facultad para citar a declarar. La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los prestadores, como asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.


La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran sin causa justificada a declarar.


Artículo 15°.- Facultad de atender reclamos de los Usuarios. Toda solicitud de atención, consulta o reclamo presentado por un usuario, en relación con la prestación de los servicios, deberá ser atendida por el prestador, dando una respuesta oportuna y fundada. La Superintendencia podrá instruir a los prestadores acerca de los procedimientos y plazos para la atención, registro y respuesta de los diferentes reclamos, solicitudes y consultas que presenten los usuarios.


En caso de falta de respuesta oportuna o de respuesta insatisfactoria, la Superintendencia conocerá de los reclamos que los usuarios presenten en contra del prestador, debiendo pronunciarse sobre aquellos, sin perjuicio del derecho del usuario a ejercer las acciones judiciales que correspondan.

CAPÍTULO 2

OBLIGACIÓN DE INFORMAR


Artículo 16º.- Función de informar. La Superintendencia informará al Ministerio o a las autoridades que corresponda, sobre las materias contenidas en el presente capitulo y en general, respecto de todas aquellas que se establezcan en ésta o en otras leyes.


Artículo 17°.- Obligación de informar sobre bases de licitación. El Ministerio deberá solicitar a la Superintendencia, previo a la aprobación de las bases de licitación de cualquier Obra Pública y en los casos en que se determine en el Reglamento, que informe sobre la existencia de indicadores de niveles de servicio que permitan su fiscalización en la fase de explotación de la obra.


Artículo 18°.- Obligación de informar sobre el reglamento de servicio de la obra. Previo a la aprobación del reglamento de servicio de la obra que proponga el concesionario para la puesta en servicio de la obra concesionada, la Superintendencia deberá informar al Ministerio, al menos, sobre las siguientes materias:


a) La descripción de los derechos y obligaciones de los usuarios; 


b) Los niveles de servicio de la obra pública; y


c) Las normas sobre reclamos de los usuarios;


Artículo 19°.- Obligación de informar sobre modificaciones de contratos de concesiones. El Ministerio deberá solicitar informe a la Superintendencia, previo a la aprobación de modificaciones de contratos de concesiones por obras adicionales que separada o conjuntamente superen el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Tales informes deberán referirse al impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión. 


Asimismo, la Superintendencia deberá informar al Ministerio sobre los ajustes tarifarios o de cualquier naturaleza que corresponda efectuar a las condiciones establecidas en los contratos, especialmente acerca de si se corresponden con los mecanismos, procedimientos y factores originalmente pactados.


Artículo 20°.- Difusión de los informes. Los informes formulados por la Superintendencia en cumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo, deberán ser publicados en su página Web.

CAPÍTULO 3

TRANSPARENCIA, ESTUDIOS Y DIFUSIÓN


Artículo 21°.- Verificación de Estándares Técnicos. Sólo para fines de estudio y difusión, la Superintendencia podrá revisar otros estándares técnicos de las obras públicas que no estén asociados a niveles de servicio explícitos. Para estos efectos, la Superintendencia podrá ejercer las facultades establecidas en los artículos 9, 13 y 14 de esta ley.

SECCIÓN 1

Realización de estudios


Artículo 22°.- Función de estudios. La Superintendencia desarrollará análisis y estudios sobre las materias de su competencia y, especialmente, sobre percepción de los usuarios acerca de la calidad de los servicios prestados por las obras públicas en explotación. Los estudios que realice la Superintendencia deberán ser publicados por medios de fácil acceso al público.


Artículo 23°.- Elaboración de estudios. La Superintendencia deberá elaborar estudios comparados sobre las diversas características y factores de la actividad de explotación de las obras públicas, especialmente en relación con los costos.


Del mismo modo, la Superintendencia deberá efectuar, una vez al año, una encuesta representativa de los usuarios, en la que éstos califiquen la calidad del servicio que prestan u otorguen las obras públicas sujetas a su fiscalización, en relación con los niveles de servicio suscritos para cada una de ellas. 


Además, la Superintendencia llevará un índice representativo de la continuidad de servicio de los prestadores.


La Superintendencia, sobre la base de los reclamos interpuestos por los usuarios que sean acogidos favorablemente, de los resultados de las encuestas, y del índice de continuidad de servicio a que se refiere el inciso anterior, elaborará una nómina de prestadores, enumerándolos en orden decreciente, según el resultado de los antecedentes revisados, pero otorgando igual categoría a quienes obtienen el mismo resultado.  Dicha nómina será comunicada a los Prestadores y hecha pública antes del 31 de diciembre de cada año.

SECCIÓN 2

Difusión


Artículo 24°.- Difusión de derechos de los Usuarios y materias relacionadas con la explotación de la Obra Pública. La Superintendencia difundirá el régimen de derechos vigentes de los usuarios respecto de cada tipo de Obra Pública de su competencia.


Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo, la Superintendencia deberá publicar dicha información en su página Web institucional, sin perjuicio de los otros mecanismos de difusión que ésta establezca.

CAPÍTULO 4

SANCIONES


Artículo 25°.- Facultad para aplicar sanciones. La Superintendencia podrá aplicar sanciones a las personas naturales o jurídicas sujetas a su fiscalización, por el incumplimiento o infracción de lo establecido en la presente ley, en su Reglamento, en sus órdenes e instrucciones y en los demás instrumentos cuya fiscalización sea de su competencia.


Cuando la ley no haya establecido una sanción o un procedimiento especial, se seguirán las reglas de este capítulo.


Artículo 26°.- Infracciones atribuibles a funcionarios públicos. En caso que la Superintendencia verifique el incumplimiento de niveles de servicio comprometidos en obras explotadas por el Ministerio, informará de este hecho al Ministro de Obras Públicas y representará el incumplimiento al Jefe Superior del Servicio responsable. La Superintendencia podrá solicitar a la autoridad competente la instrucción de los procedimientos administrativos que correspondan, sin perjuicio de las facultades que en esta materia posea la Contraloría General de la República. El resultado y conclusiones de los procedimientos administrativos que se inicien, serán puestos en conocimiento de la Superintendencia para los fines de información que ésta estime pertinentes.


Artículo 27°.- Sanciones aplicables a los concesionarios. Las multas que se establezcan en el contrato de concesión en relación con el incumplimiento de los niveles de servicio durante su etapa de explotación, serán aplicadas por la Superintendencia, en la forma y por los montos que expresamente el contrato establezca. Respecto de las multas, el concesionario tendrá derecho a recurrir al mecanismo a que se refiere el artículo 36° de la Ley de Concesiones.


Tratándose de infracciones o incumplimientos graves establecidos como tales en el contrato de concesión, la Superintendencia recomendará al Ministerio que solicite la declaración de incumplimiento grave de conformidad al artículo 28 de la Ley de Concesiones.


Artículo 28°.- Sanciones asociadas a la negativa de entrega o falsedad de la información. El que se negare a entregar información o antecedentes solicitados por la Superintendencia o el que a sabiendas entregare información falsa, será castigado con las penas del artículo 210 del Código Penal. 


Artículo 29°.- Sanción por entorpecimiento de las labores de fiscalización. Serán sancionados con multa de treinta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales los directores, gerentes y apoderados con facultades de administración que se opongan o impidan las labores de fiscalización de los inspectores o funcionarios de la Superintendencia.


La misma sanción se aplicará a las personas antes referidas que se nieguen a proporcionar la información solicitada por los inspectores o funcionarios, en el cumplimiento de sus facultades fiscalizadoras, u oculten los instrumentos en que conste dicha información.


Artículo 30°.- Sanción por incumplimiento de instrucciones. Se sancionará con una multa de diez a mil unidades tributarias mensuales, cada incumplimiento por parte de los Prestadores de las instrucciones impartidas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley, siempre que dicho incumplimiento no configure alguna de las situaciones previstas en el artículo 29, caso en el que se estará a lo allí dispuesto.

CAPÍTULO 5

NORMATIVA


Artículo 31°.- Facultad de impartir órdenes e instrucciones. La Superintendencia podrá impartir órdenes e instrucciones a los prestadores para que éstos adopten las medidas necesarias para el mantenimiento y cumplimiento de los niveles de servicio comprometidos de las obras públicas, así como para asegurar el ejercicio de los derechos de los usuarios y, en general, para el mejor cumplimiento de sus funciones.


Artículo 32°.- Facultad de interpretación. Corresponde a la Superintendencia aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales y reglamentarias por cuyo cumplimiento le corresponde velar, e impartir instrucciones de carácter general a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización.


Artículo 33°.- Determinación de los plazos. Todos los requerimientos e instrucciones que la Superintendencia emita en el ejercicio de sus facultades deberán ser cumplidos dentro de los plazos que la propia ley, el Reglamento respectivo o la misma resolución consignen. 

TÍTULO IV

DERECHOS Y DEBERES DE LOS USUARIOS


Artículo 34°.- Derechos de los Usuarios. Son derechos de los Usuarios de las obras públicas:


a) Utilizar la obra pública de acuerdo con los niveles de servicio comprometidos.


b) Acceder a información integra y oportuna, asociada a la explotación de una obra pública. 


c) Acceder a información, veraz y oportuna sobre el servicio ofrecido y su precio o tarifa.


d) Ser tratado con dignidad y sin discriminación arbitraria por parte de los prestadores.


e) Ser informado sobre los servicios que el prestador otorga, a objeto de tener la opción de utilizarlos integralmente.


f) Ser informado sobre cualquier circunstancia que altere el normal uso de la obra y sus servicios complementarios.


g) Conocer el régimen tarifario aprobado y sus modificaciones.


h) Obtener respuesta oportuna por parte del prestador frente a sus consultas, preguntas o requerimientos.


i) Reclamar ante el prestador el desconocimiento de sus derechos. En caso de respuesta insatisfactoria o silencio, el usuario podrá recurrir ante la Superintendencia, de acuerdo al procedimiento estipulado en el Reglamento.


j) Derecho a formular las sugerencias que estime pertinentes, en términos respetuosos y fundados, que tiendan a mejorar la prestación del servicio.


Artículo 35°.- Deberes del Usuario de Obra Pública. Son deberes del usuario de obras públicas:


a) Pagar la tarifa que corresponda, en su caso. Ningún usuario, organismo e institución pública o privada o de cualquier otra índole podrá solicitar exenciones en el pago del peaje establecido. La infracción a este deber, será sancionada conforme a lo dispuesto en la legislación vigente.


b) Pagar por los servicios complementarios que reciba, cuando corresponda.


c) Utilizar la obra y sus servicios, respetando la legislación vigente.


d) Actuar con debido cuidado y prevención, evitando causar daños a la obra.


e) Pagar los daños que ocasione a la obra y sus instalaciones, por algún hecho que fuere imputable al Usuario.


f) Pagar los daños que cause a terceros, durante el uso de la obra, de sus instalaciones o servicios.


Artículo 36°.- Derecho a reparación de daños menores. Respecto de las personas que como consecuencia del uso de una obra pública sufriesen un daño emergente directo en sus bienes que no excediere de 3 UTM, la Superintendencia podrá ordenar que sean indemnizadas por el prestador cuando éstas lo requiriesen y acreditaren el perjuicio de conformidad al procedimiento que fije el Reglamento.


En ese caso, deberán renunciar a las acciones civiles que pudieren ejercer en contra del Estado y la concesionaria.

TÍTULO V

ORGANIZACIÓN DE LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS

CAPÍTULO 1

DEL SUPERINTENDENTE


Artículo 37°.- Superintendente de Obras Públicas. El Superintendente de Obras Públicas será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, designado por éste como jefe superior de servicio, con el título de Superintendente, conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.


Artículo 38°.- Funciones del Superintendente. Corresponderá al Superintendente:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo;


b) Proponer al Consejo cualquier materia que requieran de su estudio o resolución;


c) Aplicar las sanciones que corresponda conforme a la ley;


d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia;


e) Encomendar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia, a terceros idóneos debidamente certificados conforme al Reglamento respectivo;


f) Revisar regularmente los procedimientos de la Superintendencia, de modo de asegurar que ellos cumplen con una finalidad de eficiencia y eficacia, y son concordantes con sus políticas vigentes; y 


g) Las demás funciones que establezcan las leyes y Reglamentos.


Artículo 39°.- Convenios. La Superintendencia podrá celebrar convenios de cooperación con otros organismos públicos o entidades privadas sin fines de lucro, tanto con el propósito de recabar información, potenciar la difusión de los derechos de los usuarios de obras públicas, como de ampliar y facilitar las vías de denuncia de eventuales incumplimientos de las prestaciones o vulneraciones de los derechos de los Usuarios.


Artículo 40º.- Organización interna. El Superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de la Superintendencia, establecerá la organización interna, pudiendo determinar las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades que fije, como asimismo definir el personal adscrito a éstas.


El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.


El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 41°.- Comisión de servicio. El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

CAPÍTULO 2

DEL CONSEJO DE LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS


Artículo 42°.- Funciones del Consejo. La Superintendencia contará con un Consejo, al que le corresponderá la atribución exclusiva de:


a) Emitir opinión previa y no vinculante sobre la aplicación de sanciones a que se refieren los artículos 26 y 27; y,


b) Emitir opinión no vinculante sobre los informes que deberá emitir la Superintendencia conforme al Capítulo 2 del Título III de esta ley.


Artículo 43°.- Organización del Consejo. El Consejo estará compuesto por:


a) El Superintendente de Obras Públicas, quien lo presidirá;


b) Tres Consejeros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sobre la base de ternas elaboradas mediante un concurso público de antecedentes, que permanecerán en su cargo por un período de ocho años, y


c) Un Consejero designado por el Ministro de  Obras Públicas.


Artículo 44°.- Asignación a los Consejeros. Los Consejero señalados en la letra b) del artículo precedente, percibirán una dieta equivalente a 4 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 25 de estas unidades por mes calendario.


Los referidos consejeros cesarán en sus cargos por: 


a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados;


b) Renuncia;


c) Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;


d) Falta grave en el cumplimiento de las obligaciones como Consejero. Serán faltas graves la inasistencia injustificada a 3 sesiones consecutivas o a 6 sesiones durante un semestre calendario.


Artículo 45°.- Sesiones. Las sesiones ordinarias del Consejo se celebrarán con asistencia de tres de sus miembros, a lo menos, y sus acuerdos se tomarán por la mayoría de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del que preside. El quórum mínimo para sesionar será de tres miembros.


Un reglamento establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que se le encomiendan.

CAPÍTULO 3

NORMAS DE PERSONAL


Artículo 46°.- Normas aplicables. Las relaciones entre la Superintendencia y el personal que se desempeñe en ella, se regularán por las normas de esta ley y por las de los Reglamentos que de conformidad con ella se dicten.


Supletoriamente, serán aplicables las normas del DFL Nº 29 del 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 47°.- Cesación del cargo. Sin perjuicio de las causales previstas en el DFL Nº 29 sobre Estatuto Administrativo, se podrá declarar la vacancia de un cargo de carrera, por: 


a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Institución. Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Dicha evaluación, además de otros efectos, servirá de base para el ejercicio de la mencionada facultad. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes mínimos a considerar.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 


Artículo 48°.- Indemnización. La aplicación de la causal señalada en la letra a) del artículo anterior, dará derecho al funcionario a la indemnización establecida en el artículo 154 del DFL Nº 29 del 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. 

CAPITULO 4

NORMAS VARIAS


Artículo 49°.- Fiscalizadores. Los funcionarios a los que el Superintendente asigne la calidad de fiscalizadores tendrán la calidad de ministros de fe respectos de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y, debidamente acreditados, tendrán pleno acceso a las obras públicas fiscalizadas, sin otra limitación que el cumplimiento de las normas de seguridad pertinentes.


Artículo 50°.- Conducción de las relaciones de la Superintendencia con terceros. La Superintendencia debe definir los principios y procedimientos a que deberán ajustarse en sus relaciones con los prestadores y los usuarios, dentro del contexto de la administración del proceso de fiscalización.

CAPITULO 5

DEL PATRIMONIO


Artículo 51°.- Patrimonio. El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuesto de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.


b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.


c) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente.


d) Las donaciones que se le hagan y las herencias o legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de todo tipo de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones en favor de la Superintendencia estarán exentas del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


e) Los bienes muebles o inmuebles, corporales o incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de tales bienes.


f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de las tarifas, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.


Las multas que aplique la Superintendencia serán a beneficio fiscal.

TÍTULO VI

NORMAS GENERALES

Artículo 52°.- Notificaciones. Las notificaciones que deba hacer la Superintendencia se efectuarán conforme las normas establecidas en la ley Nº 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos. Asimismo, en los procedimientos que desarrolle o instruya y en la dictación de instrucciones generales o específicas, se podrá considerar la utilización de medios electrónicos, caso en el cual se sujetarán a las normas de las leyes Nº 19.799 y Nº 19.880, en lo que corresponda.


Artículo 53°.- Responsabilidad del Estado. Los órganos de la Administración del Estado encargados de la explotación de obras públicas serán responsables de los daños que causen a particulares por falta de servicio.


El particular deberá acreditar que el daño se produjo por la acción u omisión del órgano, mediando dicha falta de servicio.


Los órganos de la Administración del Estado que en materia de obras públicas sean condenados en juicio, tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que haya actuado con imprudencia temeraria o dolo en el ejercicio de sus funciones, y en virtud de cuya actuación el servicio fue condenado. La conducta imprudente o dolosa del funcionario deberá siempre ser acreditada en el juicio en que se ejerce la acción de repetición, la que prescribirá en el plazo de dos años, contado desde la fecha en que la sentencia que condene al órgano quede firme o ejecutoriada.


Artículo 54°.- Obligación de Sumario. En el caso señalado en el inciso final del artículo anterior, los órganos de la Administración del Estado deberán instruir la investigación sumaria o sumario administrativo correspondiente, a más tardar diez días después de notificada la sentencia de término.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.- Esta ley entrará en vigencia a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo segundo transitorio.


ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Obras Públicas,  los que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije la planta de personal de la Superintendencia de Obras Públicas y las remuneraciones que les serán aplicables.


El costo anual que represente la planta de personal de la Superintendencia no podrá exceder de la cantidad de $1.582.000 miles. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, así como los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año.


Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de inicio de funciones de la Superintendencia de Obras Públicas.


ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Superintendente de Obras Públicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente conforme lo establece la señalada ley en su Título VI.


ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Obras Públicas.

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO.- Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación terminados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, salvo a aquellas las sociedades concesionarias, que dentro del plazo de los tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, las sociedades concesionarias y el Ministerio deberán suscribir un convenio complementario que fije Niveles de Servicio explícitos y las sanciones correspondientes en caso de incumplimiento.


Con todo, respecto de las concesiones de aquellas sociedades concesionarias que no ejercieren la opción señalada en el inciso anterior, la Superintendencia podrá revisar los estándares técnicos comprometidos, asociados al servicio. En caso de detectar incumplimientos, deberá informar de ellos al Ministerio, para los efectos que éste determine.


ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO.- El Ministerio fijará, por medio de un Decreto Supremo, los niveles de servicio exigibles a las distintas tipologías de Obras Públicas explotadas por el Ministerio.


El ingreso de una Obra Pública explotada por el Ministerio al régimen de fiscalización establecido por esta ley, se determinará mediante un Decreto Supremo, que deberá ser suscrito por los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda. 


ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO.- Los primeros Consejeros de la Superintendencia de Obras Públicas designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia serán nombrados por períodos de cuatro, seis y ocho años, respectivamente.


El llamado a concurso público para llenar estos cargos deberá indicar expresamente la duración del cargo que se ofrece.


El Consejero designado por un primer período de cuatro años, podrán postular a un nuevo período.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 31 de marzo y 7 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pablo Longueira Montes (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Hosain Sabag Castillo).


Sala de la Comisión, a 13  de abril de 2009.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, PROKURICA Y SABAG, Y DE LOS EX SENADORES SEÑORES VEGA Y VIERA-GALLO, QUE PERMITE ESTABLECER CONDICIONES DE RESISTENCIA Y MITIGACIÓN DE EFECTOS DE MAREMOTOS EN CONSTRUCCIONES COSTERAS

(3880-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, y de los ex Senadores señores Vega y Viera-Gallo.


A las sesiones celebradas los días 2 y 9 de agosto de 2005, en que se trató la iniciativa, asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Horvath. También concurrieron, especialmente invitados: del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la asesora jurídica, señora Jeannette Tapia, y el Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Luis Eduardo Bresciani; del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA), el Capitán de Navío, señor Roberto Garnham, y el Teniente I, señor John Fleming; de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), el Director, señor Alberto Maturana; de la Cámara Chilena de la Construcción, el Presidente de la Comisión de Urbanismo, señor Bernardo Echeverría, la arquitecto, señora Pilar Jiménez, y el representante del Consejo Regional de la VIII Región, señor Oscar Jordán.


A la sesión efectuada el día 7 de abril de 2009, asistieron la asesora jurídica y el Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, antes individualizados.

- - -


Cabe hacer presente que, no obstante tratarse de  de un proyecto de artículo único, vuestra Comisión resolvió discutirlo sólo en general, con el objeto de brindar a Sus Señorías la oportunidad de proponer enmiendas que complementen, enriquezcan y perfeccionen la iniciativa, con ocasión del segundo informe.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO




Modificar el artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones -referido a los requisitos que debe contemplar la Ordenanza General para el diseño de las obras de urbanización y de edificación- con la finalidad de incluir, entre las condiciones de estabilidad y asismicidad, las de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis, respecto de aquéllas emplazadas en el borde costero.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se ha tenido en consideración lo siguiente:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Su artículo 105 dispone que el diseño de las obras de urbanización y edificación deberá cumplir con los standards que establezca la Ordenanza General en lo relativo a:

a) trazados viales urbanos;

b) áreas verdes y equipamiento;

c) líneas de edificación, rasantes, alturas, salientes, cierros, etc.;

d) dimensionamiento mínimo de los espacios, según su uso específico (habitación, comercio, oficina, escolar, asistencial, circulación, etc.);

e) condiciones de estabilidad y asismicidad; 

f) condiciones de incombustibilidad;

g) condiciones de salubridad, iluminación y ventilación, y

h) dotación de servicios sanitarios y energéticos, y otras materias que señale la Ordenanza General.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Los autores de la Moción explican que por su conformación geográfica y su posición en la cuenca del Pacífico, Chile se encuentra expuesto a eventos de origen hidrometeorológico, como temporales y marejadas, que pueden generar grandes impactos en el borde costero, afectando la vida e integridad de las personas, además de provocar daños a la infraestructura, equipamientos y servicios. Asimismo, señalan, de acuerdo a los datos de los organismos especializados, toda la costa del país, más las áreas interiores de las desembocaduras de los ríos, están bajo la amenaza de tsunamis, originados por un terremoto local -para lo cual se contaría con aproximadamente veinte minutos para evacuar a la población-, o por un terremoto de origen lejano en el Pacífico, lo que permitiría disponer de varias horas de anticipación para actuar y proteger a la población del borde costero.





Manifiestan que con ocasión de la discusión del proyecto de ley que regulariza la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero de sectores que indica (Boletín Nº 3.689-12), la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales analizó extensamente lo referente a los riesgos de tsunamis, toda vez que el proyecto atañía a ocupaciones y construcciones situadas en zonas expuestas a los efectos de estos fenómenos de la naturaleza. Observan que en dicha oportunidad, el Ministerio de Defensa Nacional se refirió al peligro de tsunamis que enfrenta la costa del país, señalando que de acuerdo a la información proporcionada por la Armada de Chile, dada nuestra ubicación geotectónica en la Cuenca del Pacífico Sur, existe la posibilidad de impacto directo de estos fenómenos. Por tal razón, agregan, es relevante la estimación de este riesgo natural, mediante la aplicación de una serie de disciplinas científicas, cuyos antecedentes resultan fundamentales para la planificación urbana, el manejo de las áreas potencialmente amenazadas, y para la elaboración de los planes de emergencia.





Connotan que el Ministerio de Defensa Nacional, mediante la Subsecretaría de Marina y, en especial, el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA), está desarrollando un plan de cartografía para evaluar los efectos de una inundación causada por los tsunamis, denominado cartas CITSU (Cartas de Inundación por Tsunami para la Costa de Chile). 





Ponen de relieve que el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA) se refirió a los efectos de los tsumanis en el borde costero nacional, indicando que atendidas las características geográficas del país, en general, toda la costa está expuesta a ellos. Entre otros antecedentes, el SHOA subrayó la necesidad de planificar los asentamientos humanos en el litoral, considerando las referencias proporcionadas por la Armada de Chile, específicamente, las cartas elaboradas en el proyecto CITSU, toda vez que actualmente dicha información no es tomada en cuenta al elaborar los planes reguladores comunales.





Exponen que la Oficina Nacional de Emergencia abordó el tema entregando valiosa información y formulando interesantes sugerencias, en cuanto a algunos aspectos específicos y de relevancia para un manejo adecuado del borde costero, frente a la amenaza de inundación por fuertes marejadas o tsunamis. Entre estas recomendaciones, aconseja que las cartas de inundabilidad del SHOA se oficialicen como un “Instrumento de Gestión Territorial", para que la zona demarcada como "inundable" sea incorporada a los planes reguladores de las localidades costeras, permitiendo en forma clara y directa establecer criterios de ocupación y usos, restringiendo en ellas la localización de infraestructura, equipamiento y servicios básicos. 





Asimismo, destaca la necesidad de incorporar en la Ley General de Urbanismo y Construcciones una normativa sobre construcciones tsunami‑resistentes en el borde costero, que prescriba que los dos primeros pisos no pueden ser destinados a uso habitacional, que la edificación debe presentar un ángulo de 90º grados de exposición al mar hasta el quinto piso, y que en su interior debe haber facilidades para la evacuación vertical, con el consiguiente despeje de la terraza superior de la edificación. Además, es indispensable establecer una franja de seguridad entre la playa y la línea de construcción para implementar estructuras “rompe olas” (diseños tipos jardines colgantes), que permitan reducir o aminorar el impacto de olas mayores.





Los autores de la Moción juzgan acertadas estas sugerencias, y manifiestan que, atendidos los antecedentes sobre la presencia del riesgo de tsunamis, parece oportuno abordar la modificación de la Ley General de Urbanismo y Construcciones en este aspecto específico, incluyendo entre los estándares sobre urbanización y edificación que compete fijar a la Ordenanza General, aquéllos relacionados con normas que determinen ciertas exigencias para las edificaciones realizadas en el borde costero -en la franja de 0 a 80 metros-, a fin de prevenir los efectos de sismos o tsunamis.





Por último, afirman que, para tal propósito, debería reemplazarse la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que encomienda a la referida Ordenanza General establecer las condiciones de estabilidad y asismicidad de las construcciones, a fin de incluir aquéllas destinadas a la prevención de los efectos de tsunamis.

 - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
El Honorable Senador señor Horvath hizo presente que una iniciativa relacionada con ésta fue estudiada en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales de la Corporación (proyecto de ley que regulariza la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero de sectores que indica, correspondiente al Boletín N° 3.689-12), y que fruto de ese análisis se advirtió la necesidad de considerar las implicancias en el ámbito de la vivienda y del urbanismo. Refirió que se escucharon las opiniones de diversos expertos, tanto de la ONEMI como de la Armada, y que esta última Institución señaló que ya había elaborado cartas de inundabilidad por tsunamis en Chile, con gran rigurosidad. En dichos informes, subrayó, se concluye que el país carece, en las normas de la construcción, de regulaciones que permitan enfrentar esas calamidades de la naturaleza, como sí existe con la sismicidad.

Agregó que los elementos de regulación que se proponen en la Moción son los mínimos necesarios para condicionar una construcción ubicada en las áreas de riesgo por inundación o “tsunami”.
Indicó que, en términos generales, se busca desincentivar la construcción de poblaciones de carácter definitivo en estas zonas, y donde ya existan, se propone adoptar medidas de mejoramiento, destacando que se requiere un proceso de educación en un país que sufre estas situaciones cada cierto tiempo.
El Honorable Senador señor Sabag puso de relieve la necesidad de contar con los antecedentes que posee la Armada, y reiteró que lo importante es tener la debida información oportunamente. Recordó que en la VIII Región el solo rumor de un eventual tsunami generó en la población un pánico generalizado, movilizando a más de veinte mil personas que huyeron en busca de resguardo. Por ello, sostuvo, se requiere con urgencia un sistema nacional de información que pueda dar avisos responsables de los riesgos.
La señora arquitecto de la Cámara Chilena de la Construcción expresó que el Organismo que representa comparte la preocupación que existe, respecto de las localidades costeras de nuestro país, frente a eventuales fenómenos de maremotos. Resaltó la necesidad de contar con mecanismos que permitan alertar a la población de la existencia de un riesgo, e implementar medidas de mitigación.

Enseguida, acotó que en relación a la iniciativa hay dos puntos de acuerdo. El primero, es que se incorpore en los instrumentos de regulación urbana la información que está preparando el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada sobre cartas de inundabilidad, ya que permitirá a los ciudadanos quedar debidamente alertados sobre cuáles son las zonas riesgosas. Puntualizó que esta idea se contiene en la exposición de motivos del proyecto de ley, pero que no se recoge en sus disposiciones.

Indicó que un segundo punto de coincidencia, se refiere a la norma que propone que la edificación cuente con facilidades para la evacuación vertical y el despeje de terrazas superiores. En este sentido, señalo, es posible que exista dicha forma de evacuación; sin embargo, respecto del despeje de la terraza superior no es necesario que se establezca para todas las construcciones, y tal vez sea preferible especificar los casos en que sea estrictamente imprescindible.

A continuación, manifestó no compartir la idea de restringir la construcción en el litoral, porque si las personas conocen el nivel de riesgo de una determinada zona, evaluarán si asumen la instalación en dicho lugar. En caso de hacerlo, podrán, si lo desean, contratar seguros u otros mecanismos de resguardo. Es lo que ocurre en Chile con los terremotos, en que los propietarios suscriben seguros contra esa contingencia. Subrayó que especial atención requiere la situación de la vivienda social.
Acotó que, en síntesis, la protección de la vida debe estar dada principalmente por un eficiente sistema de alertas tempranas, y por un adecuado medio de evacuación vertical. En cuanto a la propiedad, la contratación de seguros parece lo más idóneo.

Manifestó que, en relación a la prohibición del uso de los dos primeros pisos para destino habitacional, desconoce los estudios que sustentan esta propuesta legislativa, y consultó qué seguridad existe en cuanto a que el nivel del agua, en caso de un maremoto, llegue sólo hasta esa altura.
Sobre la resistencia constructiva, planteó que cabe preguntarse cuál es el cálculo de la fuerza que tendrá una marejada, porque dicha medición existe acerca del viento y de un sismo, pero no hay estudios acerca del impacto de una ola.

Respecto a la obligación de que la edificación presente un ángulo de 90° de exposición al mar hasta el quinto piso, puntualizó que es poco clara, puesto que esa norma hace suponer que la construcción quede paralela al mar. Tal vez, manifestó, se pensó en una figura de quilla hasta el mencionado piso, y desde allí continuar con esa u otra forma, resaltando que traerá problemas de diseño, que también es importante considerar.
Por último, expresó que es necesario tener en cuenta el problema que se produce con la franja de seguridad destinada a estructuras defensivas entre la playa y la línea de construcción de los edificios. Enfatizó la conveniencia de contar con estudios que permitan conocer las ventajas de estas construcciones defensivas y cuáles serían útiles. En cuanto al financiamiento, preguntó quién sería el responsable si ellas se ubican en un espacio público.
El señor Presidente de la Comisión de Urbanismo de la Cámara Chilena de la Construcción connotó que la variedad de situaciones a lo largo del litoral no hace aconsejable tener un marco jurídico general y único para enfrentar los maremotos. Recordó, asimismo, que según datos históricos relativos a grandes sismos, en algunos casos el borde costero subió varios metros, y en otros sufrió hundimientos.

Por ello, agregó, el gran instrumento consiste en tener una adecuada información sobre la zona predeciblemente inundable, a fin de restringir allí la construcción de viviendas sociales, o para prohibir una urbanización densa, lo que puede recogerse en los instrumentos de planificación territorial con mucha facilidad.

El señor Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señaló que, en principio, para el Ejecutivo es más adecuado recoger en la Ordenanza esta regulación, y reservar a la ley alguna referencia al tema de la resistencia.
En cuanto al diseño de las estructuras u obras, que actualmente se regula en el artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, manifestó que podría incluirse una nueva letra que establezca la necesidad de contar en la Ordenanza con exigencias relativas a la resistencia de las estructuras. 

Respecto al tema de la seguridad, señaló que, por ejemplo, la evacuación de los habitantes por escaleras está normada en la Ordenanza en caso de incendios, por lo que también debería comprender la evacuación por las vías urbanas o de vialidad. Puntualizó que la mayor parte de los planes reguladores urbanos está incorporando normas sobre este tema. También existe una circular del MINVU, que desde el año 1999 menciona a los tsunamis, como un elemento de riesgo que debe ser considerado en los instrumentos de planificación.
Finalmente, connotó que el uso de suelos, esto es, la regulación sobre localización de actividades dentro de un sector, debiera ser abordado más bien a nivel regional o local, por medio de los planes reguladores, toda vez que existen grandes diferencias a lo largo de Chile, difícilmente abordables en una ley. 

El señor Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada efectuó una breve presentación relativa al sistema nacional de alarma de maremotos, disposiciones legales sobre la materia, trabajo realizado al respecto, problemas que podrían producirse, y tareas del Servicio.

Destacó que, además de formar parte de la Armada de Chile, el SHOA es también un organismo público y como tal tiene un presupuesto independiente del de la Armada, no obstante que éste se formula por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, sin que tengan participación los Ministerios del Interior, de Vivienda y Urbanismo y de Relaciones Exteriores, Secretarías de Estado que también se relacionan directamente con la entidad que dirige. Ello determina, indicó, que en definitiva dejen de percibir recursos para importantes tareas que realizan, pero que no se estiman prioritarias desde el punto de vista de la defensa nacional.

Recordó que a partir del año 1960 entró en vigencia el Sistema Nacional de Alarma de Maremotos, liderado por el SHOA, que es el representante oficial del país en la materia ante la comunidad internacional. Explicó que el Sistema se apoya en los servicios de alerta de Hawai y de Alaska; en la red geológica de Estados Unidos; en el Servicio Sismológico de la Universidad de Chile, y en un sistema propio del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico. Detalló que se efectúa un monitoreo durante las 24 horas del día, y que en caso de producirse un movimiento sísmico que pudiera dar lugar a un tsunami, ello debe comunicarse a la Dirección de la Oficina Nacional de Emergencia; a la autoridad marítima y a la Armada de Chile. Afirmó que la responsabilidad del Servicio se limita a dar el aviso a las mencionadas autoridades, sin que tenga participación en las medidas que se adopten con posterioridad.

Hizo presente que desde el año 1966 el Servicio ha hecho particular hincapié en la prevención, instruyendo a la población respecto de lo que debe hacerse en caso de una emergencia. A dicha información se accede gratuitamente por Internet, y se dirige tanto a profesores como a alumnos de todos los niveles educacionales.

Asimismo, subrayó la importancia del proyecto que le permitió al Servicio desarrollar las cartas de inundación por tsunamis de las principales ciudades del país, puesto que esta cartografía constituye un elemento fundamental en la elaboración de los planes de prevención y de evacuación, y en los de ordenamiento del borde costero. Al respecto, puntualizó que se hizo entrega de 28 cartas de inundación, desde Arica hasta Puerto Montt. Observó que se estima poco probable que se produzca un tsunami más al sur de esta última ciudad.

Expresó que se ha tomado conciencia en cuanto a que las ciudades tengan una señalética adecuada en la materia, con información respecto de las vías de evacuación, y de los puntos a los que deben dirigirse sus habitantes en caso de ocurrencia de esos fenómenos de la naturaleza.

Agregó que existe preocupación por las ocupaciones irregulares del borde costero en lugares de riesgo, y que se han fijado cotas referenciales de inundación en esas áreas, a fin de ordenar la ocupación de los terrenos.

Puso de relieve la necesidad de desarrollar un proyecto para elaborar modernas cartas de inundación de todo el país, y lamentó la falta de recursos presupuestarios para realizar esa tarea.

Llamó la atención acerca de la conveniencia de difundir adecuadamente la información. Sobre el particular, expuso que el sistema de alarma de maremotos de Japón envía en forma automática la señal a los canales de televisión y a todos los teléfonos celulares que estén conectados.

Informó de la firma de un acuerdo con el Servicio Hidrográfico japonés, que incluye el tema del Sistema Nacional de Alarma de Tsunamis, elaboración de las cartas, distribución de la información, etcétera. Señaló, asimismo, que se llegó a un acuerdo con el Servicio Sismológico de la Universidad de Chile, que sólo funciona en horas hábiles, que permitirá compartir información de la red sismológica.

Finalmente, sugirió que la Comisión escuche la opinión del Instituto Nacional de Hidráulica sobre el proyecto de ley, por cuanto esa entidad técnica puede aportar orientaciones importantes sobre las modalidades de construcción que permitan enfrentar en mejor forma el impacto de la ola de un tsunami.

Por su parte, el señor Director de la Oficina Nacional de Emergencia expuso que la participación de la Entidad a su cargo en organismos internacionales le ha permitido apreciar que ciertos diseños, observados por la Cámara Chilena de la Construcción, son precisamente los utilizados por los países que sufren mayores eventos sísmicos, con el objeto de que las edificaciones no opongan resistencia a la fuerza y que la energía pueda disiparse con mayor eficiencia.

Formuló algunas observaciones generales a la iniciativa.

Expresó, en primer término, su preocupación por el hecho de que un organismo de protección civil, que orienta su quehacer fundamentalmente al resguardo y a la seguridad de las personas, como la ONEMI, tenga que abogar porque en la ley se contemple la enorme variedad de riesgos que puedan afectar a una estructura.

Enseguida, valoró que la iniciativa en estudio proponga modificar una normativa obsoleta, agregándole algunos elementos que posibiliten modelar en mejor forma la actitud de los habitantes de la ciudad, la ocupación territorial y la exposición al riesgo. Manifestó que en el borde costero no solamente pueden constituir una amenaza importante los terremotos y tsunamis, sino también los temporales y la contaminación por residuos industriales y domésticos; la inestabilidad de laderas, y los incendios forestales. Sobre el particular, apuntó que la ONEMI estima que la Ordenanza debería ocuparse de asuntos de gran impacto destructivo, pero al mismo tiempo, en lugar de señalar exigencias perentorias, con un patrón común para todo el territorio nacional, sería preferible expresarlo en una recomendación, para que ese ordenamiento territorial y los planes reguladores contemplen análisis de riesgo para la diversidad geográfica específica.

Resaltó la importancia de que el SHOA elabore cartas de inundación para gran parte de las comunidades costeras, y de que exista una demanda por complementarlas. Informó que la ONEMI ha recibido los antecedentes respectivos, que han sido puestos a disposición de la autoridad, y que se han concentrado esfuerzos para educar a la población de esas comunidades, debiendo, además, luchar contra cierto grado de indiferencia y falta de interés de algunas comunas para tomar en cuenta estos elementos referenciales, e incluirlos en el diseño de sus planes reguladores.

Anotó que, a su juicio, el ordenamiento territorial debe definir áreas de exclusión total por ser de alto riesgo -determinando que no podrá haber ocupación por grupos de alta vulnerabilidad, como por ejemplo, consultorios médicos-; áreas de exclusión parcial, en las que podría admitirse la ocupación, previa adopción de ciertas medidas de protección, y áreas de libre ocupación. Hizo hincapié en que, no obstante lo anterior, la fijación de esas áreas en consideración a un riesgo específico puede no ser aplicable frente a otro, y que por lo mismo los planes reguladores deben efectuar análisis de vulnerabilidad.

Mencionó que, según estudios de las Naciones Unidas, los fenómenos más peligrosos en términos de daño en vidas humanas, así como en el impacto económico negativo que producen, son los hidrometeorológicos, y no los sismológicos. Recalcó que los tsunamis, aunque devastadores,  son poco frecuentes.

Hizo presente que la labor desarrollada junto al SHOA ha permitido identificar a las comunas poco proclives a hacerse cargo del tema, razón por la cual solicitó una entrevista con el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, porque frente a la distribución de las cartas de inundación y a la oferta a algunos municipios, para capacitarlos en la adopción de medidas de prevención y educación, manifestaron escaso interés.

Los señores Directores del SHOA y de la ONEMI concordaron en la conveniencia de que las cartas de inundación se hicieran públicas, ya que ello obligaría a las municipalidades, que aún no lo han hecho, a adoptar las medidas pertinentes en la materia.

El señor Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo sostuvo que para esa Secretaría de Estado es importante que se contemplen los aspectos relativos a evacuación; construcción y estabilidad de la construcción, y planificación. Sobre el particular, resaltó la importancia de fortalecer al SHOA, en lo referente a elaboración de cartas de inundación, toda vez que la ley ya considera la ponderación del riesgo en los planes reguladores, información que debe ser actualizada con el objeto de perfeccionar dichos instrumentos. Señaló que en los últimos cuatro años el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha invertido una suma cercana a los US$ 12 millones, para financiar planes reguladores dentro de esa línea. 





Posteriormente, en sesión celebrada el día 7 de abril del año en curso, el Honorable Senador señor Prokurica expresó que nuestro país se ha caracterizado por la falta de planificación y anticipo de los efectos de fenómenos de la naturaleza, como terremotos y tsunamis. Añadió que la Moción en estudio refleja la importancia de que un país costero como Chile, se prepare para enfrentar estas situaciones de la mejor forma posible.





Enfatizó que el proyecto de ley promueve la discusión del tema en forma constructiva, toda vez que existen muchas localidades cuyas edificaciones, públicas o privadas, no toman los resguardos necesarios que este tipo de peligros demanda.





El Honorable Senador señor Orpis estimó que la Moción es beneficiosa, e instó, en vista al tiempo transcurrido desde su presentación, a aprobarla en general, no obstante ser de artículo único, para perfeccionarla durante el segundo trámite reglamentario, en base a las observaciones formuladas en el seno de la Comisión.




El Honorable Senador señor Sabag adhirió al planteamiento de Su Señoría, considerando la falta de regulación en la materia.





El Honorable Senador señor Pérez Varela solicitó la opinión de los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en el sentido de tratar esta materia en la ley, o bien en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, o en ambas.





El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo coincidió con el objetivo del proyecto de ley y añadió que existen poblaciones situadas en el litoral expuestas a los riesgos de un maremoto o tsunami.





Anunció que, con el ánimo de perfeccionar la iniciativa, sería más conveniente establecer en la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones los estándares generales para las construcciones costeras, y en los planes reguladores, las especificaciones y detalles en materia de altura y superficie de construcción en zonas de riesgo.





Lo anterior, acotó, considerando las diferentes condiciones que posee la costa a lo largo de nuestro país.





Sugirió, por otra parte, que esta iniciativa aborde además el tema de la información que debe ser entregada a la ciudadanía sobre aspectos relativos a esta clase de fenómenos, como por ejemplo, la publicidad de las cartas de inundación y la participación municipal. Explicó que estas materias podrían ser tratadas en este proyecto de ley, o bien, en otro específico.





El Honorable Senador señor Orpis consultó la causa por la cual el Ministerio de Vivienda y Urbanismo no ha tomado las medidas administrativas o reglamentarias para disponer las condiciones de resistencia o mitigación de las construcciones costeras frente a esta clase de catástrofes naturales. Por otra parte, indicó que es compatible establecer las normas básicas sobre la materia en un cuerpo legal y las especificaciones técnicas correspondientes en un texto reglamentario.





Hizo presente la importancia de precaver los efectos de los fenómenos mencionados, sobre todo en la zona norte del país, donde hay gran preocupación por el tema.





El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que esta Secretaría de Estado ha incentivado la incorporación de zonas de riesgo en materia de uso de suelos en los planes reguladores aprobados en los últimos diez años.





Lo anterior, indicó, en virtud de que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establece normas sobre uso de suelo en áreas de riesgo, lo que se ha materializado en los referidos instrumentos de planificación. 
 



Explicó que mientras no se apruebe el proyecto de ley en estudio, es imposible disponer en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones normas de constructibilidad para las zonas costeras, aspecto que precisamente regula la Moción en estudio.
- - - 


- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese la letra e) del artículo 105 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, por la siguiente:





“e) condiciones de estabilidad y asismicidad, incluyendo, para el borde costero, condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis. Estas últimas consultarán, a lo menos, que los dos primeros pisos no puedan destinarse a uso habitacional; que la edificación presente un ángulo de noventa grados de exposición al mar hasta el quinto piso; que en su interior cuente con facilidades para la evacuación vertical, con el consiguiente despeje de la terraza superior, y la existencia de una franja de seguridad destinada a estructuras defensivas entre la playa y la línea de construcción.”.”.

- - -


Acordado en sesiones de 2 y 9 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Fernando Cordero Rusque y Jaime Naranjo Ortiz, y en sesión de 7 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Víctor Pérez Varela, Baldo Prokurica Prokurica y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 13 de abril de 2009.

MILENA KARELOVIC RÍOS

Abogada Secretaria de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE ESTABLECER CONDICIONES DE RESISTENCIA Y MITIGACIÓN DE LOS EFECTOS DE MAREMOTOS EN LAS CONSTRUCCIONES COSTERAS (BOLETÍN Nº 3.880-14)

I.
PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: modificar el artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones -referido a los requisitos que debe contemplar la Ordenanza General para el diseño de las obras de urbanización y de edificación- con la finalidad de incluir, entre las condiciones de estabilidad y asismicidad, las de resistencia y mitigación de los efectos de los maremotos o tsunamis, respecto de aquéllas emplazadas en el borde costero.
II.
ACUERDOS: aprobado en general (4x0).
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de un artículo único.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.

V.
URGENCIA: no tiene.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Moción.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite constitucional.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 7 de junio de 2005.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: - decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Valparaíso, 13 de abril de 2009.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Abogada Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS Y ESPINA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A INSCRIBIRSE EN UN REGISTRO ESPECIAL A LAS PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS QUE TRANSPORTEN PRECURSORES QUÍMICOS

(6463-07)

Honorable Senado:

Los recientes decomisos de importantes cantidades de efedrina, sustancia precursora de drogas peligrosas como las metanfetaminas, muestra lo vulnerable que resultan ser las barreras legales para el desarrollo de una industria al margen de la ley como lo es la industria de las drogas ilegales.

En efecto, es habitual consumir alguna medida mínima de efedrina siempre que se consume algún fármaco para el resfrío y/o congestión. Sin embargo, la cantidad de dicho precursor que contiene cada tableta de fármaco es marginal, y casi imperceptible.

No obstante lo anterior, y a pesar de la habitualidad con que la encontramos en diversos fármacos, la efedrina constituye un delicado precursor químico, que después de un sencillo y breve proceso de transformación, termina siendo una droga o sustancia sicotrópicas de aquellas que producen serias dependencias. 

Desde luego que toda la industria de drogas ilegales debe ser combatida, debiendo estar entre las prioridades más importantes de cada gobierno, el cual debe ocuparse de establecer no sólo mecanismos idóneos, sino que además expeditos y efectivos.

El desvío de precursores es un riesgo aplicable a todo tipo de drogas y por lo tanto resulta fundamental controlar la cadena completa para evitarlo, es decir la importación, exportación, fabricación, comercialización y transporte.

Al hacer un análisis de la ley 20.000 se puede constatar la existencia de vacíos legales que facilitan el desvío. De hecho lo que ocurrió con el decomiso de la efedrina así lo demuestra.  Fue importada por una empresa controlada. Sin embargo como la comercialización no estaba sujeta a esta regulación,  se materializó esta figura.

Sin embargo, después de un análisis mas acucioso, también se puede producir el desvío si no se controla el transporte.  La comercialización ya esta siendo abordada en un proyecto actualmente en tramitación, no así el transporte.

Por lo anterior, es que estimamos esencial prudente introducir una enmienda al artículo 55 de la ley 20.000 que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, en el sentido de incorporar dentro de la empresas sujetas a obligación de información y registro, a aquellas que transportan precursores químicos, sea que dicho transporte sea dentro del territorio nacional, o bien hacia o desde el mismo.
Por todo lo anterior es que proponemos el presente proyecto de ley el cual someto a la consideración de este Honorable Senado:

P R O Y E C T O   D E   L E Y:

Artículo Único.- Introdúzcanse en el inciso primero del artículo 55 de la ley 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, a continuación de la palabra "produzcan", la palabra "transporten", sea que lo realicen personas naturales o empresas.
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador

12

INFORME DE LAS COMISIONES DE ECONOMÍA Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES CON EL OBJETO DE MEJORAR LAS CONDICIONES DE FINANCIAMIENTO PARA PERSONAS Y EMPRESAS

(6437-05)

Honorable Senado:


Vuestras Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, don Andrés Velasco Brañes.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 7 de abril de 2009, pasando a las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.  

Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “suma”.
- - -


Cabe tener presente que los Comités, en sesión de 7 de abril, acordaron autorizar a las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, para discutir tanto en general como particular, a la vez, el proyecto de ley en su primer informe.

- - -


A las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron el proyecto asistió, además de sus miembros, el señor Ministro de Hacienda, Andrés Velasco. 


También concurrieron, especialmente invitados, las siguientes personas:


Del Ministerio de Hacienda: la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart; el asesor del Ministro, señor Héctor Lehuede; el Coordinador de Asesores, señor Alejandro Mico, y los asesores señores, Matías Larraín y señor David Noe.


Del Servicio de Impuestos Internos: El Subdirector Normativo, señor Juan Alberto Rojas, y el Jefe de Departamento Impuestos Directos, señor Alberto Cuevas.

De la Superintendencia de Valores y Seguros, el señor Patricio Espinoza.


De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el señor José Miguel Zavala.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto en estudio tiene por objeto es introducir una serie de reformas a distintos cuerpos legales, con el objeto de perfeccionar el marco normativo que rige a los distintos actores que participan en el mercado del crédito, con los siguientes objetivos específicos:


1. Ampliación de la cobertura de los instrumentos de garantías estatal.


2. Fortalecimiento y promoción de medidas alternativas al financiamiento bancario.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1. Ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.


2. Decreto ley Nº 824, sobre Impuesto a la Renta.


3. Decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Seguros.

4. Ley Nº 16.395, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social.


5. Ley Nº 18.833, que establece un estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

6. Decreto ley Nº 3472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.


7. Ley Nº 20.318, que Faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el Patrimonio del decreto ley Nº 3472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.
- - -

B. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República inicia el presente proyecto de ley señala lo siguiente:

I. ANTECEDENTES GENERALES DEL PROYECTO.


El mundo enfrenta en estos días una de las crisis económicas más severas de su historia reciente, generando una sensación de desconfianza que no ha tardado en hacer sentir sus efectos en los sectores reales de la economía mundial. Desde el desencadenamiento de la crisis, en septiembre de 2008, hemos visto como esta falta de confianza en el sistema financiero ha provocado una escasez de liquidez y una restricción progresiva del acceso a mecanismos tradicionales de financiamiento por parte de empresas con buenos proyectos.


Para reestablecer la confianza, autoridades políticas y económicas alrededor del mundo han realizado ingentes y coordinados esfuerzos con el fin de restaurar la confianza de los inversionistas en el sistema financiero a través de las más diversas vías, procurando, en algunos casos sin éxito, que esta crisis de confianza no se traspase a los sectores reales y dañe seriamente la actividad económica y como consecuencia de ello el empleo.


El Gobierno de Chile, según ha sido reconocido por los más diversos sectores, gracias a su prudente y responsable manejo fiscal, cuenta hoy con recursos, instrumentos y sólidas bases para implementar una política fiscal que permita hacer frente a esta crisis como nunca antes en su historia. El presupuesto 2009 y el plan de estímulo fiscal que se viene implementando con éxito desde el mes de enero recién pasado, constituyen una muestra evidente de la capacidad y fortaleza que tiene nuestro país para hacer frente a los efectos de esta crisis.


Sin embargo, los esfuerzos del Gobierno no se agotan en la ejecución de los planes anunciados hasta ahora y, en ese sentido, la protección de las familias y empresas frente a los efectos de la crisis internacional seguirá siendo la prioridad fundamental del Ejecutivo en el año 2009. 


En este contexto, como un complemento a los esfuerzos ya realizados, el Gobierno ha anunciado un plan de veinte medidas destinado a estimular el crédito bancario y no bancario, a promover mayor competencia en el sistema financiero e incentivar opciones alternativas de financiamiento para personas y empresas. 


Buena parte de dicho plan se materializará a través de una serie de adecuaciones y ajustes regulatorios que, por su naturaleza administrativa, no demandan la adecuación legislativa. Sin embargo, las medidas más contundentes de este plan requieren de la modificación de una serie de cuerpos legales vigentes y, en consecuencia, exigen la aprobación conforme del Congreso Nacional. Tales modificaciones están contenidas en el presente proyecto de ley.


II. OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY.


Por el presente proyecto de ley se introducen una serie de reformas a distintos cuerpos legales, con el objeto de perfeccionar el marco normativo que rige a los distintos actores que participan en el mercado del crédito, con los siguientes objetivos específicos:


1. Ampliación de la cobertura de los instrumentos de garantías estatal.


En primer término, se busca ampliar la cobertura de los instrumentos de garantías estatal actualmente disponibles. Dentro de este primer objetivo se encuentra, por ejemplo, la ampliación del tamaño de las empresas que pueden acceder al Fondo de Garantía para Pequeñas Empresas (FOGAPE), que aumenta temporalmente de empresas con ventas anuales de hasta UF 100.000 a empresas con ventas anuales de hasta UF 500.000.


2. Fortalecimiento y promoción de medidas alternativas al financiamiento bancario.


En segundo término, el proyecto busca fortalecer medidas alternativas al financiamiento bancario, de manera de generar mayores niveles de competencia en el mercado del crédito. Dentro de este objetivo se circunscriben, por ejemplo, modificaciones relacionadas con la participación de las compañías de seguros en convenios de créditos o créditos sindicados, la autorización a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (CAAF) para participar en el mercado de los mutuos hipotecarios endosables y la homologación a 4% de la tasa de impuesto a los intereses pagados por institucionales extranjeros oferentes de crédito. 


Dentro de este segundo objetivo, esto es, fortalecimiento y promoción de alternativas de financiamiento no bancario, se encuentran también una serie de modificaciones en materia de securitización y una modificación a la Ley de Impuesto a la Renta en cuya virtud se exime del pago de impuestos por las ganancias de capital obtenidas en la enajenación de nuevos instrumentos de deuda.  


III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El presente proyecto de ley introduce modificaciones en relación a una serie de materias específicas. En primer lugar, modifica algunos aspectos relacionados con la securitización de activos. En segundo lugar, introduce modificaciones a la Ley de Impuesto a la Renta en materia de bonos y régimen de de tributación de institucionales extranjeros oferentes de créditos. En tercer lugar, introduce modificaciones al DFL 251, de 1931, sobre Compañías de Seguros. En cuarto lugar, introduce modificaciones a las leyes Nº 16.395 y Nº 18.833 relativas a Cajas de Compensación de Asignación Familiar. En quinto lugar, amplia el mecanismo de garantía estatal establecido en el decreto ley Nº 3.472, modificado transitoria mente por la ley Nº 20.318. Finalmente, establece algunas modificaciones al Código Tributario en materia de prorroga de impuestos adeudados y celebración de convenios de pago con el Servicio de Tesorería.

A continuación se detalla el contenido específico de cada una de estas modificaciones:  


1. Modificaciones en materia de securitización 


a. Eliminación del límite de 35% de activos originados o vendidos por una misma sociedad. 


Actualmente existe una restricción a la securitización que los bancos y otros originadores pueden hacer de sus propias carteras. 


El artículo 136 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores establece que las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados más de un 35% de activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o sociedad financiera relacionada a la sociedad securitizadora. Esta restricción desincentiva la securitización de activos en poder de los bancos toda vez que en su calidad de originadores están obligados a utilizar sociedades securitizadoras que no sean relacionadas a ellos. 


En este sentido, el proyecto elimina la restricción establecida en el artículo 136 de la Ley de Mercado de Valores, con el objeto de permitir que el activo de un patrimonio separado pueda estar constituido en más de un 35% por activos vendidos u originados por bancos o instituciones financieras relacionadas con la sociedad securitizadora.


b. Modificación al régimen de tributación aplicable a flujos futuros securitizados 


La securitización de flujos futuros en nuestro país ha tenido un desarrollo mas bien tímido y ello obedece, en parte, al tratamiento tributario de estas operaciones, en que no coinciden en el tiempo la percepción o devengo de los ingresos con el pago o adeudo de los gastos y costos.


En este sentido, el proyecto introduce una modificación en la ley sobre Impuesto a la Renta con el objeto de permitir que, en el caso de la securitización de flujos futuros, los ingresos y gastos correspondientes a los flujos securitizados, se reconozcan en la medida que dichos flujos se vayan generando.


2. Establecimiento de un mecanismo excepcional para instrumentos de deuda de oferta pública transados en bolsa.

Desde una perspectiva financiera, la emisión de instrumentos de deuda constituye una alternativa al financiamiento bancario y a la emisión de acciones. Ahora bien, el mercado de deuda chileno se caracteriza por ser poco líquido, y como consecuencia de ello, por tener una baja calidad de sus precios y altos costos de transacción. 


Aún más, a diferencia de las acciones con presencia bursátil, los instrumentos de deuda en nuestro país están afectos al pago de impuesto a la renta por la ganancia de capital obtenida en la enajenación de los mismos, inhibiendo con ello las ventas de instrumentos con ganancias acumuladas que en ausencia del impuesto se habrían realizado. De esta forma, la cantidad de transacciones de instrumentos de deuda no es la deseada, lo que afecta significativamente la gama de instrumentos disponibles y la diversificación de los portafolios y como correlato de ello, la competitividad del mercado financiero.  

 
En este sentido, con el objeto de revitalizar la actividad en este segmento, el proyecto de ley establece para una clase de instrumentos de deuda una exención similar a la que la ley sobre Impuesto a la Renta establece en materia de acciones con presencia bursátil. En detalle, el proyecto de ley exime del pago de impuesto por las ganancias de capital obtenidas por la enajenación de una cierta clase de instrumentos de renta fija, debidamente registrados ante la Superintendencia de Valores y Seguros, transados en bolsa, en Chile, a través de sistemas de remate que permitan una adecuada formación de precios.


3. Homologar a 4% la tasa de impuesto a los intereses de créditos de institucionales extranjeros.


Con el objeto de incentivar la oferta de crédito por parte de nuevos actores, el proyecto de ley introduce una modificación al artículo 59 de la ley sobre Impuesto a la Renta con el objeto de homologar, a una tasa de 4%, el impuesto aplicable a los intereses pagados en créditos externos provenientes de inversionistas institucionales extranjeros oferentes de crédito, como ocurre con las compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros que se encuentren acogidos al artículo 18 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


4. Créditos sindicados de compañías de seguros.


De conformidad con el DFL Nº 251, Ley de Seguros, las compañías de seguros pueden participar en el otorgamiento de créditos sindicados donde concurran dos o más bancos y con un límite que al efecto fija administrativamente la Superintendencia de Valores y Seguros. 


En este sentido, según ha anunciado recientemente la Presidenta de la República, la autoridad regulatoria permitirá que la participación de las aseguradoras se haga en condiciones de plazo y tasa distintas de las que se aplican a los bancos, reconociendo con ello que las aseguradoras tienen un perfil de inversión distinto al de estos últimos. 


Sin embargo, las modificaciones en este sentido no se agotan en medidas meramente administrativas. En efecto, el presente proyecto de ley introduce una modificación en el artículo 21, Nº 1 letra d) del DFL Nº 251, autorizando a que las compañías de seguro puedan participar en el otorgamiento de créditos sindicados con la concurrencia adicional de solo un banco, reduciendo la exigencia actual en cuanto a que para la suscripción de estos créditos deben concurrir al menos dos de ellos.


5. Autorización a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar para otorgar mutuos hipotecarios endosables.


Las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (CCAF) se han transformado en un actor importante en el mercado del crédito, particularmente respecto de aquellas personas de menores ingresos. Actualmente las CCAF concentran aproximadamente el diez por ciento del mercado del crédito de consumo a nivel nacional.


En ese sentido, como una forma de potenciar el alcance de sus operaciones crediticias, en 2008 se autorizó a las CCAF a otorgar a sus afiliados créditos hipotecarios de vivienda, con miras a facilitar el acceso de este tipo de financiamiento a los sectores de menores ingresos. Sin embargo, la participación de las CCAF en este segmento ha sido limitada, especialmente porque disponen de fuentes restringidas de financiamiento de largo plazo para fondear los créditos hipotecarios.


En este contexto, la presente iniciativa establece que los mutuos hipotecarios que originen estas entidades tengan el carácter de endosables, de manera de permitirles operar más activamente en este mercado con riesgos acotados. 


Las modificaciones recién descritas van aparejadas a un fortalecimiento de las potestades sancionatorias de la Superintendecia de Seguridad Social, no obstante el rol preponderante que el proyecto encomienda a la Superintendencia de Valores y Seguros respecto de la fiscalización de las CCAF y sus ejecutivos.


6. FOGAPE.


El FOGAPE constituye un instrumento financiero que permite entregar garantías a los créditos que obtengan micro y pequeños empresarios, facilitando su acceso al mercado del crédito.


El buen funcionamiento de esta herramienta permitió que en enero de este año el Fondo recibiera un aporte fiscal adicional de 130 millones de dólares, además de ampliar la cobertura para empresas medianas, con ventas hasta 100.000 unidades de fomento.


Actualmente las empresas con ventas anuales por sobre las 100.000 UF también están enfrentando restricciones para acceder a financiamiento, y la disponibilidad de recursos por parte de estas empresas es especialmente importante dado el empleo que generan y la cantidad de pequeños proveedores que dependen directamente de su liquidez.


En razón de lo anterior, el presente proyecto de ley incorpora al universo de posibles beneficiarios del Fondo, de manera transitoria, a empresas con ventas inferiores a 500.000 unidades de fomento.


7. Extensión de plazo para el pago de impuestos hasta en 36 meses.


De conformidad con el artículo 192º del Código Tributario, el Servicio de Tesorerías puede otorgar facilidades hasta de un año, en cuotas periódicas, para el pago de los impuestos adeudados. Dichas facilidades se ofrecen a aquellos contribuyentes que acrediten, entre otras circunstancias, su imposibilidad de cancelar los impuestos al contado. Esto permite que la generalidad de los deudores morosos tenga reales alternativas de pago, que contribuyan a solucionar el endeudamiento que los aqueja.


Sin perjuicio de lo anterior, en períodos de crisis económica, se hace necesario buscar aquellos procedimientos que permitan y faciliten el cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes.


De esta forma, el proyecto propone una norma excepcional que permite ampliar el plazo de suscripción de los convenios de pago, de los actuales doce meses a un máximo de treinta y seis meses, manteniendo como característica el pago en cuotas periódicas y sucesivas.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR

En sesión de 8 de abril en curso, el señor Presidente, Honorable Senador señor García le ofreció la palabra, en primer término, al señor Ministro de Hacienda, don Andrés Velasco, quien comenzó su exposición señalando que el año 2009 se muestra un escenario externo muy negativo, poniendo de relieve que según el Fondo Monetario Internacional el crecimiento de la economía mundial se contraerá entre 0,5% y 1%, ello por primera vez desde la Segunda Guerra Mundial.

Agregó que, por su parte, la Organización Mundial de Comercio indica que el comercio internacional se contraerá un 9%. Observó, enseguida, que dado el alcance de la crisis internacional, nuestra economía está enfrentando un shock de magnitudes inéditas.

Un primer aspecto que resaltó el señor Ministro fue el relativo al tema del financiamiento bancario respecto del que indicó hay tres grandes asuntos que es necesario abordar. 

El primero tiene que ver con la dificultad que existe cuando un banco origina un crédito y luego debe mantener dicho crédito de modo permanente, a diferencia de otros países en que el banco origina un crédito y luego lo puede securitizar, transfiriendo dicho crédito, por ejemplo, a un fondo de pensiones, con lo que la institución bancaria cuenta con los recursos nuevamente para volver a prestar. Esto en Chile hoy es difícil de hacer, o sólo posible de realizar para determinados tipos de flujos.

Esta situación, agregó el señor Ministro, debe abordarse de dos maneras. 

El primer problema es de carácter tributario y ello es así porque cuando una institución securitiza lo que hace es cambiar flujos futuros de ingresos por flujos inmediatos de ingreso. Ello porque si el banco tiene, por ejemplo, 20 créditos PYME en su cartera, irá recibiendo los intereses y las amortizaciones a lo largo de la existencia de dicho crédito; en cambio, si lo securitiza lo toma, lo empaqueta y lo vende, y por tanto recibe un ingreso inmediatamente. 

El régimen tributario chileno está estructurado de un modo que no permite tener un tratamiento relativamente equivalente para ambas opciones, lo que provoca un desincentivo para pasar de flujos futuros paulatinos a uno inmediato, ello significa acelerar la tributación y pagar más. De allí que la primera modificación legal que se propone, en esta iniciativa respecto a la Ley de Impuesto a la Renta, es crear una suerte de neutralidad tributaria entre las distintas  opciones.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó porqué en la actualidad esas opciones no cuentan con un tratamiento tributario equivalente.

El Honorable Senador señor Vásquez respondiendo dicha inquietud, hizo presente que ello se debía a que siempre se entendió que los intereses se ganaban en el momento del devengo, este ha sido tradicionalmente el concepto de recaudación del Estado.

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Alberto Rojas, agregó que hay una explicación histórica relativa a la estructura del impuesto a la renta y es que al momento de dictarse dichas normas tributarias no existían estas operaciones financieras y, en consecuencia, el concepto del impuesto actual es que el momento en que debe computarse la renta para efectos tributarios es precisamente cuando se devengan, es decir cuando se tiene derecho a ella aunque no la haya percibido, o bien cuando se perciba. Añadió que además tributariamente se ha entendido siempre que una renta se percibe aunque financieramente esté adeudada. Eso provoca que un flujo secutirizado se encuentre percibido y debe ser pagado como renta, aunque financieramente sigue siendo una deuda.

El Ministro señor Velasco, enseguida, indicó que el otro problema detectado que se quiere enfrentar con esta iniciativa legal es la relación que existe entre quienes originan y quienes secutirizan. En la actualidad los principales originadores de préstamos a ser secutirizados son los bancos y estos trabajan con entidades securitizadoras, que son intermediarias, que toman un crédito, lo empaquetan, lo transforman en un bono y lo colocan en el mercado donde son comprados por Administradoras de Fondos de Pensiones, Compañías de Seguros y otros operadores institucionales. 

A continuación expresó que, en la actualidad, las normas no permiten a una securitizadora, al momento de armar un paquete, crear un bono con más de un 35% de activos subyacentes que se originen en un relacionado. 

Señaló que esto, a primera vista parece, muy sensato pero en realidad no lo es, porque los resguardos con préstamos relacionados, que tienen su origen en los errores cometidos hace treinta años y los incentivos mal alineados, no dice relación con esta situación, porque la securitizadora no otorga un préstamo al banco que origina ni a la inversa, de modo que los préstamos relacionados aquí no se encuentran presentes. 

Indicó  que lo que hace la securitizadora es intermediar, empaquetar y vender, pero el que finalmente presta es el Fondo de Pensiones o la Compañía de Seguros y ésta no es relacionada. Agregó que subsiste un problema adicional y es que una securitizadora debe concurrir, en la práctica, a tres o cuatro bancos para armar un paquete, lo que tiene un costo de transacción muy alto y ello genera un desincentivo.

Con la norma que se propone, se busca que la securitizadora arme un paquete de préstamos subyacentes y lo transforme en un bono sin restricción numérica, puede ser 100% de un relacionado pero, para que el comprador tenga los incentivos correctos, se explicita que el bono está compuesto de un activo subyacente indicando la proporción de activos relacionados.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, el asesor del Ministro de Hacienda, señor Alejandro Micco, expresó que quien se queda con el riesgo en definitiva es el tenedor del bono, que en este caso serán normalmente un inversionista institucional, es decir operadores calificados. Añadió  que era necesario recordar que la ley chilena a estos inversionistas se les permite generar “bonistas”, que nombran un representante que está a cargo de hacer un seguimiento de cómo se está estructurando un bono, cuáles son sus subyacentes, mientras se empaqueta y durante la vida del bono.

El Honorable Senador señor Vásquez expresó que, en primer lugar, no tiene claro que los bancos no puedan empaquetar créditos propios y, enseguida, consultó qué diferencia existe entre informar  a los terceros sobre el 35% de los activos originados que en informar el 10%, y le parece más útil que se pueda informar que, por ejemplo, el 90% proviene de sí mismo, lo que da mayores garantías de conocimiento.

Agregó luego que sería pertinente considerar una norma del crédito hipotecario con letras, en estas últimas el banco sólo garantiza el pago, porque la letra hipotecaria se coloca en el mercado secundario y lo que pasa es que el banco queda con la obligación de pagarle al receptor de la letra hipotecaria. Propuso que se podría buscar un mecanismo similar que garantizara que el banco responda por el 100% y no el bonista.

El Honorable Senador señor Flores preguntó si como en el caso americano existieron incentivos para controlar el riesgo y hubo incentivos inversos para hubiera amplios negocios con los bonos de los ejecutivos. Estos bonos los pagaban los chinos o los rusos que al parecer fueron los grandes perdedores de estas transacciones. Consultó cual sería el equivalente en Chile para controlar esta situación.

El Ministro señor Velasco señaló que en relación a las inquietudes del Senador señor Vásquez estima que es necesario, considerando la analogía al sistema de letras hipotecarias, que parte del riesgo quede con el originador, pero no la totalidad del riesgo, ello porque el originador es el que tiene que cobrar y si este no tiene ningún riesgo no tendrá ninguna necesidad de cobrar. Tal como se señalara el riesgo inicial, esto es las primeras pérdidas, están en el banco en este sistema. Ello no significa que todo el riesgo quede en el banco, ya que lo que se busca es diseminar el riesgo.

En cuanto a lo señalado por el Senador señor Flores expresó que en Estados Unidos se dio una mezcla perversa de dos cosas: de una parte compensación de los ejecutivos muy cargada a los incentivos de colocación de los papeles, unido a esto la extrema complejidad de los papeles por lo que el precio de los mismos era muy difícil de determinar y, finalmente, estaban estructurados de tal manera que la gente que los tenía en su cartera, o sea los bonistas, no tenían mecanismo ni incentivos para controlar y poder cobrarlos y que los papeles tuviesen un valor real.
En el caso chileno no están dadas las condiciones para que esa situación se replique, en parte porque el riesgo se encuentra repartido entre el originador y el bonista, además, porque es un instrumento muy simple. En Chile no se busca securitizar documentos ya securitizados, que fue lo que sucedió en Estados Unidos, aquí se trata de un préstamo que se securitiza una vez.

A continuación, el Ministro señor Velasco, expuso que la iniciativa legal en estudio tiene un segundo bloque de propuestas que tienen que ver con los problemas que enfrentan otros posibles oferentes de préstamos y créditos. Lo que se busca es que haya el mayor número de oferentes de créditos en el mercado, y eso implica allanar las dificultades a instituciones que puedan competir con los bancos.


Entre otras medidas se contemplan los bonos, mayor participación de las Compañías de Seguros, Cajas de Compensación y de oferentes extranjeros de créditos, para que, de este modo, haya más competencia.


La segunda idea general de este bloque es que, si bien es cierto que no todos estos instrumentos son directamente usables por una empresa pequeña o por una familia, indirectamente igual les beneficia su existencia.


Para explicar lo señalado anteriormente, explicó lo ocurrido en las crisis de 1982 y, especialmente, en la Crisis Asiática. Indicó que, en tales ocasiones, las empresas chilenas grandes se fondearon en el extranjero, pero cuando la situación reventó afuera, éstas regresaron a Chile y acudieron a los bancos de la plaza, que las acogieron con la mejor disposición, toda vez que por su envergadura e importancia eran mejores clientes, pero eso ocurrió en desmedro de las empresas chicas y riesgosas, porque los bancos se aseguraron en los clientes más sólidos.


Agregó que el propósito del proyecto es evitar que se repita lo mismo, para lo cual es necesario que las dos condiciones que se dieron es aquellas oportunidades no vuelvan a darse, es decir, primero, que los extranjeros sigan prestando plata, y, segundo, que si una empresa grande vuelve a Chile tenga la posibilidad de encontrar financiamiento fuera del sistema bancario, de modo que no le quite la posibilidad de financiarse a las empresas más pequeñas. 


A modo de ejemplo señaló que las medidas que propone el proyecto evitarían que una PYME que acude por financiamiento no compita con una empresa grande, ni menos que sea desplazado por ésta, para lo cual necesitamos que las grandes puedan financiarse con los dineros de las AFP y de otros actores, en el mercado de valores.


Lo descrito anteriormente es el fundamento de las medidas que el Gobierno se ha propuesto adoptar en tal sentido, y procedió a detallarlas.


Es así como, una primera medida dice relación con el sistema de tributación en el mercado de renta fija, es decir, de bonos. Al respecto, resaltó como una buena noticia que, en la actualidad, Chile es probablemente el único país emergente del mundo que tiene un sistema de bonos que funciona. Hizo notar que en las últimas semanas algunas de las principales empresas del país, como Arauco, MASISA y otras, han emitido bonos por doscientos o trescientos millones de dólares. En total, hemos emitido más de mil quinientos millones de dólares en estos primeros meses del año, y con éxito, porque se colocan, básicamente porque los compran principalmente las compañías de seguro y los fondos de pensiones.


No obstante lo anterior, reconoció que todavía existen imperfecciones en este mercado, especialmente respecto de su liquidez, porque el mercado secundario es pequeño. Por lo tanto, con las condiciones actuales es necesario meditar doblemente sobre la conveniencia de comprar un bono, particularmente si el inversionista puede requerir liquidar rápidamente. En otras palabras, ese bono resulta más riesgoso de lo que debiera ser si el mercado secundario fuera mayor.


La pregunta que surge frente a este escenario es cómo se logra aumentar la liquidez de este mercado. La respuesta a tal interrogante es simple: es necesario hacer más atractivo comprar y vender en el mercado secundario, lo que se logra otorgándole a los bonos un tratamiento simétrico al que, actualmente, tienen las acciones.


Recordó que el año 2001, durante el Gobierno del ex Presidente Ricardo Lagos, la Comisión aprobó la Reforma de Capitales 1, en la cual se sostuvo que si hay acciones que se venden mediante un sistema de oferta pública, con precios fijados en forma transparente, y cumpliendo otras condiciones, tales acciones no están afectas al pago de impuesto de ganancias sobre el capital. Pero para que tengan tal privilegio, tenían que cumplir con determinados requisitos, entre ellos que fueran transadas competitivamente y con alta presencia bursátil. 


En eso consiste lo que propone el proyecto en esta materia, es decir, otorgarle a los bonos el mismo tratamiento que desde el año 2001 tienen las acciones. Luego, quien compra un bono que en futuro vende en el mercado secundario, si hay una ganancia o pérdida en el capital, eso tenga un tratamiento tributario análogo al que tienen las acciones. 


Al respecto, y en respuesta una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei sobre ello supondrá mantener el bono durante un determinado tiempo, el señor Ministro de Hacienda indicó que deben concurrir varios requisitos, dentro de los cuales el principal es que la formación del precio sea competitiva, lo que se logra dentro de un mecanismo de subasta continua. Es decir, deben ser transados en la Bolsa, con lo cual nos aseguramos contar con un mercado transparente.


Un aspecto a considerar es que este mecanismo se aplicará sólo respecto de los bonos nuevos, lo cual constituye un incentivo para emitir bonos en el futuro. 


En tercer lugar clarifica y precisa el tratamiento de los intereses. Un bono genera para quien lo compra dos potenciales ganancias, por un lado genera intereses y, si es exitoso, genera ganancia de capital. La norma existente en relación al tratamiento de los intereses no precisa claramente qué ocurre en determinadas circunstancias, como por ejemplo, la venta inicial de un bono. Por eso el proyecto libera de ganancia de capital y perfecciona el tratamiento de los intereses. 


Finalmente, agregó que este es un caso en que gana la liquidez, ganan los oferentes de bonos, ganan los que se financian por medio de bonos, y al Fisco no le duele, porque el valor esperado de la ganancia de capital es cero, toda vez que opera tanto respecto de quien gana como de quien pierde. Estudios indican que la posibilidad de ganancia como la de pérdida es equilibrada. Si la apuesta fuera segura todos comprarían bonos, lo cual no es así. 


Todos estos elementos hacen que la modificación propuesta sea atractiva y que no produzca impacto Fiscal alguno.


Ante una acotación del Honorable Senador señor Vásquez, el señor Ministro de Hacienda recalcó que el tratamiento ante la ganancia o pérdida de capital de un bono es simétrico.


Luego, el señor Ministro de Hacienda se refirió a la modificación que contiene el proyecto respecto de los oferentes extranjeros. Al respecto indicó que, nuevamente, el principio rector de la modificación es que mientras más, mejor. Es decir, mientras más actores existan en el mercado de crédito de Chile, mejor.


Ocurre que, actualmente, existe una asimetría en el tratamiento tributario de los préstamos que provienen de bancos en el extranjero respecto de aquéllos otorgados por instituciones no bancarias. Si un banco extranjero presta dinero en Chile paga un impuesto adicional por los intereses que percibe de un 4%. En cambio si la institución extranjera que presta es una compañía de seguros o un fondo de pensiones, entre otras, paga mucho más: 35%. Lo anterior carece de sentido. En los hechos impide la competencia y otorga una situación de privilegio a determinados actores versus los demás. 


Luego, la segunda propuesta para aumentar la competencia en el mercado del crédito, en este caso, por la vía de los extranjeros, es homologar a 4% la tasa de impuesto a los intereses de créditos institucionales extranjeros 


En la misma línea de lo señalado precedentemente, el señor Ministro de Hacienda indicó que no espera que, con esta modificación, las compañías de seguros extranjeras le otorguen crédito a un PYME, sino que, en la medida que se interesen en nuestro mercado y, por ejemplo, compren un bono en Chile, su efecto será bajar la tasa de los bonos y, por lo tanto, baja, en general, el costo del crédito, y, si bien no de un modo indirecto, las pequeñas empresas y lo particulares verán los beneficios. Ejemplificó con una disminución en las tasas de los créditos hipotecarios. 


Continuando con su exposición, el señor Ministro de Hacienda señaló que la tercera modificación dice relación con las compañías de seguros locales. 


Al respecto, recordó que actualmente las compañías de seguro prestan dinero, pero sólo bajo ciertas circunstancias. El proyecto persigue, con la debida supervisión, agrandar el abanico de los prestamos que éstas instituciones puedan otorgar, particularmente permitir los créditos sindicados de las compañías de seguro con al menos un banco no relacionado.


Hizo presente que los créditos sindicados son aquellos que provienen de un grupo de bancos y compañías de seguro que se ponen de acuerdo para otorgar un préstamo a una empresa, a un grupo de empresas o a quien lo necesite. Actualmente, esto ocurre a diario entre los bancos, pero las compañías de seguro no lo pueden hacer. Mantener esta diferencia no tiene justificación. Recalcó que las compañías de seguro podrán participar en créditos sindicados con al menos un banco, siempre que éste no sea un banco relacionado, lo cual constituye un resguardo.


Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, el asesor del señor Ministro de Hacienda, señor Alejandro Micco, señaló que actualmente la ley permite que las compañías de seguro participen en un crédito sindicado cuando concurren al menos dos bancos, sin mencionar si son relacionados o no. El proyecto rebaja a uno la cantidad de bancos con los que es posible hacer tal operación, pero impone la condición que no sea relacionado. 


A continuación, el señor Ministro de Hacienda indicó que el cuarto actor cuya presencia se persigue fortalecer son las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.


Actualmente, las Cajas son actores en el mercado de las hipotecas, pero con un tipo de hipotecas y no con otros, lo que no resulta razonable. En efecto, con la ley vigente sólo pueden emitir mutuos hipotecarios, pero no pueden emitir mutuos hipotecarios endosables. Esta limitación no tiene mucho sentido porque tanto los bancos como las compañías de seguro pueden realizar las demás operaciones hipotecarias. Además, las Cajas son muy buenos candidatos para otorgar créditos hipotecarios, especialmente a sus afiliados, que, en general, son personas de menores ingresos. También cuentan con una ventaja y es la circunstancia que el pago de la deuda lo pueden descontar por planilla, con lo cual el cumplimiento de la obligación es más seguro, lo que hace que, además, el costos del crédito sea más bajo al haber menos riesgo. 


Por lo anteriormente señalado, el proyecto faculta a las Cajas a otorgar mutuos hipotecarios endosables. 


En la lógica de que las medidas tienden a flexibilizar las operaciones, pero a la vez, se imponen nuevas exigencias, el proyecto contempla normas que fortalecen la supervisión, en especial por parte de la Superintendencia de Seguridad Social, SUSESO, y, respecto de los mutuos hipotecarios endosables, todos son supervisados por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Luego, el Honorable Senador señor García hizo presente que ha conocido reclamos respecto de créditos otorgados por Cajas de Compensación por montos menores pero otorgados a un plazo demasiado largo. Le parece que, de este modo, la institución más que velar por el beneficio de sus afiliados se está asegurando un mayor flujo de intereses, lo cual no debería ser así. Al respecto, hizo un llamado a aumentar la supervisión también respecto a este tipo de operaciones.


Luego, la Honorable Senadora señora Matthei indicó que, no obstante las Cajas de Compensación no son Bancos,  y que conoce que la Superintendencia respetiva se resiste a tomar la supervisión de instituciones que no sean bancos e instituciones financieras, este organismo cuenta con una metodología, una experiencia y una tradición, mayor que la Superintendencia de Valores y Seguros en estas materias. Lo mismo ocurre respecto de la SUSESO, cuyo ámbito de acción es distinto, como las pensiones y todo lo relativo a seguridad social, y en lo cual su trabajo es muy bueno.


En este aspecto, agregó que en lo relativo a supervisión financiera y de determinación de riesgos, la máxima autoridad es, por lejos, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financiera, y solicita seguridad en que sus conocimientos, tradición y experiencia sea considerada y aplicada en estas nuevas operaciones hipotecarias endosables que el proyecto contempla respecto de las Cajas de Compensación.


Al respecto, el asesor del señor Ministro de Hacienda, señor Alejandro Micco, hizo presente que actualmente las Cajas de Compensación otorgan créditos, como son los préstamos de consumo, limitados a un plazo máximo de siete años, y los mutuos hipotecarios no endosables. La circunstancia que tales mutuos sean no endosables es inadecuado, porque al no ser endosables las Cajas asumen todo el riesgo de la operación. Tal es el sentido de la medida contenida en el proyecto, porque al ser posible el endoso de los mutuos hipotecarios otorgados por las Cajas se traspasa el riesgo a otros agentes, como ser las compañías de seguros.


La Honorable Senadora señora Matthei reiteró que es precisamente este último aspecto el objeto de su preocupación.


Retomando su explicación, el asesor del señor Ministro de Hacienda, señor Alejandro Micco, indicó que la decisión de que sea la Superintendencia de Valores y Seguros la llamada a supervisar estas operaciones radica en que es esta institución la que regula todas las instituciones que otorgan mutuos hipotecarios, que no son únicamente las Cajas, sino que también existen otras, que también endosan los mutuos. En tal escenario, la experiencia en las operaciones de mutuos corresponde a la Superintendencia de Valores y Seguros.


Agregó que el proyecto contempla que toda la regulación relativa a la administración de los mutuos hipotecarios de las Cajas, pasa a la SVS, al igual que actualmente ocurre respecto de las demás operaciones de la misma naturaleza. Por lo tanto, en esto último no se innova.


Además, se amplían las facultades sancionatorias, porque el proyecto permite que no sólo se podrá acudir en contra de las Cajas sino que también en contra de su Directiva, es decir sus gerentes. Lo anterior produce como consecuencia directa que la SUSESO tenga mayor poder para sancionar. 


En tercer lugar, agregó estar de acuerdo con la Honorable Senadora señora Matthei en el sentido que en materia de créditos la mayor experiencia la tiene la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Por esta razón es que se ha realizado un trabajo en conjunto entre la SBIF y la SUSESO para elaborar toda una normativa para calce y descalce de las Cajas de Compensación, cuyas normas fueron elaboradas ya hace un mes.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que trabajó en la Superintendencia de AFP y que, en tal oportunidad, conoció en profundidad el trabajo de la SUSESO, tanto en sus fortalezas como en sus debilidades. En tal sentido indicó que el perfil del Superintendente que se nombra, así como el de sus funcionarios y el nivel de remuneraciones, no está enfocado a la formación de un equipo expertos en operaciones de créditos. En cambio, en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el perfil del Superintendente, así como el de sus funcionarios, se funda en que debe saber muchísimo de finanzas.


Agregó que por las consideraciones anteriormente expuestas, manifiesta que, en este aspecto, las modificaciones que propone el proyecto de ley le causan preocupación. Si bien está de acuerdo en que las Cajas de Compensación participen de operaciones de mutuos endosables, preferiría que, en estas materias complejas, la Superintendencia de Seguridad Social subcontratara a la Superintendencia de Bancos.


Añadió que podría ocurrir que una Caja de Compensación quiebre por haber otorgado créditos que no debieron otorgarse, porque, además de lo que ya ha argumentado, le parece que actualmente los gerentes de las Cajas de Compensación no saben finanzas al nivel que requiere la complejidad de las operaciones que este proyecto les permitiría realizar, porque, en general, provienen del ámbito de la seguridad social, no del mundo de las finanzas. 


Finalizó reiterando que aplaudía que las Cajas comiencen a desempeñarse en el ámbito de los mutuos hipotecarios endosables, pero enfatizó que no están dadas las condiciones necesarias de supervisión. 


A su vez, el señor Ministro de Hacienda señaló que una de las condiciones que permiten que Chile tenga un sistema financiero sólido es, precisamente, que cuenta con muy buen supervisión, y es un elemento que le interesa no solo preservar sino que, incluso, fortalecer. Luego, la supervisión de las instituciones financieras, cualquiera sea su naturaleza, debe ser extremadamente rigurosa y realizada por gente con la mejor preparación para tal objetivo. 


Entendiendo que el mundo pasa por una situación muy difícil y entendiendo que todas las instituciones financieras, cualquiera sea su tamaño, deben contar con un adecuado nivel de liquidez, han emprendido un plan de fortalecimiento de la supervisión. Es por eso que, debido a que la supervisión de las operaciones de mutuos está radicada en la SBIF, fue que ahora tendrán una tarea conjunta con la SUSESO. Por eso, desde hace un mes, le han impuesto a las Cajas normas de supervisión que nunca antes habían tenido, en la lógica que nadie quiere verse sorprendido con una mala gestión, que ocasionara descalzo o iliquidez, especialmente de aquellos operadores que atienden a personas de menores ingresos.


Reconoció que existe una discusión pendiente, de más largo aliento, en el sentido de si la supervisión debiera mantenerse como está o pudiera concentrarse en una o dos Superintendencias distintas, según sea la posición que se adopte, o, por ejemplo, que exista una Superintendencia colegiada. En esta materia hay un importante debate en desarrollo, que considera propuestas del programa de Su Excelencia la Presidenta de la República, y otras, como un fortalecimiento de la Superintendencia de Valores y Seguros. Esta una discusión en marcha en distintos países del mundo, como Estados Unidos e Inglaterra. 


Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, el señor Ministro de Hacienda resaltó que, en el corto plazo, lo que propone el proyecto en discusión es algo muy acotado, toda vez que las Cajas de Compensación ya emiten obligaciones hipotecarias.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que si bien eso ocurre actualmente así, sus operaciones no contaminan a nadie.


Al respecto, el señor Ministro de Hacienda señaló que en el escenario actual, y frente a la preocupación por las normas de calzo y de liquidez, la circunstancia que las Cajas se queden con los préstamos, porque no los pueden endosar, es algo preocupante, si uno aceptara que en esos casos potencialmente podría haber una falencia. El proyecto se limita a proponer que se faculten a las Cajas a emitir un solo tipo de mutuo, que seria endosable, y además, que todo estaría bajo la supervisión de la SVS, que se dedica por décadas a esa tarea respecto de los mutuos hipotecarios de los distintos actores del mercado. El sistema propuesto para las Cajas estará sujeto al mismo régimen regulatorio que es el existente respecto de los mutuos otorgados por otro tipo de instituciones. Por lo tanto, el riesgo regulatorio en relación a la supervisión es bajo o inexistente. 


Luego, el Honorable Senador señor Vásquez le planteó al señor Ministro de Hacienda la conveniencia de estudiar la posibilidad que las compañías de seguros emitan también letras hipotecarias, toda vez que por su naturaleza y por las garantías que ofrecen estarían en condiciones de hacerlo. Agregó que la discusión de este proyecto ofrece el escenario adecuado para introducir un cambio en tal sentido.


Al respecto, el señor Ministro de Hacienda se comprometió a estudiar el asunto.


Luego, la señora Subsecretaria de Hacienda se refirió a las normas del proyecto que contienen modificaciones relativas al Fondo de Garantía del Estado, FOGAPE, así como las referidas a la renegociación de las deudas tributarias.


En relación al primer punto, destacó que el proyecto postula ampliar el tamaño de la empresa elegible para el FOGAPE.


La ley N° 20.318 incrementó el patrimonio del FOGAPE de US$ 70 millones a US$ 200 millones. Dicho patrimonio permitirá, en el largo plazo, que el Fondo otorgue cobertura a un 30% del volumen de crédito de las empresas con ventas anuales hasta 25.000 UF.


Además, permite que, por dos años, las empresas medianas con ventas anuales por hasta 100.000 UF accedan al FOGAPE. Las empresas medianas ya han comenzado a participar de las licitaciones. Es así como en enero y en febrero se otorgaron garantías a empresas medianas por US$ 1,7 millones y US$ 1,6 millones respectivamente


Según el SII hay 141 mil pequeñas y medianas empresas. Al 28 de febrero habían más de 38.500 clientes con cobertura FOGAPE y las operaciones contaban con cobertura FOGAPE alcanzaban las 53.600. Los financiamientos con cobertura alcanzaron los US$ 658.000.000.  El 31 de marzo se realizó la última licitación de FOGAPE, en la cual se adjudicaron US$ 189 millones en coberturas, un 71% se adjudicó a pequeñas empresas y el 29% restante a medianas empresas.

El proyecto en discusión propone permitir que, en forma transitoria, las empresas con ventas anuales de hasta 500.000 UF puedan acceder a coberturas del FOGAPE. Esta medida duraría hasta el 2010. El monto máximo de los créditos garantizables por empresa será de 50.000 UF. La garantía cubrirá hasta un 30% de los créditos. Hoy las empresas medianas obtienen coberturas por hasta un 50% y las pequeñas por hasta un 80%.


Resaltó que esto permitirá que, en forma transitoria, se aumente el stock de crédito que puede acceder a FOGAPE de un 23% a un 35% aproximadamente, y que las empresas pequeñas no se verán afectadas por el acceso de las empresas grandes al FOGAPE, debido a que las garantías a licitar a medianas y grandes empresas no pueden exceder de un 50% del total ofertado y porque el incremento de US$ 70 a US$ 200 millones tomará un tiempo en coparse.


En relación a la extensión de plazo para el pago de impuestos morosos hasta en 36 meses, indicó que, de conformidad con el artículo 192 del Código Tributario, el Servicio de Tesorerías puede otorgar facilidades hasta de un año, en cuotas periódicas, para el pago de los impuestos adeudados. Dichas facilidades se ofrecen a aquellos contribuyentes que acrediten, entre otras circunstancias, su imposibilidad de cancelar los impuestos al contado. Esto permite que la generalidad de los deudores morosos tenga reales alternativas de pago, que contribuyan a solucionar el endeudamiento que los aqueja.


Sin perjuicio de lo anterior, en períodos de crisis económica, se hace necesario buscar aquellos procedimientos que permitan y faciliten el cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes.

|
Así, el proyecto propone una norma excepcional que permite ampliar el plazo de suscripción de los convenios de pago, de los actuales doce meses a un máximo de treinta y seis meses, manteniendo como característica el pago en cuotas periódicas y sucesivas.


Finalmente, el Honorable Senador señor Sabag señaló que le parecen muy adecuadas las medidas contenidas en el proyecto, las que, sin lugar a dudas, ayudarán a la reactivación.


Sin perjuicio de lo anterior, indicó que se veía en la obligación de plantear algunos aspectos de orden práctico, que ya los ha hecho presentes en ocasiones anteriores, y que consisten en otorgar algún tipo de apoyo para las personas o empresas que actualmente tienen deudas previsionales, así como para las personas que se ven afectadas por DICOM, para los cuales, por estar enfrentado a estos problemas, no puede optar a ningún beneficio. Lo anterior afecta incluso a personas que ya pagaron sus deudas, pero siguen figurando en DICOM. Indicó que son miles de personas que se encuentran en tal situación.


En cuanto a las personas que tienen deudas previsionales o que figuran en DICOM, propone ayudarlas otorgándoles un crédito especial que les permita pagar sus obligaciones y salir de la situación difícil en la que se encuentran.


Señaló que lamenta que el proyecto no contemple medida alguna que vaya en ayuda de tales personas.


Sobre el particular, el señor Ministro de Hacienda señaló que, pocas semanas atrás, la CORFO creó un programa de garantías de coberturas parciales para la reprogramación de créditos existentes, que incluye potencialmente las deudas previsionales. Por lo tanto, si alguien tiene deudas previsionales y que está dispuesto a conseguir un crédito para pagar tales obligaciones, podrá beneficiarse con la garantía parcial de la CORFO, que baja el riesgo. Asimismo, en el referido programa no está el requisito de que la persona esté o no en DICOM, por lo que también podrá beneficiarse con éste. 

- - -

--Sometida a votación la idea de legislar en la materia, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, Flores, Sabag, que concurre con dos votos, García, que concurre con dos votos, y Vásquez.
- - -


En la sesión de 14 de abril, las Comisiones unidas debatieron sobre las indicaciones presentadas al proyecto, que son las siguientes: 

AL ARTÍCULO 1°


1.- De Su Excelencia la Presidenta de la República para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Reemplácese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente:


“Artículo 136.- Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco relacionado a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco relacionado y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley Nº 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”.


--En votación, la indicación N° 1 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, Sabag, Pizarro, Prokurica, que concurre con dos votos, y Vásquez.

Reabierto el debate sobre esta indicación, solicitada por el señor Ministro de Hacienda, la Comisión acordó modificar el texto aprobado, incorporando en la norma a las instituciones financieras.-


--En votación, la modificación al texto de la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Sabag, Pizarro, Ominami y Vásquez.
2.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar en el artículo 136 de la Ley N° 18.045, el término “35%” por “10%”.


--La indicación N° 2 fue retirada por su autor.

3.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar el siguiente inciso final nuevo al artículo 136 de la ley N° 18.045: “Con todo, la sociedad securitizadora informará a todo evento y como hecho esencial, el haber incorporado en sus patrimonios separados activos originados por un banco o sociedad financiera que revista el carácter de empresa relacionada”. 


--La indicación N° 3 fue retirada por su autor.

AL ARTÍCULO 2°


4.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar el siguiente número 1),nuevo:

"1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo l4 bis, la expresión "5.000" por el guarismo "60.000".".


-La indicación N° 4 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por recaer en una materia reservada a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a establecido en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución de la República.


5.- De Su Excelencia la Presidenta de la República para modificarlo del modo que se indica más adelante.


La Comisión acordó tratar por separado cada una de las letras que comprende la indicación.


a) Modifíquese en el número 1), la letra d), de la siguiente manera:


i) Sustitúyese su encabezado por el siguiente:


“d) Intercálese el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:”


ii) Suprímese el inciso cuarto, que se intercala.


--En votación, la letra a) de la indicación N° 5 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Sabag, Ominami y Vásquez.

b)  Modifíquese en  el número 7), el artículo 104 que se incorpora, en el siguiente sentido:


i) Elimínese en la letra b) del número 2), las expresiones “y sociedades financieras”.


ii) Reemplácese el título del numeral 3, por el siguiente:


“3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación y tratamiento de las diferencias entre valores adquisición en bolsa y valores nominales.”.


iii) Sustitúyese el párrafo tercero del numeral 3, por el siguiente:


“Los ingresos correspondientes a aquel monto en que el capital nominal de los instrumentos que cumplan con los requisitos para acogerse a lo dispuesto en este artículo supere su valor de adquisición en bolsa, no constituirán renta para el tenedor de tales instrumentos que los posea desde dicha adquisición y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ocurra dicho pago o rescate. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento y su valor nominal a la fecha del pago total o rescate, los que, para tales efectos, deberán reajustarse a dicha fecha conforme a las reglas contenidas en el artículo 41.”.


iv) Incorpórese en el número 5) el siguiente párrafo final: 


“Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los instrumentos adquiridos en bolsa a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


v) Reemplácese el número 6), por el siguiente: 


“6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1), siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo. 


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en las letras a) y b) del número 2 se entenderán cumplidos, cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda. Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.”


--En votación, la letra b) de la indicación N° 5 fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Pizarro, Ominami, Sabag y Vásquez.

c) Reemplácese en el número 7), la letra c), del artículo 105, que se incorpora,  por la siguiente: 


“c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo, será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá registrar en la contabilidad del patrimonio separado respectivo, los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo, sin perjuicio que los excedentes obtenidos en la gestión del patrimonio separado no estarán afectos al Impuesto a la Renta en tanto dichos excedentes no sean traspasados al patrimonio común de la sociedad securitizadora.


El Servicio, previa citación, podrá tasar el precio o valor de la cesión a que se refiere este artículo en los casos en que éste sea notoriamente inferior o superior a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación.”.


--En votación, la letra c) de la indicación N° 5 fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Pizarro, Ominami, Sabag y Vásquez.
AL ARTÍCULO 3°

6.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar en el artículo 15 del  Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de 1931, el siguiente inciso final: “Para los efectos del inciso primero, se considerará como endeudamiento el 15% de las letras hipotecarias emitidas y colocadas en el mercado secundario”.

--La indicación N° 6 fue retirada por su autor.

- - -

ARTÍCULO 4°

A proposición de la Honorable Senadora señora Matthei, la Comisiones unidas, por unanimidad de los miembros presentes, acordó eliminar en el texto del artículo 57 que se propone reemplazar en la ley N° 16.395, lo siguiente: “, y podrá ser reiterada cada treinta días mientras se mantenga el incumplimiento”.


--En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión aprobó la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Ominami, Sabag y Vásquez.
AL ARTÍCULO 5º

NÚMERO 1


7.- De Su Excelencia la Presidenta de la República para modificar en el numeral 1), el artículo 21 de la ley Nº 18.833, que se modifica, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese los incisos sexto y séptimo por los siguientes:


“Será requisito para inscribirse y permanecer en el referido registro, contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización en aquellos casos que las Cajas de Compensación incumplan gravemente con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el Registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los niveles de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo. Las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a este artículo podrán ser reclamadas de conformidad con lo dispuesto en el articulo 58 de la ley Nº 16.395.”.


--En votación, la letra a) de la indicación N° 7 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Pizarro, Ominami, Sabag y Vásquez.

b) Elimínese en el inciso final la frase “, o cualquier otra entidad”.


--En votación, la letra b) de la indicación N° 7 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores señora Matthei, que concurre con dos votos, y señores Escalona, García, que concurre con dos votos, Pizarro, Ominami, Sabag y Vásquez.
- - -


8.- Del Honorable Senador señor Zaldívar, para agregar los siguientes artículos, nuevos:

"Artículo 8°.- Condónanse las deudas tributarias hasta $ 30.000.000 de capital moroso que adeuden al 30 de abril de 2009. los contribuyentes cuyos ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro no hayan excedido un promedio anual de 60.000 unidades tributarias anuales en los últimos tres ejercicios.".

"Artículo 9°.- Condónase el 100% de los intereses y multas de los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta y de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que adeuden al 30 de abril de 2009 los contribuyentes cuyos ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro no hayan excedido un promedio anual de 60.000 unidades tributarias anuales en los últimos tres ejercicios. Esta condonación procederá respecto de las rentas provenientes de las actividades del negocio afectas al Impuesto de Primera Categoría, incluyendo el impuesto Global Complementario o Adicional.

Asimismo, suspéndese a estos contribuyentes el cobro administrativo o judicial de los mencionados impuestos hasta el 1° de enero del año 2012.

Facúltase al Tesorero General de la República para que, a petición de parte, proceda a otorgar la condonación de intereses y multas y a efectuar cualquier procedimiento administrativo o judicial para dar cumplimiento a la postergación del cobro de los impuestos morosos que establece este artículo.".


-La indicación N° 8 fue declarada inadmisible por el Presidente, por recaer en una materia reservada a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a establecido en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución de la República.

- - -

INFORME FINANCIERO


En el debate se consideró el informe financiero emanado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, según el cual las modificaciones introducidas por los artículos 1°, 3°, 4°, 5° y 6° referidos a la eliminación del límite de 35% de activos originados o vendidos por una misma sociedad, los Créditos Sindicados de Compañías de Seguros, al fortalecimiento de las atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, la modificación del Estatuto de las Cajas de Compensación y al Fondo de Garantías para Pequeños Empresarios (FOGAPE), respectivamente, no implicarán mayor gasto fiscal durante el año 2009.


Por su parte, se estima que las modificaciones a la Ley de Impuesto a la Renta dispuestas en el artículo 2° números 1 al 5 y 7, referidos a la modificación al régimen de tributación aplicable a flujos futuros securitizados, al establecimiento de un mecanismo excepcional para instrumentos de deuda de oferta pública transados en bolsa y la homologación a 4% de la tasa de impuesto a los intereses de créditos de institucionales extranjeros, no implicarán un menor ingreso fiscal para el ejercicio presupuestario 2009, puesto que estas se refieren a los instrumentos financieros que sean emitidos con posterioridad a la promulgación de esta ley. Respecto del numeral 6 del artículo 2° el menor ingreso fiscal sería aproximadamente 3.300 millones de pesos, sólo si el Ministerio de Hacienda autorizara que las emisiones contenidas en la norma se acogieran al nuevo régimen de tributación.


Finalmente, respecto de la ampliación del plazo que concede el Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados dispuesta en el artículo 7°, el impacto financiero de esta iniciativa no es factible de estimar por cuanto proviene de la comparación entre los montos a recaudar en la situación vigente y los montos a recuperar con el nuevo plazo ampliado, la que estará determinada por la acogida que tenga la medida entre los deudores tributarios afectados.

- - -

MODIFICACIONES


En virtud de los acuerdos anteriormente señalados, las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, os propone aprobar el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:
ARTÍCULO 1°


-Sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Reemplácese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente:


“Artículo 136.- Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o institución financiera relacionado a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco o institución financiera relacionado y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley Nº 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”. (Indicación N° 1, con modificaciones) (Unanimidad) (8x0).
ARTÍCULO 2°


-Modificarlo del siguiente modo:


a) Modifíquese en el número 1), la letra d), de la siguiente manera:


i) Sustitúyese su encabezado por el siguiente:


“d) Intercálese el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:”


ii) Suprímese el inciso cuarto, que se intercala. 


b) Modifíquese en el número 7), el artículo 104 que se incorpora, en el siguiente sentido:


i) Elimínese en la letra b) del número 2), las expresiones “y sociedades financieras”.


ii) Reemplácese el título del numeral 3, por el siguiente:


“3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación y tratamiento de las diferencias entre valores adquisición en bolsa y valores nominales.”.


iii) Sustitúyese el párrafo tercero del numeral 3, por el siguiente:


“Los ingresos correspondientes al monto en que el capital nominal de los instrumentos que cumplan con los requisitos para acogerse a lo dispuesto en este artículo supere su valor de adquisición en bolsa, no constituirán renta para el tenedor de tales instrumentos que los posea desde dicha adquisición y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ocurra dicho pago o rescate. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento y su valor nominal a la fecha del pago total o rescate, los que, para tales efectos, deberán reajustarse a dicha fecha conforme a las reglas contenidas en el artículo 41.”.


iv) Incorpórese en el número 5) el siguiente párrafo final: 


“Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los instrumentos adquiridos en bolsa a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


v) Reemplácese el número 6), por el siguiente: 


“6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1), siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo. 


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en las letras a) y b) del número 2 se entenderán cumplidos, cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda. Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.”.


c) Reemplácese en el número 7), la letra c), del artículo 105, que se incorpora,  por la siguiente: 


“c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo, será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá registrar en la contabilidad del patrimonio separado respectivo, los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo, sin perjuicio que los excedentes obtenidos en la gestión del patrimonio separado no estarán afectos al Impuesto a la Renta en tanto dichos excedentes no sean traspasados al patrimonio común de la sociedad securitizadora.


El Servicio, previa citación, podrá tasar el precio o valor de la cesión a que se refiere este artículo en los casos en que éste sea notoriamente inferior o superior a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación.”. (Indicación N° 5, con modificaciones) (Unanimidad) (Letra a) 8x0; letra b) 9x0, y letra c) 9x0).
ARTÍCULO 4°

-Eliminar en el texto del artículo 57, que el numeral 1) propone reemplazar en la ley N° 16.395, lo siguiente: “, y podrá ser reiterada cada treinta días mientras se mantenga el incumplimiento”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (8x0).

ARTÍCULO 5º
NÚMERO 1


-Modificar, en el numeral 1), el artículo 21 de la ley Nº 18.833, que se reemplaza, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese los incisos quinto y sexto por los siguientes:


“Será requisito para inscribirse en el referido registro, contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización por resolución fundada, previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros, en aquellos casos que las Cajas de Compensación incumplan gravemente con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el Registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los requisitos de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo. Las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a este artículo podrán ser reclamadas de conformidad con lo dispuesto en el articulo 58 de la ley Nº 16.395.”.


b) Elimínese en el inciso final la frase “, o cualquier otra entidad”. (Indicación N° 7, con modificaciones) (Unanimidad) (Letra a) 9x0 y letra b) 9x0).
TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley despachado por las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, que proponen al Senado para su aprobación en general: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Reemplácese el inciso primero del artículo 136 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, por el siguiente:


“Artículo 136.- Las sociedades securitizadoras no podrán tener en cada uno de sus patrimonios separados activos que hayan sido originados o vendidos por un mismo banco o institución financiera relacionado a la misma, salvo que en los títulos de deuda que sean emitidos por dicha sociedad se exprese claramente la circunstancia de haber sido originados o vendidos por un banco o institución financiera relacionado y el porcentaje que ellos representan dentro del total de activos del patrimonio separado. La misma restricción se aplicará a las administradoras de fondos de inversión de créditos securitizados a que se refiere la ley Nº 18.815, respecto de la inversión de cada fondo que administre.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974:


1) Modifícase el número 2° del artículo 20, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese en la letra e) la expresión “, y” por un punto y coma (;); 


b) Sustitúyese en la letra f) el punto final (.) por la expresión “, y”;


c) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, las que se gravarán cuando se hayan devengado.”;


d) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Los intereses a que se refiere la letra g), se considerarán devengados en cada ejercicio, a partir del que corresponda a la fecha de colocación y así sucesivamente hasta su pago. El interés devengado por cada ejercicio se determinará de la siguiente forma: (i) dividiendo el monto total del interés anual devengado por el instrumento, establecido en relación al capital y la tasa de interés de la emisión respectiva, por el número de días del año calendario en que el instrumento ha devengado intereses, y (ii) multiplicando dicho resultado por el número de días del año calendario en que el título haya estado en poder del contribuyente respectivo. Los períodos de colocación se calcularán desde el día siguiente al de la fecha de su adquisición y hasta el día de su enajenación o el último día del ejercicio, lo que ocurra primero, ambos incluidos.”.

2) Intercálase en el inciso tercero del artículo 21, entre la expresión “este artículo” y las palabras “y del impuesto”, precedida de una coma la frase “, del inciso segundo del artículo 104”.


3) Agrégase en el artículo 54, el siguiente numeral 4°: 


“4°. Los intereses provenientes de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2º del artículo 20.”.


4) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero en la forma que se señala: 


i) Elimínase la frase “dentro de los dos meses siguientes al término del ejercicio respectivo”;


ii) Sustitúyese la expresión “condiciones” por la palabra “plazo”;


iii) Agrégase, entre la expresión “Impuestos Internos” y el punto final (.), las expresiones “mediante resolución”. 


b) Modifícase el número 1), como se indica a continuación: 


i) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre la expresión “internacionales” y el punto seguido (.), la frase “, así como por compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros que se encuentren acogidos a lo establecido en el artículo 18 bis de esta ley y su reglamento”;


ii) Agrégase en el inciso primero, la siguiente letra h) nueva:


“h) Los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2° del artículo 20.”;


iii) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


iii.1) Sustitúyese la conjunción “o” que precede a la expresión “abono”, por una coma (,); 


iii.2) Intercálase entre las expresiones “abono en cuenta” y la expresión “, de intereses” la frase “o, en el caso de instrumentos a que se refiere la letra h), devengo”; 


iii.3) Elimínase la expresión “devengados”; 


iii.4) Sustitúyense las expresiones “b), c) y d)” por la frase “b), c), d) y h)”; 


iii.5) Intercálase, entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto de”, la palabra “también”; 


iii.6) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras”;


c) Modifícase la letra b) del inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Sustitúyese la frase “b), c) y d)” por las expresiones “b), c), d) y h)”; 


ii) Intercálase entre las palabras “considerando” y la expresión “respecto”, la frase “también,”; 


iii) Sustitúyese la frase “refiere esta última letra” por las expresiones “refieren estas dos últimas letras,”;


5) Agrégase al artículo 74, el siguiente numeral 7º:


“7º. Los emisores de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, con una tasa de 4% por los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a lo dispuesto en los artículos 20, número 2°, letra g), 54, número 4° y en la letra h), del número 1, del inciso cuarto, del artículo 59.  Esta retención reemplazará a la que se refiere el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país. En el caso de contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, la retención podrá darse de abono a los impuestos anuales de Primera Categoría o Global Complementario que graven los respectivos intereses, según corresponda, con derecho a solicitar la devolución del excedente que pudiese resultar de dicho abono.


No obstante lo anterior, los mencionados emisores podrán liberarse de su obligación de practicar la retención sobre los intereses devengados en favor de inversionistas que no tengan la calidad de contribuyentes para los efectos de esta ley. Para ello será necesario que tales inversionistas así lo soliciten expresamente y por escrito al emisor, mediante una declaración jurada en que identifique los instrumentos de deuda respectivos y el período en que han estado en su propiedad, todo ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. En ausencia de dicha solicitud, el emisor deberá efectuar la retención conforme a lo establecido en el inciso anterior, la que no podrá ser imputada por el inversionista contra impuesto alguno y no tendrá derecho a devolución. El emisor deberá mantener a disposición del Servicio de Impuestos Internos las declaraciones juradas y demás antecedentes vinculados a las solicitudes respectivas, conforme a lo dispuesto por los artículos 59 y 200 del Código Tributario. La entrega maliciosa de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que se refiere este inciso, en virtud de la cual no se haya retenido o se haya practicado una retención inferior a la que correspondiere conforme al inciso anterior, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4º, del artículo 97, del Código Tributario.


El emisor deberá declarar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine, sobre las retenciones efectuadas de conformidad a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.”;


6) Agrégase en el artículo 79, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Las retenciones que se efectúen conforme a lo dispuesto por el número 7º del artículo 74, se declararán y pagarán dentro del mes de enero siguiente al término del ejercicio en que se devengaron los intereses respectivos, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 69 del Código Tributario.”;


7) Incorpórase el siguiente Título VI, a continuación del artículo 103:

“TITULO VI

Disposiciones especiales relativas al mercado de capitales


Art. 104.- No obstante lo dispuesto en los artículos 17 Nº 8° y 18 bis, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, en cuanto se cumplan los requisitos que a continuación se establecen:


1.- Instrumentos beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los instrumentos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el Registro de Valores conforme a la ley Nº 18.045; 


b) Que hayan sido emitidos en Chile por contribuyentes que determinen su renta efectiva afecta al Impuesto de Primera Categoría por medio de contabilidad completa; 


c) Que hayan sido aceptados a cotización por a lo menos una Bolsa de Valores del país; 


d) Que hayan sido colocados a un valor igual o superior al valor nominal establecido en el contrato de emisión o que el emisor haya pagado o deba pagar el impuesto a que se refiere el número 3 siguiente, por el menor valor de colocación, y 


e) Que en el respectivo contrato de emisión, se haya indicado expresamente que los instrumentos se acogerán a lo dispuesto por este artículo. 


2.- Contribuyentes beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen los instrumentos indicados en el número anterior y que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos en una Bolsa local, en un procedimiento de subasta continua, que contemple un plazo de cierre de las transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución conjunta, y


b) Hayan adquirido y enajenado los instrumentos por intermedio de un corredor de bolsa o agente de valores registrado en la Superintendencia de Valores y Seguros, excepto en el caso de los bancos, en cuanto actúen de acuerdo a sus facultades legales.


3.- Impuesto sobre las diferencias entre valores nominales y de colocación y tratamiento de las diferencias entre valores adquisición en bolsa y valores nominales.


Para acogerse a lo dispuesto en este artículo, cuando los instrumentos respectivos se hayan colocado por un valor inferior al valor nominal establecido en el contrato de emisión, la diferencia entre tales valores se gravará con un impuesto cuya tasa será la del Impuesto de Primera Categoría, tributo que el emisor deberá declarar y pagar dentro del mes siguiente a dicha colocación. Este tributo no tendrá el carácter de impuesto de Categoría para los efectos de esta ley.


La diferencia a que se refiere este número podrá deducirse como gasto por el emisor en el ejercicio de la colocación y siguientes, en la proporción que representen las amortizaciones de capital pagado en cada ejercicio, respecto del total del capital adeudado por la emisión.


Los ingresos correspondientes al monto en que el capital nominal de los instrumentos que cumplan con los requisitos para acogerse a lo dispuesto en este artículo supere su valor de adquisición en bolsa, no constituirán renta para el tenedor de tales instrumentos que los posea desde dicha adquisición y hasta su pago total o rescate, debiendo incluir esta diferencia entre los ingresos no constitutivos de renta del ejercicio en que ocurra dicho pago o rescate. El monto del ingreso no constitutivo de renta será equivalente a la diferencia entre el valor de adquisición del instrumento y su valor nominal a la fecha del pago total o rescate, los que, para tales efectos, deberán reajustarse a dicha fecha conforme a las reglas contenidas en el artículo 41.


4.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.


En el caso del pago anticipado o rescate por el emisor del todo o parte de los instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas aquellas sumas pagadas por sobre el saldo del capital adeudado.


Para los efectos de esta ley, los intereses a que se refiere este número se entenderán devengados en el ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.


5.- Disposiciones relativas a deberes de información, sanciones y normas complementarias.


El emisor, los depósitos de valores, las bolsas de valores del país que acepten los instrumentos a que se refiere este artículo a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos y los intermediarios que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, informando a lo menos la individualización de las partes e intermediarios que hayan intervenido, valores de emisión y colocación de los instrumentos y demás que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada  con la multa  establecida  en el  número 6º, del artículo 97, del Código Tributario,  conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.


La emisión o utilización de declaraciones o certificados falsos, mediante los cuales se hayan invocado indebidamente los beneficios de este artículo, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


Las pérdidas obtenidas en la enajenación, en bolsa o fuera de ella, de los instrumentos adquiridos en bolsa a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


6.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1), siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo. 

Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos en las letras a) y b) del número 2 se entenderán cumplidos, cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda. Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.


Art. 105.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, que cedan o prometan ceder a sociedades securitizadoras establecidas en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, el todo o parte de los flujos de pago que se generen con posterioridad a la fecha de la cesión y que comprendan más de un ejercicio, provenientes de sus ventas o servicios del giro, para la determinación de los impuestos que establece esta ley, deberán aplicar las siguientes normas:


a) Los ingresos por ventas o servicios del giro correspondientes a los flujos de pago cedidos o prometidos ceder, de los contribuyentes a que se refiere este artículo, se deberán imputar en los ejercicios comprendidos en la cesión en que se perciban o devenguen, conforme a las normas generales de esta ley, deduciéndose también de acuerdo a las mismas normas, los costos y gastos necesarios para la obtención de tales ingresos;


b) Para todos los efectos de esta ley, el cedente deberá considerar como un pasivo la totalidad de las cantidades percibidas, a que tenga derecho a título de precio de la cesión o promesa, en contra de la sociedad securitizadora durante los ejercicios comprendidos por el contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago. Igualmente, el cedente considerará como un pago del pasivo a que se refiere esta letra, todas las cantidades pagadas a la sociedad securitizadora en cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato de cesión o promesa de cesión de flujos de pago durante los períodos respectivos;

c) El resultado proveniente del contrato de que trata este artículo, será determinado por el cedente en cada ejercicio comprendido en el mismo, y será equivalente a la diferencia entre el pasivo que corresponda proporcionalmente a cada ejercicio y los pagos a que se refiere la letra b). En esa misma oportunidad, y de acuerdo a las mismas reglas, la sociedad securitizadora deberá registrar en la contabilidad del patrimonio separado respectivo, los resultados provenientes del contrato a que se refiere este artículo, sin perjuicio que los excedentes obtenidos en la gestión del patrimonio separado no estarán afectos al Impuesto a la Renta en tanto dichos excedentes no sean traspasados al patrimonio común de la sociedad securitizadora.


El Servicio, previa citación, podrá tasar el precio o valor de la cesión a que se refiere este artículo en los casos en que éste sea notoriamente inferior o superior a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación.”.


Artículo 3°.- Reemplázase la letra d), del número 1., del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Seguros, por la siguiente:


“d) Participación en convenios de créditos en los que concurran al menos un banco o institución financiera no relacionado con la compañía, conforme a las normas de carácter general que dicte la Superintendencia, debiendo contemplarse en éstas el riesgo de crédito del deudor, y”.


Artículo 4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:


1) Reemplázase el artículo 57º por el siguiente:


“Artículo 57°.- Sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Superintendencia de Seguridad Social, en virtud de lo prescrito en los artículos anteriores, ésta podrá aplicar a las instituciones sometidas a su fiscalización, así como a sus directores, jefes de servicio, gerentes generales y ejecutivos relacionados con la administración superior de las mismas, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o a sus instrucciones o dictámenes emitidos en uso de sus atribuciones legales, las sanciones a que se refiere el artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, previa investigación de los hechos. La multa a que se refiere el Nº 2 de dicha disposición legal, ascenderá hasta un monto equivalente a 1.000 Unidades de Fomento. En el evento que dicha multa se aplique a personas naturales, de ella deberá responder personalmente el infractor.


Las sanciones que se impongan constarán en un registro público que para tal efecto llevará la Superintendencia de Seguridad Social, el cual será difundido por los medios que establezca el Superintendente.”.


2) Modifícase el artículo 58º, de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931,” por “artículo 28, del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”. 


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “medio sueldo vital, escala a) del departamento de Santiago.” por “al veinte por ciento del monto de la multa.”.


3) Reemplázase en el artículo 59º, la frase “artículo 45 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931,” por “artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980,”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.833, que establece un estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar: 


1) Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- Las cajas de Compensación podrán establecer un régimen de prestaciones de crédito social, consistente en préstamos de dinero y que estará regida por un reglamento especial. 


Bajo este régimen, las Cajas de Compensación podrán otorgar préstamos destinados al financiamiento de la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios, los que deberán garantizarse con primera hipoteca constituida sobre la vivienda objeto del contrato.


Las Cajas de Compensación podrán otorgar y administrar mutuos hipotecarios endosables de los señalados en el Título V del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, siendo aplicables, en lo pertinente, las disposiciones contenidas en las leyes Nº 19.439 y Nº 19.514. Para estos efectos deberán inscribirse en el registro especial que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, y les serán aplicables las disposiciones del citado Título V, salvo lo dispuesto en la letra a) del artículo 88.


En relación a las materias señaladas en el inciso anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros fiscalizará y podrá sancionar a las Cajas de Compensación inscritas en el Registro, así como a sus directores, gerentes generales, ejecutivos y empleados de las mismas, con todas sus facultades legales.


Será requisito para inscribirse en el referido registro, contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá revocar dicha autorización por resolución fundada, previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros, en aquellos casos que las Cajas de Compensación incumplan gravemente con las instrucciones que al efecto imparta dicho organismo. 


Para contar con la autorización de la Superintendencia de Seguridad Social y para inscribirse y permanecer en el Registro, las Cajas deberán acreditar que cumplen con los requisitos de solvencia y liquidez fijados por dicho organismo. Las resoluciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a este artículo podrán ser reclamadas de conformidad con lo dispuesto en el articulo 58 de la ley Nº 16.395.


La administración de los mutuos hipotecarios endosables que otorguen las Cajas de Compensación también podrá encargarse a un banco, sociedad financiera o a alguno de los agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables a que se refiere el Titulo V citado precedentemente, o cualquier otra entidad autorizada por ley para administrar tales mutuos. 


Podrán ser cesionarios de estos créditos los bancos, las sociedades financieras, las aseguradoras y reaseguradoras, y otras entidades reguladas por leyes especiales facultadas para realizar este tipo de inversiones.”.


2) Derógase el artículo 68.


Artículo 6°.- Modifícase el artículo 2º de la ley Nº 20.318, que Faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el Patrimonio del decreto ley Nº 3472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, de la siguiente forma:


1) Reemplázase en el inciso primero, el guarismo “100.000” por el guarismo “500.000”.


2) Agrégase en el inciso segundo, la siguiente oración luego del punto final que se suprime “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento, y de 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera, para cada empresa cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento.”.


3) Reemplázase en el inciso tercero, la frase “a que se refiere el inciso primero de este artículo” por la frase “cuyas ventas anuales superen las 25.000 unidades de fomento y no excedan las 100.000 unidades de fomento”.


4) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Para el caso de las empresas cuyas ventas anuales superen las 100.000 unidades de fomento y no excedan las 500.000 unidades de fomento, el Fondo no podrá garantizar más del 30% del saldo deudor de cada financiamiento de hasta 50.000 unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera.”.


5) Reemplázase en su inciso cuarto el guarismo “100.000”, por el guarismo “500.000”.


Artículo 7°.- Amplíase, a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, hasta un máximo de treinta y seis meses, en cuotas fijas o variables, el plazo que el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario concede al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos impuestos girados hasta el día 31 de marzo de 2009 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial. La facultad que se concede al Servicio de Tesorerías en este artículo, se podrá ejercer hasta el 30 de junio del año 2010. La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor, en forma expresa, solicite pagar un monto mayor.


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en el número 1) del artículo 5º de esta ley, entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el artículo 6º de la presente ley, comenzarán a regir a partir de la fecha de la primera licitación siguiente a su publicación en el Diario Oficial, que efectúe el Administrador del Fondo de conformidad al decreto ley Nº 3472, de 1980, que Establece un Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.


Artículo 3º transitorio.- Las modificaciones a que se refiere el literal i), de la letra b), del número 4), del artículo 2º de la presente ley, comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, beneficiando a los créditos otorgados a contar de tal fecha por las compañías de seguros y fondos de pensiones extranjeros a que la norma se refiere.”.

---

Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 14 de abril de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente) (Baldo Prokurica Prokurica, Presidente accidental), señora Evelyn Matthei Fornet (Jovino Novoa Vásquez), Camilo Escalona Medina, Fernando Flores Labra, Carlos Ominami Pascual, Jorge Pizarro Soto, Hosain Sabag Castillo y Guillermo Vásquez Úbeda.

Sala de la Comisión, a 14 de abril de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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� Éstas deberán presentarse antes del nonagésimo día anterior a la fecha de la elección correspondiente (artículo 6º, Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones y Escrutinios).


� Artículo 10º, Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones y Escrutinios.


� Artículo 57, inciso segundo, Constitución Política de la República.





[image: image21.png]La evaluacion se aplicara tanto respecto de los
usuarios individuales como institucionales, asi
como respecto de los servicios presenciales y los
prestados a través de la plataforma electrénica.

La ponderacién que se asigne a cada
cual en la construccién de la muestra se
determinara anualmente por resolucion
exenta del Ministerio de Justicia visada
por la Direccién de Presupuestos. Con
todo, siempre se le dara una mayor
ponderacién a los usuarios individuales.




[image: image22.png]Si el indice de Satisfaccion Neta determinado para
el afo 2009 (aiio base) fuere superior al 60%, la
bonificacién durante los afios 2010 y 2011 se
concedera sin necesidad de exigir el crecimiento
del indice determinado para el afio base.
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De darse el supuesto anterior el grado
de crecimiento exigido a partir del afio
2012 serd en funcion del indice de
Satisfaccion Neta determinado para el
afo base.




[image: image23.png]Alcanzado el nlvel de indice de
satisfaccion Neta equivalente a un 70%,
la concesion del beneficio no se sujeta a
un mayor crecimiento.

La bonificacion en esta hipétesis
se concede en funciéon de la
mantencién de dicho nivel de
satisfaccion.
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[image: image25.png]Se concedera anualmente en funcion del
crecimiento que experimente el indice de
satisfaccion neta respecto del afio
inmediatamente anterior. Para todos los
efectos el afio base sera el afio 2009.

El indice de satisfaccion neta es el
porcentaje que resulte de la resta entre
el porcentaje de usuarios que efectie
una buena calificacion sobre la atencién
proporcionada y aquel porcentaje que
califique de manera deficiente dicha
calidad de atencion.




[image: image26.png]Se crea una bonificacion anual para el
personal de planta y a contrata del
Servicio de Registro Civil e
Identificacion, ligada a la calidad de
atencion prestada a los usuarios.

Dicha bonificacion se concedera al
personal que haya prestado servicios
sin solucién de continuidad durante a lo
menos seis meses continuos durante el
aflo objeto de la evaluacién y que lo
esté a la fecha del pago.




[image: image27.png]Ligando los nuevos incentivos
remuneracionales a la opinion que
expresen, anualmente, los usuarios
respecto de la calidad de atencién
recibida por la institucién.

Por esta via se da un paso mas en
el proceso de modernizacion del
Estado, generando instrumentos
que situen el tema de la calidad de
servicio a los ciudadanos como eje
de la tarea institucional.
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